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X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35
Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
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UDI
VII
36
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8
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Ortiz Novoa, José Miguel
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I
1
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Quintana Leal, Jaime
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6
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UDI
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PDC
RM
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PDC
VI
34
Silva Ortiz, Exequiel
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X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
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Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22
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IX
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Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
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RM
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Urrutia Bonilla, Ignacio
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VII
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Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20
Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional no estuvieron presentes los diputados señores Juan Bustos, Carlos Kuschel, Felipe Letelier, Pablo Lorenzini, Edmundo Salas y Leopoldo Sánchez.


-Concurrió, también, el senador señor Juan Antonio Coloma.


-Asistieron, además, los ministros de Educación Pública, señor Sergio Bitar; de Transportes y Telecomunicaciones, señor Javier Etcheberry; de la Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Huenchumilla; Directora del Sernam, señora Cecilia Pérez y el Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz.

-










II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.06 horas.

El señor SILVA (Vicepresidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
El acta de la sesión 28ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 29ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor SILVA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.
INCORPORACIÓN A LA CUENTA DE PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL REINO DE ESPAÑA.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Los Comités, por unanimidad, han dado su acuerdo para incorporar en la Cuenta de hoy el acuerdo que aprueba el convenio entre la República de Chile y el Reino de España para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal, en relación con los impuestos a la renta y el patrimonio, y su protocolo, suscrito el 7 de julio de 2003.


REMISIÓN DE PROYECTO A COMISIÓN DE SEGURIDAD CIUDADANA.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión de Defensa Nacional de remitir a la Comisión de Seguridad Ciudadana el proyecto que otorga facultades a Carabineros e Investigaciones para retener transitoriamente las armas blancas portadas en lugares públicos.


Acordado.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ENCARGADA DE CONOCER LA ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL EN CONTRA DEL INTENDENTE SUBROGANTE DE LA QUINTA REGIÓN, DON IVÁN DE LA MAZA MAILLET.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
De conformidad con lo preceptuado en los artículos 38 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y 305 del Reglamento de la Corporación, corresponde designar, por sorteo, a los cinco diputados que integrarán la Comisión encargada de conocer e informar sobre la procedencia de la acusación constitucional deducida por diez señores diputados y señoras diputadas en contra del intendente subrogante de la Quinta Región, don Iván de la Maza Maillet.


El señor Secretario procederá a efectuar el sorteo.


El señor LOYOLA (Secretario).- Honorable Cámara, de conformidad con las normas constitucionales, legales y reglamentarias, corresponde excluir del sorteo a los siguientes señores diputados por las razones que se señalarán en cada caso:


Por ser patrocinantes de la acusación constitucional: Nº 5, don Rodrigo Álvarez Zenteno; Nº 13, don Mario Bertolino 
Rendic; Nº 22, doña Marcela Cubillos 
Sigall; Nº 33, don Pablo Galilea Carrillo; 
Nº 44, don Gonzalo Ibáñez Santa María; 
Nº 45, doña Carmen Ibáñez Soto; Nº 79, don Osvaldo Palma Flores; Nº 110, don Gonzalo Uriarte Herrera; Nº 113, don Mario Varela Herrera, y Nº 117, don Carlos Vilches 
Guzmán.


Por encontrarse con permiso constitucional: Nº 15, don Juan Bustos Ramírez; Nº 56, don Felipe Letelier Norambuena; Nº 59, don Pablo Lorenzini Basso; Nº 99, don 
Edmundo Salas de la Fuente, y Nº 100, don Leopoldo Sánchez Grunert.


Por ser integrantes de la Mesa de la Corporación: Nº 6, doña Isabel Allende Bussi; Nº 41, don Patricio Hales Dib, y Nº 103, don Exequiel Silva Ortiz.


También deben ser excluidos del sorteo los siguientes señores diputados: Nº 30, don Mario Escobar; Nº 49, don Jaime Jiménez; Nº 52, don Eduardo Lagos; Nº 81, don Cristián 
Pareto, y Nº 90, don Víctor Rebolledo.


-Efectuado el sorteo en la forma prescrita por el Reglamento, resultaron designados para integrar la Comisión de acusación constitucional los diputados señores Sergio Ojeda, Nº 76; Eduardo Saffirio, Nº 97; 
Rodolfo Seguel, Nº 101; señora Carolina Tohá, Nº 107, y señor Iván Norambuena, 
Nº 75.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En consecuencia, la Comisión que conocerá de la acusación constitucional queda integrada por la diputada señora Tohá, doña Carolina, y por los diputados señores Norambuena, don Iván; Seguel, don Rodolfo; Saffirio, don Eduardo, y Ojeda, don Sergio.


Cito a reunión de Comités.

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN DE RÉGIMEN INTERNO PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito el acuerdo para autorizar a la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento para sesionar simultáneamente con la Sala.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. HOMENAJE

HOMENAJE AL PARTIDO RADICAL SOCIAL DEMÓCRATA EN EL 140º ANIVERSARIO DE SU FUNDACIÓN.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Corresponde rendir homenaje al Partido Radical Social Demócrata con motivo de cumplirse el 140º aniversario de su fundación.


En primer lugar, tiene la palabra el diputado José Pérez, del Partido Radical Social Demócrata.


El señor PÉREZ, don José (de pie).- Señora Presidenta, honorables colegas; señor presidente nacional en ejercicio del Partido Radical Social Demócrata, senador don Augusto Parra Muñoz; dirigentes nacionales, regionales y comunales del Partido 
Radical; invitados especiales; amigas y amigos:


Los radicales cumplimos 140 años. Hoy celebramos ese acontecimiento, y agradezco a la Sala la oportunidad que nos brinda para conmemorarlo. Probablemente, ninguno de nosotros estará aquí cuando otro partido político llegue a esta etapa de su existencia.


Cuando Pedro León Gallo regresó al 
país, en 1863, fue proclamado héroe de las libertades civiles y caudillo popular. Después de la fusión liberal-conservadora, un pequeño grupo de liberales estuvo en desacuerdo con esa unión y permanecieron como independientes. Pese a que algunos de ellos empezaron a llamarse a sí mismos “radicales”, eran, básicamente, los liberales doctrinarios, que se negaron a comprometer los principios del Club de la Reforma, y la creciente fracción anticlerical del partido, que no podía soportar la perspectiva de unión con los ultraconservadores. De modo que, cuando los radicales entraron por primera vez en la escena política, en 1860, había tres partidos en Chile que debían su origen a los pelucones: el Nacional, el Conservador y el Liberal.


El momento, ciertamente, era propicio para la formación de un nuevo partido que diera voz política a una nueva clase social que emergía en esos años. Este vacío fue llenado, entonces, por el Partido Radical. Es imposible asignar una fecha definitiva para su formación; simplemente, creció. 


Los orígenes del Partido Radical pueden ser buscados en la formación, en octubre de 1858, en una organización llamada “Asamblea Constituyente”, hace ya 145 años, que reunió a los futuros líderes del partido y padres del radicalismo, como los hermanos Manuel Antonio y Guillermo Matta; su primo Ángel Custodio Gallo; el hermano de éste, Pedro León; Francisco Marín y Juan Arteaga Alemparte. El principal objetivo de esta asociación y de su diario, del mismo nombre, era la convocatoria a una asamblea constituyente para reformar la Constitución de 1833. Esta idea, que paradójicamente se asemeja a la de hoy, llevó a sus líderes a la cárcel y al exilio.


El principio fundamental de la plataforma del Partido Radical, en el momento de su formación, era la reforma constitucional, que propugnaba grandes cambios. En 1861, antes de su fundación, la representación del Partido Radical en el Congreso se limitó a dos de sus fundadores: Manuel Antonio Matta y Ángel Custodio Gallo, y, en las elecciones de 1864 -ya fundado-, se les unieron Juan Esteban Espejo, Ricardo Claro y Manuel Recabarren.


La primera asamblea radical nace, entonces, con Pedro León Gallo, en Copiapó, el 27 de diciembre de 1863, hace 140 años, fecha que hoy recordamos. La siguiente asamblea nace, poco después, en La Serena, difundiéndose por todo el norte de Chile.


De lo dicho anteriormente puede desprenderse claramente que, como instrumento de acción política organizada de la clase media chilena, netamente regionalista y provinciano, con grandes intelectuales y destacados profesionales que reaccionaron contra la fronda aristocrática autoritaria, el 27 de diciembre de 1863 nace el Partido Radical en Chile para promover las libertades individuales, la descentralización y la educación laica, contando para ello con la influencia masónica, decisiva en la separación de la Iglesia respecto del Estado, principalmente al servicio de Chile y de los pobres. 


Esta celebración de los 140 años de la creación de la primera asamblea del radicalismo chileno configura una fiesta de la civilidad y de la apertura a la libertad e igualdad, porque, evidentemente, es el partido político de mayor significación en la construcción de la república y de la democracia. No hay institución política en Chile que no tenga el sello del Partido Radical, y aquí nadie se atrevería a negarlo. Las generaciones actuales han hecho suyos los postulados del radicalismo 
-así ha sido, honorables colegas- cuales son la tolerancia y el pluralismo.


Este partido, hoy mi Partido Radical Social Demócrata, el que me viera nacer hace ya muchos años, al cumplir un nuevo aniversario, cuenta con una visión moderna, sustentada en sus principios y valores, donde la tolerancia y el pluralismo ocupan un lugar de privilegio, toda vez que en ellos radica la virtud que permite alcanzar los acuerdos que el futuro y el desarrollo de la nación nos exigen en días de creciente globalización.


Como expresión chilena del pensamiento laico universal, rechazamos la censura, la injusticia, la prepotencia, la falta de sensibilidad, el autoritarismo y todo tipo de segregación.


Los radicales promovemos y defendemos la libertad, la tolerancia, la diversidad, la racionalidad, la autodeterminación y la paz. Nuestro compromiso es con la verdad, la transparencia, la justicia, el honor, la moral y la ética, por lo que nos reconocemos humanistas auténticos, ecuménicos, capaces de juntar lo mejor de todos los sectores para sacar adelante los ideales dentro de la diversidad.


La vida de la República, la historia de Chile, el nacimiento y desarrollo de sus instituciones y el fortalecimiento de la administración pública, llevan el sello indeleble del radicalismo.


Entre las más relevantes figuras del siglo XIX y del siglo XX están los hombres y mujeres militantes de mi partido, que hoy conmemora 140 años de existencia. La sola mención de ellos haría de esta intervención una larga e infinita relación de nombres y de apellidos que ya he mencionado en otras oportunidades. Es imposible dejar de recordar a hombres como Enrique Mac Iver y Valentín Letelier. Quizás, se refleje en ellos la esencia del debate interminable de los foros internos y externos del radicalismo, por encontrar el camino y las mejores propuestas para Chile y su gente. Ambos, intelectuales, descollaron por sus méritos y por su razón de ser. Uno, en la defensa de los valores individuales y esenciales del hombre, y, el otro, en el reconocimiento de estos valores y su relación con el mundo social: el hombre en comunidad.


Por lo mismo, revisamos los anales de la historia partidaria. Tan sólo quiero recordar lo dicho por un muchacho chileno, sencillo, de clase media que hace 75 años, cuando se recibió de abogado en la Universidad de Chile, dijo: “Vine un día de las montañas sureñas, empujado por mis sueños de adolescente. La gratuidad de la educación en todos sus grados que la generosidad de la democracia chilena garantizaba a sus hijos me abrió las puertas de los estudios superiores”.


Honorables colegas diputados, les pregunto hoy, a días de cumplir mi partido 140 años, ¿podrá alguna vez decir lo mismo un muchacho de Yungay, de Curacautín, de Los Ángeles o de cualquier otro rincón del país?


A los 31 años, ese ciudadano fue elegido decano de la facultad de Derecho de la Universidad de Chile en un período de gran efervescencia política y universitaria. Asimismo, tres años después, en 1933, el claustro universitario lo eligió rector de la Universidad de Chile por un período de cinco años. Así, entonces, se inicia una extensa y fructífera gestión a la cabeza de dicha universidad, con tres reelecciones sucesivas hasta cubrir un período de 20 años, hasta 1953, período nunca igualado en los 160 años de nuestra principal casa de estudios superiores.


Ese destacado servidor público nació en un sector rural de la cordillera de la Octava Región del Biobío. Fue hijo de una humilde familia que representaba los valores más altos de nuestra historia al servicio de la educación chilena.


Honorables señores diputados: En esta ocasión, he querido recordar el nombre de don Juvenal Hernández Jaque, quien, con su trayectoria, marca buena parte de los años que hoy festejamos los radicales. Así, también en Chile, múltiples iniciativas se desplegaron para mitigar el hambre de los cesantes y de sus familias.


La integración social y la promoción del desarrollo en armonía llevó al Partido Radical a tener un período de auge durante tres décadas: las de 1920, 1930 y 1940. En esos años fue no sólo el pilar fundamental de la mayoría de las coaliciones de gobierno, sino que también impulsó sus valores: la política de los consensos, de las alianzas y de la tolerancia.


El gran Frente Popular, única alianza exitosa en su género -la versión española sucumbió ante la violencia, y la francesa se perdió en el fracaso-, se fundó en Chile para respaldar al régimen democráctico, para velar por la libertad y la solidaridad social, y para permitir que las mayorías nacionales participaran en la lucha contra el fascismo. De él emergen figuras como la de don Pedro Aguirre Cerda, quien da inicio en el país a una etapa de tres administraciones sucesivas, en las que el Partido Radical fue dominante, tanto respecto de la izquierda como de los liberales.


Gracias a su talento y a su espíritu de servicio, se crean la Corporación de Reconstrucción y Auxilio y la Corporación de Fomento de la Producción, organismos destinados a promover la industrialización del país. Los catorce años de gobiernos radicales fueron llamados “los años de la revolución industrial chilena”. Descollante figuración tuvo en ellos el Presidente Pedro 
Aguirre Cerda, a quien el pueblo chileno aún recuerda.


Le sucedió en la conducción del gobierno don Juan Antonio Ríos Morales. Durante su administración se promulgó la primera reforma a la Constitución Política de 1925, y se crearon la Empresa Nacional de Electricidad, la Empresa Nacional de Petróleo y la Compañía de Aceros del Pacífico, entre otras, que permitieron el progreso de la industria chilena.


El 3 de noviembre de 1946 asumió la Presidencia de la República don Gabriel González Videla, quien integró a comunistas, liberales e independientes. Durante su mandato también promovió el desarrollo industrial del país y tomó posesión del territorio antártico. Sin embargo, incurrió en errores que atentaron contra las libertades sindicales y políticas, tales como proscribir al Partido Comunista.


No obstante, durante el gobierno de Gabriel González Videla las mujeres lograron tener derecho a voto. Mujeres radicales conformaron una pléyade ejemplar. Entre ellas figuran nombres como el de Amanda Labarca, la gran educadora; el de Adriana Olguín de Baltra, la primera ministra de Justicia, y el de Inés 
Enríquez Frödden, la primera mujer que llegó al Congreso Nacional en su condición de diputada. Todas ellas acompañaron el florecimiento de la democracia.


Sin embargo, más de un historiador ha considerado que el Partido Radical descuidó la revisión de su programa político, que no lo renovó oportunamente, y que después de la década del 50 se ensombreció su conducción y control del centro político, cifrado en su ligazón con la fuerza electoral de la clase media, que permitía su reelección.


Hemos condenado y condenaremos a perpetuidad las atrocidades cometidas por la dictadura militar. El Partido Radical también fue blanco de los ataques. Cientos de radicales fueron víctimas de la represión y de la relegación. Muchos de ellos conocieron la cárcel, la tortura, el exilio y la muerte.


Emblemático es para nosotros recordar a nuestro correligionario y dirigente sindical Tucapel Jiménez, y a más querido y recordado correligionario Luis Gastón Lobos Barrientos, profesor, parlamentario e intendente de la Novena Región de La Araucanía, a quien rendimos hoy un sincero homenaje por su valor y entrega a la vida partidaria y al desarrollo de la democracia y de la libertad de nuestra patria. En la figura de él rendimos un homenaje a todos nuestros correligionarios caídos en las horas de dolor que vivió nuestra patria.


En el pasado reciente, con el impulso del Partido Radical, se avanzó en el gran esfuerzo social que condujo al restablecimiento de la democracia. Superando diferencias ideológicas, amplios sectores de la nación resolvieron actuar conjuntamente. Y con la generosidad que nos caracteriza, nació la Concertación de Partidos por la Democracia, que surgió tras la victoria del plebiscito del 5 de octubre de 1988 y que ha tenido un desarrollo exitoso gracias a estos más de trece años de gobierno.


En parte, se restableció la institucionalidad democrática, y se logró el mayor crecimiento económico de su historia. La gran mayoría de los chilenos parecen estar satisfechos. No obstante, múltiples son las tareas que nos quedan por realizar.


El país se moderniza. Tenemos fe en esta democracia, distorsionada por imperfecciones institucionales que han facilitado inaceptables pérdidas del patrimonio de todos los chilenos, principalmente en la minería y en los recursos naturales no renovables.


El Gobierno es eficiente, pero con limitaciones en materias programáticas y de participación popular y de la juventud. Así, el nuevo compromiso radical reside en la urgencia en dar soluciones a materias fundamentales, como reestructurar el proceso educacional chileno para preparar el mejor capital del país, el capital humano, y ponerlo en condiciones de responder a los desafíos de la economía globalizada.


Hoy como ayer, el país y los herederos del viejo tronco radical tenemos necesidad de acentuar la política de descentralización administrativa a través de una efectiva regionalización, capaz de dar autonomía suficiente a las regiones del país, lugar donde, en realidad, se crea la riqueza nacional.


Buscamos, así, un tipo de democracia representativa y participativa de verdad para enfrentar la incertidumbre; inmersos en un modelo económico depredador, proponemos seria y fundadamente avanzar en la obtención de un objetivo de mayor valor agregado para nuestras riquezas básicas.


El Partido Radical Social Demócrata llama, en sus 140 años de fundación, tanto al Gobierno como a los parlamentarios, a los partidos políticos y a todas y a cada una de las organizaciones chilenas, a defender el cobre y a exigir un royalty aplicable en Chile.


Asimismo, luchamos por la obtención de una moderna y eficaz ley de divorcio vincular que permita rehacer sus vidas a quienes fracasan en la vida matrimonial. Es así como, entonces, aprovechamos también esta ocasión para hacer un llamado al Congreso Nacional para exigir un pronto, eficaz y claro pronunciamiento sobre este aspecto, mediante la dictación de la ley antes del término del año.


En la presente hora, y ante la necesidad histórica de una alternativa política que enfrente el desafío de humanizar la globalización, Chile tiene la necesidad imperiosa del pensamiento y de la acción del radicalismo.


El tiempo y la historia indiscutiblemente nos han privilegiado y honrado, porque, durante 140 años, la doctrina y el pensamiento político de esta bancada, que con orgullo y satisfacción representamos, han estado preocupados, verdaderamente, de pensar en Chile y en su gente. 


Nuestra también es la responsabilidad histórica de emprender al comienzo de este tercer milenio los cambios revolucionarios que el país necesita para impulsar una profunda transformación social y una nueva estructura de Estado, de modo de erradicar para siempre la extrema pobreza y entregar a los chilenos condiciones de igualdad social y participación más justa en la riqueza que se genera por el trabajo del país.


El Partido Radical, desde su nacimiento, se ha mantenido al servicio de Chile y de su pueblo. La noble juventud del país, y especialmente la de mi partido, como forjadora intelectual y política, será capaz, con las herramientas que le entreguemos, de vencer los obstáculos que impiden que Chile alcance su pleno desarrollo como nación.


Lo señalado en la síntesis de los postulados que, un día 27 de diciembre de 1863, se fijaron los fundadores de este más que centenario partido político, los padres del radicalismo chileno; postulados vigentes hoy en Chile y en el mundo entero, ya que, con certeza, los radicales de hoy manifestamos lo mismo que los de ayer y que los de siempre: sin una democracia plena, no hay integración de clases, y sin una sociedad integrada, no hay democracia. Ésta es la base de nuestra doctrina y de nuestro pensamiento, por la cual luchamos y seguiremos luchando.


Por eso, he querido recordar el aniversario de los 140 años de nuestro querido Partido Radical. Agradezco nuevamente a este hemiciclo que nos haya permitido rendir este homenaje.


He dicho.


-Aplausos.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el turno del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado Eugenio Tuma.


El señor TUMA (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara; senador Augusto Parra, presidente subrogante del Partido Radical Social Demócrata:


Junto con expresar nuestro deseo por el pronto restablecimiento de la salud del presidente de ese conglomerado político, señor Orlando Cantuarias, quiero saludar a los dirigentes nacionales, regionales y comunales del Partido Radical Social Demócrata.


En mi calidad de jefe de la bancada de diputados del Partido por la Democracia, es motivo de especial orgullo rendir este sincero y cariñoso homenaje al Partido Radical Social Demócrata y a su bancada de diputados, con ocasión de conmemorarse, el próximo 27 de diciembre, los 140 años de su fundación, lo que hace del Partido Radical de Chile el más longevo de nuestro sistema político y uno de los de mayor tradición histórica en el mundo entero.


El Partido Radical nace prácticamente unido a la República, en las postrimerías de las luchas libertarias que dieron origen al Estado de Chile. Desde su fundación, en 1863, se constituyó en la expresión política más nítida de las ideologías libertarias nacidas a la luz del pensamiento ilustrado y laico, en pleno siglo de las luces.


Desde su origen, el Partido Radical es tributario del pensamiento laico. Sus figuras fundacionales fueron librepensadores que se nutrieron en Europa de lo mejor de los postulados políticos, sociales y filosóficos que comenzaban a socavar las bases de lo que restaba del despotismo ilustrado en el viejo continente. Así, el movimiento de 1848, en Europa, lleno de alzamientos y revueltas populares, tuvo su correlato en tierras americanas de la mano de hombres como 
Santiago Arcos, José Victorino Lastarria y el joven y talentoso intelectual Francisco Bilbao, quienes, a través de la Sociedad de la Igualdad, comenzaron a sembrar la semilla que germinaría casi dos decenios más tarde, en las áridas tierras del Norte Chico, en Copiapó, en la figura de Pedro León 
Gallo, quien fundó la primera asamblea radical en la actual capital de Atacama.


El Partido Radical, laico, anticlerical, libertario y decidido partidario de un Estado solidario y al servicio de las personas, comienza su periplo que, hasta el día de hoy, lo ha llevado por la curva ascendente de la defensa de la democracia, de las instituciones republicanas, de las libertades públicas y de la promoción social.


Estimados colegas, no hay prácticamente ninguna institución cultural o social de envergadura en Chile que no tenga el sello radical; ese sello que a veces se confunde con el pensamiento y con la obra de la francmasonería, a la cual adhirieron, desde sus orígenes, sus padres fundadores y sus más conspicuos militantes y dirigentes. La separación de la Iglesia y del Estado, las leyes laicas, la educación primaria obligatoria, los cuerpos de bomberos, el desarrollo de la planificación social, la reforma sanitaria de la década de los cincuenta, la Universidad de Chile y su presencia en casi todo el territorio nacional, la Corfo y la formación del Estado empresario son todas instituciones que han sido posibles gracias a la acción política de los radicales chilenos.


No podríamos entender el Chile actual si hiciéramos abstracción del pensamiento radical. La clase media, esa clase social que se funda a partir del mérito por sobre los privilegios de la cuna; la movilidad social, que se hace posible sólo por el acceso a la educación pública, gratuita y obligatoria, que instalaron los radicales en Chile, son todos fenómenos de modernización, en los cuales los radicales y sus hombres de Estado jugaron roles estelares. Los tres gobiernos radicales, de Pedro Aguirre Cerda, Juan Antonio Ríos Morales y Gabriel González Videla, dejaron una huella permanente y un ejemplo de cómo la política también puede ser asumida como un apostolado laico de servicio público y popular.


Señor Presidente, honorables colegas: el recuerdo puramente histórico, si bien es importante, a veces puede hacernos olvidar la importancia del Partido Radical Social Demócrata de nuestros días. Nuestros colegas radicales dan muestra cotidiana de los mismos principios y valores que inspiraron a quienes les precedieron. En estos tiempos, los partidos políticos, no sólo en Chile, sino en el mundo entero, se encuentran sumidos en la confusión y en la desvalorización que genera el cambio epocal y civilizatorio, y probablemente han dejado de ser los principales referentes sociopolíticos en nuestras democracias. Sin embargo y pese a ello, los partidos políticos con historia, con tradición y con cultura propia se niegan a desaparecer. Ello no sólo es por una cuestión de inercia, sino porque en torno de ellos se ha ido tejiendo un conjunto de usos, costumbres, valores y principios que se constituyen en señas de identidad que le dan sentido de ser a sus militantes. 


En La Araucanía, la tierra que represento en esta Cámara, como en cada una de las ciudades y pueblos desde Arica al Estrecho de Magallanes, hay radicales. Sí, hay radicales de la vieja guardia, de los que conocieron los años de auge y gloria del radicalismo inserto en el Frente Popular o que compartieron con sus aliados la hermosa experiencia de su participación en la Unidad Popular y en su trágico desenlace. Pero hay también grupos crecientes de jóvenes que se sienten interpretados y convocados por este partido, que, sin pretensiones excesivas, sigue siendo capaz de ser referente de participación política para nuevas generaciones de chilenos.


Cuando se fundó el Partido Radical a mediados del siglo XIX, sus impulsores tenían un programa político estructurado en torno de las siguientes ideas-fuerza: la crítica al autoritarismo presidencial y la asfixiante centralización administrativa y política del Estado.


Hoy, 140 años después, vemos cómo parte importante de esa crítica radical original, primigenia, sigue vigente; vemos como Chile sigue luchando contra esa fronda aristocrática, vestida con nuevos ropajes e iluminada por nuevas ideas de corte conservador y ultraliberal. El radicalismo se ve en la obligación ética y política de oponerse a la acumulación excesiva de riqueza y de poder político en unas mismas manos.


Esta mañana, el Partido por la Democracia rinde homenaje, además, a un querido amigo y compañero radical que partió hace poco: el senador Anselmo Sule Candia,...


(Aplausos).


...quien mejor reflejara el ser y el sentir radical de esta última parte de la historia republicana de Chile. Él, al igual que todo su partido, sufrió el castigo y la persecución de un régimen que era la antítesis del pensamiento crítico y libertario de los discípulos de Bilbao. Anselmo fue hecho prisionero, exiliado y privado de lo más sagrado para un patriota como es su nacionalidad. Sin embargo, sin rencor, con altura de miras y con sentido de futuro, se sumó a la tarea de construir acuerdos que permitieron evitar un desangramiento aún mayor del alma nacional, en medio de las luchas fratricidas que nos separaron.


Hemos querido resumir en su persona lo que ha sido y sigue siendo para nosotros el Partido Radical Social Demócrata: un partido de amigos, un partido que se hace carne en la cultura popular chilena, un partido sin el cual no seríamos lo que hoy somos y con el que nos unen anhelos políticos comunes de constituir una plataforma política unida, progresista, libertaria y socialdemócrata.


Estimados colegas: en nombre del Partido por la Democracia, quiero entregar al Partido Radical Social Demócrata de Chile, partido hermano y aliado, representado por su presidente subrogante, senador Augusto Parra, y por su jefe de bancada de diputados, estimado colega Alberto Robles Pantoja, nuestro saludo y reconocimiento por esta historia fecunda de logros y por esa decisión de mantenerse siempre fieles a los principios y valores éticos y políticos que, en la sequedad del desierto de Atacama, inspiraron a los constituyentes de esa primera asamblea radical.


He dicho.


-Aplausos.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.


El señor URRUTIA (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara, señores senadores y diputados del Partido Radical Social Demócrata, señoras y señores:


La Unión Demócrata Independiente ha querido rendir homenaje al Partido Radical Social Demócrata, al cumplir éste 140 años de vida.


Quienes pertenecemos a un partido político para servir a nuestra patria, conocemos el orgullo y la satisfacción que nos invade al cumplir una año más de vida, de trabajo, de sacrificios y, sobre todo, un año más al servicio de nuestra patria.


Por esta razón, hoy, en nombre de la bancada de la UDI, quiero recordar y brindar, con respeto y honor, un homenaje a un partido político de gran trayectoria e importancia para nuestro país, cuyas bases se han mantenido por 140 años.


El Partido Radical Social Demócrata merece, independientemente de las diferencias políticas que existan entre unos y otros, nuestro público reconocimiento por su labor, que se ha extendido por más de un siglo. 


“El Partido Radical tiene una vida más que centenaria de adhesión a los principios de convivencia democrática, que son, por esencia, contrarios a toda manifestación de fuerza y de violencia. El radicalismo es, antes que nada, una doctrina basada en el racionalismo, en tanto que la fuerza, por su naturaleza misma, es una actitud irracional”. Estas palabras de Anselmo Sule, miembro fiel del Partido Radical, fallecido recientemente, reflejan el ser y deber ser de un partido que, como el Radical, hoy celebra 140 años de trayectoria.


Desde nuestra permanente vocación de servicio como políticos, queremos seguir diseñando, construyendo y mejorando cada día por el bien de la patria. Por eso resulta importante reconocer y celebrar al Partido Radical, opuesto a nuestro pensamiento político doctrinal, pero que nos entrega un profundo conocimiento del largo y duro recorrido que tuvo, tiene y tendrá un partido político que nació con una declaración de principios que hasta hoy se mantiene y cuyos pilares fundamentales son la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad y el respeto por los derechos de las personas. 


El trabajo político no es fácil. Todos conocemos y hemos vivido los vaivenes de este mundo, algunas veces ingrato, pero siempre orientado al bien común. En este sentido, quiero destacar a grandes políticos radicales chilenos, como don Pedro Aguirre Cerda y don Anselmo Sule, quienes entregaron a Chile valiosas herramientas para el crecimiento y desarrollo de su sociedad.


El compromiso para servir a Chile sobre la base de la paz y la libertad, constituye parte esencial del discurso radical, que identifica claramente a sus integrantes, dando señas de una identidad ideológica seria y sólida, que ha logrado consolidarse en el tiempo. Por esta razón, la UDI ha querido estar presente en este homenaje y expresar su más profundo anhelo de gratitud y de buenos deseos a todos quienes integran el Partido Radical Social Demócrata, que hoy cumple un año más de vida, con la plena convicción de seguir en carrera luchando por una causa noble y justa, defendiendo la política y trabajando por un Chile mejor.


He dicho.


-Aplausos.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, el diputado señor Camilo Escalona, del Partido Socialista.


El señor ESCALONA (de pie).- Señor Presidente, nuestra Corporación rinde un merecido homenaje al Partido Radical Social Demócrata, que el próximo 27 de diciembre cumple 140 años de su fundación. 

Las características esenciales de esa colectividad quedan retratadas de manera magistral en su Declaración de Principios, donde se afirma: “El Partido Radical Social Demócrata es una comunidad de ciudadanos provenientes de los diferentes estratos sociales del país, que, sin distinción de creencias, sexos o niveles socioeconómicos e inspirados en los principios del humanismo laico y en los fundamentos filosóficos y políticos de la socialdemocracia, propugnan la construcción de una sociedad democrática, solidaria, fraternal, integrada, pacífica, eficiente y profundamente humanista, que permita alcanzar los más altos valores sociales, políticos, económicos y de participación a que aspira todo ser humano, y que, además, sea capaz de satisfacer las necesidades materiales y espirituales del hombre en un ambiente de libertad y justicia”. 


Hacia fines de mayo de 1850, durante el gobierno del Presidente Bulnes, se formó la Sociedad de la Igualdad, integrada por intelectuales jóvenes que regresaban desde 
Europa tras terminar sus estudios. Entre otros, destacan don José Victorino Lastarria, don Eusebio Lillo, don Francisco Bilbao. 


La Sociedad de la Igualdad se convirtió en el foco de agitación política del país y atrajo a su seno a todos los jóvenes intelectuales y a un buen número de trabajadores y artesanos. Sus integrantes promovieron levantamientos en contra del gobierno, razón por la cual el 9 de noviembre de 1850, por decreto de la Intendencia, se disuelve la Sociedad de la Igualdad y sus líderes son apresados y encarcelados. Entre otros, 
Santiago Arcos, José Victorino Lastarria y Federico Errázuriz fueron desterrados.


Junto con lo anterior, los orígenes del Partido Radical se encuentran vinculados a la formación, en octubre de 1858, de la “Asamblea Constituyente”, que agrupó a la mayoría de futuros líderes del Partido: 
Manuel Antonio Matta, Ángel Custodio Gallo, Francisco Marín, Juan Arteaga y 
Guillermo Matta, quienes impulsaban la reforma a la constitución de 1833.


Tres son las ideas fundamentales que se cuestionaban por aquellos días: el autoritarismo presidencial, la excesiva centralización administrativa y la excesiva influencia de la Iglesia en las decisiones gubernativas.


Desde entonces, el radicalismo se distinguió por su laicismo, por su rechazo al clericalismo y su impulso a un Estado fuerte y solidario, con pleno respeto al ser humano.


Pero fue sólo hacia fines del segundo gobierno de Manuel Montt que los radicales surgen como el tercer partido político de la historia de Chile, después de liberales y conservadores.


El 12 de mayo de 1862 se funda el periódico “La Voz de Chile” para difundir las bases del radicalismo: enseñanza laica, libertad electoral, derecho edilicio, descentralización administrativa, reforma a la constitución de 1833 e interacción del pueblo en la generación de autoridades.


En 1863 -gracias a la ley de amnistía dictada por el Presidente José Joaquín Pérez en 1861-, después de haber sido exiliado en 1859, Pedro León Gallo regresa al país y se incorpora con entusiasmo a la acción del grupo opositor al gobierno, liderado por Manuel Antonio Matta, cuyos postulados lo interpretan plenamente: enseñanza laica, descentralización administrativa, libertad electoral y reforma a la Constitución.


Esas fueron las razones que llevaron a establecer, en Copiapó, la primera asamblea radical el 27 de diciembre 1863, fecha en que históricamente se da por constituido el Partido Radical de Chile.


El radicalismo se basa en una doctrina política que propugna un régimen social, económico y político fundado en el efectivo ejercicio del poder por el pueblo y el control democrático del aparato productivo, inspirado en los principios de libertad, igualdad, solidaridad, participación, tolerancia y respeto a la diversidad, y bienestar popular, que fueron implementados en la sociedad chilena a través de los gobiernos radicales, con destacado auge en los períodos de los presidentes Pedro Aguirre Cerda y Juan Antonio Ríos.


Pedro Aguirre Cerda marcó su visión de Estado con su sentencia: “gobernar es educar”, que se proyecta hasta hoy con la profunda reforma educacional en curso, que se propuso, entre otras metas notables, la jornada escolar completa y la obligatoriedad de las enseñanzas básica y media.


La obra de Juan Antonio Ríos es recordada especialmente por su esfuerzo por incorporar al conjunto del territorio nacional al progreso del país.


El Partido Radical, al igual que la mayoría de los partidos democráticos chilenos, ha sufrido cárcel y exilio a lo largo de su historia.


Responsables de la formación de Chile como nación, por su larga historia de 140 años, los radicales se constituyen en incansables luchadores por la democracia, el laicismo, el pluralismo y la justicia social. Esta disposición política los lleva a integrar la Unidad Popular y a participar en el gobierno del Presidente Salvador Allende y, posteriormente, a sufrir la represión de la dictadura que, tras 17 años, dejó prácticamente desarticulados a los partidos políticos chilenos.


Dicha realidad estimula y no impide que los radicales se sumen a la Concertación de Partidos por la Democracia, exitosa coalición, única en la historia política de Chile y de América Latina.


El radicalismo estima que sus ideales sólo pueden concretarse en democracia. En ella es posible instaurar, por vía pacífica, el dominio de una forma de vida y filosofía social que se ha bosquejado en los principios ya destacados. Ello permite que el radicalismo adhiera a la Internacional Socialista desde 1972, organización internacional a la que también se han incorporado el Partido por la Democracia y el Partido Socialista.


Para avanzar en democracia, en dirección de la justicia social, el Partido Radical ha estado dispuesto a cooperar y a unir esfuerzos con otros partidos. Por ello, lideró el Frente Popular en la década del ‘30, participó en la Unidad Popular en los ‘70 y ha sido parte esencial de la Concertación en los últimos 15 años, de reconstrucción democrática.


Ese espíritu unitario y antisectario impone siempre la búsqueda de acuerdos con quienes se comparte un mismo sentido de país. Por ello, recordamos con cariño a 
Anselmo Sule, quien siempre luchó por el entendimiento y la estabilidad democrática en Chile.


El Partido Radical Social Demócrata es un conglomerado profundamente chileno, comprometido con la historia y el futuro, reformista y progresista, que orienta su actividad a introducir los cambios que la sociedad reclama para un desarrollo equilibrado y solidario. Es un partido convencido de que la realización integral del ser humano sólo puede alcanzarse en un sistema democrático con real vigencia de las libertades y observancia del estado de derecho, con auténtico respeto a la dignidad del ser humano, tolerancia y amplias libertades, para que haya igualdad y ésta no afecte la libertad, como, también, para que la desigualdad no imposibilite su ejercicio a quienes tienen menos oportunidades. El Partido Radical es un conglomerado de amplia representación social que lucha por erradicar la pobreza y dar solución a los problemas de las grandes mayorías nacionales.


Porque desde hace más de siete décadas, socialistas y radicales compartimos una común inspiración humanista y solidaria,, en representación de nuestra bancada hago presente a quienes forman su filas nuestro más cariñoso homenaje.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil, de Renovación Nacional.


El señor CARDEMIL (de pie).- Señor Presidente, distinguidos amigos senadores, diputados y dirigentes del Partido Radical Social Demócrata; estimados colegas:


Hoy, merecidamente, la Cámara de Diputados se pliega a la conmemoración de los 140 años del Partido Radical. Resulta un serio esfuerzo tratar de condensar, en el breve tiempo de que disponemos, la importancia y el legado de un partido histórico que, con sus acciones e ideas, se encuentra enraizado en la República y que ha grabado, con su sello característico, elementos esenciales del ser nacional.


Recorrer, en los siglos XIX y XX, la galería de sus figuras y pensadores, nos sobrecoge. Cada una de ellas nos puede servir para identificar etapas diversas y muy claras de nuestra propia historia.


A pocos años de haberse independizado e iniciado Chile su camino como país soberano, ya encontramos las brisas incipientes del radicalismo en las posturas políticas de Francisco Bilbao, las que se transformaron en un viento firme y sostenido, cuando no en vendavales, con los Matta y los Gallo, quienes vendrían después.


La solidez y potencia del Partido Radical se galvaniza en la intelectualidad chilena. Ahí están, como ejemplos señeros, Enrique Mac Iver y Valentín Letelier, quienes sembraron, en el siglo antepasado, la simiente sólida que habría de delinear, con trazo fuerte, el Chile de la centuria recién pasada.


Un sumario examen de todos los episodios políticos relevantes de Chile va a encontrar siempre al Partido Radical o a algunos de sus miembros en un lugar protagónico, como la caída de Ibáñez, el Frente Popular, los tres gobiernos radicales, la ruptura entre don Gabriel González Videla y el Partido Comunista, el gobierno de don Jorge Alessandri -con el cual colaboraron-, la Unidad Popular y, en la actualidad, la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.


No obstante la dificultad que, en el marco de un homenaje, implica intentar desentrañar las causas de los fenómenos políticos, creo ineludible hacerlo, ya que dentro de las razones que explican la posición central del Partido Radical en la historia de Chile está la respuesta y el reconocimiento que el país le debe al enorme aporte que dicha colectividad y su ideario han entregado a la República. 


La fortaleza y longevidad del Partido Radical se nutre, desde sus inicios, en un firme engarzamiento con las aspiraciones de los chilenos, que se suman a las corrientes históricas, globalizadas, de un mundo convulsionado, y que, en el concepto de progreso, se asocia aceleradamente a las decisiones políticas. Por lo tanto, la primera y gran virtud del radicalismo fue estar inserto en las corrientes mundiales de la historia, recoger correctamente anhelos profundos de grandes mayorías que se estaban dando en todo el mundo y adaptar las primeras con un sentido eminentemente chileno.


El respeto del derecho a sufragio, la libertad individual, la proporcionalidad de la representación popular, la separación de la Iglesia y el Estado, la enseñanza gratuita y laica, y el mejoramiento de la condición legal de la mujer, se consagraron entre sus primeros postulados, los que encuentran un eco inmediato en miles de chilenos. 


Por lo tanto, la gran virtud del radicalismo -aspecto que hoy quiero subrayar- fue establecer postulados que sirvieran al país. Incluso, los que creemos en la “ciudad de Dios”, debemos reconocer y entender que los caminos para llegar a ella pasan por esta tierra, y que en la administración de la vida política en esta tierra se necesitan soluciones políticas eficaces, soluciones aquí y ahora, no mañana. Por lo tanto, el laicismo con que desarrolló su actividad el radicalismo es una herencia que ha pasado a ser patrimonio nacional. 


Por otra parte, la defensa inclaudicable de sus propuestas le lleva directo a una identificación casi simbiótica con los jóvenes de la primera mitad del siglo XX, de numerosa extracción provinciana -como tantos de nosotros-, de clase medida y con una abundante valoración profesional. Por lo tanto, a mi juicio, la tercera gran virtud del radicalismo fue erigirse en un intérprete permanente de los estratos medios. 


Después, la política de la época, a partir de los años sesenta, impone sus rigores, y el Partido Radical se adapta, con maestría, a ellos, conservando en todo momento su rol central, sirviendo de émbolo del desarrollo político nacional y dando la gobernabilidad indispensable para llevar adelante los proyectos necesarios para Chile. 


Soy de los que piensan que durante los tres gobiernos radicales estuvo a punto de darse la recomposición del gran consenso que perdió Chile a principios del siglo XIX: la pérdida de su consenso ideológico, político y social. Los gobiernos radicales fueron un intento serio, y casi logrado, de conseguir ese consenso. Baste decir que los tres presidentes anteriores a 1973, los señores Jorge Alessandri, Eduardo Frei Montalva y 
Salvador Allende fueron ministros de gobiernos radicales. 


Son también estos elementos los que determinaron su visión y, sin duda, la calidad del aporte Chile que hicieron a Chile. Ahí está la industrialización desde el Estado y el desarrollo inmenso del tejido universitario. Estas son facetas nacionales, herencias de todos nosotros, un legado que hemos recibido, aspectos todos que llevan la impronta del radicalismo en toda su plenitud.


El diálogo, la tolerancia y el debate razonado fueron herramientas fecundas en manos de distinguidos parlamentarios, profesores, rectores, diplomáticos, literatos y en cualquiera que abrazara el servicio público desde la amplia tienda radical.


Estas mismas herramientas demostraron su inutilidad a partir de los años sesenta. Este es un hecho que debiera hacernos meditar, porque, a partir de los años sesenta, se nubló el horizonte de nuestra convivencia, nos asoló la borrasca de proyectos totalitarios y excluyentes que anunciaban la agonía de un mundo que se iba, del mundo parlamentario, del debate razonado, del entendimiento, del acuerdo.


Los nuevos tiempos negaban al radicalismo en su esencia. A partir de los años sesenta, el respeto por el adversario pareció que se tornaba en demostración de debilidad. Así, la violencia entre los compatriotas, la violencia de acción y reacción empezó a ser justificada.


Frente al dilema político, desaparece la confrontación de ideas: parece que sólo tenía validez el conflicto brutal. Este escenario no podía tener roles estelares para el Partido Radical. Su decaimiento en esa etapa corre a parejas con el decaimiento de la convivencia nacional. Pienso que, de alguna manera -y discúlpenme el atrevimiento-, todos los que participamos en política tenemos algo de radicales.


El Partido Radical refleja de manera muy clara la identidad del chileno y puede sentirse el gestor de importantes cambios y avances en nuestro país. Pero hay un legado en particular que me llama la atención y que perdura de manera indeleble hasta el día de hoy en nuestra patria: haberle dado una identidad al chileno que entrega toda su confianza en la posibilidad que dan el trabajo y el estudio; la promoción por el valer, y la preocupación por los niños y jóvenes, como los únicos vehículos eficaces para lograr el desarrollo personal y el desarrollo social, y, también, por cierto, una sana moral de trabajo que exhibe cotidianamente nuestra orgullosa clase media.


El lema de don Pedro Aguirre Cerda, “gobernar es educar”, si fue verdad antes, sigue siendo una gran verdad ahora.


Mi ánimo era evitar al máximo la mención de personas en este homenaje. Sin embargo, quiero decir que cualquiera que se aproxime, aunque sea lejanamente, a la historia de nuestro país, y, específicamente, a la trayectoria del Partido Radical, no puede evitar su mirada en uno de los más grandes chilenos del siglo XX: el Presidente Pedro Aguirre Cerda. Su vida y sus obras también resultan ser un buen ejemplo de la compenetración a que recién aludía, entre los chilenos y el radicalismo.


Cabe recordar que con don Pedro 
Aguirre Cerda, el Partido Radical acompaña a Chile en sus momento de gloria y también en sus lamentos y pesares.


Chile no olvidará nunca que don Pedro Aguirre Cerda fue un radical, que se consumió como una luz en el servicio público, dándose por entero a los demás, y que puso por muchos años -y aún lo sentimos ahora- un crespón negro en el corazón de la República.


He dicho.


-Aplausos.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Finalmente, en representación de la Democracia Cristiana, hará uso de la palabra el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET (de pie).- Señor Presidente, quiero enviar un saludo muy especial a la directiva del Partido Radical, encabezada por su presidente subrogante, señor 
Augusto Parra; su secretaria general, señora Silvia Moreno, y a todos los dirigentes nacionales, regionales y comunales que se encuentran presentes en las tribunas. También, por cierto, a los parlamentarios que representan al Partido Radical. Además, deseo una pronta recuperación al presidente de esa colectividad, señor Orlando Cantuarias, quien, según entiendo, está siendo intervenido quirúrgicamente.

Resulta difícil referirse, en breves minutos, a un partido tan importante y de tanta trayectoria. Gracias a Dios, quienes me antecedieron en el uso de la palabra lo hicieron muy bien.


Soy de Atacama, lugar donde nació el glorioso Partido Radical, con su primera asamblea en Copiapó. Además, estoy muy agradecido de mis amigos radicales, en particular de los de Atacama, quienes por acuerdo político con mi partido, en 1999, colaboraron activamente en mi elección como diputado de la República. Hoy comparto la representación de un distrito con un correligionario del Partido Radical, el doctor Alberto Robles Pantoja.


El Partido Radical ha calado profundamente en la sociedad. ¿Quién no tiene un tío, un abuelo, un amigo, un vecino, un conocido radical? Atraviesa todo el espectro social. Por esencia, no es un partido de clases.


En esta oportunidad, quiero recordar tres etapas de dicha colectividad:


Primero, cuando irrumpe a la vida política del país, entre liberales y conservadores, a mediados del siglo XIX. El partido que surge algunos años después de la creación de la Sociedad de la Igualdad; el partido de los Matta, de los Gallo, es el que marca un sello indeleble en nuestra historia republicana y, diría, por siempre, en la lucha democrática por la libertad, la igualdad, el bienestar social y la descentralización, todo lo cual se tradujo en innumerables leyes y políticas públicas, tales como la ley de matrimonio civil, la de cementerios laicos y la creación del Servicio de Registro Civil.


Un segundo momento, que, sin duda, constituye todo un hito en la historia del Partido Radical y en su contribución al país, es el de los gobiernos radicales, como se señaló con anterioridad. El del Frente Popular, en alianza con otros partidos democráticos y progresistas; el de los gobiernos de Pedro Aguirre Cerda, de Juan Antonio Ríos y de Gabriel González Videla. Se ha recordado la importancia de la Corporación de Fomento, de la industrialización de Chile, de la creación de tantas empresas estatales que permitieron al país surgir con gran fuerza.


La promoción de la enseñanza pública, la consolidación y participación de la clase media, el proyecto del Chile nuevo: el de la clase media emergente, el de la gran movilidad social, el del comienzo de la participación activa de la mujer en la política, son hitos que también marcan decidida e indeleblemente la historia republicana del país en esas décadas.


El tercer momento en el que, a mi juicio, resulta esencial la contribución del Partido Radical en nuestra historia republicana, es el de la recuperación de la democracia y la formación de la Concertación. Ello, a pesar de vertientes ideológicas y doctrinarias distintas de una historia reciente distinta, en diferentes bandos; de una postura distinta frente a gobiernos recientemente pasados; de una postura diferente, por ejemplo, frente al gobierno de la Unidad Popular.


Para lograr las confianzas que permitieron unir a la Concertación de Partidos por la Democracia fue fundamental el rol del Partido Radical, de sus dirigentes y autoridades de la época, de lo cual estoy muy agradecido.


No era fácil unir a democratacristianos, a socialistas de distintas vertientes, a gente proveniente del Mapu y de la Izquierda Cristiana, y a radicales. Es cierto que, en ese preciso instante, el Partido Radical también debió enfrentar la dura competencia que le significó la creación del entonces partido instrumental, al Partido por la Democracia, en el que convergen importantes sectores del radicalismo.


En aquellos momentos de búsqueda de la democracia fue cuando, una vez más, no obstante ser de partidos distintos, los democratacristianos recomenzamos un camino junto a los radicales, a los socialistas y a los militantes del PPD. Eso es, precisamente, lo que hace grande a la Concertación, conglomerado político en cuya formación contribuyó el Partido Radical.


Soy de los que creen que el radicalismo aún tiene mucho que aportar a Chile y que, una vez más, con sus 140 años de vida, resistirá la tentación de refundirse o desaparecer.


Amigos y amigas del Partido Radical: reciban de los diputados de la Democracia Cristiana y de su secretario nacional, un fraternal saludo en su centésimo cuadragésimo cumpleaños.


He dicho.


-Aplausos.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Así, la Cámara de Diputados ha rendido homenaje al Partido Radical con motivo de celebrarse 140 años de su fundación.


Hacemos llegar nuestros especiales saludos a nuestros colegas diputados del Partido Radical, a su directiva -esperamos una pronta recuperación de su presidente-, a su presidente subrogante y, en especial, a sus militantes presentes en las tribunas.


-Aplausos.

VI. ACUERDOS DE COMITÉS


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
El señor Secretario procederá a dar lectura a los acuerdos de los Comités.


El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia de la señora Allende, doña Isabel, adoptaron los siguientes acuerdos:

1º
Despachar en general, en la presente sesión, el proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. Para proceder de esta forma, el señor Vicepresidente de la República retiró la urgencia que hiciera presente para la tramitación de esta iniciativa.

2º
Prorrogar en una hora el Orden del Día.

3º
Votar en general y en particular, en la sesión ordinaria de mañana miércoles, el proyecto que modifica la ley Nº 19.525, que regula sistemas de evacuación y de drenaje de aguas lluvias. 


El tiempo del debate será de tres horas distribuidas proporcionalmente entre los distintos Comités, sin perjuicio del que usen los señores diputados informantes y los señores ministros de Estado, entendiéndose prorrogada la hora de término de dicha sesión por todo el tiempo que fuere necesario.


Asimismo, se autoriza el ingreso a esa sesión del señor subsecretario de Obras Públicas.

4º
Celebrar una sesión especial el día de mañana, de 15 a 17 horas, con el fin de despachar en general los siguientes proyectos:


El que elimina ciertas anotaciones prontuariales, y


El que modifica la ley Nº 19.123, sobre reparación y establece otros beneficios, y

5º
Autorizar al señor subsecretario de Transportes para que ingrese a la Sala en la tarde de hoy, para la sesión especial pedida sobre plantas de revisión técnica.

VII. ORDEN DEL DÍA

SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR. Primer trámite constitucional.


El señor SILVA (Vicepresidente). 
Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior.


Diputados informantes de las Comisiones de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, y de Hacienda, son la señora Carolina Tohá y el señor José Miguel Ortiz, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3224-04, sesión 67ª, en 15 de abril de 2003. Documentos de la Cuenta Nº 2.


-Informes de las Comisiones de Educación y de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nºs 14 y 15, de esta sesión.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Carolina Tohá.


La señora TOHÁ (doña Carolina).- Señor Presidente, este proyecto, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, fue analizado con mucho detalle, en los últimos meses, en la Comisión de Educación.


Su estudio se hizo en forma conjunta con otro proyecto, también relacionado con la educación superior, cuyo objeto es generar una nueva modalidad de crédito para los estudiantes del sistema de educación superior, incluidas las instituciones que no forman parte del Consejo de Rectores.


En la fase de las audiencias públicas, hicimos un trabajo conjunto con una gran cantidad de actores del sistema de educación superior, en sus diversas modalidades, quienes fueron invitados a la Comisión para escuchar sus opiniones respecto de ambas iniciativas.


Nombraré algunos de los invitados que asistieron a la Comisión en el estudio del proyecto, en el gran esfuerzo realizado para llevar a cabo un debate amplio y participativo, en el que fueron escuchados diversos puntos de vista.


Además de las autoridades del Ministerio de Educación, entre ellas, el ministro de dicha cartera, señor Sergio Bitar; la jefa de la División de Educación Superior, señora Pilar Armanet, y sus distintos asesores, entre los que se incluye a la señora María José Lamaitre, secretaria técnica de la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado, concurrieron rectores de distintas universidades, de institutos profesionales y de centros de formación técnica, entre ellos, los señores Sergio Lavanchy, rector de la Universidad de Concepción y vicepresidente del Consejo de Rectores; Luis Riveros, rector de la Universidad de Chile; Ubaldo Zúñiga, rector de la Universidad de Santiago de Chile; Alfonso Muga, rector de la Universidad Católica de Valparaíso; Juan Antonio Guzmán, rector de la Universidad Nacional Andrés Bello; Oscar Cristi, rector de la Universidad de Los Andes; el padre Fernando Montes, rector de la Universidad Alberto 
Hurtado; Héctor Zúñiga, presidente del Consejo Directivo de la Universidad del Mar y presidente de la Corporación de Universidades Privadas; Ernesto Livacic, presidente de la Junta Directiva de la Universidad Central; Marcelo von Chrismar, rector del Instituto Profesional Duoc-UC; José Pedro Undurraga, director ejecutivo de Inacap; la señora Josefina Bilbao, rectora del Instituto Profesional 
Carlos Casanueva y presidenta nacional de la Agrupación de Institutos y Centros de Formación Técnica, Conifos; los señores José Julio León, vicerrector académico de la Universidad Diego Portales; Octavio Enríquez, decano de la Facultad de Medicina de la Universidad de Concepción y presidente de la Asociación de Facultades de Medicina; René Flores, decano de la Facultad de Ciencias de la Educación de la Universidad de Playa Ancha y presidente del Consejo de Decanos de Facultades de Educación; Jorge Pavez, presidente del Colegio de Profesores; la señora María de los Ángeles Santander, asesora del Instituto Libertad y Desarrollo. Asimismo, una gran cantidad de representantes de los estudiantes, como los integrantes de la Confederación de Federaciones de Estudiantes de Chile, Confech, señores Fernando Herman, de la Universidad Católica, vicepresidente de la Confech; Felipe Núñez, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Concepción; Manuel Escobar, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Valparaíso; Leonardo Seguel, de la Universidad Federico Santa María, sede Talcahuano; Pablo Calderón, de la Universidad Católica de Valparaíso; Julio Lira, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, Fech; Jaime Bellolio, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de 
Chile, Feuc; Jaime Romero, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Santiago, Feusach; Jorge Burgos, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Federico Santa María; Gonzalo Calderón, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de la Santísima Concepción; Nicolás Pavez, presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Diego Portales; Felipe Yarur, presidente del centro de alumnos de la facultad de derecho de la Universidad Nacional Andrés Bello; la señorita Catherine Araya, presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad La República; los señores Luis Felipe San Martín, presidente del centro de alumnos de la facultad de ingeniería de la Universidad de Chile -actual presidente de la Fech-; Pablo Pérez, del centro de alumnos de geografía de la Universidad de Chile; Juan Luis Torres y Cristóbal Leturia, del centro de alumnos de la escuela de arquitectura de la Universidad de Chile.


Debo destacar que la presencia de estas personas en la Comisión no constituyó una mera formalidad, sino que dio lugar a la exposición de una serie de inquietudes y opiniones que, posteriormente, dieron origen, entre otras cosas, a una indicación del Ejecutivo y apoyaron muchos de los puntos de vista que los miembros de la Comisión tuvimos presente al legislar.


Entre los antecedentes generales que fundamentan el proyecto, se encuentra, en primer lugar, el hecho de que en Chile hay un sistema muy diverso, donde cada vez hay mayores oportunidades de formación profesional y un universo cada vez más creciente de estudiantes.


En efecto, hoy existen 60 universidades, 43 institutos profesionales y 113 centros de formación técnica, instituciones muy diferentes unas de otras.


Cerca de 480 mil estudiantes -casi medio millón de jóvenes chilenos- concurren a estas instituciones, lo que significa que la cobertura en educación superior ha aumentado en forma sostenida en el tiempo, alcanzando en la última década un 7 por ciento 



anual. En la actualidad un 31,5 por ciento de jóvenes chilenos entre 18 y 24 años cursan estudios en una institución postsecundaria.


El Gobierno ha sostenido que, aun cuando este crecimiento significa una noticia positiva, no es suficiente. Por tanto, es indispensable garantizar la calidad en las distintas modalidades y ofertas que existen para acceder a la educación superior.


Se propone, por una parte, establecer mecanismos que garanticen la calidad de las instituciones y programas, y, por otra, que se proporcione información acerca de los distintos niveles de calidad de la educación que entregan los institutos de enseñanza superior. Sólo así se los podrá homologar con instituciones de nuestro país y con aquellas que funcionan más allá de nuestras fronteras.


Los futuros profesionales deberán confrontarse permanentemente con sus pares. Además la movilidad internacional de estudiantes y profesionales obliga a disponer de medios que les garanticen las condiciones para competir en el medio laboral nacional e internacional.


Estos cambios no son exclusivos de 
Chile. En los años ‘90, países de Europa Oriental y Occidental, del Asia y de América Latina, de África y América del Norte han establecido sistemas de acreditación de la educación superior.


El concepto moderno de regulación no es sólo de supervisión y control, sino que incluye estrategias destinadas a mejorar y promover la calidad, como un componente intrínseco en el funcionamiento de las instituciones de educación superior.


En el marco del Programa de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación Superior, Mecesup, se constituyeron dos comisiones asesoras: una para la formación de posgrado, denominada Comisión de Acreditación de Posgrado, a la que se en



comendó continuar el trabajo de acreditar programas de maestría y doctorado iniciados por Conicyt -ya ha desarrollado 70 programas de doctorado y 76 de maestría-, y la otra, llamada Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado, Cnap, que debía desarrollar procesos experimentales de acreditación y elaborar propuestas para el establecimiento de un sistema nacional de aseguramiento de la calidad, que dio origen a este proyecto de ley.


En esa modalidad piloto, que funciona actualmente, han participado 34 universidades, que representan más del 50 por ciento de la matrícula universitaria, y se encuentran en proceso de acreditación más de 150 carreras en prácticamente todas las áreas del conocimiento. 


El proyecto contempla tres objetivos fundamentales:


En primer lugar, dar garantía pública de la calidad de las instituciones de educación superior y de los programas y carreras que ofrecen. 


En el mensaje se señala que “la vitalidad de la educación superior es un elemento fundamental y cada vez más determinante de la posición de los países en la economía mundial. Contribuye a desarrollar la productividad laboral, la energía empresarial y la calidad de vida; promueve la movilidad social y la participación política; fortalece la sociedad civil y estimula el gobierno democrático”.


Para ello, no basta ampliar el acceso a la educación superior, sino asumir un compromiso para establecer mecanismos que aseguren la calidad de la formación que se entrega, lo que involucra una diversidad de acciones.


El proyecto asume la diversidad de acciones respecto de cuatro ideas fundamentales: 


Primero, reconoce el proceso de licenciamiento que actualmente realiza el Consejo Superior de Educación, en orden a otorgar la autonomía a las nuevas instituciones. 


Segundo, refuerza las actividades de evaluación y acreditación de programas de pregrado y de posgrado. 


Tercero, racionaliza y perfecciona los procesos de definición, recolección y procesamiento de información, encaminados a orientar las decisiones de los jóvenes a la hora de elegir dónde van a cursar sus estudios.


Finalmente, se introduce una acreditación institucional, que no existía antes de la aplicación de este sistema piloto, la que permitirá reconocer a aquellos establecimientos de educación superior que cuentan con mecanismos de aseguramiento de la calidad.


El proyecto establece mecanismos de acreditación no sólo para dar garantía pública de la calidad, sino también para promover y apoyar el mejoramiento permanente de las instituciones de educación superior, las cuales se evalúan con un doble criterio: el proveniente de su grupo de referencia institucional, profesional o disciplinario, respecto de lo que definen como estándares adecuados -es decir, la propia comunidad académica define las exigencias-, y el que resulta después de evaluar y contrastar las ofertas y proyectos de las distintas instituciones en relación a lo que éstas han definido como su misión institucional.


Éste es el primer objetivo del proyecto, tendiente a dar garantía pública de calidad.


El segundo objetivo apunta a establecer una instancia de coordinación del conjunto de las funciones y actividades que se ocupan de la calidad de la educación superior, para lo cual se crea un Comité de Coordinación, formado por autoridades de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, de la nueva Comisión Nacional de Acreditación para la Educación Superior y del Consejo Superior de Educación. Es decir, se trata de una instancia en la cual participan los distintos actores preocupados de la calidad de la educación.


El tercer objetivo es lograr que la educación superior sea capaz de responder a estándares de validez nacionales e internacionales. Es decir, se trata de homologarnos internamente a cierto nivel, de manera de permitir las comparaciones con instituciones extranjeras.


En la Comisión también se analizó un informe preparado por la Biblioteca del Congreso Nacional, que nos permitió conocer sistemas de otros países. Así, pudimos enterarnos de que sistemas de este tipo se están creando de manera creciente en todos los continentes, y que han sido promovidos por instituciones como la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, Unesco, y la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico, Ocde. En particular, estudiamos los utilizados en países que tienen algunas analogías con el nuestro en materia de educación superior, tales como España, Argentina, Colombia, Francia y México. 


En cuanto a la modalidad de acreditación y aseguramiento de la calidad de la educación que establece el proyecto, podemos sintetizarla en las siguientes ideas:


En primer lugar, el Capítulo I establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que tendrá las siguientes funciones:

a)
De información, que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema -desde los órganos públicos que tienen esa tarea-, la gestión institucional -de las propias instituciones de educación superior- y la información pública, que es muy relevante para que la sociedad y, en particular, las familias y los jóvenes que acceden a estas instituciones conozcan sus características.

b)
De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, para verificar que cumplan los requisitos requeridos para obtener su autonomía. Esto ya existe y será integrado al sistema.

c)
De acreditación institucional, consistente en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones para asegurar su calidad.

d)
De acreditación de carreras o programas, que se refiere al proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas, en función de los propósitos declarados por las instituciones y de los criterios establecidos por la comunidad académica y profesional de las distintas ramas.


El Título II se refiere al Comité de Coordinación, que tendrá a su cargo la coordinación del sistema general. Estará integrado por el vicepresidente del Consejo Superior de Educación, el presidente de la Comisión Nacional de Acreditación y el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


Esta instancia deberá velar por la adecuada coordinación de las actividades que desarrollarán estos órganos, para lo cual sesionará al menos tres veces al año.


El Capítulo II se refiere a las funciones de Acreditación Institucional y de Acreditación de carreras y programas.


El Título I de este capítulo crea la Comisión Nacional de Acreditación, cuya función será verificar y promover la calidad de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, y de las carreras y programas que éstos ofrecen. La Comisión gozará de amplia autonomía para el desarrollo de sus funciones y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. 


Estará integrada por trece miembros:

a)
Un académico o académica de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá.

b)
Tres académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o posgrado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta de la Metropolitana.

c)
Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o posgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.

d)
Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía.
e)
Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos. 

f)
Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, Conicyt.

g)
El jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.

h)
Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes.

i)
El secretario ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.


Si estuvieren vinculados con alguna institución que fuere objeto de un proceso de acreditación, ya sea en cuanto a su propiedad o por el desarrollo de labores remuneradas en ella, los miembros de la Comisión estarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución. 


Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la cual asistan, que podrá ascender hasta a 4 UTM, con un máximo de 25 UTM por mes.


¿Cuáles serán las funciones de la Comisión?

a)
Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos.

b)
Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, y supervigilar su funcionamiento.

c)
Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de posgrado de las universidades autónomas.

d)
Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 28, y

e)
Servir de órgano consultivo del Ministerio de Educación. 


Sus atribuciones serán, entre otras, fijar criterios de evaluación y revisarlos periódicamente; aplicar las sanciones que establece la ley; conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior, y disponer la creación de comités ejecutivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones.

Estructura interna y funcionamiento de la Comisión.


La Comisión dispondrá la creación de comités ejecutivos que la asesorarán, especialmente en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos.


Dichos comités ejecutivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros. Sus proposiciones y recomendaciones no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante a la hora de tomar sus acuerdos.


Cada comité ejecutivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. 


A continuación, quiero referirme a un tema central del proyecto: cómo funciona la Acreditación Institucional.


Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional -el que ellos mismos se dieron; es decir, comprobar que cumplen lo que prometieron- y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad. 


La acreditación institucional será voluntaria, y en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración, a la hora de realizarla, la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior, al someterse a estos procesos de acreditación, deberán cumplir y garantizar los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. 


La acreditación institucional se realizará respecto de distintas funciones, y las entidades siempre deberán acreditarse, por lo menos, en docencia de pregrado y gestión institucional, que será la puerta de entrada al sistema de acreditación. 


Adicionalmente, las instituciones podrán optar por la acreditación en otras áreas, tales como la investigación, la docencia de posgrado y la vinculación con el medio. 


El proceso de acreditación contempla varias etapas, entre otras, un autoexamen, una autoevaluación, una evaluación externa y, finalmente, la opinión de la Comisión. El proceso de evaluación externa se realizará por pares evaluadores, designados por la Comisión para ese fin. Estos pares evaluadores podrán ser personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deberán encontrarse incorporadas en un registro público que la Comisión llevará para ese efecto. En el caso de los pares evaluadores que sean personas naturales, deberán tener, al menos, diez años de ejercicio académico o profesional y ser reconocidos como expertos en su área de especialidad. En cambio, cuando se trate de personas jurídicas, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones o servicios de consultoría sobre temas educacionales, y certificar, por lo menos, tres años de experiencia en dichas actividades.


La Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales, en el caso de que se opte por esa modalidad, las que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional. La institución por ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la primera solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación.


En el caso de que la institución opte por un mecanismo de acreditación a través de agencias -por lo tanto, de personas jurídicas-, ésta propondrá a la Comisión una terna de instituciones, y la Comisión designará a la persona jurídica que tendrá la función de desarrollar la acreditación.


En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubieran tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurridos dos años desde que él hubiera terminado.


Esta modalidad de acreditación institucional fue producto de un largo debate en la Comisión. No era la modalidad propuesta inicialmente, que se refería sólo a pares evaluadores, no consideraba agencias y no tenía estos mecanismos mediante los cuales la institución acreditada podía proponer agencias.


Dados el debate en la Comisión y las inquietudes existentes sobre la materia, se concordó esta modalidad que recogió los puntos de vista de los distintos parlamentarios y que, finalmente, se tradujo en una indicación del Ejecutivo, lográndose amplio acuerdo en la Comisión.


La acreditación institucional se otorgará por un plazo de siete años a la institución de educación superior evaluada que, considerando el informe emitido por los pares evaluadores, cumpla íntegramente con criterios de evaluación. Si la institución evaluada no cumple íntegramente con dichos criterios, pero presenta un nivel de cumplimiento aceptable, la Comisión podrá acreditarla por un período inferior: cinco, tres o dos años. Además, la Comisión formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación, las que deberán ser subsanadas por la institución antes del término del período de acreditación, y serán consideradas a la hora de hacer el siguiente proceso de acreditación. 


Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la Comisión no otorgará la acreditación y formulará las observaciones pertinentes, que deberán ser subsanadas por la institución que postuló a la acreditación. El siguiente proceso de evaluación considerará especialmente dichas observaciones y las medidas adoptadas por la institución para subsanarlas.


En todo caso, la institución no podrá someterse a un nuevo proceso de acreditación antes del plazo de dos años desde haberse rechazado su petición de acreditación original.


De las decisiones que la Comisión adopte en estas materias se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles.


El Título III se refiere a la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado. 


Esta acreditación se hará a través de instituciones -no ya de pares evaluadores- nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras. Su objeto es dar garantías de que las carreras y los programas cumplan con los estándares de calidad que se establecen en el caso de las instituciones autónomas de educación superior en sus distintas modalidades.


La opción por los procesos de acreditación, en este caso, también será voluntaria, y, en el desarrollo de los mismos, las agencias autorizadas y la Comisión siempre deberán cautelar la autonomía de las instituciones.


Las agencias acreditadoras que tomen conocimiento de que en una determinada carrera o programa se han producido situaciones que pueden ser constitutivas de alguna de las causales señaladas en los artículos 53, 63 y 70 de la ley orgánica constitucional de Enseñanza, deberán poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Ministerio de Educación. Esto también sucedía -me había olvidado de mencionarlo- en el caso de la acreditación institucional. Lo anterior significa que si los pares evaluadores o las agencias, en el transcurso del proceso de acreditación, descubren algunas de las irregularidades que la citada ley orgánica establece como causales para que a una institución se le quite la autorización -por ejemplo, por no cumplir con sus objetivos estatutarios o por desarrollar actividades contrarias al orden público y a las buenas costumbres, o que incurren en infracciones graves a sus estatutos o que dejen de otorgar los títulos a los cuales están obligados por ley-, entonces los acreditadores deberán dar cuenta de ello al Ministerio para que tome las medidas administrativas que correspondan.


En el caso de la acreditación de carreras, las instituciones siempre podrán apelar ante la Comisión de las resoluciones que se adopten, en un plazo de treinta días, si no quedan conformes con las decisiones que tomen las agencias acreditadoras. 


La Comisión, de oficio o a solicitud de terceros, podrá dejar sin efecto las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas, en caso de grave y manifiesto incumplimiento de los criterios y procedimientos de evaluación que han sido establecidos. También se podrá apelar ante el Consejo Superior de Educación, en un plazo de treinta días.


Cuando no existan agencias que estén en condiciones de acreditar una determinada carrera -lo cual no sería raro en nuestro país, dado que en la educación superior hay una gran diversidad y gama de carreras-, la acreditación de carreras podrá hacerse de manera directa por parte de la Comisión.


El párrafo 2º de este título establece la autorización de las agencias de acreditación, materia que va a estar en manos de la Comisión, la que autorizará su funcionamiento y supervisará que sea adecuado, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que establezca. 


¿Cuáles son esos requisitos? Primero, la idoneidad de sus integrantes. Segundo, la existencia y aplicación de mecanismos que aseguren su independencia y transparencia. Tercero, la existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión. O sea, la agencia cumple la función, pero lo hace sobre la base de estándares que están definidos por la Comisión sobre la base de órganos consultivos, comisiones técnicas, que se establecen por concurso público, a lo cual ya me referí. Otro requisito es la existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones, las que siempre serán públicas. 


Después, el proyecto establece una serie de obligaciones a las cuales estarán sujetas las agencias de acreditación, como, por ejemplo, dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina la Comisión, proporcionar los antecedentes que ésta les solicite, informar a la Comisión de los cambios significativos que se produzcan en su estructura y en su funcionamiento. Esto es muy importante, porque define las incompatibilidades que puede tener una agencia para acreditar a cierta institución con la que pueda tener vínculos, contratos o relaciones. 


Si las agencias no cumplen estas obligaciones, se les pueden cursar infracciones, que van desde la amonestación por escrito hasta el término anticipado de su autorización para funcionar. En todo caso, las resoluciones que se impongan podrán ser reclamadas ante el Consejo Superior de Educación en un plazo de cinco días desde la notificación.


Posteriormente, el proyecto establece la acreditación de programas de posgrado. Ésta es una acreditación que se hace a las instituciones por los programas ofrecidos en instituciones autónomas de educación superior, y también será voluntaria. A la Comisión le corresponderá fijar y revisar los criterios de evaluación sobre la base de la modalidad que ya describí, de los comités ejecutivos, que se hará a través de instituciones, de agencias nacionales o internacionales, denominadas agencias acreditadoras.


Cuando no existan agencias preparadas o en condiciones de acreditar un determinado programa de posgrado, subsidiariamente actuará la Comisión y podrá, en ese caso, realizar ella la acreditación.


En el título V se establecen una serie de medidas de publicidad de las decisiones, que significan, en el fondo, que la Comisión debe mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, y la acreditación de programas de posgrado y de los programas de especialidad en el área de la salud.


Además, como medidas de publicidad, se estableció, como consecuencia de una indicación que nos hicieran los dirigentes estudiantiles, que todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que dé cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Deberán indicar, a lo menos, si se encuentran participando en el proceso de acreditación, áreas en las que postularon a la acreditación, y el resultado del proceso de acreditación.


Eso es muy importante, tomando en cuenta que en Chile el cuarto ítem de inversión en publicidad es el de la educación superior, por lo cual es relevante que ésta contenga mecanismos de información para que las familias tomen decisiones correctas.


En el capítulo III se establece algo complementario al sistema de acreditación 
-segunda columna vertebral del proyecto-, cual es el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior.


Este sistema otorga al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior o de la entidad que ésta determine, la posibilidad de desarrollar y mantener un “Sistema Nacional de Información de la Educación Superior”, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional de cada una de las instituciones y para la información pública de la ciudadanía, especialmente para las familias que tienen que optar por una de estas distintas ofertas educacionales, de manera de lograr una completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.


Queremos que, por esta vía, tanto el ministerio como las propias instituciones y la sociedad, en su conjunto, tengan información amplia, profunda y relevante respecto de las características de estas instituciones y puedan visualizar sus diferencias, sus grados de calidad, sus ofertas, en qué consisten sus proyectos educativos y el cumplimiento de éstos.


Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán recoger y proporcionar a la División de Educación Superior el conjunto de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico.


Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.


El ministerio deberá, a través de la División de Educación Superior, recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla, cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo con los procedimientos establecidos en el reglamento. Es decir, por lo menos una vez al año este sistema de información deberá entregar información actualizada respecto al estado de nuestras instituciones de educación superior.


La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de ella o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación. Esta sanción será para cualquier institución, ya sea universidades, en sus distintos tipos, institutos profesionales y centros de formación técnica; para aquellas que se encuentran en proceso de acreditación o no, y para aquellas autónomas o que están postulando para obtener su autonomía.


Las sanciones contemplarán: amonestación por escrito y multa a beneficio fiscal por un monto equivalente, en moneda de curso legal al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá duplicar la multa.


Por último, en un capítulo final se hace una serie de adecuaciones a la ley orgánica constitucional de Enseñanza en virtud de esta nueva modalidad de acreditación y promoción de la calidad, y se establecen algunas innovaciones muy importantes.


En primer lugar, se modifica el artículo 68, a fin de establecer que los centros de formación técnica, para ser reconocidos oficialmente, tendrán que cumplir un procedimiento parecido al que desarrollan los institutos profesionales y las universidades a través del Consejo Superior de Educación. Hasta ahora, recordemos que los centros de formación técnica obtenían su reconocimiento a través del ministerio y no del Consejo Superior de Educación. Se propuso hacer este cambio para incorporar definitivamente la formación técnica al sistema de educación superior, como un conjunto o componente que es parte de un mismo sistema coherente y no como una parte separada, con una modalidad distinta y que, por lo tanto, no actúa sistémicamente con el resto de la oferta de educación superior.


Por otra parte, se establece una nueva atribución para el Ministerio de Educación que es muy importante. Los artículos 53, 63 y 70 de la ley orgánica constitucional de Enseñanza le otorgan la facultad de cancelar la autorización para funcionar a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica cuando no cumplen con sus estatutos, incurren en infracciones graves, dejan de otorgar los títulos a los cuales están obligados o desarrollan actos contrarios al orden público o a la seguridad nacional. Esa facultad permite al ministerio cerrar la institución en su conjunto. Sin embargo, es una atribución prácticamente imposible de ejercer, por cuanto cada vez que detecta una irregularidad en una carrera, en un programa específico de una institución o en una sede determinada, lo único que puede hacer es cerrar la institución en su conjunto.


La nueva atribución permitirá al ministerio actuar respecto de las irregularidades cometidas en una carrera, en una sede o en un programa específico. De esa forma, cuando suceda un problema en una carrera puntual, se podrá cerrar esa carrera y no la universidad o el instituto en su conjunto. Esa facultad se consigna en el artículo 86 bis.


Se establece una modalidad de transición para que las acreditaciones de carreras y de programas de pregrado y de posgrado que se han hecho durante este tiempo de manera piloto, sean reconocidas en el nuevo sistema de acreditación, en particular en las modalidades que la Cnap -Comisión Nacional de Evaluación de la Calidad de los Programas de Pregrado de la Educación Superior- ha establecido. Esta modalidad piloto de acreditación institucional podrá ser validada por la nueva Comisión Nacional de Acreditación.


El proyecto fue aprobado en la Comisión, en general y en particular, por mayoría de votos. En consideración a que se crea un servicio público, no contemplado en la ley orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado, y a que se establece una serie de normas modificatorias de la ley orgánica constitucional de Enseñanza, se deja constancia de que los 
artículos 1º, 2º, inciso primero; 3º, 4º, 6º, 7º, 8º, 9º, 21, 26, 27, 28, inciso segundo; 38, inciso segundo, y 52 permanentes, y el inciso primero del artículo 7º transitorio, deben ser calificados como normas de carácter orgánico constitucional.


Es cuando puedo informar en nombre de la Comisión de Educación.


Espero que el proyecto sea acogido favorablemente por la Sala.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda, señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el proyecto ingresó a la Oficina de Partes el 10 de abril de 2003. En la Comisión de Hacienda lo tratamos, con la presidencia del diputado Enrique Jaramillo, durante los días 9 y 10 de diciembre.


Todos los señores diputados pueden darse cuenta de que en sus escritorios no sólo están el informe de la Comisión técnica -de Educación-, que acaba de emitir la diputada Carolina Tohá, y el que debo rendir yo, en nombre de la Comisión de Hacienda, sino también un anexo, enviado por la Biblioteca del Congreso Nacional, que contiene un listado referencial de selección temática y artículos de prensa sobre acreditación de la educación superior. Es positivo destacar el esfuerzo de nuestra Biblioteca al respecto.


Quiero recordar que, en su informe, la Comisión técnica planteó que nuestra Comisión sólo tomara conocimiento de los artículos 7º, 11, 12, 13 y 14 del proyecto aprobado por ella. Sin embargo, en la Comisión de Hacienda, previo informe del secretario, se consideró conveniente incorporar a su conocimiento los artículos 1º, 6º, 36, letra b); 44, 49, letra b); 52, número 4, y el artículo final del proyecto aprobado por la Comisión técnica, en conformidad con lo que establece el número 2º del artículo 220 del Reglamento.


Actualmente, existen 60 universidades, 43 institutos profesionales y 113 centros de formación técnica. Debido a eso, en su exposición en la Comisión de Hacienda, el ministro de Educación reflexionó acerca del avance espectacular que ha experimentado la educación superior en los últimos veinte años, que ofrece numerosas oportunidades de formación profesional a un universo cada vez más creciente de estudiantes. En la actualidad, habría cerca de 540 mil estudiantes de pregrado y de posgrado, cifra que aumentará, según estimaciones, a 810 mil, el 2010, y a un millón, el 2012.


En este aspecto, es importante señalar que el Ejecutivo, entre los antecedentes que puso de relieve en el mensaje, hizo presente que los países de Europa Oriental y Occidental, de Asia y de América Latina, de África y de América del Norte han establecido sistemas de acreditación de la educación superior e, incluso, están avanzando hacia sistemas regionales, como los de la Unión Europea, del Mercosur o de la región centroamericana.


Digo esto, porque no debemos olvidar que estamos a dieciséis días de que entre en vigencia el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, y que desde el 1º de febrero de este año ya está en ejecución el Acuerdo Comercial con la Unión Europea. Esos son desafíos para el país; pero, lamentablemente, en las evaluaciones realizadas -lo digo como profesor-, hemos constatado que estamos débiles en cuanto a la calidad de la educación.


Desde hace no menos de seis meses, después de muchos años, en nuestra patria se está hablando de la educación terciaria, es decir, de los posgrados, de los magísteres y de los doctorados, que son vitales para poder afrontar el desafío de acceder a los grandes mercados que ofrecen los acuerdos y tratados comerciales.


Por eso, estoy convencido de que el Estado no puede dejar de lado el rol que le corresponde respecto de la regulación de la calidad de la educación superior y de la garantía de la fe pública depositada en las instituciones que la importen.


El aseguramiento de la calidad, en consecuencia, debe ser fruto de un esfuerzo compartido, en el que participen activamente el Estado, en su rol regulador y garante de la equidad, y las instituciones de educación superior -y, al interior de éstas, sus diversos estamentos-.


El informe financiero, elaborado por la Dirección de Presupuestos con fecha 10 de abril de 2003, señala que la ley de Presupuestos de cada año sólo se establecerán como aporte fiscal aquellos recursos que permitan contratar al secretario ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, lo que representa un mayor gasto fiscal anual del orden de 18 millones 697 mil pesos.


Se precisa que el mayor gasto que signifique la aplicación del Capítulo II, será financiado con los recursos que se recauden de los cobros a las instituciones de educación superior por los aranceles que establece el artículo 13 del proyecto y los recursos que se asignen anualmente en la ley de Presupuestos.


Por su parte, el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior a que se refiere el capítulo III, será de responsabilidad del Ministerio de Educación, y sus actividades se financiarán con los recursos que le sean asignados cada año a la División de Educación Superior.


En la Comisión de Hacienda quedó absolutamente claro que dicho informe financiero, pese a ser de abril de este año, está vigente en cuanto al mayor gasto fiscal anual que indica.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar que en el artículo 1º se establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que comprenderá las siguientes funciones:

a)
De información, que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema, la gestión institucional y la información pública.

b)
De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al proceso de evaluación, aprobación y verificación de las nuevas instituciones de educación superior.

c)
De acreditación institucional, consistente en el proceso de análisis de los mecanismos existentes
 al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos como su aplicación y resultados.

d)
De acreditación de carreras o programas, referida al proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por la comunidad académica y profesional correspondiente.


Puesto en votación el artículo 1º, fue aprobado por 7 votos a favor y 5 votos en contra.


En el artículo 6º se crea la Comisión Nacional de Acreditación, cuya función será verificar y promover la calidad de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.


En el inciso segundo se establece que la Comisión Nacional de Acreditación gozará de amplia autonomía para el desarrollo de sus funciones, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por 6 votos a favor, 4 en contra y una abstención.


En el artículo 7º se dispone que la Comisión Nacional de Acreditación estará integrada por trece miembros, designados de la siguiente forma: a) Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá; b) Tres académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o posgrado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta de la Metropolitana; c) Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o posgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1º del decreto con fuerza de ley 
Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación; d) Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación; e) Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación; f) Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, Conicyt; g) El jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación; h) Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional, y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes, e i) El secretario ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.


Puesto en votación este artículo, que fue ampliamente debatido, fue aprobado por 7 votos a favor, 4 en contra y una abstención. 


Como diputado informante, quiero ser lo más objetivo posible en cuanto a destacar que, con excepción de una sola votación unánime, las demás fueron divididas.


En el artículo 11 se estipula que la Comisión contará con una Secretaría Técnica, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión. El Consejo Superior de Educación deberá proveer a la Comisión del personal necesario para el desarrollo de estas funciones.


En el inciso segundo se señala que un reglamento establecerá las atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponderán a la Secretaría Técnica.


En el artículo 12 se contempla que la Comisión dispondrá la creación de comités ejecutivos, que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta futura ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de posgrado.


En el inciso segundo se precisa que tales comités ejecutivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités ejecutivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.


En el inciso tercero se determina que cada comité ejecutivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince.


En el inciso cuarto -disposición elaborada por Hacienda- se contempla que los integrantes de los comités ejecutivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, que podrá ascender hasta 2 UTM con un máximo de 16 UTM por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley Nº 18.834.


En el inciso quinto se especifica que corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité ejecutivo.


En el inciso sexto se señala que, en todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.


Puestos en votación los artículos 11 y 12, fueron aprobados por 7 votos a favor, 4 en contra y una abstención.


En el artículo 13 se dispone que el Consejo Superior de Educación fijará los montos de los aranceles que cobrarán por el desarrollo de los procesos de competencia de la Comisión establecidos en esta futura ley.


En el inciso segundo, se determina que en el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadotes personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración, que se determinará anualmente.


En el inciso tercero se establece que los aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de Consejo Superior de Educación, el que deberá destinarlos al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la Comisión.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, presentó una indicación para eliminar la frase del último inciso que dice: “y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación, el que deberá destinarlos al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la Comisión.”, ya que, a su juicio, los recursos recaudados por concepto de aranceles deben ir a Fondos Generales de la Nación, y no parece adecuado que la propia entidad que cobra determine luego cómo se gastan dichos recursos.


La señora Pilar Armanet manifestó que actualmente el Consejo Superior cobra los aranceles de la misma manera, y que tal facultad se contempla en la ley orgánica constitucional de Educación. Por lo tanto, no sería concordante con ella establecer un sistema diferente en este proyecto de ley.


Sometida a votación la indicación anterior, fue rechazada por 6 votos a favor y 7 en contra.


Sometido a votación el artículo, fue aprobado por 7 votos a favor y 6 en contra.


El artículo 14 dispone lo que le corresponderá al Consejo Superior de Educación. Fue aprobado por 7 votos a favor y 6 votos en contra.


En el artículo 44 se establece que corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, y la acreditación de programas de posgrado y de los programas de especialidad en el área de la salud.


Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y posgrado acreditados en conformidad con la ley en tramitación. 


Los diputados señores Escalona, Jaramillo, Lorenzini, Pérez, don José; Saffirio, Tohá, doña Carolina, y quien habla, presentamos una indicación para reemplazar el artículo 44 por el siguiente: 


“Artículo 44.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado; y la acreditación de programas de postgrado. 


“Deberá la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.


“Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado acreditados en conformidad con esta ley y de los programas de especialidad en el área de salud”. 


Sometida a votación la indicación, fue aprobado por unanimidad. 


El artículo final, que tiene que ver con el financiamiento, fue aprobado por 7 votos a favor y 6 en contra. 


En un proyecto como éste, tan importante para el futuro de más de 500 mil personas que cursan estudios en la educación superior, es vital que demos una señal potente de lo que significa mejorar la calidad de la educación en nuestro país. 


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito el asentimiento de la Sala para empalmar la presente sesión con la especial, de la tarde. La votación general del proyecto se realizará a las 15.30.


¿Habría acuerdo?


Acordado. 


Tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.


El señor CORREA.- Señora Presidenta, los informes de las Comisiones fueron bastante extensos, especialmente el entregado por el diputado señor Ortiz, de Hacienda. Fue más allá de lo que técnicamente corresponde a esa Comisión. Por eso, intentaré ser lo más breve posible.


El Ejecutivo ha presentado a consideración del Congreso Nacional, en forma simultánea, dos proyectos relacionados con la educación superior: uno, relativo a la acreditación de las instituciones y a su calidad, y, otro, relativo a su financiamiento, que establece que para la obtención de los recursos del Estado se requerirá de la respectiva certificación. Esto vincula los dos proyectos.


Estamos de acuerdo con las consideraciones contenidas en el mensaje, en cuanto señalan la importancia de la educación superior para el desarrollo social y económico del país, dado que ella está relacionada con la competitividad de nuestra mano de obra, que es absolutamente necesaria para alcanzar los objetivos que nos hemos impuesto con la celebración de los últimos tratados de libre comercio, ya que se requerirá de calidad, buena gestión y, sobre todo, innovación.


Dentro de ese contexto, estamos de acuerdo con que el país aborde el tema de la educación superior desde la perspectiva de lograr una mayor calidad de las instituciones y de las carreras que éstas imparten. Sin embargo, uno de los principales escollos que presenta el proyecto es que no define qué se entiende por calidad de la educación superior. En efecto, deja a la discrecionalidad de la Comisión Nacional de Acreditación los principales criterios para su evaluación.


A nuestro entender, el concepto de calidad de la educación que debería contemplar el proyecto, debe estar estrechamente ligado con los resultados que obtienen las instituciones, de acuerdo con lo que ofrecen. En este sentido, un aseguramiento de la calidad debería poner énfasis en los perfiles de egreso y evaluar el valor agregado que la institución ha entregado a sus alumnos, para lo cual se deben considerar parámetros como los niveles de empleo y remuneraciones de sus egresados y el nivel de desarrollo personal que alcancen sus alumnos. Lamentablemente, no encontramos estos aspectos considerados en la iniciativa. Además, considero que la institucionalidad que crea, no obstante el nombre del proyecto, no va en esa dirección.


Sin duda alguna, en materia de educación superior, la reforma de 1980 significó un gran avance, ya que de 8 universidades existentes en ese momento, pasamos, en el 2002, a contar con 62 universidades, 49 institutos profesionales y 113 centros de formación técnica. Este notable avance es motivo de crítica para algunos, los que preferirían que aún tuviéramos ocho universidades dependientes del Estado.


En la última década, la cobertura de la educación superior ha aumentado a un ritmo de 7 por ciento anual. En sus aulas, se atiende a cerca de 480 mil alumnos de pregrado y posgrado, en jornada compartida entre el estudio y el trabajo.


El proceso de diversificación que se generó como consecuencia de la reforma no garantiza, por sí solo, la calidad de la educación. La autonomía no significa contar con un sistema capaz de proporcionar información fidedigna que avale que la oferta educativa cumple con los criterios mínimos de calidad aceptable.


Tal como lo ha señaló el señor ministro de Educación en una entrevista publicada por la revista “Qué Pasa” de esta semana, la oportuna y adecuada disponibilidad de información respecto de las instituciones que participan en el mercado de la educación superior constituye un aspecto esencial en el mejoramiento que se pretende.


En la discusión habida en la Comisión de Educación, se lograron algunos avances, pero, a mi entender, son insuficientes.


Se logró cambiar la formación de la Comisión Nacional de Acreditación. Tal como quedó redactado el proyecto, el gobierno de turno tendrá menos incidencia en dicha Comisión, ya que se elimina la participación del Presidente de la República en la elección de la mayoría de sus integrantes. Sin embargo, la Comisión mantiene excesiva injerencia en el sistema de educación superior, ya que tiene una multiplicidad de funciones estructurales que la rigidizan e impiden que se pueda lograr el objetivo perseguido: mejorar la calidad de la educación superior.


Se insiste en que la Comisión sea la acreditadora de las agencias, las que deberán cumplir con una serie de exigencias para poder ejercer las funciones acreditadoras, y en que lleve el registro permanente de las mismas. No pareciera existir ninguna razón valedera para impedir que sean estas mismas agencias, una vez autorizadas, las que deban cumplir enteramente sus cometidos acreditadores.


El proyecto, tal como está, acepta que las agencias acreditadoras pares evaluadoras, ya sean personas naturales o jurídicas, participen en el proceso de evaluación que sirve de base a la acreditación. Sin embargo, el poder de otorgamiento se le sigue entregando en forma exclusiva a la Comisión Nacional de Acreditación.


Desde todo punto de vista, resulta mucho más adecuado que sea la propia acreditadora la que, concluido su trabajo, emita el informe final y termine con ello el proceso de revisión y auditoría. Nada justifica que los antecedentes tengan que volver a la Comisión.


Da la impresión de que lo que se pretende es ejercer, a través de una especie de “agente oficial y único”, el derecho de emitir un fallo que fue realizado por una institución diferente, con la voluntad de conservar un poder excepcional que pudiera, en algún momento, actuar movido por razones diferentes de las técnicas. Insistir en una Comisión de esta naturaleza es constituir un monopolio en materia de acreditación de instituciones y de programas de posgrado, por cuanto la Comisión es el único órgano que acreditará a las instituciones.


Otros aspectos que merecen reparos son los siguientes:


Primero, la obligación de estar acreditado para recibir todo tipo de fondos públicos, incluso el aporte fiscal indirecto (AFI), lo que implica un cambio en las reglas de juego. Nosotros proponemos que se exija acreditación sólo para algunos fondos entregados por el fisco, siempre que cualquiera de las acreditadas tenga acceso a ellos, no sólo las tradicionales. Me refiero, por ejemplo, al aporte fiscal directo y al Fondo de Desarrollo Institucional.


Segundo, al quedar los criterios de calidad fijados por una comisión única, no habrá lugar a diversos modelos educativos, de acuerdo con la ley orgánica constitucional de Enseñanza, Loce. Nosotros creemos que éstos son determinados en función de lo que ofrece cada institución, y que el rol de las agencias es informar si cumplen con lo prometido.


Finalmente, están la obligatoriedad de acreditación para las carreras relacionadas con el área de la educación y la que otorga el título de médico cirujano. Si se piensa que la única forma de mejorar la calidad de los profesionales es a través de la acreditación de las carreras y programas, ¿por qué no son consideradas las carreras de ingeniería o de economía? ¿O mejor, todas?


En resumen, estamos de acuerdo en mejorar la calidad de la educación, pero primero debe definirse qué se entiende por calidad, cuestión que el proyecto no determina.


Segundo, estamos de acuerdo en que exista acreditación, pero nos somos partidarios de la formación de una comisión única con demasiadas atribuciones.


Tercero, somos partidarios de privilegiar la información que las instituciones deben entregar a sus alumnos. En tal sentido, estamos de acuerdo con lo planteado por el proyecto y lo señalado por el señor ministro, en cuanto a llevar a cabo una selección sobre la base de la competitividad y, de esta manera, mejorar la calidad.


Por último, existen dos informes en derecho: uno, del señor Eduardo Soto Kloss, doctor en derecho de la Universidad de París y de la Universidad Católica, y otro, de la señora Luz Bulnes, profesora de derecho constitucional. En ambos se sostiene que el proyecto contraviene la Carta Fundamental, porque excede las materias que el texto supremo reserva al Estado en lo concerniente a la libertad de enseñanza (artículo 19, número 11º), y vulnera gravemente la autonomía que la misma Constitución garantiza a todas las instituciones de educación superior (artículo 1º, inciso tercero).


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.


El señor MARTÍNEZ.- Señora Presidenta, de más está destacar la necesidad del país de contar con un servicio educacional de calidad en todos sus niveles, es decir, en la educación parvularia, básica, media y superior. Es una cuestión urgente, al menos por dos razones:


Primero, por un deber moral de igualdad de oportunidades. No se puede tolerar más la abismante brecha que existe entre quienes tienen posibilidades de acceder a una educación de calidad, que regularmente es cara, y el resto, que no tiene acceso a ella por razones económicas exclusivamente. 


Este proceso es el germen de la división futura de la sociedad chilena, y hay que ponerle atajo ahora. El desafío es hacer una educación pública o municipal de excelencia, y eso es posible. 


Segundo, la razón es obvia. El país debe tener, sobre todo hoy y con mayor razón en los años inmediatos, un recurso humano calificado, capaz de incorporar valor agregado a su trabajo y, como tal, competir con cualquier ciudadano del mundo. Ese desafío no es exclusivo del ámbito público, tanto básico como medio, sino también del universitario, o más precisamente, de la educación superior. En este ámbito -lo digo con toda responsabilidad- hay una anarquía total. Por un lado, existe una oferta educacional variada, lo que es muy positivo; lo criticable es que mucha de esa oferta, sobre todo en los institutos profesionales y centros de formación técnica, que es donde se matriculan mayoritariamente jóvenes de sectores bajos, no guarda relación con los requerimientos del mercado laboral. Esos jóvenes, cuyas familias han tenido que realizar enormes esfuerzos en algunos casos y, en otros, endeudarse, al egresar de sus estudios y buscar trabajo, terminan laborando en supermercados o en cualquier otra actividad alejada totalmente de lo que estudiaron. 


Todos los parlamentarios tenemos la experiencia de ver llegar a jóvenes que nos dejan sus currículos con la esperanza de obtener trabajo. Cuando las expectativas de ese joven y de su familia no son satisfechas, se produce rabia, frustración, desesperanza y rebeldía. 


Por eso, cuando escucho que se necesita información respecto del sistema de educación superior, creo que eso es correcto, y estoy muy de acuerdo con ello. Bienvenida la información; pero sola no basta, tiene que haber algo más. Sobre este aspecto estamos conversando hoy, al tratar el proyecto de ley que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. Tiene que haber una participación del Estado -no digo del Gobierno- que garantice la calidad del servicio que se está entregando a nuestra juventud y, por lo tanto, que tenga atribuciones para hacerla exigible. 


Al crearse la comisión nacional, se está optando por la acreditación y no por el control, lo que significa que estamos construyendo un sistema que promueve procesos sistemáticos de autoevaluación para mejorar la calidad del servicio en las instituciones de educación superior. Si aspiramos a tener un sistema de calidad, digámoslo con todas sus letras, porque hoy no lo tenemos. Y, lo que es peor, no sabemos efectivamente cuál es la realidad de cada una de las instituciones que compiten en el mercado. 


Hace algunos días leí que el Consejo de Educación Superior informaba que las 29 universidades privadas con plena autonomía, estaban aumentando sus ofertas de carrera en 84 por ciento. ¿Es positivo? Por cierto que sí; pero se requiere saber no sólo cuáles son esas carreras, sino también si reúnen las condiciones para preparar a profesionales de excelencia, capaces de desempeñarse en un mundo global, integrado y cada vez más competitivo. A mi modo de ver, ese rol debe cumplirlo el Estado. 


Por eso, aun cuando existan varias agencias, debe haber finalmente un ente público que certifique el cumplimiento de los criterios y de los estándares de calidad. 


Este proyecto, respecto del cual había enormes aprensiones al comienzo, fue mejorando paulatinamente en la Comisión de Educación. Por ejemplo, nos oponíamos a que la institucionalidad que se creaba a través de la Comisión Nacional de Acreditación, fuera una entidad de Gobierno y no de Estado.


Al respecto, logramos que, de los 13 miembros, sólo dos fueran representantes del Presidente de la República -en el proyecto original eran 11-, y que estuvieran representados el sector productivo, las instituciones privadas, las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica; es decir, una participación de todo el espectro educacional.


Además, logramos que fuera un proceso efectivamente voluntario. En el proyecto original se declaraba, pero se impedía su materialización al amarrar la acreditación al acceso al crédito fiscal. Eso fue modificado.


Se perfeccionó la facultad que otorga la ley orgánica constitucional de Enseñanza -Loce- al Ministerio de Educación para revocar el reconocimiento oficial a las instituciones que no cumplan con la ley, focalizando el problema donde efectivamente se produce 
-entiéndase carrera o sede-, para no sancionar a la casa de estudios en su conjunto.


En todo caso, me preocupa la redacción de los artículos 27 y 42, específicamente en lo que respecta al inciso primero del artículo 27, que estipula: “La Comisión, de oficio o a solicitud de terceros, podrá dejar sin efecto las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas, en caso de grave y manifiesto incumplimiento de los criterios...”, etcétera. Está bien lo que se quiere resguardar; pero la referencia “a solicitud de terceros” me parece muy amplia. En ese sentido, sería del todo conveniente precisar con exactitud qué vamos a entender por “terceros”, con el objeto de evitar distorsiones que puedan dificultar el proceso por razones no estrictamente técnicas.


Señora Presidenta, con la salvedad que acabo de hacer, me parece que no existen razones objetivas para votar en contra del proyecto. La única postura sería decir que no se quiere la existencia de un sistema de acreditación equitativo y que sólo se pretende que cada institución busque la forma de certificar su calidad y de garantizar la información. Estoy por la otra tesis. Creo que la actual redacción del proyecto satisface la necesidad que existe hoy en el mercado de la educación superior, en cuanto a certificar y a asegurar la calidad del servicio que se entrega, y, lo más importante, considero que contribuye decididamente a garantizar a los jóvenes de familias más necesitadas que la carrera que elijan responderá efectivamente a sus expectativas.


Por tanto, con las aprensiones señaladas, votaré favorablemente el proyecto.



He dicho.


-Aplausos.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señora Presidenta, estamos ante uno de los proyectos más importantes para el desarrollo de la educación chilena y respecto del cual ha habido un debate nacional que ha involucrado a los distintos sectores de la educación. Como siempre, en la prensa chilena ha habido un desequilibrio en la exposición de las opiniones de los distintos sectores políticos, pues, esto hay que decirlo, ha destacado más las contrarias que las favorables a la iniciativa, además del hecho de que no todo el mundo tiene el mismo acceso a los medios de prensa. Pero la iniciativa es vital y esencial. 


La educación superior, sobre todo con la consagración de los 12 años de educación obligatoria, significa un avance tremendamente importante para muchos jóvenes, porque en ella deben terminar su ciclo educacional. Además, el país necesita cada día más esta educación, porque se requiere de un recurso humano absolutamente preparado para el desarrollo que debemos enfrentar. En consecuencia, estamos ante una eclosión de estudiantes que cursan la educación superior, cuyo número, se calcula, llegaría a alrededor de 800 mil alumnos el año 2010. Por eso, debemos legislar sobre algo esencial: sobre cómo garantizar la calidad y la seriedad en los planes y programas que se imparten.


Un diputado recién decía que la oferta en las universidades autónomas subió este año en más de un 82 por ciento.


El ministro de Educación planteaba el otro día que 160 mil alumnos de la enseñanza media darían la Prueba de Selección Universitaria, PSU, y que las vacantes en las universidades del Consejo de Rectores son 60 mil, de las privadas, 45 mil, las de los centros de formación técnica, 40 mil, y las de los institutos profesionales, 40 mil. En suma, tenemos 185 mil cupos en la enseñanza superior. O sea, hay un tema de cantidad.


Sin embargo, está el tópico de la calidad como algo esencial. No es el mercado el que debe decidir sobre su control. Sabemos que en el país hay muchos partidarios del mercado, aunque éste no da solución a todos los problemas. Dejar la calidad de la enseñanza superior en sus manos sería una aberración que no soporta mayor análisis.


Por eso, el planteamiento del proyecto reviste suma importancia y, por supuesto, debe ser una de las labores del Estado. ¿Para qué tenemos el Estado, entonces, si no es para garantizar la equidad, el bien común? El país necesita los mejores profesionales, y que la educación impartida sea de calidad.


Algunos sectores afirman que el proyecto viene a limitar la libertad de la enseñanza. Considero que debería discutirse la materia, porque durante estos años ha sido elevada a un dogma casi religioso, y reflesionar, también, respecto del derecho a una educación de calidad.


No tiene ningún sentido revivir la pugna de los años ‘50 y ’60, entre el Estado docente y la libertad de enseñanza, porque Chile es uno de los países donde la educación privada es de mayor calidad y uno de los pocos en que goza de una asignación del Estado. Entonces, frente a quienes han sostenido que está en peligro la libertad de enseñanza, debo responder que es un argumento absolutamente extremo, que no tiene nada que ver con el problema de la acreditación universitaria.


La tramitación del proyecto ha sido bastante interesante, porque la discusión ha ido abriendo nuevos caminos y hemos llegado a una posición bastante equilibrada entre el papel del Estado y el de los privados respecto de la acreditación.


Necesitamos la acreditación. No es posible que hoy, los alumnos y las alumnas de los estamentos privado y público reciban, sin mayor información, una educación que, en algunos casos, no es de calidad. Aquí estamos jugando, por un lado, con la vida de personas, y, por el otro, con el futuro del país. Por ello, es absolutamente necesario que el proyecto siga adelante.


Como decía el Presidente Lagos, la acreditación hará obligatoria una mayor transparencia en el sistema. El establecimiento de un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior significará generar mecanismos efectivos de certificación de calidad, tanto en las instituciones públicas como en las privadas.


La información sobre la calidad de las carreras que imparten las universidades no se puede obtener del mercado, como afirma José Joaquín Brunner, a quien todo el mundo le otorga autoridad en materia educacional. Tampoco puede esperarse que el mercado emita un juicio evaluador sobre las instituciones que sirva para acreditar un nivel de desempeño, conforme a estándares mínimos, o que verifique si poseen un mecanismo serio y efectivo de autorregulación.


La acreditación que se plantea no es más ni menos que la que ha considerado implantar el mundo desarrollado con respecto a su educación superior, que tiene muchos más años que la nuestra. En Alemania se creó el Akkreditierungrat; en Gran Bretaña, la 
Quality Assurance Agency for Higher 
Education; en Finlandia, el Consejo de 
Evaluación de la Educación Superior, y, en España, la Agencia Nacional de Evaluación y Calidad de Acreditación.


Estimo que esta necesidad no resiste mayor análisis y que debemos aprobar una ley de acreditación, sobre todo considenrado la posibilidad que se abre actualmente, a través de tratados internacionales, de tener intercambios con Europa y Estados Unidos para que nuestros profesionales puedan acceder a cursos de posgrados y postítulos, para lo cual Chile debe contar con calificados programas de estudios. 


Me parece muy bien la presentación que hicieron los estudiantes de universidades privadas como primera prioridad. Una universidad no es una fábrica de profesionales con conocimiento y expertez en las carreras que imparte. Ella debe asumir su rol en el sentido amplio e histórico de la palabra: un establecimiento de educación superior que entregue una visión global acerca del avance de los conocimientos, y no sólo una visión parcial y particular de las distintas perspectivas. Además, debe ser formadora de un espíritu democrático y entregar conocimientos cívicos a los profesionales. 


En ese sentido, me parece atingente que, para acreditar institucionalmente a una universidad, esté claro que los estudiantes tienen algo que decir. No podemos tener universidades donde los estudiantes sean considerados como niños de enseñanza parvularia y sin opinión alguna. Por lo demás, los párvulos también tienen algo que decir. En efecto, la Convención de las Naciones Unidas respecto de la Infancia considera muy importante que los niños puedan entregar sus opiniones. Con mayor razón, entonces, la opinión debe ser considerada tratándose de adultos que arriesgan su formación y su propia vida al no tener la posibilidad de alzar su voz al interior de las universidades. Me parece indispensable que lo hagan.


Este proyecto es esencial para asegurar la calidad de la educación superior, lo cual redundará en el desarrollo de nuestro país. Constituiría un gran error, en un país democrático como el nuestro, no entregar a la enseñanza superior un mecanismo como éste.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.


El señor MONTES.- Señora Presidenta, la bancada del Partido Socialista apoya decididamente este proyecto, de gran importancia para el futuro del país y que tiene un objetivo muy concreto: crear capacidades públicas para garantizar una calidad básica de las universidades y, en general, de la educación superior. Que haya una capacidad pública para dar fe de ello. 


La experiencia demuestra que se necesitan estas capacidades para regular el sistema. Ha quedado en claro, después de más de veinte años, que el mercado por sí solo no es capaz de autorregular la educación superior. 


En el debate europeo se sostiene que la economía y la sociedad del conocimiento se desarrollan con la combinación de cuatro elementos interdependientes: la producción de conocimientos por medio de la investigación científica; su transmisión mediante la educación y la formación; la difusión, a través de la tecnología de la información y la comunicación, y su explotación a través de la innovación tecnológica.


Es claro que los procesos de producción, transmisión y explotación de los conocimientos son cada vez más internacionales, no sólo de escala nacional. Las universidades están en el centro neurálgico de la investigación, la educación y la innovación. Aunque no tienen el monopolio, son el centro neurálgico de este proceso, razón por la que poseen la clave de la economía y la sociedad del conocimiento.


Las universidades, como todo lo que producen, son en la actualidad bienes públicos mayores que antes, de interés general de la sociedad. Las universidades y la educación superior son fundamentales para el desarrollo actual, más que en etapas anteriores de la sociedad.


Durante su campaña presidencial, el Presidente Ricardo Lagos señaló que las universidades deben ser un espacio al que le concierne no solamente el adelanto, la transmisión y difusión del saber, sino que deben desenvolverse como centros de pensamiento crítico, como un poder intelectual que la sociedad necesita para que la ayude a reflexionar, comprender y actuar. Agregó que ese fue el rol que cumplieron los chamanes en las sociedades primitivas, los sacerdotes en civilizaciones como la egipcia, o la iglesia en la era medieval. Toda sociedad necesita contar con una institución que reflexione, innove y piense.


El destacado académico de la Universidad de Harvard Henry Rosovsky ha sostenido la necesidad de la revolución humanista del currículo; que se requiere depurar la enseñanza de su tinte puramente tecnocrático, y que se necesita una formación más general, que asuma la integridad del ser humano, que se preocupe por pensar y enfrentar los problemas de la sociedad en que se vive y por comprender un mundo más global. Ésa es la filosofía de Harvard, la universidad a la que se ve como la gran luz del conjunto del sistema universitario mundial, forma de pensar que está influyendo cada vez más en distintas latitudes.


En definitiva, la universidad es una institución que busca transmitir y renovar críticamente el saber, sobre la base de una comunidad de profesores, estudiantes e investigadores, cuyos ejes deben ser la libertad, el pluralismo y la vocación de servir a la sociedad y no a determinados grupos. El fin de la universidad no es otro que pensar la sociedad.


¿Cuál es la situación de nuestras universidades y de la educación superior? Es un hecho que la universidad y la educación superior en Chile han experimentando importantes cambios durante las últimas dos décadas, en las que se pasó de un sistema relativamente homogéneo, más chico y menos complejo, a una situación de gran diversificación y amplitud. De hecho, ha aumentado significativamente la matrícula, de 116 mil a aproximadamente 500 mil estudiantes, y ha surgido una gran variedad de instituciones. Dicho fenómeno no sólo ha ocurrido en Chile, sino a nivel internacional.


No obstante, el crecimiento del sistema universitario no resuelve algunos problemas y conlleva debilidades serias.


En primer lugar, en cuanto a la equidad, hay fuertes barreras a la entrada al sistema universitario y altos niveles de deserción por motivos socioeconómicos. Los jóvenes con talento no tienen asegurada la educación superior, pues hay factores socioeconómicos que lo condicionan.


En segundo término, hay debilidad en la calidad de la educación, pues se expandió de una manera muy desordenada el sistema, proliferaron instituciones privadas de calidades muy diversas y se produjo el deterioro en algunas de las universidades públicas.


En el actual sistema predomina una racionalidad más de corto plazo, sin perspectiva de país ni de largo plazo. Hay un déficit serio en materia de investigación y de posgrados y deficiencia en los niveles de internacionalización del diseño curricular.


Asimismo, existe una fuerte brecha entre la demanda del sector productivo y la oferta de la educación superior. Muchas de las universidades actuales son fundamentalmente industrias culturales, ya que han sometido sus valores espirituales, intelectuales, artísticos y culturales a la racionalidad que impone la lógica del mercado. Muchas de nuestras instituciones de educación superior parecen fábricas de profesionales más que centros donde se reflexiona, se crea y se piensa una sociedad desde una perspectiva más global.


Además de los temas de equidad y calidad, hay problemas de ideologismo. La experiencia parece mostrar que en Chile hay instituciones de educación superior que se encuentran vinculadas cada vez más a grupos ideológicos de poder, y que en ello se mezcla el cultivo de las disciplinas con la promoción de ideas o preferencias políticas, religiosas o de otra índole. Se trata de entidades que, en los hechos, tienen controladores, al igual que las empresas de otras áreas productivas.


Otro problema: hay fuertes restricciones jurídicas, financieras y de otro tipo en el desarrollo de las universidades estatales y regionales. El marco legal es particularmente rígido e impide su pleno despliegue. 


¿Cuál es la finalidad del proyecto de acreditación? Los gestores de la reforma de los años ’80 supusieron que una mayor oferta aseguraba, por sí misma, la competencia, lo que mejoraría los estándares de calidad. Este supuesto no se ha cumplido. 


Durante la segunda mitad de los años ’90 se desarrollaron acciones para responder a las crecientes demandas de ordenación y regulación. 


La mayor demanda tiene que ver con la ausencia o escasez de información para tomar decisiones. Hay fuertes problemas con la transparencia del sistema. Además, el Consejo Superior de Educación garantiza condiciones mínimas para la apertura de una institución, para adquirir autonomía, para licenciarse; pero después no existen organismos reguladores que den cuenta de lo que ocurre. 


Como se ha dicho, este es un mercado tremendamente imperfecto, con gran asimetría de información entre lo que pide el que va a estudiar y lo que ofrece la universidad o la institución de educación superior.


Se necesita un sistema público que dé transparencia a lo que ocurre y garantías de fe pública de la calidad básica de las instituciones.


¿Cuál es la discusión? ¿Dónde están planteados los dilemas? Aparentemente, todos los sectores coinciden en que es indispensable contar con un sistema de garantías de calidad y en que es necesaria la acreditación, pero hay una discusión fuerte respecto de quién acredita. ¿Es el sector público el que debe hacerlo o cada privado decide cómo acreditarse? 


Está claro que la evaluación de la calidad es la contrapartida a la autonomía de la educación superior. Estamos de acuerdo con la autonomía, pero con transparencia y evaluación. Esta última no necesariamente cercena la autonomía. La evaluación, la transparencia y la acreditación no excluyen la autonomía. 


En el proyecto se plantea que cada cual será evaluado por lo que se propone lograr; por la orientación, la propuesta y los objetivos de cada una de las instituciones. Por lo tanto, la autonomía surge como una condición de la eficacia de la evaluación. Esto permite que la evaluación induzca la reacción de la universidad, que es uno de los objetivos más importantes. En caso contrario, sería un proceso puramente burocrático. 


Esto se aplica, como se ha dicho, tanto a las instituciones públicas como a las privadas. Se busca mayor transparencia e información más profunda, y favorecer las decisiones de todos los sectores. 


Además, no sólo se evalúa si las instituciones cumplen con lo que se propusieron, sino también si tienen capacidad efectiva de autorregulación, de elevar la calidad, de hacer más transparente lo que realizan. En el caso de las evaluaciones de carreras y programas, se agregan las exigencias nacionales e internacionales de la disciplina. 


Estar dentro de los estándares nacionales e internacionales es hoy, más que nunca, un desafío. En este marco, se opta por un sistema público de acreditación, con lógica pública, pensando en el país y en plazos mayores. 


Creer que basta con la autorregulación, con la lógica privada, implica desconocer que ésta sólo se preocuparía de la propia institución y, probablemente, con los tiempos del mercado, que son los plazos cortos. 


¿Qué investigación habría en esa lógica? ¿Qué posibilidades de desarrollar profesiones no rentables, que requieren de un alto costo? 

No es razonable que el privado diga: “Quiero que me acredite tal institución”, y que la contrate y la pague. 


En verdad, en otras esferas del funcionamiento de la sociedad se muestran los límites que eso tiene. 


No se puede sostener tal argumento después de 20 años en que no hubo autorregulación de mercado por sí sola para asegurar la calidad de la educación. Este es un mercado con demasiadas fallas, con demasiadas imperfecciones, para pensar que de la competencia surgirá esto. Quizás, a muy largo plazo podría darse.


La educación es un bien privado, porque favorece a quien estudia; pero también un bien público, porque afecta globalmente a la sociedad.


Como bien público, el Estado tiene la responsabilidad de asumir el desafío de la sociedad; de garantizar a los demandantes de educación los niveles mínimos de calidad; de generar información pública que permita diferenciar la calidad y el precio de las distintas instituciones; de crear dinámica universitaria y educación pensando en el país, en su conjunto, incluyendo las regiones. Todo ello, con lógica de más largo plazo, con pluralismo y respeto por la diversidad. Además, se propone un sistema público no gubernamental; por lo tanto, la composición del ente acreditador será amplia y diversa. Esto se perfeccionó en la Comisión.


Valoro el aporte de Renovación Nacional y, en especial, del diputado señor Germán Becker, pues ello ayudó a construir una composición de carácter público no gubernamental.


Otro eje de discusión es cómo llevar adelante el proceso de acreditación. Está claro que puede perfeccionarse con la experiencia nacional e internacional. No podemos decir que éste sea el único modelo o mecanismo para hacerlo bien. Pero, como ya señalé, se trata de una entidad pública, de carácter amplio, que debe recoger experiencias e innovar en el camino. Lo importante es que defina estándares y criterios, en forma directa o con asesoría; que acredite a acreditadores, pares evaluadores y agencias de acreditación, y que asegure la publicidad, la plena transparencia y el carácter público del sistema.


Agradezco a los estudiantes de la fuerza social de esa organización política, quienes insistieron en la necesidad de dar carácter público al sistema. De ahí surgió la indicación presentada en la Comisión de Hacienda.


Si la entidad evaluadora define los estándares y los criterios de acción y asegura que la institución en cuestión los reúne, ésta aparecerá acreditada por un tiempo definido. Lo determinante es el informe del acreditador. La comisión sólo formaliza la acreditación, aunque, como señala el artículo 27, siempre podrá denunciar y dejar sin efecto la decisión de una agencia autorizada que ejerza sus funciones con dolo, falsificado antecedentes y sin cumplir su cometido.


Todo lo anterior es voluntario, aunque 
-quiero decirlo con fuerza- en algunas profesiones es necesario un título o grado de calidad efectiva para poseerla y ejercerla.


La indicación señala que, para ejercer su profesión, los médicos y profesores necesitan destrezas y competencias que requieren certificación de calidad.


Un tercer eje del debate se refiere a la acreditación y a la calidad. Es evidente que ambas cosas no significan lo mismo. La acreditación es un proceso que va creando condiciones internas y externas en las instituciones de educación superior para elevar su calidad. Asimismo, va generando una cultura de la evaluación, transparencia, dinámica de superación de las instituciones. La acreditación se construye de forma gradual, y así está pensado en procesos que progresivamente irán incorporando instituciones y profundizando en la capacidad de las agencias acreditadoras de los pares evaluadores. No se trata de algo automático que se haga de una sola vez.


La pregunta es qué hacemos con las universidades y entidades de educación superior que hoy existen, parte de las cuales es claramente mediocre.


Algunos han tratado de llevar el debate al eje público-privado, pero lo central de esta discusión está en el eje calidad-mediocridad. En verdad, hay situaciones inaceptables, que no pueden esperar el tiempo que demore el pleno desarrollo de la acreditación. Veamos algunos ejemplos.


Es inaceptable que la Universidad Arcis haya cerrado su sede en Cañete de la noche a la mañana.


Es inaceptable que las universidades de Playa Ancha, de Los Lagos y Arturo Prat estén formando profesores que asisten a clases sólo los sábados en la mañana, quienes luego serán profesores de los hijos de muchos chilenos.


Es inaceptable que la modalidad de asistencia los sábados, con estándares de calidad insuficientes, se repita para la carrera de ingeniería comercial, a partir de los contadores y auditores.


Es inaceptable que las universidades San Andrés, Las Condes y Miguel de Cervantes, luego de haber sufrido una crisis profunda, hayan dejado a sus estudiantes en el aire.


Es inaceptable que la Universidad de Las Américas no permita la existencia de centros de alumnos, cercenando, con ello, el derecho de asociación.


Es claro que en esto hay alguna responsabilidad política del Ministerio de Educación y del Consejo Superior de Educación, porque existe la posibilidad política de actuar a este respecto o, al menos, calificarlas como actuaciones que no son aceptables.


Se nos han planteado los problemas de las facultades para sancionar sólo por carrera o parcialidades, y no a la universidad en su globalidad.


Se han incorporado al proyecto varios artículos que fortalecen las capacidades del Ministerio del ramo para sancionar ciertas carreras y para actuar respecto de, por ejemplo, la carrera de pedagogía en las universidades que he señalado. Aunque no sólo se trata de la capacidad de sancionar, porque también hay capacidades políticas de actuar.


Conocemos también la experiencia diaria de muchos alumnos, padres y profesores que constatan que algunas instancias de educación superior no respetan normas básicas. Por eso, se ha incorporado un artículo que establece el derecho a reclamo, al igual como ocurre con el artículo 140 de la ley orgánica de Municipalidades. Si la respuesta del Ministerio de Educación no es suficiente, permite llegar rápidamente a la Corte de Apelaciones para que ésta resuelva mediante procedimientos expeditos cuando no se están respetando los derechos.


Los diputados de la bancada socialista votaremos a favor este importante proyecto. Estamos abiertos a perfeccionar los mecanismos y procedimientos. Chile, en el marco de la internacionalización, de los convenios y tratados internacionales, de los desafíos, necesita mejores universidades y mejor educación superior; necesita más y mejor investigación, más y mejores posgrados, más y mejores técnicos y profesionales. Es necesario exigirnos más. No podemos ser autocomplacientes con el sistema universitario y de educación superior. Se han dado saltos en cantidad, pero ahora se requieren saltos en calidad. El Estado tiene la responsabilidad, frente a la sociedad, de asegurar que se camine en esa dirección, que es la perspectiva y sentido del proyecto en estudio.


Por eso, lo apoyamos plenamente y con decisión.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado José Antonio Kast.


El señor KAST.- Señor Presidente, en lugar de discutir sobre acreditación, debiéramos hacerlo sobre financiamiento, que es lo que más preocupa a miles de jóvenes y familias. Hoy, miles de jóvenes de instituciones de educación superior que no pertenecen al Consejo de Rectores no tienen acceso al financiamiento. Planteamos al Gobierno que ésa era la primera prioridad. La promesa del Presidente Lagos, en su campaña, fue que se darían créditos a las universidades privadas, centros de formación técnica e institutos profesionales. Hay que reconocer que existen becas; pero hoy deberíamos discutir el tema del financiamiento en lugar del de la acreditación. Lo planteamos, pero no se quiso hacer, y, en cambio, se dio prioridad al proyecto en debate.


A mi juicio, esta iniciativa es inconstitucional. Más aun, está mal concebida en su origen, ya que se funda en la idea de que la calidad de la educación pasa necesariamente por un filtro único que determina lo que es bueno y lo que es malo.


Es un proyecto inconstitucional -así lo señalan sendos informes en derecho de prestigiados abogados, como la señora Luz 
Bulnes y el señor Eduardo Soto Kloss-, porque va mucho más allá de lo que permite el número 11º del artículo 19 de la Constitución Política, y lo que establece la ley 
Nº 18.962, orgánica constitucional de Enseñanza, en lo que se refiere a la libertad de enseñanza. Se nos dice que el sistema es voluntario; pero el hecho de que sólo un artículo establezca que las instituciones de educación superior podrán someterse a procesos de acreditación, no lo hace un sistema voluntario, pues el resto del texto apunta hacia la obligatoriedad.


En derecho se dice que las cosas son lo que son, independientemente de la denominación que se les dé. Este es el principio de la primacía de la realidad.


El proyecto es inconstitucional porque, para dar garantía pública de calidad, se estatuye todo un nuevo proceso de acreditación que crea un ente público permanente: la Comisión Nacional de Acreditación, con facultades fiscalizadoras sobre la gestión interna de cada institución de educación superior, con muchos conceptos indeterminados, abiertos a la interpretación gubernativa, y con parámetros de evaluación dictados por el mismo ente fiscalizador. 


Se dice que es un sistema voluntario de medición de calidad; pero, enseguida, en el artículo 15 se dispone: “En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución y las leyes”. Esto lo suscribo plenamente. Es importante que se respeten. Pero eso no necesariamente tiene relación con la calidad.


La Constitución y la ley orgánica constitucional de Enseñanza, Loce, imponen ciertos parámetros para abrir, organizar y mantener universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales. Dichos parámetros se basan en la moral, en las buenas costumbres, en el orden público y la seguridad nacional. Esa es la base para abrir una universidad. El artículo 76 de la Loce dice: “La libertad académica incluye la facultad de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales, cumpliendo los requisitos establecidos por la ley, y la de buscar y enseñar la verdad conforme a los cánones de la razón y los métodos de la ciencia”. Eso es lo que se nos pide, que es distinto de lo que se nos quiere imponer.


En el proyecto, los conceptos son tan abiertos que el primer objetivo que define esta eventual ley es verificar y promover la calidad. Pero ésta nunca se define, y se deja entregada dicha labor a la Comisión Nacional de Acreditación, que, con ello, pasa a tener un carácter formativo, juzgador y sancionador. En el fondo, se pide delegar toda esta normativa en este ente superior llamado Comisión Nacional de Acreditación.


Finalmente, el proyecto es inconstitucional porque, a partir de este nuevo concepto de acreditación “voluntaria”, todos los recursos, tanto directos como indirectos, de alguna manera pasarán por contar con el sello de la acreditación. Alguien dirá que la ley establece que podrán someterse; pero, curiosamente, en el proyecto sobre el financiamiento, que será, posterior a éste, se señala que podrán postular aquellas instituciones de educación superior que se encontraren acreditadas. Seguramente, lo mismo pasará a futuro con el aporte fiscal indirecto, con los concursos y con todos los recursos públicos que estén a disposición de las instituciones de educación superior. Entonces, la verdad es que de voluntario va quedando bastante poco. Puede que haya una universidad que tenga grandes científicos y no esté acreditada, lo que le impedirá postular a concursos, con lo cual se perderá todo lo que podrían haber aportado esas personas.


Es cierto que se retiró el artículo relacionado con el financiamiento, pero no es menos cierto que todos los proyectos que vendrán en camino -y, lo más probable, también las modificaciones que se apliquen a los próximos proyectos- involucrarán el concepto de acreditación en virtud de esta iniciativa.


A nuestro juicio, junto con ser inconstitucional, consideramos que este es un mal proyecto. Si bien la UDI cree en el concepto de la acreditación, estima que ésta debe ser considerada sobre la base de una acreditación voluntaria, sobre la base de dar mayor información. No cree en un sistema que centralice el control de la calidad en un único ente de carácter público-gubernamental, que dicte sus normas, que fiscalice, que juzgue y que sancione.


Uno se podría preguntar: ¿Qué pasa en la educación superior?


En la encuesta del CEP, realizada entre junio y julio de 2003, se preguntó sobre el grado de confianza que tiene la gente en las instituciones, y, curiosamente, las de mayor confianza son las universidades. Entonces, cuando aquí se habla de que hay una anarquía total, de que esto es el caos más absoluto, uno se pregunta si realmente la gente está tan equivocada.


¿Qué pasa a nivel de infraestructura? 


Las universidades del Consejo de Rectores tienen casi dos millones de metros cuadrados construidos, y las que no son miembros de dicho Consejo tienen casi un millón de metros cuadrados construidos, lo que ha sido positivo para la educación superior.


¿Qué pasa con los extranjeros que vienen a estudiar a Chile? Hay una gran cantidad de extranjeros que postulan a las universidades chilenas, porque ven que aquí existe una buena calidad en la educación. Pero ¿qué pasa con los chilenos en el exterior? Uno podría decir que como hay un caos o una anarquía, a los chilenos que van al exterior les va mal. Muy por el contrario, generalmente son los estudiantes más destacados a nivel internacional. ¿Qué pasa con los profesionales egresados de estas facultades? Aquí tenemos varios jóvenes que están estudiando en algunos de estos centros de educación superior que no pertenecen al Consejo de Rectores. En general, dichos centros han sido un gran aporte para el país, y no lo habrían podido lograr si no se hubiese modificado el sistema que existía antes de 1980, en el cual había pocas universidades, a las que sólo podían acceder unos pocos privilegiados. La gran virtud de lo que se ha hecho es que hoy miles de jóvenes pueden tener acceso a la educación superior.


Uno podría decir que como todo está tan bien, no hay que hacer nada. ¡No, no es así; se pueden hacer muchas cosas, pero hay que ser creativos. No podemos vivir anclados a esta mentalidad centralizadora que ha fracasado en todo el mundo. Aquí se necesita una mayor información.


Curiosamente, recién hoy el Ministerio ha anunciado la creación de una página web -y me parece muy bien-, donde se hace un desglose de las carreras y de los resultados que tiene cada universidad, una vez egresados los alumnos. Han pasado trece años de gobiernos de la Concertación, y recién hoy se hace una página web para entregar esta información básica. ¿En qué estaba el Ministerio? Quizás pensando en un proyecto centralizador para controlar todo. En la revista “Qué Pasa” se elabora un ranking de universidades, y todo el mundo puede ver si su universidad está en el lugar número 1 ó 60. ¿Por qué el Ministerio no ha sido capaz de hacer una publicación como esta, en que se hable de los docentes de media jornada y de jornada completa, de los alumnos de jornada vespertina y de pregrado, de los metros cuadrados construidos y de cientos de factores que se podrían ranquear? El Ministerio no lo ha hecho, pero sí quiere centralizar todo en un ente único.


El tema en discusión es si creemos en las personas o en el Estado garante. La diputada Saa dijo que ésta era una discusión del pasado. No es así; por el contrario, es una discusión que hoy está muy patente, y se aprecia tanto en la educación básica como en la superior. Efectivamente, aquí está en cuestionamiento si creemos en las personas o si el Estado tiene que ser un garante para ellas, porque cada uno de los individuos no es capaz de elegir. Creo en los individuos y en la gente. Las personas con buena información pueden analizar dónde van a invertir sus recursos para formarse y educarse. No creo que exista una anarquía total.


Hay una gran cantidad de posibilidades de carreras. A lo mejor, muchos estudiantes no van a tener la posibilidad de ejercer lo que estudiaron; pero será una decisión personal de cada uno al momento de elegir lo que quiere estudiar, con acceso a buena información. Lo peor es que se quiera decir, desde el Estado, cuántos cupos habrán para abogados, ingenieros, periodistas, etcétera, porque aquel generalmente se equivoca y nunca sabe hacia dónde va el mundo. ¿Quién habría afirmado, hace algunos años, que los periodistas iban a estar dedicados al tema de las páginas web o a las relaciones públicas de las empresas? El Estado no habría sido capaz de hacerlo. ¡Qué ejemplo más claro de que en Chile el sistema centralizado ha fracasado y que exhibe la educación básica! ¿Hay algo más centralizado en el país que la educación básica? Tiene currículum único, textos oficiales únicos, jornada escolar completa obligatoria, control a través del Simce -hoy, también de la PSU-, el estatuto docente, los consejos escolares obligatorios, etcétera. Es decir, todo está centralizado. Y la calidad es pésima; ha bajado. En general, cuando hay criterios únicos para fijar normas, siempre se iguala hacia abajo y no hacia arriba. O sea, se mata la creatividad.


Por otra parte, se crea en el proyecto una Comisión Nacional Acreditadora, una superestructura, un superpoder único y centralizado. Se nos dice que ello no importa, porque estará compuesto por académicos independientes y pluralistas; pero no por ello dejará de ser un poder único, que fijará criterios uniformes para medir y controlar todo lo que ocurra en la educación superior.


Se modificó la composición de esta comisión para hacerla más pluralista y abierta, no tan gubernamental. Eso es efectivo. Lo que venía era una vergüenza: era el centralismo más absoluto. De los trece miembros, once eran nombrados por el Presidente de la República. ¡Eso nos estaban proponiendo! Además, todos los fondos de financiamiento iban a pasar a través de esta comisión. Es decir, no había un proyecto más estatista que éste. Ahora se dice que se amplió y se modificó, pero ello tampoco es tan cierto. Si vemos los integrantes de la nueva composición, encontramos que dos son nombrados directamente por el Presidente de la República, dos por la Conicyt, que es un apéndice del gobierno, y tres son nombrados por el Consejo de Rectores. ¿Qué independencia pueden tener los rectores que reciben 100 mil millones vía aporte fiscal directo y 50 mil millones para crédito solidario? Como contraparte -por decirlo de alguna manera-, tenemos a dos representantes de las universidades privadas, a uno de los institutos técnicos profesionales y a otro de los centros de formación técnica. Los otros dos son elegidos por esta comisión. En consecuencia, podríamos decir que están cuatro a cuatro: el Gobierno y algunos entes privados. Tendrán que decidir los independientes del Consejo de Rectores. Aquí no hay pluralismo y, más aun, existe mucha intervención del gobierno de turno, lo cual es malo para el sistema de educación superior.


¿Qué puede hacer la Comisión Nacional de Acreditación? Puede autorizar y registrar a los acreditadores y los pares evaluadores; puede aprobar o rechazar el trabajo realizado por estos mismos pares, que en su momento, ella evaluó para registrarlos en el listado público; puede resolver las apelaciones de las instituciones que no fueron aprobadas o acreditadas por estas entidades. Entonces, ¿qué sentido tiene que exista una acreditadora, que cumplió todos los requisitos para acreditar, si, por un lado, la Comisión Nacional de Acreditación puede revertir su trabajo, y, por el otro, la institución de educación superior puede apelar? ¿Para qué se someten a la acreditación? Es mejor que se sometan de inmediato a la Comisión Nacional de Acreditación. Además, puede fijar los criterios de evaluación, o sea, toda la acreditación se hará sobre la base de estos criterios de evaluación que fijará la misma comisión. Ella determina quién acredita a quién; porque aquí se dice: no, yo puedo elegir. Bueno, elijo a tres, y la comisión me nombra a uno. Elige la Comisión. La Comisión me nombra a los pares evaluadores, pero yo los puedo vetar; pero el tercero lo tengo que elegir igual. Asimismo, ella aplica las sanciones y las multas; informa al Mineduc de las irregularidades para cerrar sedes y carreras, cosa gravísima que veremos más adelante; supervigila a las agencias acreditadoras; es el órgano consultivo del Mineduc; puede crear comités ejecutivos para asesorarse -varios comités ejecutivos con muchas personas funcionando, y todos pagados por el erario público-; puede impartir instrucciones de carácter general; puede establecer su propio reglamento; puede dictar cualquier iniciativa, a fin de requerir lo que necesita para funcionar, y, como si esto fuera poco, fija sus propios aranceles. O sea, es juez y parte en todo lo que hace. Además, en este proyecto viene la acreditación obligatoria, porque no todo era voluntario. Las indicaciones para la acreditación obligatoria de salud y educación fueron rechazadas en la Comisión. Se incluye la posibilidad de cerrar sedes y carreras. Esto, en manos de un gobierno totalitario, sería el fin de la educación superior y de la libertad de enseñanza.


Si en la actualidad el ministerio tiene la facultad para cerrar universidades, ¿por qué no la ejerce? Aquí se dice que las universidades de Playa Ancha, Arturo Prat, de Los Lagos y Arcis -lo han dicho otros colegas- lo hacen mal. ¡Ciérrenlas! ¡Tienen la facultad para ello! No se atreven porque no están dispuestos a pagar el costo político de cerrar una universidad. Sin embargo, es mucho más fácil cerrar una carrera; luego, una sede, y así eliminar a los que piensan distinto. Con eso se acaba la libertad de enseñanza. Por eso es tan grave cerrar sedes y carreras, y no la universidad, para lo cual hay que tener fundamentos claros y concretos y pagar un costo político que hoy no están dispuestos a asumir.


El ministerio tiene facultades para intervenir estas universidades, pero no lo quiere hacer. Además, viene una norma transitoria para la habilitación de títulos, algo muy novedoso para todos los jóvenes que se encuentran en las tribunas y que consiste en que su título tendrá que ser renovado cada cierto tiempo. En otras palabras, ya no lo otorgará la universidad, sino que, en el fondo, solamente tendrá que certificar.


¿Qué se logra con todo esto? Matar la creatividad y lograr la uniformidad. Aquí se quiere igualar, pero hacia abajo, con un filtro estatal y con una calidad única que no se define.


Hoy son miles los jóvenes que han podido estudiar en la educación superior, gracias a lo cual ha avanzado el sistema. Se dice que son alrededor de unos 500 mil. ¡Qué bueno que haya 500 mil jóvenes que hoy pueden estudiar! Antes no podían hacerlo porque los mismos que hoy quieren centralizar este sistema, tenían ahogado al anterior; no querían que los jóvenes estudiaran; no querían que hubiera movilidad social; no creían en las personas.


¿No debemos hacer nada? Insisto en que seamos creativos; no volvamos a esas mentalidades centralizadoras que lo único que han logrado en muchos de países es igualar hacia abajo y empeorar la calidad de las cosas.


Este proyecto es una vuelta atrás, porque no permite que las personas elijan. Curiosamente, el mismo Estado que hoy será garante de la calidad de la educación para miles de jóvenes, no lo ha sido respecto de las universidades del Consejo de Rectores. El diputado Montes habló mal de la Universidad de Los Lagos, de la Universidad de Playa Ancha y de la Universidad Arturo Prat. Las veinticinco universidades que conforman el Consejo de Rectores reciben, en conjunto, 100 mil millones de pesos por concepto de aporte fiscal directo. ¿Qué control existe? Ninguno. Son las únicas que pueden postular a los 50 mil millones de pesos del Fondo Solidario. ¿Qué control hay? Ninguno. ¿Qué pasó en la Universidad de Santiago con los 1.500 millones de pesos correspondientes a un préstamo del Banco Mundial? Desaparecieron. ¿Dónde está el Estado? ¿Dónde está el garante que debe asegurar la calidad de la educación de los jóvenes? ¿Ustedes creen que el Ministerio no puede hacer nada respecto del programa de educación a distancia de la Universidad de Los Lagos? Les aseguro que si el Ministerio -como dijo el diputado Montes- pusiera ese caso en la palestra pública, las autoridades de esa universidad lo pensarían dos veces. A los alumnos de la Universidad de Playa Ancha se les había negado el acceso a la biblioteca. Bastó con una llamada del ministro al rector para que enmendara la plana y abriera la biblioteca a los alumnos.


Los mismos que hoy quieren centralizar la educación a nivel de las instituciones de educación superior, son los que han liquidado la educación básica del país con el centralismo.


Nosotros decimos sí a la acreditación voluntaria, sí a la información y sí a la libertad de enseñanza.


He dicho.


El señor SILVA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Eugenia Mella.


La señora MELLA (doña María Eugenia).- Señor Presidente, el debate de este proyecto dejará clara la diferencia que existe entre lo que decimos y lo que hacemos. En esta discusión se confronta la opinión de quienes creemos que es necesario mejorar el nivel de la educación, y la de quienes piensan que hay que seguir manteniendo algunas instituciones sin ejercer el más mínimo control respecto de la calidad de la enseñanza que entregan, permitiéndoles que sigan adelante con un negocio bastante lucrativo.


Nadie puede desconocer la importancia de la educación. El anhelo de los padres -lo vemos cada día en nuestros distritos- es dar a sus hijos la oportunidad de estudiar, que muchas veces ellos no tuvieron. Aquellos que sí pudieron estudiar, han tenido una herramienta para avanzar en la vida. Para muchos, es la única herencia que pueden dejarles a sus hijos.


De ahí que exista un gran aumento de expectativas relacionadas con el ingreso a la educación superior. Hoy, el 31,5 por ciento de los jóvenes entre 18 y 24 años cursa estudios superiores. Pero, me pregunto, ¿tendrán ellos la certeza de que ese esfuerzo familiar, esa inversión en tiempo y dinero, les dará realmente las herramientas que necesitan para enfrentar el mundo laboral? Ése es uno de los desafíos que enfrenta el proyecto.


El informe deja clara la importancia de la educación para el desarrollo económico y cultural de un país y su inserción en el mundo, tal como ocurre con el nuestro en estos momentos. Desde esa perspectiva, la educación constituye para nosotros un bien público, y toda institución u organización debería dar cuenta pública de sus resultados, atendido el imperativo de transparencia y eficiencia. Ello no tendría por qué significar un menoscabo de las capacidades o de las cualidades de las instituciones. Por el contrario, debería significar el reconocimiento de toda la sociedad por lo que ellas están seguras que están haciendo adecuadamente.


El aumento de la demanda ha hecho que se diversifique la oferta educativa, tanto en instituciones como en carreras ofrecidas. El mercado no puede regular la calidad de las instituciones de educación superior, hecho que ha quedado más que demostrado con la realidad que hemos estado viviendo en los últimos años.


La elección de ingreso a la educación superior constituye una decisión vital; generalmente, se produce una sola vez en la vida, y si tal elección es equivocada, puede ser irreparable.


La familia, que se esfuerza por dejar una buena educación a sus hijos, a fin de entregarles una herramienta para que puedan enfrentar este mundo cambiante, y los jóvenes, ilusionados por este desafío, deben confiar en lo que se les entrega y en que la inversión económica y personal efectuadas serán importantes para su futuro. Cuando ello no ocurre, como lamentablemente sucede hoy día, surge la impotencia y la frustración de tantos jóvenes cesantes ilustrados. De ahí que se hace imprescindible un nuevo sistema que asegure la calidad de la educación superior y que entregue información válida y confiable, lo que, aunque parezca extraño, el Ministerio de Educación no puede lograr.


Hace unos días, hablé con el ministro de Educación. Me informó que había enviado cartas a las entidades que en la Comisión de Educación habíamos considerado instituciones-problema. Sin embargo, ellas no están obligados a enviar esa información y, por eso, no lo hacen.


En primer lugar, necesitamos que una información válida y confiable responda a las inquietudes de las familias y de los jóvenes que quieren seguir estudios superiores, así como de profesores y orientadores; en fin, de todo el conjunto de la sociedad que espera que el Estado busque, sobre la base del deber de responder a la fe pública, los mecanismos que permitan elegir de mejor manera y más informadamente dónde hacer la inversión educacional, a fin de que, al final de sus carreras, los jóvenes no se encuentren con que la calidad de las mismas no es aceptada, dependiendo de la universidad de que se trate.


Por lo tanto, pensamos que la acreditación es necesaria para mejorar la educación superior. Esto no es nuevo en el mundo. Como siempre, vamos atrasados respecto de las cosas que se han hecho en otros lugares y que han demostrado ser exitosas.


En la década de los ’90, países de Europa Oriental y Occidental, de Asia, de América Latina y de América del Norte establecieron sistemas de acreditación de la educación superior. La responsabilidad reguladora del Estado debe tener como componente esencial las estrategias destinadas a mejorar y promover la calidad. Además, en este marco, debe garantizarse el buen uso de los recursos de que se provee a algunas universidades y también de lo que se está haciendo a través de créditos o becas para los alumnos.


El desafío de mejorar la calidad de la educación obviamente debe ser una tarea compartida. Nuestra apertura al mundo y los acuerdos suscritos no nos permiten exigir a programas o a profesionales extranjeros aquello que no exigimos a los nuestros. Por lo tanto, si no establecemos procesos que aseguren la calidad de nuestras instituciones y programas, no podremos poner condiciones similares a los programas de otros países que se desarrollen en Chile.


Las instituciones que están haciendo bien su trabajo no deben temer incorporarse a este tipo de acreditación. Hoy, existen treinta y seis instituciones adscritas de manera voluntaria al proceso piloto de acreditación institucional. Pero no son cualquier institución, pues representan el 72 por ciento de toda la matrícula de las universidades y de los institutos profesionales. A su vez, hay doscientas cincuenta carreras adscritas voluntariamente a este proceso, que corresponden sólo a las que la Loce define como universitarias y representan el 35 por ciento de la matrícula total. En posgrado, los programas en acreditación corresponden al 87 por ciento de la matrícula de maestrías y doctorados.


De ahí que creamos que el proyecto dará respuesta a las inquietudes de gran parte de la comunidad estudiantil nacional y de sus familias.


Una educación acreditada y de calidad permitirá orientar el financiamiento hacia las instituciones y, particularmente, hacia una gran cantidad de jóvenes que no sólo esperan financiar sus estudios, sino también que la calidad de éstos dé seguridad a su elección y a sus familias.


Quiero enfatizar que si no contamos con un sistema de acreditación absolutamente validado, que dé certeza y seguridad a las familias, a los jóvenes y al Estado -el cual debe ser garante-, no significa entregar los recursos sin saber, previamente, a qué universidades, carreras, créditos y becas están postulando los jóvenes.


En nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, anuncio que daremos nuestro más amplio respaldo al proyecto, porque creemos que va en el sentido correcto para mejorar la calidad de la educación en Chile. A pesar de algunas inquietudes, permitirá suprimir carreras mal implementadas y cerrar algunas universidades, pero sin que ocurra lo mismo que en el pasado, cuando las universidades estatales debían asumir la responsabilidad de solucionar los problemas de los jóvenes que quedaban en segundo o tercer año, debido a lo cual corrían el riesgo de quebrar.


En virtud de esta iniciativa se podrá actuar sobre algunas carreras que se encuentren en esta situación. 


Termino señalando que, no obstante que en la Comisión se trabajó en la perspectiva de perfeccionar y mejorar diversos aspectos de la iniciativa, siempre existirá la posibilidad de perfeccionarla y de buscar fórmulas que garanticen, en cualquier gobierno, la libertad real -no la que da el dinero- de elegir dónde estudiar, a fin de obtener los mejores resultados.


Este proyecto es un enorme paso adelante en lo que respecta al mejoramiento de la calidad de la educación superior en Chile y a la inserción de nuestros profesionales en igualdad de condiciones y equivalencia de estudios respecto de los de universidades extranjeras, como la de Harvard y otras tan importantes.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Ofrezco la palabra al diputado señor Becker.


El señor BECKER.- Señora Presidenta, hoy debemos pronunciarnos acerca de un proyecto de la mayor trascendencia para los jóvenes de nuestro país, ya que provee a los usuarios de información fidedigna y diferenciada entre instituciones de educación superior acreditadas y no acreditadas. Con esto, los padres de familia, en especial los jóvenes, tendrán mayores posibilidades de elegir acertadamente donde estudiar.


La educación superior compromete importantes recursos económicos y varios años en la vida de un joven. Por ello, debe existir información fidedigna que le permita confiar en que la carrera elegida le será útil para desenvolverse en el campo profesional.


Al igual que el diputado Kast, creo en las personas, pero también en la igualdad de oportunidades. ¿Qué igualdad existe entre un estudiante del Liceo Comercial de Carahue, que obtiene 600 puntos en la PSU y se va a estudiar a Temuco, pero no sabe cuál universidad es mejor, y otro del barrio alto de Santiago, que tiene muy claro que estudiará, como primera prioridad, en las universidades Católica o de Chile o en alguna de las universidades privadas de mayor prestigio?


Por lo tanto, el proyecto dice relación con la igualdad de oportunidades. Estoy seguro de que con él evitaremos la frustración que han sufrido muchas familias chilenas de los sectores más desposeídos, que con esfuerzo invirtieron recursos económicos, tiempo y esperanzas en uno de sus integrantes, el cual, finalmente, obtuvo un título profesional, cuya calidad es cuestionada por el mercado y seguramente no tendrá un trabajo digno en la profesión que estudió. 


En los países más desarrollados existen organismos estatales que evalúan rigurosamente a las instituciones y sus programas. Con ello, se logra información fidedigna y se obliga a que sea difundida a la comunidad para mejorar los niveles de calidad de las mismas.


En Alemania, Italia, Finlandia, Francia, Gran Bretaña, entre otros países del más alto nivel universitario, existe un solo organismo acreditador estatal y muchos otros en desarrollo están adoptando un sistema similar que les permita garantizar la calidad de su educación superior.


A pesar de que el proyecto que analizamos propone un sistema de acreditación que limita absolutamente la participación del Estado, ha despertado gran polémica a nivel nacional. Los argumentos en contra se basan, fundamentalmente, en que se estaría comprometiendo gravemente la libertad de enseñanza, ya que tendería a la estandarización de la educación superior basada en un criterio único de la nueva Comisión Nacional de Acreditación. Incluso, existen personas que argumentan que no es necesario ni siquiera legislar a este respecto, que basta con más información, que el mercado opera eficientemente. Si no hay igualdad de oportunidades, el mercado nunca operará eficientemente. Hay gente que dice que esto es lo mismo que el mercado de la leche o del pan. Sin embargo, es distinto porque estamos hablando del futuro de los jóvenes.


Después de un proceso de reflexión, he llegado a la conclusión de que la acreditación institucional es absolutamente necesaria y que la calidad de las instituciones de educación superior no sólo es un asunto privado. Involucra la fe pública, por lo tanto el Estado tiene el deber positivo de proporcionar información fidedigna acerca de las ofertas en el ámbito de la educación superior, para lo cual posee medios e instituciones.


La entrega de esa información incluye el uso de algún sistema de acreditación, que sin ser un obstáculo de entrada al sistema, permita la diferenciación del mercado y con esto una mejor orientación para los jóvenes que accederán a la educación superior.


La argumentación de que se limita la libertad de enseñanza carece de todo sentido de realismo, ya que si bien el proyecto original del Ejecutivo tenía elementos que podrían haber sido considerados como estandarizantes o limitantes, el que hoy estamos discutiendo es absolutamente distinto.


La disposición del Ejecutivo y el trabajo desarrollado durante más de cinco meses por varios parlamentarios de Renovación Nacional nos permitió lograr, en lo sustancial, lo que realmente importa: un gran proyecto que crea un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de educación superior que garantice la libertad de enseñanza y salvaguarde la diversidad institucional, respecto de la cual todos concordamos que es un gran activo de nuestro sistema de educación superior.


Es importante recordar que tanto la acreditación de carreras como la acreditación institucional son voluntarias. Ya discutiremos si se ligarán a algún tipo de financiamiento. De hecho, como actualmente sucede, se podrán seguir creando universidades y lograr su autonomía sin necesidad de acreditarse. Es decir, la creación de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica no se verá afectada 


El proyecto de ley de aseguramiento de la calidad de la educación superior comprende las funciones de información, de licenciamiento, aprobación de nuevas instituciones, acreditación institucional y de carreras y programas de pre y posgrado.


La función de licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior seguirá correspondiendo al Consejo Superior de Educación y al Ministerio de Educación, en conformidad con las normas de la ley orgánica respectiva.


Para desarrollar indirectamente las otras funciones, se crea en este proyecto la Comisión Nacional de Acreditación, la cual gozara de amplia autonomía y cuya función principal será promover la calidad de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.


La integración de esta comisión fue ampliamente debatida. En el proyecto original este organismo estaba integrado por 12 miembros, todos los cuales eran designados, de una u otro forma, por el Presidente de la República.


Durante el trabajo de la Comisión de Educación hubo acuerdo en que la Comisión Nacional de Acreditación diera garantía de pluralismo e imparcialidad a todos los sectores. Así, finalmente consensuamos una compuesta por trece miembros, en su mayoría académicos de reconocida trayectoria, de los cuales solo dos serán designados por el Presidente de la República.


La forma de selección, la procedencia y la calidad académica de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación da plena garantía de transparencia, idoneidad y pluralismo en las decisiones que deben adoptar.


Así también lo pensaron los diputados de la Comisión de Educación, los que por una unanimidad aprobamos el articulo 7º.


La Comisión de Acreditación tendrá básicamente dos funciones: pronunciarse acerca de las solicitudes que le presenten las agencias de acreditación de carreras y programas de pre y posgrado y supervisar su funcionamiento, y pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos.


Referente a la acreditación de carreras y programas de pre y posgrado, hubo consenso en la Comisión de Educación para que la acreditación sea realizada por agencias acreditadoras externas, que deberán inscribirse en un registro que mantendrá la Comisión. En la comisión se incorporó la idea de que la acreditación de posgrado también puedan hacerla estas agencias, porque en principio sólo consideraba las de pregrado.


Por otra parte, estamos en desacuerdo con el artículo 27, ya que éste le da a la Comisión la facultad de dejar sin efecto las decisiones de acreditación realizadas por las agencias.


En el caso de que una agencia no cumpla con los criterios y procedimientos de evaluación, lo que procede es revocar su autorización y, de acuerdo a la gravedad, imponerle las sanciones que establecen los artículos 36, 37, 38 y 39 del proyecto. Es decir, que no se revoque lo que la agencia señale en cuanto a la acreditación, sino que la autorización que se da a la agencia.


Sin duda, el tema más conflictivo del proyecto fue el sistema de acreditación institucional, que, según este informe, es un proceso voluntario que tendrá por objeto evaluar el cumplimiento del propio proyecto institucional y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de la institución de educación superior. Todo esto teniendo en especial consideración la autonomía de cada institución de educación superior.


Como se indicó, este proceso de acreditación institucional lo realizan en todo el mundo organismos públicos, exceptuando Estados Unidos, por su gran cantidad de universidades: 6 mil. Allí existen 19 agencias acreditadoras que, aproximadamente, acreditan a 300 universidades cada una.


De acuerdo a la tradición de cada país, el organismo público de acreditación es más o menos dependiente del gobierno central. Obviamente, el ideal para Chile es que este organismo goce de la más amplia autonomía, de modo de garantizar que su trabajo sea transparente, profesional y pluralista. Por ello, además de limitar al máximo la participación del gobierno de turno en la forma de designación de la comisión, como lo expliqué anteriormente, se concordó un sistema de evaluación consignado en el artículo 18 -que fue una indicación que presentamos con el diputado Rosauro Martínez-, el cual permite que las instituciones de educación superior que quieran someterse al proceso cuenten con todas las garantías de que éste se realizará de manera profesional y transparente.


La acreditación institucional la realizarán pares evaluadores, personas naturales o jurídicas inscritas en un registro que llevará la Comisión. La institución se decidirá por una u otra alternativa.


En el caso de pares evaluadores personas naturales, la Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita, las personas naturales que actuarán en ese proceso, que en este caso son cinco. Sin perjuicio de lo anterior, la institución tendrá derecho a objetar a uno o más de los pares propuestos sin expresión de causa hasta por tres veces. En caso de no llegarse a acuerdo, el Consejo de Educación Superior determinará los pares evaluadores que realizarán la acreditación.


En el caso que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una persona jurídica, la Comisión designará, de una terna propuesta por dicha institución, la agencia que efectuará ese proceso. 


Lo anterior da bastante garantía al proceso. Además, posteriormente, se puede apelar.


Un último aspecto de importancia del proyecto corresponderá implementarlo al Ministerio de Educación, y dice relación con la información que se obtendrá a partir del proceso de acreditación y que será totalmente fidedigna. 


Me referiré a la reforma a la ley orgánica constitucional de Enseñanza -el diputado señor Kast hizo alusión a ella-, artículos 53, 63 y 73, que permite al ministerio cerrar carreras o programas. 


La verdad es que actualmente puede cerrar universidades completas. O sea, si asume un gobierno totalitario -creo que ya no va a llegar-, podría cerrar universidades completas. Con esto, solamente estamos dando una atribución para que el ministerio pueda cerrar carreras. Por lo demás, todos estamos de acuerdo en que hay algunas que deberían cerrarse.


De acuerdo con lo fundamentado, estoy seguro de que estamos frente a un excelente proyecto que garantiza la libertad de enseñanza y representa una gran noticia para miles de jóvenes. A partir de su implementación, tendrán mayor información y garantía pública acerca de la calidad de la educación que imparten las instituciones de educación superior en nuestro país.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Ofrezco la palabra al diputado señor Rodrigo González.


El señor GONZÁLEZ (don Rodrigo).- Señora Presidenta, hasta hace poco tiempo, las universidades en general no requerían probar su excelencia. Hoy, en el mundo globalizado y frente a la heterogeneidad y a la ampliación de la oferta universitaria, es necesario que ellas y otros entes que ofrecen bienes públicos prueben su excelencia. Por eso, el proyecto es de gran importancia para el desarrollo del país.


En el XXV encuentro nacional de la empresa, Enade, evento realizado hace poco y que reunió a todos los empresarios chilenos, tanto representantes del sector privado como del universitario, se señaló que Chile tiene una de las peores distribuciones del ingreso a nivel mundial. La causa es muy compleja. Sin embargo, se coincidió en que los países pequeños, pero exitosos y emergentes que han logrado levantarse por encima de los promedios, han contado con sistemas de educación superior eficientes, abundantes en oferta, capaces de formar buenos profesionales y de incrementar y mejorar su productividad y competir a nivel nacional e internacional. Por eso es tan trascendente la discusión sobre la calidad del sistema de educación superior.


¿Por qué es necesario un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior? En primer lugar, porque la educación superior es un bien social, que debe enmarcarse dentro de parámetros de calidad, de transparencia y de eficiencia. Sin duda, ello no disminuye la creatividad ni la autonomía de las universidades ni amenaza la libertad de enseñanza. 


Un profesor muy conocido a nivel internacional, como es el economista Larry Summers, de la Universidad de Harvard, ha destacado en reiteradas oportunidades que su universidad es líder en el mundo porque siempre está dispuesta a ser evaluada por sus pares y se somete a rigurosos y periódicos procesos de acreditación. Así universidades como Harvard, Yale, Chicago, Stanford, California y París han establecido estrictos sistemas de autoevaluación, también han aceptado que sus pares, entre sí, se obliguen a acreditarse para ir mejorando su calidad en forma constante y creciente.


La acreditación también es necesaria porque los estudiantes y sus familias necesitan saber que los conocimientos, destrezas y títulos que les entregará la institución a la cual ingresan son válidos y confiables y les permitirán ejercer adecuadamente la profesión que estudiaron. ¿Por qué se necesita un organismo externo para acreditar que la calidad de los títulos es válida y confiable? Porque la acreditación no es un bien tangible, como un producto farmacéutico o un automóvil; es intangible y su calidad sólo puede verificarse cuando el joven profesional ingresa al mundo laboral, después de años de enormes esfuerzos y sacrificios del estudiante y su familia. Esa inversión y esos sacrificios no pueden perderse, no pueden ser objeto de engaño ni de marketing. Alguien debe certificar la calidad de la educación. Los padres y los alumnos, por sí mismos, no pueden hacerlo. Además, evaluar una carrera o estudios universitarios es muy complejo. Todos hemos constatado que el mercado de la educación superior es extraordinariamente poco transparente, ineficiente y que la información de la que disponemos es limitada.


Por eso, la Comisión de Educación acordó que se estableciera un sistema de aseguramiento de la calidad y que se constituyera una comisión de carácter público, amplia, pluralista, interdisciplinaria, exclusivamente técnica y académica, que evalúe la validez, la confiabilidad y la aplicación eficaz de los propios programas definidos por las instituciones de educación superior, los cuales entregan como producto a la sociedad


No evaluaremos productos que se impongan a las universidades; de ningún modo están amenazadas la autonomía o la libertad de las instituciones para definir sus proyectos, carreras, títulos, grados o los procedimientos que utilizarán para lograr sus objetivos. Se acreditará que los productos que entreguen a la sociedad sean válidos y confiables y que correspondan a lo que han ofrecido. Se evaluará la propia oferta de las instituciones superiores y, por tanto, se certificará que ellas han demostrado capacidad para autorregularse.


¿Qué duda cabe de que necesitamos un organismo externo, objetivo, público y técnico que ayude a la comunidad en cuanto a la entrega de esa información confiable?


La sociedad no puede abdicar de esta regulación. Las universidades de mayor calidad en el mundo se están evaluando continuamente y nada temen frente a sus pares.


La autorregulación, sin duda, es fundamental para los institutos de educación superior, pero no basta por sí sola. El mercado ha demostrado ser un mal evaluador de la oferta universitaria y por ello se han producido los excesos que hemos conocido en nuestro sistema de educación superior. La autorregulación sólo tiene efectos adecuados cuando va acompañada de una regulación pública que proporciona los incentivos necesarios para que se ejerza de manera eficaz.


La regulación pública cumple, entonces, un rol fundamental: asegura que la información que las instituciones proporcionan sobre sí mismas, incluida la que se refiere a la calidad de los mecanismos que han puesto en marcha para el logro de sus propósitos declarados y los antecedentes que proporcionan sobre sus resultados, sea válida y confiable.


No sólo es necesario acreditar la calidad porque debemos dar fe pública de que las profesiones y los títulos que nuestros estudiantes están recibiendo son confiables.


La calidad es también un prerrequisito de equidad. No tendría sentido asegurar el ac



ceso a programas y entidades que no valen nada. Si no tuviésemos un sistema que entrega instrumentos de calidad, títulos válidos, conocimientos, destrezas o habilidades adecuadas para el ejercicio de una profesión en el mercado y que contribuyan al desarrollo nacional, no sacaríamos nada con mejorar las posibilidades de acceso de los jóvenes al sistema universitario.


Como aquí se ha dicho, es imprescindible asegurar a los jóvenes de los primeros quintiles el acceso a universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales que impartan educación de calidad. Por eso, la necesidad de acreditación de dicha calidad está asociada al financiamiento de los centros educacionales. No podríamos entregar fondos públicos y asegurar que serán bien utilizados si esos centros no demuestran calidad en la educación que imparten.


Por último, anuncio que la bancada del Partido por la Democracia apoyará con entusiasmo el proyecto, en el entendido de que una agencia acreditadora amplia, abierta, pluralista, técnica y académica constituirá un resguardo para las familias y los jóvenes. Los títulos profesionales comprometen la fe pública y son un bien público que al país le interesa proteger más que nunca en una época de globalización.


He dicho.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Recuerdo a la Sala que, según lo acordado, el proyecto en debate se votará en general a las 15.35 horas. Todavía quedan varios diputados inscritos, pero debido a limitaciones de tiempo, lamentablemente, será imposible ofrecerles la palabra a todos ellos. Podrán insertar sus discursos quienes así lo soliciten, sin perjuicio de que intervengan cuando la iniciativa se discuta en particular.


Ofrezco la palabra al diputado señor 
Robles.


El señor ROBLES.- Señora Presidenta, la realidad de nuestra educación superior ha cambiado durante del siglo XXI. Desde nuestro punto de vista, la realidad nacional en esa materia es muy disímil a la evidenciada en épocas pretéritas. El Estado es el garante de la calidad de la educación superior. En la actualidad, existen sesenta universidades, 43 institutos profesionales y 113 centros de formación técnica. Se trata de instituciones muy diferentes unas de otras, tanto en lo referente a su misión institucional como a su tamaño, al tipo de programas que ofrecen como a los recursos que movilizan.

A su vez, atienden a cerca de 480 mil estudiantes de pregrado y de posgrado. Algunos se dedican a estudiar en jornada completa, en tanto que otros comparten su tiempo entre el estudio y el trabajo. 


En estos días se desarrolla la Prueba de Selección Universitaria y alrededor de 160 mil jóvenes rendirán su prueba de admisión al sistema de educación superior. De ellos, poco más del 50 por ciento podrá engrosar las estadísticas anteriormente señaladas, sobrepasando holgadamente, en 2004, el medio millón de alumnos en el sistema de educación superior. 


Estos antecedentes han motivado al Gobierno, con el trabajo y la colaboración que también han desarrollado durante estos años tanto la Comisión Nacional de Acreditación de Posgrado como la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado del Ministerio de Educación, a enviar al Congreso una iniciativa legal que, en lo sustantivo, persigue dotar al actual sistema de educación superior de instancias que permitan regular su calidad y la garantía de la fe pública depositada en las instituciones que la ofrecen. 


El concepto moderno de regulación no consiste sólo en supervisión y control, sino que incluye, como un componente esencial, estrategias destinadas a mejorar y promover la calidad. 


El aseguramiento de la calidad, en consecuencia, debe ser el fruto de un esfuerzo compartido en el que participen activamente el Estado, en su rol regulador y garante de la equidad, y las instituciones de educación superior, y, al interior de éstas, sus diversos estamentos. 


El sistema de aseguramiento de la calidad que se propone despliega, al menos, cuatro componentes. 


El primero es el licenciamiento, que opera desde 1990 y tiene por objeto asegurar la calidad de las nuevas instituciones privadas de educación superior. 


El Consejo Superior de Educación y el Ministerio de Educación, por mandato de la ley orgánica constitucional de Enseñanza, aprueban los proyectos institucionales de las nuevas universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, y supervisan su desarrollo en un plazo definido en la ley. Al cabo de ese período, califican la autonomía de todas aquellas instituciones que han desarrollado satisfactoriamente sus respectivos proyectos. 


El proceso, en su conjunto, ha contribuido a la consolidación del sector privado y, valga decirlo, a la legitimación que se le ha dado desde el punto de vista social, al reconocer públicamente que sólo aquellas instituciones que cumplen con ciertos requisitos esenciales están en condiciones de operar de manera autónoma. 


El segundo se refiere a la acreditación de carreras profesionales y técnicas y a la acreditación de programas de posgrado tendientes a dar garantía de la calidad de las carreras y programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte y los criterios definidos por la comunidad técnica, académica o disciplinaria, sobre la base de un proceso de autoevaluación y una evaluación externa. 


El tercero dice relación con la acreditación de instituciones autónomas. Ésta es una nueva función cuya incorporación responde a solicitudes explícitas de las propias instituciones y de otros organismos públicos y privados. Tiene por objeto evaluar y dar garantía pública de la capacidad de autorregulación de las instituciones de educación superior. Apunta, esencialmente, a promover y apoyar el desarrollo de la gestión institucional moderna que incorpore procesos de evaluación, análisis institucional y gestión de la calidad.


En cuarto lugar, se contempla el desarrollo de un sistema de información para la educación superior que permita apoyar dicha gestión en su conjunto, incluya la definición y evaluación de políticas para el sector y la gestión institucional y facilite la toma de decisiones al interior de universidades, institutos y centros. Al mismo tiempo, este sistema permitirá contar con información válida y confiable sobre la educación superior y facilitará las decisiones de los usuarios de la educación superior con relación a los servicios ofrecidos. 


Cabe destacar que la función de licenciamiento se mantiene en manos de los organismos que actualmente la desempeñan. Por su parte, la información es una responsabilidad prioritaria del Ministerio de Educación que es compartida con otros sectores, tales como las propias instituciones de educación superior y otros organismos públicos. Las demás funciones se ubican en el ámbito de acción de la comisión de acreditación para la educación superior.


Dicha comisión deberá verificar y promover la calidad de las instituciones autónomas de la educación superior y de las carreras y programas que ellas ofrecen.


Este organismo se hace necesario. Si bien el sistema de educación superior chileno cuenta desde 1990 con un mecanismo que permite verificar la calidad de la nueva institución de educación superior, se trata de un proceso que concluye con la certificación de autonomía de dichas instituciones.



Señora Presidenta, como lo dije al comienzo de mi intervención, el Estado es garante de la calidad de la educación superior. Por tanto, y sobre todo para las personas de más escasos recursos de nuestro país, con relación a las personas que hoy componen nuestra sociedad y no tienen capacidad ni posibilidad de acceder a la educación superior, el Estado debe garantizar que los profesionales que se formen en Chile deben ser capaces de solucionar los problemas de todos los chilenos, desde los más pudientes hasta los más pobres. Por eso, el Estado chileno debe garantizar tanto la calidad de la enseñanza como la de los profesionales que egresan de las universidades.


Para terminar, a lo menos hay dos carreras -como lo dice el Ejecutivo- que deberían tener obligatoriedad en la acreditación de la calidad de la enseñanza que reciben los profesionales. Me refiero a medicina y a las pedagogías. Evidentemente, no es posible entender que un médico que debe dar atención social y estar capacitado en la disciplina de atender al ser humano, no tenga la calidad para ejercer en nuestro país. Por lo tanto, considero tremendamente importante apoyar al Ministerio de Educación en el sentido de que, en la carrera de medicina, su acreditación sea obligatoria por estas nuevas instancias.


Con respecto a las pedagogías, a nuestro juicio, son la base del desarrollo. Tal como recordábamos al comienzo de la sesión, Pedro Aguirre Cerda decía que “gobernar es educar”. Y un país educado permite que su sociedad avance en el desarrollo.


Señora Presidenta, nuestros pedagogos, nuestros maestros, deben estar acreditados obligatoriamente. Es el Estado el que debe garantizar que sus maestros sean capaces de enseñar a los jóvenes y de formar nuevas generaciones. No hay otra institución, sino el Estado, que debe asegurarnos que tendremos docentes que permitan garantizarle a 



cualquier ciudadano, en cualquier lugar del país -incluso en el sector más rural de nuestra geografía- que van a contar con una educación de calidad, dado que ellos mismos han sido formados en términos de calidad.


Señora Presidenta, la bancada del Partido Radical Social Demócrata, en virtud de lo que he planteado y a pesar de que no se ha acogido la creación de una superintendencia de educación -aun cuando estaba en el programa de la Concertación-, nos parece relevante apoyar este proyecto y vamos a concurrir con nuestro voto favorable para aprobar la iniciativa del Ministerio de Educación, el cual, por intermedio de su ministro, felicitamos por la iniciativa que ha presentado.


He dicho.


-Aplausos.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Antes de proceder a la votación, el señor Secretario nos informará, aparte de los permisos constitucionales, si se han acordado pareos para la votación.


El señor LOYOLA (Secretario).- Se han acordado los siguientes pareos: señoras diputadas Rosa González con Isabel Allende, y señores diputados Ramón Barros con 
Fernando Meza, Jorge Ulloa con José Pérez y Manuel Rojas con Pedro Araya.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Ofrezco la palabra al diputado señor Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señora Presidenta, tengo entendido que no puede haber pareo cuando se votan artículos con quórum de ley orgánica constitucional.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- No es así, señor diputado.


Cualquier cambio en los pareos debe ser avisado con anterioridad. Como no se ha dado cuenta de nada, están vigentes los pareos dados a conocer por el señor Secretario.


Ojalá que en el futuro seamos claros al respecto. Cualquier cambio, debe ser avisado con la debida anticipación.


Corresponde votar en general el proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, con excepción de los artículos 1º, 2º, inciso primero; 3º, 4º, 6º,7º, 8º, 9º, 21, 26, 27, 28, inciso segundo; 38, inciso segundo, y 52, permanentes, e inciso primero del artículo 7º transitorio por cuanto contienen materias propias de ley orgánica constitucional.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 65 votos; por la negativa, 25 votos. No hubo abstenciones.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Ascencio, Bayo, Becker, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Delmastro, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), 
González (don Rodrigo), Girardi, Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Luksic, Martínez, Mella (doña María 
Eugenia), Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), 
Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Paredes, Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vargas, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez, Bauer, Correa, Cristi (doña 
María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Egaña, Forni, García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Leay, 
Masferrer, Melero, Molina, Moreira, 
Norambuena, Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Salaberry, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- En votación general los referidos artículos de ley orgánica constitucional, cuya aprobación requiere el voto afirmativo de 62 señoras y señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 64 votos; por la negativa, 25 votos. No hubo abstenciones.

La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Ascencio, Bayo, Becker, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Delmastro, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, 
Letelier (don Juan Pablo), Longton, Luksic, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don 



Aníbal), Pérez (doña Lily), Quintana, 
Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Seguel, Sepúlveda 
(doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez, Bauer, Correa, Cristi (doña 
María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Egaña, Forni, García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Leay, 
Masferrer, Melero, Molina, Moreira, 
Norambuena, Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Salaberry, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- El proyecto vuelve a Comisión para su segundo informe.


Ofrezco la palabra al señor ministro de Educación.


El señor BITAR (ministro de Educación).- Señora Presidenta, quiero agradecer la amabilidad de todos los señores diputados por permitirme agradecer la aprobación de este proyecto en bien de los niños y jóvenes de Chile.


Gracias.


-El proyecto fue objeto de las siguientes indicaciones:

Al artículo 15

1.
De la señora Pérez, doña Lily y de los señores Monckeberg, don Nicolás y Vargas, don Alfonso, para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Por consiguiente y dado el carácter voluntario del proceso de acreditación institucional ante la comisión, no podrá ser requisito directo ni indirecto para la asignación 



de cualquier clase de recursos públicos, el haberse sometido a dicho proceso de acreditación”.

Al artículo 19

2.
De la señora Pérez, doña Lily y de los señores Monckeberg, don Nicolás y 
Vargas, don Alfonso, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El informe a que se refiere el inciso anterior tendrá el carácter de vinculante para la Comisión”.

Al artículo 24

3.
De la señora Pérez, doña Lily y de los señores Monckeberg, don Nicolás y 
Vargas, don Alfonso, para agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Por consiguiente y dado el carácter voluntario del proceso de acreditación institucional ante la comisión, no podrá ser requisito directo ni indirecto para la asignación de cualquier clase de recursos públicos, el haberse sometido a dicho proceso de acreditación”.

4.
Del Ejecutivo, para incorporar al Título III, párrafo 1°, a continuación del artículo 24, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 24 bis.- Sin perjuicio de lo anterior, las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo. En el caso de las carreras y programas indicados, la acreditación se acreditará siempre desde el primer año de funcionamiento de la respectiva carrera o programa.


Las carreras y programas actualmente vigentes deberán someterse al proceso de acreditación en un plazo no superior a dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley.



Las carreras y programas de los señalados en el inciso primero que no cumplan con lo dispuesto en este artículo, sea porque no se presentan al proceso de acreditación o porque no logran ser acreditadas, no podrán acceder a ningún tipo de recursos otorgados directamente por el Estado o que cuenten con su garantía, para el financiamiento de los estudios de sus nuevos alumnos.”.

Al artículo 27

5.
De la señora Pérez, doña Lily y de los señores Monckeberg, don Nicolás y 
Vargas, don Alfonso, para reemplazar el artículo 27 del proyecto, por el siguiente:


“Con todo, respecto de la resolución que emita la Comisión en virtud de lo dispuesto en el artículo precedente, las instituciones de educación superior podrán recurrir ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de treinta días”.

Al artículo 40

6.
De la señora Pérez, doña Lily y de los señores Monckeberg, don Nicolás y Vargas, don Alfonso, para agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Por consiguiente y dado el carácter voluntario del proceso de acreditación institucional ante la comisión, no podrá ser requisito directo ni indirecto para la asignación de cualquier clase de recursos públicos, el haberse sometido a dicho proceso de acreditación”.
-o-


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Solicito la autorización de la Sala para que las comisiones puedan sesionar inmediatamente después de tratar los proyectos de acuerdo.


¿No hay acuerdo, diputado Kast?


No hay acuerdo.

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

ESTUDIO Y FISCALIZACIÓN DE LOS MÉTODOS DE CERTIFICACIÓN DE LA PESCA CAPTURADA.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario a dar lectura al único proyecto de acuerdo que trataremos en esta oportunidad.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 338, de los señores Rossi, Muñoz, don Pedro, Recondo, Ulloa, Leay, Araya, Rojas, Aguiló, Sánchez y 
Girardi.


“Considerando:

1.
Que la ley Nº 19.713 estableció la obligatoriedad que tienen los armadores industriales de informar sus capturas certificadas por una entidad auditora.

2.
Que la forma, requisitos y condiciones de la certificación, como asimismo la acreditación de las entidades auditoras, se fijan por resolución del Servicio Nacional de Pesca Sernapesca.

3.
Que, las empresas pesqueras, representadas por cuatro sindicatos -capitanes, oficiales, motoristas y tripulantes-, han hecho saber al Sernapesca su disconformidad con los resultados del sistema de pesaje, por cuanto, según señalan, no ha variado en el tiempo (desde cuando no había certificación) la gran diferencia que existe entre el volumen de la pesca capturada y la cantidad de pesca desembarcada, esta última certificada. Incluso se han detectado diferencias de doce y hasta 24 toneladas por cada ciento.

4.
Que lo anterior, obviamente perjudica directamente a las empresas pesqueras. Esta situación también afectaría al Estado, por cuanto se estaría subdeclarando la pesca real desembarcada.

5.
Que este tema ha sido extensamente analizado entre los dirigentes de los trabajadores y el director regional de Sernapesca, quienes han planteado que se está actuando de acuerdo a las facultades que prescribe la actual normativa, que tiene limitaciones para acceder al planteamiento que han efectuado los trabajadores.

6.
Que existe consenso entre los dirigentes y el director regional de Sernapesca acerca de que la solución definitiva pasa necesariamente por una modificación legal que establezca un sistema de pesaje único e inviolable.


La confianza en los métodos de fiscalización y la imparcialidad y objetividad que deben caracterizar los métodos de certificación determina no sólo el pago de los tripulantes, motoristas y capitanes de pesca, sino que también tiene relación con la cuota de captura determinada para cada pesquería.


Por lo tanto, la Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción y a la Subsecretaría de Pesca se sirvan realizar un estudio y una fiscalización de los métodos de certificación de la pesca capturada, que establezca la calibración de los sistemas de pesaje por una entidad independiente, seleccionada a través de una licitación pública, como asimismo, analiza la creación de su sistema de calibración periódica, idealmente cada 3 meses, que garantice a todas las partes objetividad y transparencia”.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra al diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, junto con varios diputados, algunos de ellos provienentes de regiones donde la pesca es una actividad económica y productiva de importancia, presentamos este proyecto de acuerdo con la intención de dar más transparencia al sistema de pesaje de la pesca capturada. 


Todas las pesquerías, a lo largo de Chile, tienen distintos sistemas para mensurar la pesca capturada de acuerdo con la especie. Algunos hacen analogías de volumen a masa, mientras que otros miden directamente el peso en una máquina de tecnología bastante más avanzada.


En el último tiempo se han producido diferencias, muchas veces importantes, entre el volumen de pesca extraído por buques en distintas pesquerías y la cantidad medida y posteriormente certificada mediante sistema de pesaje que posee cada empresa pesquera. 


Tenemos muy claro que en el largo plazo, en el proyecto de ley de Pesca que se discute actualmente en el Congreso Nacional, deberá establecerse, en aras de la transparencia en el proceso de fiscalización, un procedimiento de pesaje único nacional, que utilice un mismo mecanismo, con calibraciones periódicas y se otorgue el permiso a través de un sistema de licitación pública abierta y transparente.


Hoy vemos que, a lo largo de Chile, distintos sindicatos de trabajadores del mar, sean éstos de capitanes, motoristas o tripulantes, viven un clima de permanente desconfianza, puesto que creen que la pesca extraída es muy superior a la pesca certificada.


Proponemos, a través del Ministerio de Economía, que la Subsecretaría de Pesca realice una fiscalización de los métodos de pesaje de las distintas pesquerías mientras, en el largo plazo, se estudia un sistema de pesaje único nacional, y haya, al menos, una calibración periódica que dé garantía de transparencia a los sectores involucrados.


Esperamos que las empresas que calibren los sistemas de peaje sean independientes y autónomas y que obtengan la autorización correspondiente a través de un sistema público de licitación.


Ése es el objetivo del proyecto de acuerdo.



Sin embargo, para solucionar el problema del largo plazo se requiere que en la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos se analice el establecimiento de un sistema de pesaje único a nivel nacional y que se otorgue mediante licitación pública.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra, por un minuto, para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Si le parece a la Sala se aprobará el proyecto de acuerdo Nº 338 por unanimidad.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 23 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
No hay quórum.


Se va a repetir la votación.


En votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 22 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
No hay quórum.


Se llamará a los señores diputados por cinco minutos.



-Transcurrido el tiempo reglamentario:

El señor HALES (Vicepresidente).- 
Continúa la sesión.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 17 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor HALES (Vicepresidente).- 
No se reunió el quórum requerido.


Por lo tanto, la votación del proyecto queda pendiente para la próxima sesión.


La señora ALLENDE, doña Isabel 
(Presidenta).- Cuando solicité el acuerdo de la Sala para empalmar esta sesión con la sesión especial citada para las 16 horas, algunos colegas entendieron que automáticamente se suprimía la hora de Incidentes. Sin embargo, no todos lo entendieron de ese modo.


Por lo tanto, solicito el acuerdo de la Sala para suprimir la hora de Incidentes a fin de que, una vez terminados los proyectos de acuerdo, empalmemos de inmediato con la sesión especial.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.

IX. INCIDENTES

INCONSECUENCIA DE DIPUTADOS EN VOTACIÓN DE PROYECTO DE ACUERDO.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En Incidentes, en el turno correspondiente al Comité Socialista y Radical, ofrezco la palabra al diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, me ha llamado profundamente la atención de que en momentos en que se habla mucho del prestigio de la actividad parlamentaria y de que debemos hacer más esfuerzos por prestigiar nuestra actividad, ocurra lo que sucedió recientemente.


El proyecto de acuerdo que beneficia a los tripulantes, motoristas y capitanes de pesca de todas las pesquerías, de Arica a Punta Arenas, que presenté y que fue suscrito por parlamentarios de todas las bancadas, como los diputados señores Recondo, representante de la Décima Región; Leay y Ulloa, que estaban presentes cuando se votó; pero, al parecer, por razones distintas al contenido y objetivo del proyecto, se abstuvieron de votar. 


Por lo tanto, no me parece seria esa forma de proceder, ya que habla muy mal de quienes patrocinan un proyecto de acuerdo y después, por otras razones, no lo respaldan. 


A lo mejor, esto sucedió porque a los diputados en cuestión les interesa más la pesca deportiva que esta actividad tan importante para estos actores de la economía de nuestro país. 


Los parlamentarios aludidos deberán dar una respuesta a estos trabajadores del mar, para quienes era muy importante que el proyecto de acuerdo se aprobara.


Espero que se practique la ética parlamentaria y que no sólo se hable de ella, puesto que debe haber una mínima coherencia entre lo que se dice y lo que se hace. 


He dicho.


-Aplausos.

SITUACIÓN FUNCIONARIA EN EL HOSPITAL BASE DE FRUTILLAR. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, en la mañana de hoy, se generó una situación muy lamentable en el hospital base de Frutillar, que determinó que la gobernadora de la provincia de Llanquihue diera orden de desalojo de un grupo de funcionarios que protestaban por una serie de actuaciones verdaderamente aberrante del director de dicho centro.


Además de manifestar mi más profundo repudio por esta medida tomada en forma apresurada por la gobernadora, quien no tuvo la voluntad política de desplazarse 40 kilómetros desde su oficina ubicada en Puerto Montt hasta Frutillar, quiero expresar mi plena solidaridad con el grupo de funcionarios de dicho centro hospitalario, que no obstante esta manifestación, en todo momento han salvaguardado la atención de los pacientes.


Esta acción nada tiene que ver con el paro de la salud que hoy se desarrolla en el país, sino que dice relación con una serie de reclamaciones que los dirigentes de las organizaciones de la salud de la región han hecho sistemáticamente a sus autoridades de Llanchipal y a la seremi de Salud de la Décima Región. En efecto, el director del hospital base de Frutillar ha tenido una actitud no sólo inadecuada con sus funcionarios, sino también absolutamente alejada de la comunidad frutillarina, la que ha dado su respaldo al personal, concurriendo al centro hospitalario en la mañana de hoy.


Además de repudiar la medida adoptada, solicito oficiar al ministro de Salud para que, a la brevedad, tome cartas en el asunto y adelante la medida de destitución del director del señalado centro hospitalario, fijada para el 31 de enero, por cuanto su permanencia durante los 45 días que restan para esa fecha no harán más que perturbar las buenas relaciones existentes entre la comunidad que se atiende en el sistema público de salud en esa comuna y el personal de dicho centro hospitalario, que -repito- se ha visto seriamente amedrentado por su director.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores Ascencio, Ortiz, Ojeda, Aguiló y Navarro.

PROGRAMAS DE PREVENCIÓN Y CAPACITACIÓN PARA ENFRENTAR INCENDIOS FORESTALES EN LA OCTAVA REGIÓN. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como todos los años, los incendios forestales representan un grave riesgo para regiones como la Octava, un enorme desembolso de recursos y, a veces, lamentables pérdidas de vidas humanas.


Solicito oficiar al ministro de Agricultura a fin de que la Corporación Nacional Forestal, Conaf, nos informe detalladamente sobre los planes y programas de prevención y capacitación adoptados con participación ciudadana para las comunas de Santa Juana, Penco, Tomé y el resto de la región.


Aún persisten factores de riesgo en muchos sectores, como columnas de pino y de eucaliptos que se encuentran hasta a treinta metros de las viviendas.


He señalado reiteradamente la necesidad de establecer una normativa que fije una faja de terreno lo suficientemente ancha como para separar los bosques de las viviendas, de manera que obre como cortafuegos de manera que en caso de incendio éste no avance sobre los bienes materiales privados.


Aunque la mayoría de los bosques están asegurados, las casas no lo están; pero, en este caso, se requiere mucha prevención para preservar bosques y viviendas.


Solicito que se me informe qué tipo de contratos se han suscrito con el sector privado respecto del arriendo de aviones cisternas y de helicópteros para combatir el fuego. No puede volver a suceder que, requeridos por aumento de la intensidad de los incendios, esta disponibilidad no esté en el mercado privado. Del mismo modo, las razones por las cuales el Ministerio de Agricultura y la Conaf no han comprado este tipo de naves. 


Asimismo, solicito oficiar al ministro de Defensa a fin de que nos pueda informar cuáles son las disponibilidades que tienen las fuerzas armadas, particularmente el Ejército, en el caso de la Octava Región, para colaborar en el combate de los incendios forestales, tanto en recursos humanos como físicos, particularmente el aerotransportado.

CONSTRUCCIÓN DE BY PASS DE PENCO. Oficio.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al intendente de la Octava Región, don Jaime Tohá, a fin de que nos pueda detallar cuáles son los plazos que sigue el Ministerio de Obras Públicas para la construcción del anhelado by pass de Penco. Se transportan casi cuatro millones de toneladas y 200 mil container al año por el centro de Penco, es decir, un camión cada un minuto. En tanto, el proyecto sigue aplazándose.


En conversaciones con ejecutivos de la gerencia de Puerto Lirquén, estos han ratificado la oferta de financiar el proyecto anticipando los recursos. Por lo tanto, pido que se informen los mecanismos por los cuales el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Obras Públicas pueden determinar, cuando un privado quiere invertir en la obra y, luego, recuperar por algún medio los recursos, cuando estén disponibles en el Estado. 


No parece justo que Penco siga postergado habiendo un compromiso presidencial, del ministro de Obras Públicas y, en particular, definir y despejar los inconvenientes que tiene esta fórmula que ha sido reiterada por la gerencia del puerto, porque lo hace más competitivo, lo que es muy bueno, sino porque elimina un problema grave, que es tener miles de camiones circulando por el centro de la ciudad. 

REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE DOMINIO EN POBLACIÓN CHACRA ALICIA, DE TOMÉ. Oficio.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de la Vivienda y Urbanismo respecto de la situación de la población Chacra Alicia, ubicada en la comuna de Tomé, sector de Dichato, cuyos propietarios hace veintiocho años esperan la regularización de sus títulos de dominio. Un acuerdo al respecto, firmado entre el señor Eduardo Hempel y el ministro de la Vivienda, ha sido postergado. Chacra Alicia no tiene alcantarillado, pavimento ni vereda; se ha colocado la luz con mucho esfuerzo, y hace veintiocho años que nadan en el barro, por lo que requieren urgentemente regularizar sus títulos de dominios para hacer un saneamiento básico.


Es ofico es para que se me informe por qué se ha postergado el mencionado acuerdo y, en particular, las medidas que tomará el ministerio.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA ÚNICO DE INSPECCIÓN EN PLANTAS FAENADORAS DE CARNES. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra al diputado Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, a través del proyecto de acuerdo Nº 304, aprobado por la Sala hace un mes y medio, oficiamos a su Excelencia el Presidente de la República a fin de que impartiera instrucciones tendientes a implementar un sistema único de inspección en las plantas faenadoras de aves, cerdos y carnes rojas a lo largo del país.


Al final de su respuesta, enviada a través del ministro de Agricultura, plantea que se ha convenido con el Ministerio de Salud el traspaso de la inspección sanitaria de las carnes con destino de exportación al Servicio Agrícola y Ganadero, sistema que opera desde mayo. 


En el proyecto de acuerdo pedíamos que se unificara para todas las plantas faenadoras de carnes ya que el Servicio Agrícola y Ganadero es más exigente para certificar las carnes.


Por eso, pido que se oficie al ministro de Agricultura para insistir en el tenor del proyecto de acuerdo Nº 304, que claramente solicita establecer un sistema único de inspección tanto para las plantas nacionales como para las de exportación.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores García, don René Manuel; Prieto y Egaña.

ACTITUD DE DIPUTADOS DESPUÉS DE VOTACIÓN DE PROYECTO DE LEY.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, hace algunos minutos escuchamos al diputado Rossi expresar su molestia por la no aprobación de un proyecto de acuerdo. Quizás tenga motivos para estarlo. Pero debiera estar mucho más molesto con el triste espectáculo que dieron algunos diputados hace algunos días, sosteniendo que habían votado un proyecto que no habían leído y que ni siquiera conocían. 


Pero no era cualquier cosa. Se trataba de una iniciativa que llevaba más de dos años de tramitación en esta honorable Cámara, largamente discutida por destacados abogados de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. 


El proyecto debió votarse porque el Ejecutivo calificó su urgencia de suma, sin antes escuchar una serie de intervenciones de los diputados miembros de la Comisión. Debo reconocer que no soy miembro de ella, pero tengo que decir que algunos diputados dieron un espectáculo lamentable, por no decir penoso: se pronunciaron sobre una materia sin saber lo que estaban votando. ¡Qué fuerza hace un foco de la televisión y treinta segundos de pantalla! ¡Qué cosas somos capaces de decir cuando se encienden los focos, cuando las luces están al frente de los diputados obsesionados por salir en televisión! 


Votamos un proyecto complejo. Debo reconocer que algunos fueron partidarios de seguir discutiéndolo. La proposición no prosperó, pero fueron 88 diputados que votaron a favor y uno se abstuvo. Sin embargo, no pasaron 48 horas para que la voltereta en el aire fuera realmente espectacular a raíz de las reacciones originadas por la detención del director de prensa de Chilevisión, por un juicio que fue pedido de oficio por los tribunales. Claro, había que desdecirse; eran los medios; ¡Qué terror! ¡La televisión los podía crucificar! Y ahí vimos el espectáculo, del que algunos se quisieron salvar. Pero, ¡no señores, no honorable Cámara! No se salvaron ellos, sino que nos arrastraron a nosotros y nos caímos juntos a ellos. Mucha gente me ha dicho que nos pronunciamos sin saber lo que se estamos votando; no leemos sobre lo que legislamos. La honorabilidad y el prestigio de las personas no es un tema fácil de legislar, más aún con el extraordinario avance de la tecnología, mediante la cual con pequeños dispositivos se puede grabar una conversación o tomar una imagen en un baño. En muchos países donde se ha tratado el tema se le ha considerado complejo. Pero lo lamentable es que, teniendo las posibilidades a futuro de corregir el proyecto, muchos optaron por decir que la iniciativa no se había leído. 


No ando buscando cámaras, ni me interesa tener un pantallazo más ni un pantallazo menos; sin embargo hay que decir que el canal que se vio involucrado en el tema no es nuevo en la materia. Ya tiene dos juicios anteriores, el de la doctora Cordero, que los tiene demandados por haber utilizado en mala forma una cámara, y el del tenista Marcelo Ríos, por el mismo hecho. 


Creo que hay que dar seriedad a la labor que estamos realizando. No es posible que en 48 horas, por muy compleja que sea la situación, algunos de nuestros colegas sean verdaderos contorsionistas circenses para darse verdaderos mortales en el aire.


Por eso, lamento la actitud de algunos de nuestros colegas al decir que no habían leído el proyecto y no sabían lo que habían votado. Cada uno sabe quienes salieron en pantalla y quienes se dieron vuelta en el aire.


He dicho. 

HOMENAJE A LA SOCIEDAD DE SOCORROS MUTUOS “EX ALUMNOS DEL COLEGIO SALESIANO” DE CONCEPCIÓN, EN EL CENTENARIO DE SU FUNDACIÓN. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, ofrezco la palabra al diputado José 
Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ (de pie).- Señor Presidente, honorable diputada Eliana Caraball, diputados Sergio Ojeda y Exequiel Silva y, en forma muy especial, delegación de la Sociedad de Socorros Mutuos “Ex Alumnos del Colegio Salesiano”, de mi ciudad de Concepción, que se encuentra en la tribuna de honor, que el 1º de enero -vale decir, en pocos días más- cumple 100 años de labor solidaria y social:


No es una casualidad que cuando recuperamos la democracia y empezaron a funcionar los poderes del Estado el 11 de marzo de 1990 nuevamente se planteara una tradición muy hermosa en nuestra patria: demostrar, en los hechos, que no hay discriminaciones y que todas las instituciones son respetables y tienen la posibilidad de ser reconocidas.


¿Por qué me referí específicamente a los diputados Sergio Ojeda y Exequiel Silva? Porque juntos hemos tratado de reivindicar, en estos casi catorce años, el rol que le correspondió, hace más de cien años, a las personas que tuvieron una visión de futuro al crear las sociedades mutualistas, normalmente en relación a diferentes actividades, que fueron la cuna del sindicalismo, especialmente en lo que significa la entrega a sus semejantes.


Hago un reconocimiento muy especial al actual presidente, don Ramón Lillo González, quien nos acompaña en la tribuna de honor; a los ex presidentes Luis Sepúlveda, Sergio Molina y Víctor Garrido, y también al actual directorio y a sus socios, que han hecho un gran esfuerzo para estar presentes, lo que será un símbolo, un recuerdo e historia para las nuevas generaciones de miembros de la 
Sociedad de Socorros Mutuos “Ex Alumnos del Colegio Salesiano”.


La sociedad se fundó el 1º de enero de 1904 por iniciativa del reverendo padre don Luis Héctor Salaverri, ex director del Colegio Salesiano de Concepción.


Legalmente, en esa época, esta institución no tuvo un directorio que la rigiera, porque contaba con el ánimo, la disposición y la voluntad de este religioso que se preocupaba de la naciente institución. Pero rápidamente ella creció. Aumentó el número de socios, se llamó a elecciones y se formó la primera directiva, hace cien años.


Por esas cosas de la vida -y por eso daré a conocer los nombres-, el presidente de la época y fundador fue don Manuel Sáez, y miembros de esa familia, hasta hoy, después de dos o tres generaciones, siguen siendo socios de esta sociedad mutualista. Vicepresidente es don José Arteaga; secretario, don Alberto Millar; prosecretario, don Federico Novoa; tesorero, don Manuel Pantoja; protesorero, don Domingo Araneda; directores, señores Julio Riffo, Ambrosio Morales, Lisandro Pineda, José López y Juan Arteaga.


En ese tiempo, el padre fundador de esta sociedad de socorros mutuos fue trasladado por su congregación a la ciudad de Punta Arenas. Pero, los socios comprendieron que les había dejado un legado de entrega a todos los ex alumnos del Colegio Salesiano de nuestra ciudad de Concepción. Por ello, el 28 de febrero de 1913 se llevó a cabo una memorable junta de socios, de la cual salieron los acuerdos para conseguir la personalidad jurídica, aprobada por el Consejo de Estado de la época, el 15 de enero de 1914, con el número 145. Los estatutos se redujeron a escritura pública el 4 de octubre de 1913. El decreto supremo llevó las firmas del presidente de la República de la época, don Ramón Barros Luco y de su ministro de Justicia, don Agustín Rodríguez.


Pasaron 25 años y las bodas de plata se celebraron con gran solemnidad. Asistió el intendente de la época, don Víctor Figueroa, a quien le hicieron un reconocimiento muy especial el 22 de diciembre de 1929, pues los ex alumnos del Colegio Salesiano saben agradecer a quienes le han servido.


La década de los cincuenta fue muy importante para esta institución, pues se terminó de construir su sede, cuya dirección es Maipú Nº 1872, en Concepción. Es una edificación muy completa, en cuya sala de sesiones se han reunido todas las organizaciones sociales de ese sector de Concepción.


Su actividad se basa principalmente en la ayuda recíproca, por ejemplo, a enfermos. Además entrega becas escolares y ayuda económica por natalidad, por defunción, etcétera.


Además, para ella es vital el desarrollo de las actividades deportivas, como la rayuela, la caza y pesca, el ping pong y muchos entretenimientos más.


Esta institución tiene reglas claras y precisas en relación con los estatutos, los acuerdos de asambleas generales y de directorio. Se mantiene en forma permanente un director de turno, encargado de velar por su buen funcionamiento.


En la actualidad cuenta con 130 socios -me siento honrado de ser uno de ellos-, lo que le da un lugar descollante a nuestra Octava 
Región. Más aún, el sábado recién pasado, por primera vez, un penquista, nuestro querido José Lira Fernández, acaba de ser elegido presidente de la Confederación Mutualista de Chile. El primer vicepresidente es otra persona vinculada con la región, un hombre de Lota, profesor, don José Hernández Neira. El segundo vicepresidente, don Aldo Orre, es un gran amigo del diputado señor Sergio Ojeda, y así sucesivamente. Ahora, esta institución se está modernizando, actualizando y demostrando que puede continuar por el quehacer y la senda que le trazaron sus fundadores.


Esta sociedad mutualista tiene varias metas y objetivos, entre los cuales está seguir ayudando a los consocios y a todo su entorno. Ello lo demostrará este fin de semana, con ocasión de cumplirse los 100 años de dicha institución, brindándole una noche de Pascua a sectores de niños que no tiene esta posibilidad. Con ello demostrarán que están en el camino del servicio.


En 2000 me correspondió rendir homenaje a los cien años de la Sociedad de Socorros Mutuos “Juan Martínez de Rozas”. El 5 de julio de este año hicimos lo mismo con la Sociedad de Carpinteros. Hoy, con algunos días de anticipación, estamos celebrando el centenario de la Sociedad de Socorros Mutuos “Ex Alumnos del Colegio Salesianos”. Su presidente y varios de los socios me dijeron “qué hermoso es practicar la democracia”. La democracia se practica con estos hechos. Ellos hicieron un gran esfuerzo al viajar toda la noche desde Concepción para asistir exclusivamente a este acto. Esta noche regresan a su ciudad, pero creo que estarán felices y realizados, pues representan a las diecisiete sociedades mutualistas de Concepción.


El hecho de que José Lira haya sido elegido presidente de la Confederación Mutualista de Chile, cargo que ejercerá a partir de este sábado, no es una casualidad; se lo ganó.


Por ello, en nombre de mi bancada, de todas las sociedades mutualistas de Concepción y de quien habla, les rendimos un homenaje por todo lo que han hecho en el desarrollo de muchas personas.


En lo personal hay algo que me une en forma muy especial a esta institución. Su sede está ubicada en la calle Maipú, entre las calles Lientur y Pelantaro. Mis padres, hasta el día en que fallecieron, vivieron en Pelantaro al llegar a Maipú, es decir, fueron vecinos de la sociedad mutualista. Mis hermanos y yo -dos mujeres y cuatro hombres- fuimos testigos del progreso y crecimiento de esa institución.


Por lo expuesto, solicito que el texto de mi intervención, en la que rindo este homenaje a la Sociedad Socorros Mutuos “Ex Alumnos del Colegio Salesianos”, se haga llegar a su presidente, don Ramón Lillo González, quien se encuentra presente en las tribunas, para que sea parte de la historia de los cien años de su institución; al presidente nacional, don José Lira Fernández, a su sede ubicada en Moneda 2176, Santiago, y al presidente regional, don Francisco Sáez.


He dicho.


-Aplausos.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

ANTECEDENTES SOBRE PROPUESTA DE REMODELACIÓN DEL HOSPITAL DE 
VICTORIA. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


En el tiempo de Renovación Nacional, ofrezco la palabra al diputado señor José Antonio Galilea.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero referirme a un tema muy importante para la región de La Araucanía.


El 20 de noviembre pasado se realizó en la ciudad de Angol la apertura de la propuesta de remodelación del Hospital Victoria, la que fue convocada por el Servicio de Salud Araucanía Norte. Según la información que me ha sido proporcionada, participaron varias empresas con ofertas económicas que fluctuaron entre 9 mil 400 millones de pesos, la más baja, y 12 mil 400 millones de pesos, la más alta.


No obstante que las autoridades de ese servicio de salud señalaron, en un comienzo y de manera oficial, que dentro del plazo de una semana se darían a conocer los resultados del análisis de las diversas ofertas, luego de numerosas postergaciones y dilaciones, de manera inexplicable la respuesta de la autoridad sólo se dio a conocer el 10 de diciembre recién pasado.


Se informó que la propuesta había sido declarada desierta por motivos de orden presupuestario del servicio de salud mencionado. Lo ocurrido fue calificado como un portazo al proceso de normalización de importantes centros de salud de la región y al entusiasmo de la población frente a los cambios que significarían para la atención de salud, especialmente, de las personas más pobres. Además, la declaración de desierta de la licitación abre numerosas interrogantes que estimo indispensable sean aclaradas por las autoridades del Ministerio de Salud. Asimismo, se debe entregar una explicación pública a la ciudadanía de Victoria y, por cierto, a las propias empresas que participaron en el proceso de licitación.


¿Cuál fue la razón de declarar desierta esta licitación? ¿Un error presupuestario? ¿Los proyectos son acaso más caros que lo calculado por la autoridad? Si es así, lo procedente ¿era declararla desierta? ¿Hay acaso alguna empresa en especial a la que el servicio de salud correspondiente le interesaba adjudicar esta propuesta? ¿Cómo se subsanará la situación? ¿Qué ocurrirá con estos proyectos tan esperados por la gente? ¿Por qué no ha habido una versión oficial del servicio de salud que permita aclarar todo lo ocurrido? ¿Cuánto se estima que es el costo de esos proyectos de normalización? ¿Esa estimación guarda relación con lo ofertado por las empresas participantes? ¿Qué demora significará esto para la iniciación de las correspondientes obras?


En virtud de estas interrogantes, solicito que se oficie al ministro de Salud, con copia de mi intervención, para su completa comprensión, a fin de que dé respuesta a esas preguntas. Además, que en el más breve plazo y de manera pública y oficial, se entregue una explicación a la ciudadanía, que hasta hoy está convencida de que todo ocurre y avanza con normalidad y que espera que las actuaciones de la autoridad tengan la transparencia que corresponde.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Carlos Vilches, René Manuel García, Iván Norambuena, Ignacio Urrutia, Pablo Prieto, Juan Masferrer y Jaime Quintana.


REPARACIÓN DE CAMINO Y DE PUENTE EN COMUNA DE VILCÚN. Oficio.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero referirme a una carta que he recibido, suscrita y avalada por la comisión de trabajo de la junta de vecinos del sector Bajo Lleuque, en la comuna de Vilcún, en la cual se me solicita mi intervención para que el director provincial de vialidad evalúe la posibilidad de reparar el camino vecinal de Colonia Arauco, que se encuentra hoy intransitable en una extensión de doce kilómetros desde el cementerio de Cherquenco, y que favorece a quince familias, que en total suman 85 personas, quienes hasta hoy no pueden sacar sus productos -leña, carbón, madera, coligüe ni sus animales.


También solicitan mi intervención para que pida reparar el puente Pichideuque que se encuentra en pésimo estado y sin barandas, lo que en cualquier momento facilitará la ocurrencia de algún grave accidente. Debo señalar que desde hace mucho tiempo estos vecinos vienen solicitando la reparación del puente y del camino mencionado.


Por ello, pido que se oficie al director provincial de Vialidad de Cautín para que evalúe la posibilidad de acceder a esta petición que en reiteradas ocasiones ha hecho la Junta de Vecinos Nº 8 de Bajo Lleuque.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo manifiestan.

ALCANCES SOBRE FRACASO DE SESIÓN ORDINARIA.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, por último, quiero hacer 



mías las expresiones vertidas hace un momento por el diputado señor Egaña. Creo que pocas veces me he sentido tan avergonzado al comprobar, en los días posteriores al pronunciamiento de esta Cámara respecto del proyecto sobre la privacidad de las personas, tanta voltereta en el aire y tanta falta de entereza de algunos colegas para enfrentar las decisiones que se toman en esta Sala.


Quiero agregar a lo señalado por el diputado señor Egaña que también me ha parecido bastante penoso -a raíz del fracaso de la sesión del martes recién pasado- cómo funciona el dicho “sálvese quien pueda”, a la hora de endosarle responsabilidades a otros diputados que no necesariamente lucen en sus registros la más copiosa de las asistencias a esta Cámara. No creo que sea justo, apropiado y correcto juzgar el funcionamiento de esta Corporación, de esta Sala y sus comisiones, a partir del fracaso de las sesiones que, por lo demás, han sido dos en los últimos años: la primera, el año pasado, cuando se derrumbó la ladera del cerro Barón, en 
Valparaíso, que impidió que muchos colegas llegaran a la sesión correspondiente, y, la segunda, que ocurrió después de un feriado, el día martes recién pasado. Por lo demás, el hecho encierra una deslealtad bastante generalizada en los últimos tiempos, pues, frente a esos fracasos -profusamente informados por cierta prensa-, se ha pretendido atribuirle responsabilidades sólo a un grupo de parlamentarios, muchos de los cuales exhiben excelente asistencia a la Cámara.


Creo que estos hechos son lamentables, más aún, cuando algunos de nuestros colegas han contribuido al desprestigio que ya parece imposible superar. Sería muy positivo que nuestras decisiones -en eso me incluyo- respecto de los hechos que ocurran en esta Corporación sean asumidas por todos con responsabilidad, en lugar de buscar chivos expiatorios a la hora de culpar a al



guien, sea por el fracaso de una sesión o por las equivocaciones de algunos colegas al momento de apretar el botón de votación.


He dicho.

FIJACIÓN DE POLÍTICA PARA LA PEQUEÑA Y MEDIANA MINERÍA. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra, por tres minutos, al diputado Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, quiero referirme a la pasión de mi vida: la minería.


Chile es un país minero, líder mundial en exportaciones de cobre. Por eso, celebro que las autoridades este año hayan decidido fijar una política para la pequeña y mediana minería, lo que nos da esperanza de que en 2004 realmente tengamos un desarrollo mayor al de los últimos períodos.


Este año se firmó un protocolo de acuerdo que busca solucionar definitivamente el problema de la Empresa Nacional de Minería, cuya deuda asciende a 480 millones de dólares y que ha impedido su desarrollo en los últimos años. Además, se está estudiando la posibilidad de que se aplique una regalía a la gran minería privada para pagar por la explotación de este recurso no renovable.


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Minería al respecto, haciéndole saber, de paso, que el precio del cobre ha alcanzado la cifra récord de 100,15 centavos de dólar la libra -el promedio en 2003 fue de 79 centavos de dólar-, que ha sido su mejor precio en los últimos años.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Ignacio Urrutia, Pablo Prieto y Ramón Pérez.


Se suspende la sesión por 5 minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión.

-o-

REPERCUSIONES DE NUEVO ESQUEMA DE FUNCIONAMIENTO Y ORGANIZACIÓN DE PLANTAS DE REVISIÓN TÉCNICA. Proyecto de acuerdo.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se reanuda la sesión.


Corresponde analizar las graves que tendrá la decisión del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de no autorizar el funcionamiento de un número mínimo de plantas de revisión técnica en el país y a efecto de tomar conocimiento respecto de las características del nuevo esquema de funcionamiento y organización decretado por el Ejecutivo para éstas.

Los comités acordaron el ingreso a la Sala del subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz.


Por lo tanto, solicito el acuerdo para que el señor subsecretario pueda hacer uso de la palabra cuando lo desee.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, ofrzco la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.


El señor URRUTIA.- Señor Presidente, en noviembre de 2003, la Cámara de Diputados aprobó, por unanimidad, un proyecto de acuerdo que solicitaba al Ministerio de Transportes suspender la licitación de las nuevas plantas de revisión técnica. No hemos tenido respuesta a ese documento, como tampoco a los distintos oficios que he pedido enviar, solicitando información sobre lo mismo. Por eso, el Comité de la UDI se vio en la obligación de pedir una sesión especial para analizar esta materia. 


La sesión que hoy nos convoca, a mi modo de ver, es de la máxima importancia. Estamos frente a uno de los casos de políticas públicas centralistas más claros que se hayan conocido. No es exagerado sostenerlo, puesto que son alarmantes la falta de previsión y la ausencia de cordura con que está actuando la autoridad. 


Llama profundamente la atención que nadie haya reparado en las gravísimas consecuencias de diverso orden que acarreará la ejecución del plan del Ministerio de Transportes, en orden a disminuir sustancialmente el número de plantas de revisión técnica y a ubicar las que se autorizarán sólo en unas pocas ciudades, con claro perjuicio para miles de localidades y millones de personas, a lo largo del territorio nacional.


Como parlamentario, entiendo muy bien que ha habido graves problemas en con el funcionamiento de las plantas de revisión técnica, pero ésta es la peor solución y, sobre todo, la más injusta para la gente. Lejos de solucionar los problemas que se han detectado en el funcionamiento de las plantas de revisión técnica, esta medida viene a incrementar un ya excesivo centralismo y a crear un nuevo y más grave problema para millones de personas. 


Por eso hemos solicitado urgentemente esta sesión para que el señor ministro nos explique cómo solucionará el problema que se va a generar. 


Por su intermedio, señor Presidente, reitero al ministro que comprendo que la motivación ha sido la de solucionar un grave problema. Pero, francamente, desconozco las razones que lo han llevado a optar por un mecanismo tan malo y centralista, que generará más problemas que los detectados en el sistema anterior. 


La descentralización y el aumento de oportunidades para las regiones no debe ser sólo material de los discursos, sino que también debe traducirse en medidas concretas que no faciliten ni promuevan lo contrario. ¿Por qué señalo esto? Porque veo con extrema preocupación que el centralismo asfixiante se está exportando a las regiones, ya no sólo al Área Metropolitana. A modo de ejemplo, puedo señalar que los hospitales grado 4 están pasando a ser consultorios y las comisarías, a subcomisarías; que la Empresa de Correos de Chile ha eliminado un sinnúmero de oficinas en comunas pequeñas, manteniendo solamente las de las grandes urbes. Ahora, las plantas de revisión técnica automatizadas seguirán el mismo camino.


Estamos en presencia de un burdo doble estándar gubernamental y de una pésima decisión, de la cual, de seguro, tendrá que hacerse cargo ahora, no en un futuro ni siquiera cercano. La decisión del Gobierno sobre las plantas de revisión técnica automatizadas no es más que una respuesta histérica ante situaciones poco transparentes. 


En mi concepto, está claro que, en este caso, el remedio es más caro que la enfermedad. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones debe tener claro -por eso pedimos esta sesión especial- que los diputados de la UDI no compartimos en absoluto la decisión administrativa sobre esta materia. No podemos dejar pasar este momento para manifestar, dentro de las facultades que nos entregan la Constitución, la ley y nuestro Reglamento -con todo el respeto que se merece el ministro, pero con la fuerza necesaria- que no compartimos la decisión de instalar plantas de revisión técnica automatizadas sólo en las grandes ciudades. ¿Por qué? Porque afectará a miles de chilenos de escasos recursos que deberán recorrer grandes distancias para obtener su permiso de circulación, sin tener ni siquiera la certeza de que se le otorgará.


Hoy son muchos los profesores, los empleados públicos y la gente que, con gran esfuerzo, logra comprar un autito, con el cual deberán recorrer 150 kilómetros de ida y 150 kilómetros de vuelta para ver si le dan la famosa revisión técnica, porque con el nuevo sistema de plantas que está funcionando en el Área Metropolitana tampoco tendrán esa seguridad.


Nunca hemos compartido el feroz centralismo con que se ha desarrollado este país y no queremos que se exporte este mismo mal a las regiones, centralizando todo en las grandes ciudades y dejando a las comunas más pequeñas y pobres del país en el más absoluto aislamiento.


Con el nuevo sistema se eliminarán no sólo las plantas de revisión técnica de las ciudades pequeñas, de 45 mil ó 50 mil habitantes, que tienen sólo una planta, sino también las de las ciudades vecinas. Con esta medida se centralizarán estos servicios en las capitales provinciales, que contarán con las nuevas plantas de revisión técnica automatizada, en desmedro de muchas ciudades pequeñas. Esto es sumamente grave.


Aún no se sabe qué criterios o estándares se utilizaran en las plantas automatizadas. ¿Se utilizarán los mismos criterios en el norte, centro y sur del país? Recordemos que en la zona norte no llueve nunca, que en Santiago casi todos los caminos están pavimentados o asfaltados y que en la zona sur llueve sin parar y casi todos los caminos son de ripio, por lo que lo autos se deterioran con mucha facilidad. Por lo tanto, sería aberrante, por decir lo menos, ocupar en el sur los mismos estándares que se utilizarán en la zona norte o en la Región Metropolitana.


Por otra parte, aún no está claro qué criterios utilizará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para establecer la distancia que debe mediar entre una y otra planta de revisión técnica. Se ha dicho que estas plantas son muy caras, que cuestan alrededor de 300 millones de pesos cada una; de manera que es necesario que haya un parque automotriz de gran magnitud para que sean rentables. ¡Por favor, no seamos ingenuos! Con esto estamos obligando a mucha gente a desplazarse grandes distancias para obtener su certificado de revisión técnica. Ahora, si no lo consiguen, tendrán que regresar a su ciudad, al garaje del amigo que le ayuda a arreglar el auto, para, nuevamente, intentar sortear con éxito la revisión técnica. Esto me parece de extrema gravedad, porque subirá fuertemente los costos de gente más pobre y de clase media.


En definitiva, existe la más completa incertidumbre respecto de cuántas plantas se cerrarán. Se hablaba de 38, ahora se habla de menos, porque se habrían ejercido influencias o las autoridades de algunas ciudades habrían reclamado para que se mantuvieran sus plantas. Tampoco se sabe a ciencia cierta cuáles son las ciudades que se quedarán sin planta porque la información cambia a cada rato. Consulté en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones y me informaron que algunas ciudades que se iban a quedar sin planta ahora las mantendrán.


Entonces, ¿cómo funciona el sistema? ¿Cuáles son los criterios? ¿Por qué se eliminan en algunas ciudades y en otras se mantienen?


Como verá el ministro, existe poca claridad en esta materia. Entonces lo más lógico es que, cuando algo es poco transparente, las decisiones se retrasen, se analicen y se vuelvan a analizar para que se adopte la más correcta, pensando siempre en el bienestar de la gente.


Espero que el ministro disipe nuestras dudas para que tengamos la claridad necesaria y podamos explicar a nuestros votantes lo que sucederá con las plantas de revisión técnica.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.


El señor ETCHEBERRY (ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, a modo de introducción, voy a explicar por qué el Gobierno está licitando de esta manera las plantas de revisión técnica.


La razón fundamental es que a nosotros nos importa la vida de las personas y, por eso, estamos tratando de disminuir la gran cantidad de accidentes en los que intervienen por vehículos que no pueden evitar colisiones, porque no se encuentran en condiciones técnicas adecuadas.


Como Gobierno tenemos la responsabilidad de asegurarnos, a través de la revisión técnica, de que los vehículos estén en buenas condiciones, de que sus sistemas de frenos, luces y dirección funcionen. El Estado debe velar por la vida y la seguridad de los chilenos.


Con la nueva licitación, no estamos tratando de cambiar el nivel de exigencias, pero sí vamos a evitar, gracias a que se contará con un sistema moderno y automático, que se cometan arbitrariedades e irregularidades, como desgraciadamente ocurría en algunas plantas manuales. A veces, bastaba con tener un amigo que fuera dueño de una planta de revisión técnica para conseguirla, puesto que no existía registro de ella ni de los vehículos.


La licitación que estamos impulsando terminará con estos abusos, pues las plantas de revisión técnica serán automatizadas y contarán con instrumentos que medirán directamente el grado de seguridad de los vehículos. Además, la información será enviada al Ministerio de Transportes vía internet, con lo cual se evitarán los fraudes. Queremos sistemas de medición modernos, seguros y objetivos. Por otra parte, muchos permisos licitados vencieron en 1998 ó 1999 y han debido prorrogarse porque no se ha podido llamar a nuevas licitaciones. La propia comisión especial que investigó el caso coimas recomendó -compartimos esa opinión-, a propósito del caso que afectó a la planta de revisión técnica de la Sexta Región, que era necesario contar con plantas automáticas para evitar que se volvieran a cometer las irregularidades que el Congreso Nacional y el país conocieron en el pasado.


Por eso, estamos planteando un modelo más seguro que, si bien reduce la cantidad de plantas de revisión técnica, ofrece las seguridades señaladas. Recordemos que la revisión técnica se efectúa sólo una vez al año. Me imagino que quienes tienen un vehículo y viven en pueblos apartados, por lo menos irán una vez al año a una ciudad más grande, en la cual habrá una planta de revisión técnica. En cuanto a los tractores y otros vehículos agrícolas, sus propietarios sólo están obligados a practicarla cada cuatro años.


A continuación, el subsecretario de Transportes explicará en forma detallada el proceso de licitación.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al subsecretario de Transportes y Telecomunicaciones, señor Guillermo Díaz.


El señor DÍAZ (subsecretario de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, voy a explicar brevemente la política de licitación de plantas de revisión técnica elaborada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Hay que recordar que el objetivo fundamental de las revisiones técnicas es garantizar la seguridad y las condiciones mecánicas básicas para que un vehículo pueda operar y prestar servicios en forma adecuada. Además, en el caso particular de la Región Metropolitana -esperamos que ocurra también en otras regiones-, la variable ambiental también influye de manera importante.


Si observamos el cuadro estadístico que se está proyectando, podemos ver que las muertes ocurridas en zonas rurales más que duplican las de zonas urbanas. Si uno analiza las razones que explican estos accidentes, vemos que más del 50 por ciento ocurren por el mal estado de los frenos y del sistema de dirección de los vehículos. Eso explica por qué es necesario ser tan rigurosos a la hora de obtener revisiones técnicas y de entregar los permisos y las certificaciones. 


¿Cuál es la situación actual de las plantas de revisión técnica? Existe un total de 129 plantas o locales instalados. Tenemos licitación sobre las regiones Tercera, Cuarta, Sexta, Séptima, Octava, Novena, Décima, Undécima, Duodécima y Metropolitana, excluyendo solamente la Primera, la Segunda y la Quinta, que hoy cuentan con plantas automatizadas y contratos vigentes. En el resto de los casos, los contratos ya están vencidos o a punto de vencer 


Un dato importante es conocer el origen de las licitaciones que hoy están en ejecución. Como ustedes pueden ver en la columna del medio, la mayor parte de las plantas que operan en el país iniciaron su trabajo entre 1992 y 1993, vale decir, hoy tienen entre once, doce y en algunos casos casi trece años de operación, cuando fueron concesionadas por plazos que no van más allá de 4 ó 5 años. 


Quiero recordar las conclusiones más importantes de la Comisión Investigadora de la Cámara, a raíz del caso que el ministro señalaba anteriormente. Primero, una de las principales conclusiones, que para nosotros resultó un mandato, fue que en las futuras licitaciones el Gobierno procurara que todas las plantas de revisión técnica fueran de proceso automatizado, vale decir, con la mínima intervención de las personas que regulan o administran el proceso. Segundo, garantizar que ciertas incompatibilidades fueran salvaguardadas a la hora de llevar a cabo la licitación y que existieran exigencias respecto de otras incompatibilidades, cuando se requiriera. 


Para evitar los casos que todos hemos conocido se nos propuso que las concesiones fueran otorgadas solamente a personas jurídicas y no personas naturales, y establecer que en las licitaciones se evaluaran, fundamentalmente, condiciones técnicas y objetivas. 


Por eso, si ustedes revisan las bases de licitación, que hoy están disponibles en internet, la variable de determinación final de la adjudicación es la tarifa de cobro a público. También se sugería -lo que hemos acogido- aumentar las boletas de garantías asociadas tanto a la serie de ofertas y a las sanciones como también a la garantía de fiel cumplimiento de los contratos. 


¿Qué perseguimos con este proceso de licitación encabezado por el ministerio? Mejorar la calidad del servicio, automatizar los sistemas, incorporar nueva inversión privada, mejorar la relación calidad-precio y perfeccionar los mecanismos de información y fiscalización de las concesiones otorgadas. 


Los criterios de aprobación y de rechazo deben ser objetivos y el mecanismo automatizado garantiza que serán objetivos. 


El sistema antiguo tenía, en el caso de vehículos pesados, un total de 86 revisiones de criterio humano, vale decir, un mecánico evaluaba si estaba en condiciones de ser aprobado o no el vehículo, versus 26 que registra el nuevo sistema. En el caso de los vehículos particulares o livianos, redujimos de 50 a 26 las condiciones de aprobación manual u ocular.


Este proceso exige a las concesiones de revisión técnica que al cabo de 24 meses puedan certificar ISO 9003, lo que significa un estándar de calidad superior. 


Los procesos automatizados garantizan que los resultados de la medición sean irreproducibles, es decir, que no puedan ser manipulados por ninguna máquina ni persona, lo que garantiza que lo registrado sea lo efectivamente medido. 


Además, la licitación exige que las plantas de revisión técnica estén conectadas a un sistema de control y comunicación central, lo que nos permite monitorear a cada instante lo ocurrido en cada uno de los puntos de revisión.


Observamos una representación gráfica de una planta automatizada. Cabe señalar un tema determinante. Les mostraba en las primeras diapositivas que en materia de accidente del tránsito más del 50 por ciento se explica por fallas en los frenos. Hoy éstos son revisados en forma ocular, vale decir, el plantero -el trabajador de la planta- certifica que el sistema no tenga fuga de líquido y que el vehículo frene. Lo que hace un frenómetro es garantizar la condición del frenado y el tipo de respuesta que el vehículo va a tener a la hora de ser exigido ese mecanismo de control. 


Como bien decía, se licitaron las plantas de las regiones ya señaladas, exceptuando la Primera, Segunda y Quinta. Se licita el concepto de unidad de negocio, dando 2, 3 ó 5 unidades de negocio, dependiendo del tamaño de la región, exceptuando la Undécima, que tiene una unidad de negocio única.


El diseño de negocio se construyó a partir de los parques vehiculares que cada región muestra, con un cuidado importante en materia ciudadana para que la tarifa sea ojalá un poco inferior a la que hoy tenemos como promedio en el sistema.


Como dato real de demanda, a partir del censo del año 2002, se muestra una fotografía del parque vehicular en cada una de las regiones.


A estas licitaciones solamente pueden presentarse personas jurídicas, es decir, empresas dedicadas a este giro. Se otorga una concesión por 10 años, se aumentan los montos de garantía según la oferta y la evaluación técnica se hace como un sistema de interruptores de línea. O sea, se garantiza que siempre cumplan con las exigencias técnicas mínimas exigibles en la licitación, al final de la cual se abre la oferta económica que se evalúa y se sanciona a través de la tarifa.


En materia de adjudicación ya informé que se hace por la tarifa menor. Y en materia de sanciones, éstas están claramente determinadas en las bases de licitación y en el reglamento administrativo del ministerio. Por ejemplo, cuándo se aplica una censura por escrito, cuándo se aplica una suspensión, cuándo se recurre a un cierre de planta o cuándo se caduca definitivamente una concesión de esta nueva licitación. Ha sido un tema muy recurrente en el proceso investigado a fines del año pasado y concluido a principios de este año.


Con respecto al cronograma de acciones y calendario que ha tenido este proceso, puedo señalar que éste se inició el 13 de julio del presente año. Hace exactamente cinco meses. Una primera etapa se agotó el 3 de noviembre de este año, cuando entregamos las aclaraciones y modificaciones, luego de un período de toma de razón de la Contraloría; consultas aclaraciones, de las cuales vendimos 148 bases en todo el país. Más de 1.700 consultas fueron contestadas, las cuales volvieron a la toma de razón de la Contraloría y se incorporaron una cantidad importante de modificaciones que fueron recogidas a lo largo de todo el país las secretarías regionales ministeriales.


El calendario definitivo lo veremos más adelante y la conclusión es que es posible hacer modificaciones. Algunas fueron recogidas, prueba de ello es que dentro de la lógica de crear unidades de negocio con concesiones estables y determinadas, también fue posible hacer instalaciones de revisión técnica para vehículos livianos y pesados en las comunas de Parral, Lota, Yumbel, Victoria y, opcionalmente, Río Bueno o La Unión.


El nuevo calendario mostró un proceso de ventas entre el 1º y 5 de diciembre, dada la cantidad de modificaciones de bases que se originaron a través de las consultas. Hoy estamos obligados a entregar respuestas con relación a los que participan del proceso el día 19 de enero de 2004.


En materia de calendario final de licitación por región, cabe informar que las ofertas se reciben el 17 de enero. Luego, la apertura de oferta técnica es el 18 de febrero y la oferta económica sale el 22 de marzo, terminando el proceso en el mes de septiembre en la Duodécima Región y esperando que quede totalmente instalado el sistema el primer trimestre de 2005.


Muchas gracias, señor Presidente.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado señor Iván Norambuena.


El señor NORAMBUENA.- Señor Presidente, como se sabe, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones inició oficialmente el proceso de renovación de las limitaciones de las nuevas plantas de revisión técnica de vehículos motorizados. Sin duda, es un gran avance gracias a las conclusiones que se obtuvieron en la Comisión Investigadora de los graves escándalos que nuestro país presenció, especialmente por las irregularidades cometidas por empresarios, algunas autoridades del gobierno de la Concertación y ciertos planteros de la Sexta Región ligados a él.


Entre otras especificaciones se incluyen cuestiones tales como tener un capital importante de soporte para responder ante cualquier eventualidad e instrumentos de medición que cumplan ciertos estándares tecnológicos básicos, de modo de disminuir ostensiblemente el riesgo de arbitrariedades o errores en la revisión y, supuestamente, bajos precios para el usuario como condición habilitante para ganar la licitación.


El país ha sido testigo de episodios de irregularidades, muchos de los cuales se han dado, precisamente, en el ámbito de las plantas de revisión técnica debido, en gran parte, a que el sistema legal discrecional y poco transparente les dejaba la puerta abierta.


Quiero aclarar que no estoy en contra de estas medidas ni de la modernización del sistema, pues la transparencia y la modernidad son buenas para el país. Chile no puede seguir anclado en el pasado prehistórico, en circunstancias de que los avances de la ciencia, sobre todo en la esfera de la tecnología vehicular, está dando pasos cada vez más gigantescos. En definitiva, quienes más lo agradecerán, sin duda, serán los usuarios, a quienes nos debemos por excelencia y que seguramente gozarán de precios más baratos y de un sistema de mejor calidad.


Con la venia de la Mesa, aprovecho de saludar al concejal de la comuna de Coronel, don Leonidas Romero, y a los integrantes del comité de defensa de las plantas de revisión técnica de la zona del carbón, don Pascual Hidalgo y Guillermo Contreras, quienes se encuentran en las tribunas.


Me parece importante llamar la atención acerca de la situación en que quedarán los empresarios medianos y chicos, puesto que, dado el elevado nivel de las bases de la licitación, únicamente pueden postular, participando competitivamente, empresas de mayor envergadura, que sean capaces de absorber los costos iniciales involucrados en el proceso.


No podemos desconocer, de la noche a la mañana, la labor desarrollada por años por los planteros locales, en cada una de las comunas del país. En el análisis de esta realidad, debemos tener en cuenta no sólo la problemática que afectará a esos sujetos y a sus familias, sino también a las decenas de personas que trabajan para ellos. En cualquier decisión que se adopte en esa zona tan deprimida, debe prestarse especial atención a la sensible realidad social que se vive.


Deseo insistir en la gran interrogante de los usuarios respecto de esta nueva modalidad.


Por su intermedio, señor Presidente, les expreso al ministro y al subsecretario que todavía existe la interrogante de por qué se hace esta licitación en base a una agrupación de plantas de revisión técnica. Los usuarios se preguntan por qué los castigan directo al bolsillo, obligándolos a trasladarse a otros lugares, con el costo que eso involucra; por qué atacar directamente a las pymes, respecto de las cuales el Gobierno ha hecho gárgaras acerca de la importancia que revisten éstas para el país las cuales aportan el 80 por ciento del trabajo, obligándolas a bajar la cortina, por lo menos en esta actividad.


Además, quiero reafirmar que estoy absolutamente de acuerdo con el ataque frontal a las irregularidades que hemos conocido. Sin embargo, y para transparentar la información, me gustaría saber si está previsto que el software que se exige permitirá una fiscalización en línea con la seremi correspondiente. En la exposición del señor subsecretario se mencionó el tema, pero no me quedó claro si en el momento en que un usuario pase por una planta de revisión el ministerio estará en condiciones de fiscalizar si existe alguna irregularidad. Si en el estudio de distribución -aquí también tenemos algunas dudas- de las plantas futuras se consideró la relación entre los permisos de circulación vigentes y las revisiones técnicas correspondientes en cada región. Digo esto porque en la Sexta Región fue conocido el caso de que los permisos de circulación del parque automotriz existente eran bastante menores que las revisiones técnicas que se otorgaron. Como consecuencia de las investigaciones que se realizaron, sin duda, hubo irregularidades.


Después de la licitación de esas plantas se hicieron presentaciones, verbales y escritas, respecto de la posibilidad de incorporar a comunas no consideradas en los grupos. Como hemos sabido, extraoficialmente, que se aceptaron algunas y se rechazaron otras, deseamos saber el criterio que se utilizó en ambos casos. 


Quiero recordar, aprovechando que quien preside la Mesa es presidente de la Comisión de Obras Públicas y Telecomunicaciones de esta Cámara, que en dicha Comisión tratamos este tema con autoridades del ministerio, planteamos esa solicitud, pero nunca obtuvimos una respuesta concreta. Me alegro de que hoy estén presentes los señores ministro y subsecretario, porque después de reiterar los oficios y las peticiones de respuesta, ojalá ahora podamos obtenerla.


Curiosamente, después de haberse planteado en varias regiones, especialmente en la Octava y la Novena, la posibilidad de incluir a algunas comunas, surgieron activistas políticos -los conocidos de siempre- con la novedad de que el Ministerio de Transportes había accedido a ello. Hago presente este caso porque meses atrás esa petición la formulé por teléfono al señor subsecretario con respecto a las comunas de Lota, y Coronel, cuya planta se suprimió por razones administrativas, me imagino, no aparecía en las bases. Su respuesta fue que los alcaldes ni siquiera se habían preocupado del tema y, por lo tanto, era la primera noticia que tenía acerca de mi petición. Después, en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones también abordamos esta materia y hasta hoy no hemos recibido una respuesta oficial de las autoridades del ministerio del ramo, lo cual nos llama mucho la atención. 


Ojalá que esta licitación de plantas de revisión técnica no se maneje de nuevo políticamente y no aparezcan fantasmas a los cuales les gusta tener alguna figuración para conseguir lo que supuestamente es la última oferta del día.


Lamentamos que este Gobierno, autodenominado “de la igualdad”, que supuestamente reglamenta la vida de los ciudadanos para un porvenir mejor y que les ha ofrecido muchas participación, no haya tenido éxito en su empeño. Por lo tanto, la zona del carbón, que represento, ha sido muy castigada y ése es un hecho más de la crisis que estamos viviendo, de las decisiones inconsultas que ha tomado el Gobierno que, una vez más, no ha dejado participar a la ciudadanía. Entendemos que las autoridades tienen otras prioridades, que, sin duda, no son las de la mayoría de los ciudadanos. Quienes hoy tenemos la posibilidad de representarlos, porque fuimos elegidos por el voto popular, debiéramos haber obtenido una respuesta adecuada antes de esta sesión especial.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado Gabriel 
Ascencio.


El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, pareciera que este tipo de sesiones no sirven de mucho, a pesar de que generalmente tienen por objeto tratar temas de interés. A veces, cuando concurren los representantes del Ejecutivo, no asisten todos los diputados y, al final, queda la impresión de que los proyectos de acuerdo que se presentan dan lo mismo. Ruego que hoy eso no ocurra, aunque el ministro de Obras Públicas ya se retiró de la Sala.


Reclamo porque el objeto de esta sesión es que las autoridades reflexionen en serio respecto de lo que están haciendo. Una cosa es abordar este tipo de materias y plantear la solución desde un punto de vista teórico, desde escritorios, y otra estar en el lugar donde se va a implementar la medida para observar y constatar cuál es el impacto que tendrá en la gente común y corriente, aquella que vive en los distritos que representamos.


Me gustaría que hubiera un poco de sensibilidad al respecto, porque no puede ser que siempre estemos equivocados y que las autoridades siempre tengan la razón. Algo no está funcionando bien.


Los cuadros con la información gráfica que se han presentado a la Sala son impecables, pero la realidad que se vive en Chiloé es distinta. Me “saco la mugre” trabajando en el distrito que represento. Hay que vivir en Chiloé para conocerlo. Seguramente, le ocurre lo mismo a la mayoría de los diputados presentes, quienes defienden su tierra porque, como viven en ella, saben lo que allí ocurre.


Si me dijeran que en Chiloé se van a agrupar las plantas de revisión técnica para instalarlas en Ancud o quizá en Castro, y que éstas se van a automatizar con el objeto de que algún empresario se interese en invertir 400 ó 500 millones de pesos en su implementación para atender un parque automotor de aproximadamente 9 mil vehículos, no sé quién lo va a hacer. Y si alguien se interesa, tendrá que instalarlas en algún punto equidistante; me imagino que elegiría Castro, con lo cual se perjudicarían los habitantes de Ancud y de Quellón. Si como consecuencia de lo anterior se producen protestas, reclamos y huelgas, los responsables de la medida se quedarán felices en sus escritorios, mientras que nosotros deberemos soportar el movimiento, a fin de trabajarlo y tratar de hacernos responsables de lo que ocurre.


En el distrito que represento hay pescadores, agricultores, pequeños transportistas y empresarios. Hay que conocer sus vehículos para saber de qué estamos hablando. No sé qué camionetita de aquellas que tienen nuestros pequeños campesinos va a pasar la revisión técnica de una planta automatizada. ¡Jamás va a pasar! Tendrán que llevarlas 5 mil veces antes de obtener su certificado de revisión técnica aprobado, que les permitirá sacar posteriormente el permiso de circulación. No es posible implementar ese sistema en lugares donde la realidad y los vehículos son distintos. Alguien lo planteó al comienzo. Allá hay caminos rurales, de ripio, hay hoyos, abundante lluvia y la salinidad del clima costero echa a perder los vehículos. Es obvio. Entonces, ¿por qué la dureza de tratar de imponer una solución de este tipo a como dé lugar? No hay ninguna necesidad de hacerlo. La Cámara de Diputados ha hecho grandes esfuerzos para que el Ministerio de Transportes estudie bien la medida en el sentido de que este tipo de plantas, por ejemplo, se implemente en forma paulatina o mantenga el actual sistema en determinados lugares. Sé que en algunas partes se pueden automatizar y me parece bien; sin embargo, en otras la vida es distinta a la de Santiago. ¡Exijo que esa forma de vida sea respetada por los representantes del Ejecutivo, porque somos nosotros quienes damos la cara en nuestros distritos! Si quieren perjudicar a Chiloé y a los transportistas, yo, al menos, me quedo con la conciencia tranquila por haberles dicho -firme, pero tranquilamente- que están equivocados y que hoy es un gran momento para reflexionar sobre lo que se plantea. Los diputados no vienen a repetir cualquier cosa, sino sus vivencias, lo que les pasa todos los días, y éste es el lugar para encontrar un punto de acuerdo y no hacer tonteras. 


Lo único que pido es que ojalá esta sesión sirva para algo. 


Voy a votar favorablemente un proyecto de acuerdo, que anda dando vueltas por ahí, para, un vez más, pedir al Ejecutivo que suspenda este proceso de licitación. Ojalá haga caso; si no, seguiremos viviendo nuestra triste realidad de saber que desde Santiago se inventan soluciones para los pobres habitantes de las regiones, quienes van a seguir siendo incomprendidos.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado Enrique 
Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, las palabras vertidas recientemente por el diputado señor Ascencio calan profundamente y me dan fuerzas para que, como representante del distrito Nº 54, de las comunas de Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Paillaco, Río Bueno, Lago Ranco y La Unión, de la Décima Región de Los Lagos, intervenga en esta sesión especial para hacer notar a la autoridad las dificultades que se avizoran en el sur de Chile, especialmente en mi distrito, como consecuencia de la decisión adoptada por el Ministerio de Transportes en el sentido de establecer un sistema único nacional de plantas automatizadas de revisión técnica, cerrando el paso a las plantas manuales que operan en buena parte de las comunas más pequeñas, en especial, en las de Panguipulli, Paillaco y Río Bueno que, curiosamente, siempre han tenido un óptimo resultado y cometido, reconocido por la propia cartera de Estado.


Esta medida -nos han dicho- se fundamenta en las falencias detectadas en el sistema vigente de plantas concesionadas manuales, las cuales son permeables al fraude. Sin embargo, esta solución a los abusos genera más dificultades que beneficios para una buena parte de la población, pues obliga, por un lado, a los conductores y dueños de vehículos motorizados a trasladarse a comunas lejanas donde funcionarán dichas plantas, con el consiguiente mayor gasto de bencina, por concepto de desplazamiento, de peajes y de tiempo, y, por otro, provoca un impacto económico negativo en las comunas donde se cerrarán, dejando cesantes no sólo a los planteros -empresarios modestos, en su gran mayoría-, sino también a sus trabajadores y a otros operarios que se ganan la vida prestando servicios de reparación de vehículos en las comunas perjudicadas. 


Esta materia la hemos estudiado con el subsecretario de Transportes, señor 
Guillermo Díaz, y con los dirigentes de las comunas afectadas.


Los sindicatos de taxistas entregaron a los alcaldes de los lugares afectados un listado de más de tres mil y una solicitud en la cual piden entrevistarse con su Excelencia el Presidente de la República.


Esta decisión de la autoridad es una demostración grave, a mi juicio, de la miopía, del centralismo político y administrativo. 


Concuerdo totalmente con lo que aquí han expresado diferentes colegas. Chile es un país plural, donde coexisten realidades diversas y, a veces, opuestas. Cuando no se quiere ver a ese Chile plural, donde no todas las carreteras son de alto estándar y subsisten caminos de ripio, en su gran mayoría, allí, en las comunas que represento, se producen desaguisados como éstos: se pretende que Chile entero, sin importar su realidad local o regional, tenga plantas automatizadas del más alto nivel mundial, como si fuéramos un país desarrollado. A veces, hay algo de arribismo en el diseño de estas políticas públicas que nos irrita, por supuesto, porque nos afecta. No importa dejar fuera de esta modernización forzada a comunas y regiones que, con su trabajo diario, silencioso y olvidado, construyen la riqueza sobre la cual se cimientan las grandes ciudades del país. A lo mejor, por ese motivo, los representantes de esas grandes ciudades, en su gran mayoría, no se encuentran presentes. Estamos molestos y lo decimos con claridad: esta decisión deja cesantes a su paso, pues encarece la vida de los pobladores de decenas de comunas y entraba su proceso de desarrollo.


La semana pasada nos reunimos con el subsecretario de Transportes; lo invitamos a recorrer el distrito y le hicimos entrega de miles de firmas de transportistas, trabajadores de las comunas que representamos: Río Bueno, Paillaco, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, etcétera.


Los taxistas de colectivos, los empresarios de buses y cientos de ciudadanos anónimos explicaron a la autoridad las consecuencias de esta medida irreflexiva. Hoy queremos una respuesta clara y contundente; deseamos saber si la autoridad, en definitiva, escuchará el clamor de los afectados o continuará con esta medida.


Se dice que ello evitará el fraude, que mejorará la calidad de las inspecciones y que habrá mayor seguridad en las vías y calles del país. Pues bien, pregunto: ¿acaso esos mismos efectos no se pueden lograr con más fiscalización, con normas que castiguen con mayor severidad los abusos y la corruptela?


Creo no estar equivocado al sostener que en su momento no hubo una buena comunicación con las regiones acerca del proyecto y que los siniestros no son valederos ni sirven de base para el distrito que represento.


Solicito formalmente al ministro de Transportes que postergue este proceso de modernización y fije plazos razonables para que los empresarios locales puedan efectuar las inversiones necesarias para establecer plantas automatizadas en comunas pequeñas, de manera que una parte del país no sólo no siga a la cola del proceso de modernización, sino que -más importante aún- se integre al proceso de desarrollo. Dejar a esas comunas sin plantas de revisión es excluirlas del proceso de modernización y forzarlas a asumir costos y gravámenes injustos e irritantes para la población.


Siempre he tratado de ser prudente de juicio y respeto, y en ese espíritu le digo al Gobierno -a mi Gobierno- que en esta materia se ha equivocado gravemente. En consecuencia, tiene la oportunidad y la obligación de reparar su error. Queremos una postergación de esa medida; la prórroga es el camino.


Hay que medir el país de otra forma. La modernidad en regiones no es igual a la del centro de Chile. No queremos que se nos siga diciendo que nos vayamos a vivir a Santiago.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, sin duda alguna se ha abierto un gran debate respecto de las licitaciones de las plantas de revisión técnica en el nuevo sistema que impulsa el Ministerio de Transportes.


Nadie se opone al progreso, pero, a veces, éste debe aplicarse paulatinamente. Como reza el refrán, “más de una vez los cuidados del sacristán terminaron matando al señor cura”.


Como han señalado los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, da la impresión de que las autoridades centrales no conocen la realidad de las regiones. Se presentan allí cuando van a inaugurar algún camino o puente, con mucha alegría, compartida por los habitantes de las regiones, pues ello denota los avances que se están realizando en el país. Pero nunca van, por ejemplo, a Loncoche, comuna que represento -junto con Cunco, Gorbea, Villarrica, Pucón, Curarrehue, Toltén-; a visitar el camino Molco Cinco Puentes, donde hay tres baches cada medio metro, ni visitan tampoco Curacalco, en Cunco; ni el camino que va a Melirrehue, en Gorbea; Vega de Lessio, en Villarrica; Reigolil, en Curarrehue; Pirén, en Toltén, cuyos habitantes deben conducir sus modestos vehículos -que son unos cuantos, desde luego- sorteando la ineficiencia del gobierno central, para no destrozarlos antes de que entren en funcionamiento esas tremendas plantas de revisión técnica tan necesarias y propias del progreso y la modernidad.


Como representante de la Novena Región, afirmo que no estamos en contra del progreso y de la tecnificación, pero dicha aplicación debiera ser gradual, respecto de la cual tengo las siguientes interrogantes: 


¿Pueden exigirse altos estándares en la revisión técnica si no se garantiza una adecuada infraestructura vial? ¿Son compatibles los parámetros técnicos que se manejan en la Región Metropolitana con la realidad de nuestras regiones? Estas dos preguntas se basan en las aprensiones de las comunas y del sector transportista de La Araucanía, uno de cuyos distritos represento.


¡Qué cómodo es hacer las cosas desde Santiago! Millones de dólares para esa ciudad. Dentro de algunos días estaremos discutiendo la millonaria inversión en dólares para superar el problema de las aguas lluvia en Santiago, pero nos olvidamos de los caminos rurales, de las regiones -como bien decían los diputados Ascencio y Jaramillo- cuyas carencias pareciera que se dan por superadas desde los escritorios de la capital. Es cierto que el 50 por ciento de los accidentes tienen que ver, según explicaba el subsecretario, con el problema de los frenos, pero el otro porcentaje, importante, también tiene atingencia con la infraestructura vial. No se puede exigir a la ciudadanía vehículos en buenas condiciones si no entregamos caminos y carreteras adecuados.


El nuevo sistema, vía concesiones, establece que sólo se permitirán plantas de revisión técnica automatizadas operadas por empresas solventes con tres años de antigüedad.


La realidad de la Novena Región es que muchos empresarios funcionan en sus negocios como personas naturales, por lo que no cumplen con los requisitos exigidos. Esto será un duro golpe para la pequeña y mediana empresa, pues no podrán presentar ofertas hasta abril de 2004, plazo establecido por el ministerio.


Ahora bien, uno de los principales puntos de conflicto, con esta licitación, es la reducción del número de plantas. En el caso de La Araucanía, el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones licitará la instalación de dos empresas de revisión técnica, cuyos adjudicatarios podrán instalar sólo cuatro plantas automatizadas: dos en Temuco, una en Angol y otra en Villarrica.


Llama mucho la atención que en el caso de la Novena Región -insisto- abruptamente, se haya determinado trasladar a Victoria la planta que se instalaría en Loncoche o en Villarrica. ¡Qué éxito más tremendo el de un senador de la República, quien anuncia con bombos y platillos que, gracias a su intervención, ha conseguido la instalación de una planta de revisión técnica -cosa que el Ministerio no se había dado cuenta de que se debía hacer-, en Victoria, excluyendo, así, a Loncoche, comuna que represento. Esto, como mínimo, es molesto porque atenta tanto contra la igualdad que se debiera respetar, como de la independencia, desde el punto técnico del ministerio, a la hora de decidir dónde se instalan plantas de esta naturaleza. 


¿Es justo obligar -por ejemplo, con esta distribución que se ha hecho en la Novena Región, a los vecinos de Puerto Saavedra, allá al lado del mar, de Loncoche de Cunco, o de lugares más apartados- a trasladarse 200 kilómetros cada vez que ellos necesiten realizar dicho trámite, con todo el costo económico que implica para esta gente esforzada y de escasos recursos?


Si hablamos de realidades regionales, recordemos que alrededor de un 30 por ciento del parque automotor de la Novena Región tiene más de quince años. Esta situación no repercutirá sólo en los vehículos particulares, sino también en los públicos, tales como en los de bomberos, de la salud y de propiedad municipal de pequeñas comunas.


Esa realidad es la que no conoce la autoridad central: la elevación de los estándares exigidos dificultará la aprobación de la revisión técnica de sus vehículos. Hablamos de vehículos que pertenecen a pequeños comerciantes, que hacen de ellos su principal herramienta de trabajo. Dicha medida implicaría sacar de circulación a cientos de taxis, colectivos, autobuses de recorrido rural, vehículos particulares y públicos, agravando, así, aún más la situación económica de las comunas.


Quiero plantear el ejemplo de Loncoche, una de mis comunas del distrito 52. Desde hace varios meses he tenido contacto con el sindicato de transportistas de Loncoche, que preside el señor Juan del Valle. Ellos me plantearon su preocupación por este nuevo sistema. Según el presidente del sindicato, con esta nueva medida alrededor del 95 por ciento del sector transportista desaparecería. Ello causaría un tremendo impacto social en la comuna, pues hay máquinas que, incluso, tienen más de 30 años. 


Como dato, me comentaba que en Loncoche, de los cincuenta taxis colectivos que aproximadamente circulan por la comuna, sólo existe uno de 2003. Por lo tanto, el impacto social de esta medida será considerable.


En La Araucanía, la región con la mayor red caminera a nivel nacional -aprovecho de comentar que buena parte de ella está hecha con ripio y tierra-, me comentaban que incluso las máquinas modernas, en tan sólo un par de meses de circulación por estos caminos -que conocemos todos quienes hacemos servicio público en la región-, no serían capaces de aprobar la revisión técnica -y eso que estoy hablando de vehículos modernos-, debido a que el sistema de suspensión queda en estado deplorable, y el costo de reparación es altísimo.


Por tanto, es válido preguntarse: ¿qué logramos con estas medidas tan ajenas a las realidades regionales? ¿Es demostración de responsabilidad agravar la situación económica de miles de familias que viven y hacen de su vehículo una herramienta de trabajo y principal sustento de sus hogares?


Nos interesa que el Ministerio de Transportes escuche a la ciudadanía que representamos en esta Sala, dado que fuimos elegidos por la comunidad, y que, al mismo tiempo, las políticas de Estado sean apegadas a las realidades regionales. Sí al progreso; pero, por favor, en este caso, hay que estudiar el costo que significa el ingreso paulatino a la modernidad.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, la revisión técnica de vehículos motorizados es de antigua data en el país. Ya la antigua Ordenanza General de Tránsito obligaba a una inspección técnica al momento de pagar el permiso de circulación. La actividad estaba entregada a las municipalidades.


A fines de la década de los años ‘70, la responsabilidad de la revisión técnica de vehículos comenzó paulatinamente a traspasarse al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, primero con los vehículos de carga y transporte de pasajeros (buses y taxibuses de esa época) y taxis, manteniéndose la correspondiente a los vehículos particulares bajo tuición municipal.


A partir de 1984, la ley Nº 18.290, de Tránsito, mantuvo el esquema antes descrito, aun cuando facultó al Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para reglamentar la actividad, lo que permitió que esta autoridad fijara requisitos técnicos y de personal a todos estos establecimientos. Asimismo, se logró que la revisión técnica de vehículos particulares se hiciera en locales especialmente destinados para ello, de manera similar como acontecía con los otros vehículos.


La autorización o concesión para operar las plantas revisoras para buses y camiones se otorgaba originalmente mediante un concurso de antecedentes presentados ante el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que verificaba el cumplimiento de algunos requisitos previo a la autorización, siendo las municipalidades las encargadas de autorizar las correspondientes a vehículos particulares.


Con la entrada en vigencia de la ley Nº 18.290 y el respectivo reglamento dictado por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, a contar del año 1984 la autorización se solicitaba a este ministerio para operar plantas para buses, camiones y taxis, y a la municipalidad correspondiente a la comuna donde se ubicaba el local, para plantas revisoras de vehículos particulares. Ambos organismos (ministerio y municipalidades) estaban obligados a otorgar la autorización, previa comprobación de los requisitos establecidos en el reglamento para operar como planta revisora.


Uno de los problemas que presentó el sistema explicado anteriormente fue que las municipalidades, al estar interesadas en el cobro del permiso de circulación, autorizaron plantas revisoras para vehículos particulares en forma indiscriminada y sin supervisión alguna, lo que provocó el descrédito del sistema.


Por lo anterior, a fines de la década del 80 se promulgó la ley Nº 18.696, que faculta al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para otorgar en un proceso de licitación pública, las concesiones para operar los citados establecimientos de revisión técnica de vehículos, en la forma que se conoce hasta la fecha.


En la actualidad, según el tipo de vehículos que revisen, existen plantas revisoras para buses, camiones y taxis que son denominadas de clase A, plantas para revisar automóviles, camionetas y otros vehículos que son denominados de clase B y plantas revisoras mixtas para revisar todo tipo de vehículos denominadas clases AB.


En Santiago, dada las especiales características del parque vehicular, existen plantas que revisan sólo buses, plantas que revisan camiones y tracto camiones y plantas para automóviles.


Hace unos meses, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llamó a un proceso de licitación pública para entregar en concesión plantas de revisión técnica de vehículos en diez regiones del país.


La ventaja principal de estas nuevas plantas revisoras que se licitan es que, mediante la utilización de equipos e instrumentos que el avance tecnológico pone a su disposición, posibilita hacer más objetiva alguna de las pruebas de revisión técnica, que en la actualidad dependen de la voluntad del mecánico revisor para interpretar su resultado, lo que constituye una de las formas principales de otorgamiento fraudulento de certificados de revisión técnica. Sin embargo, contrariamente a lo que se plantea, el nuevo sistema no es total y absolutamente automizatizado.


Su desventaja principal radica en que, para montar una planta revisora, la inversión inicial se eleva considerablemente respecto de la requerida para una planta revisora del antiguo sistema. También se aumentan los costos de operación por las nuevas exigencias en infraestructura, mantención y personal.


Considerando lo anterior y teniendo presente los problemas de corrupción que se han generado en las plantas revisoras, en octubre pasado la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones envió un oficio al señor ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el objeto de requerir mayores antecedentes sobre la materia.


En este oficio se requirió mayor precisión en las bases para especificar una serie de actividades que inhabilitan a las personas jurídicas a participar del proceso.


Se formularon fuertes reparos al procedimiento de evaluación establecidos en las bases de licitación de las propuestas técnicas, especialmente en lo que se refiere a la puntuación y al no contemplar una pauta de evaluación conocida por todos los participantes, lo que atenta obviamente contra la transparencia del proceso.


También hubo reparos a la exigencia de un nuevo procedimiento de medición de emisión de contaminantes a los vehículos motorizados para todo el país, cuya norma aún no ha sido dictada; además que existiría un solo proveedor del equipo en Chile.


En el oficio también se formularon al señor ministro una serie de preguntas, por ejemplo:


¿Por qué un calendario tan apretado de apertura de ofertas técnicas y financieras para las diferentes regiones?


¿Los criterios de aprobación serán parejos para todo el país o existirán valores que recojan las características del parque vehicular de regiones?


¿La autoridad ha tomado algún resguardo para que los concesionarios que se han visto involucrados en hechos de corrupción en el otorgamiento de revisiones técnicas no participen del actual proceso de licitación?


¿Es posible modificar el número de plantas revisoras y la ubicación de las mismas para satisfacer las necesidades de las regiones?


A la fecha, aún no se recibe respuesta del señor ministro de Transportes y Telecomunicaciones al oficio enviado, no obstante haberlo reiterado en el mes de noviembre del presente año.


Hemos tomado conocimiento a través de la pagina web de la citada Secretaría de Estado, de que se ha continuado con el proceso de licitación y que las modificaciones, lejos de superar los problemas detectados, los han agravado, como se aprecia en los siguientes ejemplos:


En efecto, se ha incorporado una nueva exigencia, en virtud de la cual los equipos de revisión técnica deben ser nuevos. Esta medida afectará directamente a los usuarios, pues impactará fuertemente en la tarifa.


Cabe señalar que en el país existen equipos que cumplen con los requisitos que se han exigido, de igual tecnología, que pueden abaratar costos. Un postulante de provincia, donde el parque de vehículos es menor y, por lo tanto, no es posible invertir tantos recursos, ¿por qué no podría postular con equipos usados pero certificados que cumplan los requisitos?


No se modificó el procedimiento para evaluar la oferta técnica y tampoco se adjuntó una pauta de evaluación, dejando el procedimiento de licitación tan discrecional y poco transparente como antes.


En definitiva, las modificaciones que efectuó el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a las bases no dan respuesta a las preguntas que se formularon al señor ministro.


Como a esta fecha el señor ministro de Transportes y Telecomunicaciones no ha dado respuesta a lo planteado, quiero en esta oportunidad dejar establecido que si el sistema no se corrige en su esencia, será un proceso poco transparente, discrecional y no solucionará los problemas actuales por todos conocidos.


Permitirá que sólo grandes consorcios extranjeros puedan postular, dejando a la mayoría de nuestros pequeños y medianos empresarios sin ninguna posibilidad de participar de esta actividad. Pero lo más grave es que serán los chilenos que viven en las provincias más lejanas de las capitales regionales los que tendrán que pagar todas las consecuencias de este sistema, especialmente en la tarifa por el servicio de revisión técnica.


Señor Presidente, con mucha atención escuchamos al Ejecutivo, cuyos personeros expusieron y no escucharon, porque lo que dijeron está grabado en todas partes. Se están aprovechando de las conclusiones a que llegó la Comisión de Obras Públicas cuando le tocó ver el tema de las coimas. Efectivamente, la Comisión hizo muchas recomendaciones al ministerio, pero les pido que me precisen dónde se consigna que la Comisión recomendó bajar el número de las plantas revisoras. En ninguna parte. Lo que recomendamos fue que se perfeccionaran y que las sanciones fueran más drásticas, pero en ningún caso se dijo que se redujera el número. Y resulta que ahora quieren disminuirlas de 112 a 72 plantas. En verdad, el problema fundamental no son los caminos, los autos de una comuna determinada o los camiones, sino el hecho de que las comunas quedarán sin plantas de revisión técnica. Ninguno de los transportistas está en desacuerdo con que se haga una revisión como corresponde a sus vehículos. 


¿Por qué en la Novena Región van a quedar cuatro plantas de las doce que existen? Ése es el problema: la disminución de las plantas de revisión técnica versus la cantidad de ciudades que tenemos. En consecuencia, los parlamentarios de Gobierno y de Oposición no sacamos nada con discutir el proyecto de acuerdo respectivo, si el Ejecutivo no tiene la voluntad de decir que van a mantener las plantas. 


Se han dado muchas argumentaciones. Tampoco se trata de que sólo afecta a la gente de Nueva Imperial, de Puerto Saavedra, de Cunco, de Curarrehue o de Pucón, en cuanto a que no tendrán dónde hacer las revisiones técnicas. Se trata de la persona que, por ejemplo, tenga que llevar un tractor de 
Curarrehue a Temuco o desde Puerto 
Saavedra, pues ello le costará doscientos mil pesos o más; porque como el tractor no puede ir por tierra, debe ser trasladado en un camión. Ahora, hay que darse con una piedra en el pecho si pasa la revisión técnica; pero si resulta rechazado, son doscientos mil pesos más que el propietario deberá gastar para volver a intentarlo.


Entonces, lejos de que las cosas se cumplan, la gente no va a reunir las condiciones para obtener sus revisiones técnicas. Ése es el problema.


¿De qué se preocupa la gente de nuestra zona? De que los vehículos tengan buenos frenos y buena dirección, porque tenemos caminos de ripio. Lógicamente, las latas de los vehículos de quienes viven en la costa, por ejemplo, en Toltén, van a estar carcomidas por el óxido. A esta gente no le pueden decir que su vehículo tiene un tapabarro un poco suelto, porque automáticamente lo dejan sin su vehículo. Ésos son los problemas reales que hoy tienen los habitantes de la Novena Región.


Quiero agregar otros datos. Cuando se rechaza un camión, no sólo se está rechazando el vehículo, sino que al chofer, al dueño del camión, al peoneta, etcétera; es decir, varias familias pierden su fuente de trabajo. ¡Ése es el problema que nos preocupa!


Queremos proteger al señor que va como pasajero en un vehículo. El problema es que podemos hablar muy bonito, pero en esta sesión especial quiero que el Ejecutivo tenga la voluntad para mantener las plantas que hay en el país. No utilicen a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones para decir que ésta ha recomendado que se baje el número de plantas. ¡Jamás se recomendó eso! Revisen las actas de la Comisión. ¡Nunca recomendamos eso! En consecuencia, no se saquen ese “pillo” con nosotros. Sí pueden decir que le dijimos que tuvieran mayor control y respeto por la gente.


Ustedes no nos han dicho -esto sí que es una vergüenza para el país- lo que la Comisión recomendó. No nos pueden decir que no tienen capacidad fiscalizadora. ¡Por favor! O sea, si mañana tienen un solo inspector, entonces dejarán sólo una planta en Chile, seguramente en Santiago, y todos tendrán que venir a Santiago a obtener un certificado de revisión técnica. No. No tengan miedo de contar con inspectores que fiscalicen a la gente que está actuando mal. Ese problema deben solucionarlo ustedes, pero aquí no se trata de arrancar las viñas para que no existan más borrachos. Se trata de tener más inspectores, de mantener las plantas, para que la gente tenga hoy las plantas correspondientes en sus ciudades.


Como muy bien lo dijo el diputado 
Meza, la gente de Loncoche se ha reunido con nosotros en distintas ocasiones. Le hemos dicho que la solución del problema depende de la voluntad del Ejecutivo, pero la gente nos dice: “¿Y qué hacen ustedes?”.


Para no darle más vueltas al tema, pregunto: ¿Qué va a hacer el Ejecutivo con las peticiones formuladas por los diputados? Es una pregunta concreta para ir redondeando el punto. ¿Van a mantener el número de plantas que hay actualmente? ¿Van a dejar al 50 por ciento de la ciudades sin plantas? ¿Cuáles serán los criterios técnicos que van a aplicar? La Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recomendó, en alguno de sus párrafos, que se ocuparan las plantas actualmente en operación, que no tienen gran tecnología y que quedarán obsoletas, para los pueblos más chicos. Por eso me remití a lo que habíamos expresado en la Comisión, a cómo se gestó el tema de las plantas de revisión técnica y a los pasos que se deben dar.


Por lo tanto, reitero al señor subsecretario que no afirme que la Comisión recomendó disminuir el número de plantas, porque ella hizo otras proposiciones. Puede decir lo que quiera, pero de todos los diputados de la Comisión, nadie ha pedido que disminuya la cantidad de plantas.


Confío que en esta sesión se pueda llegar a un consenso que permita traspasar al poder Ejecutivo todas nuestras inquietudes y sugerencias en beneficio de mejorar el sistema de revisiones técnicas.


Por lo anterior propongo:

1)
Que se licite por plantas únicas y no por grupos de ellas.

2)
Que en las provincias que tienen poco parque vehicular se permita postular con equipos usados, lo que redundaría en una menor tarifa al usuario.

3)
Que se licite primero en una región para probar el sistema o en aquellas donde se han generado problemas de corrupción y, posteriormente, en el resto, para llegar, finalmente, a Santiago, que ya tiene plantas automatizadas.

4)
Que se incorpore una pauta para evaluar las ofertas técnicas, lo que evitaría la discrecionalidad y haría más transparente el proceso de licitación.

5)
Que se establezca un nuevo calendario de licitación para que se puedan presentar un mayor número de interesados, con los nuevos requisitos para las nuevas plantas.


He dicho. 


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado señor Gastón Von Mühlenbrock.


El señor VON MÜHLENBROCK.- Señor Presidente, soy representante del distrito Nº 54, formado por las comunas de La Unión, Río Bueno, Panguipulli, Los Lagos, Lago Ranco, Futrono y Paillaco. Tengo la impresión de que la autoridad no conoce las comunas del sur de Chile, pues más del 50 por ciento de sus caminos, por denominarlos de algún modo, son de tierra. Por ellos transitan los vehículos y todo el transporte que mueve parte importante de nuestra agricultura tradicional, así como esperamos que sirva para concretar el ansiado sueño del agroturismo.


Estoy absolutamente de acuerdo con el diputado García, de que es bueno que escuchemos a los representantes del Ejecutivo, por lo que preferiré hacerles preguntas.


La gente de nuestro distrito y de la provincia de Valdivia está muy preocupada por lo que está pasando hoy con respecto a varios temas. En el caso de La Unión, existió un plan piloto experimental para que ciertos vehículos funcionaran con gas licuado, pero quedó a medio camino, pues hubo cambios sucesivos de seremis. Ahora, se está infraccionando a los taxistas que hicieron esa reconversión. En consecuencia, deseo formular las siguientes preguntas: ¿Sigue ese plan piloto? ¿Es legal? ¿Es ilegal? ¿Se están enviando listados de autos a los distribuidores zonales de gas? ¿Por qué se infraccionan a nuestros móviles y no a los distribuidores que expenden gas con surtidores propios? ¿Acaso hay temor por los grandes intereses económicos involucrados en el tema? ¿Quién asume los costos de los pagarés firmados por los propietarios de los vehículos para comprar los equipos de gas que ascienden a 300 mil pesos cada uno? Este monto, que puede parecer irrisorio, ¡por Dios que es importante para nosotros, para nuestros dirigentes y para nuestro gremio! Me gustaría que el ministro o el subsecretario nos den respuestas a estas consultas.


Respecto de nuestro distrito, se nos está conculcando el derecho de tener plantas en Paillaco, Panguipulli y Río Bueno. Hay muchas conversaciones, cartas van y cartas vienen, pero lo más importante es saber cuál será la decisión del Poder Ejecutivo.


En la actualidad, se está aplicando la teoría del péndulo, como es normal en nuestro país. Como hubo algunos problemas en las plantas técnicas de la Sexta Región, se hace tabla rasa de las realidades de las regiones y se procede de la misma manera con las plantas técnicas de todo Chile, sin tomar en consideración la calidad de los caminos y sin saber qué está pasando con el parque automotor y cómo los vehículos de la zona sur pasarán las nuevas revisiones automatizadas.


Lamentablemente, hasta hoy sólo se vive de trascendidos: parece que se quita una planta o se agrega otra.


Quiero decir a los representantes del Ejecutivo, al ministro y al subsecretario, que no se puede seguir jugando con la gente, que basta del centralismo de Santiago, que no podemos seguir tramitando proyectos en los que siempre terminemos supeditándonos a lo poco que nos puedan dar o a lo que pueda resultar de las conversaciones de pasillo.


Se solicitó esta sesión especial, porque este problema es de una sensibilidad tremenda para nuestra gente. Queremos saber cuál será la sensibilidad con que actuarán el ministro de Obras Públicas y el subsecretario de Transportes en este tema. ¡Basta de seguir con el centralismo de Santiago! Cuando se tomen decisiones en favor de la modernidad, a lo cual no me opongo, debe hacerse con absoluto conocimiento de lo que está pasando en nuestras comunas; es imprescindible que se constaten los problemas reales de la gente. Debe tenerse claro qué pasará con las miles de personas de nuestros distritos que no podrán seguir con sus herramientas de trabajo. ¿Se aumentará el desempleo y la pobreza de nuestras regiones?


Por lo expuesto, estamos firmando un nuevo proyecto de acuerdo, mediante el cual pedimos que se suspenda esta licitación mientras no se adecue a la realidad del sur de Chile y de nuestras comunas.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero recordar que la Cámara de Diputados aprobó en 2002, por la unanimidad de los diputados, un proyecto de acuerdo para que el Ministerio de Obras Públicas enviara un proyecto de ley que lo facultase para modificar la ley que regula la locomoción, a fin de llamar a licitación no solamente por razones medioambientales, condiciones de seguridad o de circulación vehicular, sino también en aras de un buen servicio.


La mayor parte del mundo rural sufre abusos de parte de empresas monopólicas que prestan servicios de transporte y establecen una competencia ilegítima y desleal en contra de quienes quieren instalar una pequeña empresa para prestar ese tipo de servicio en zonas rurales.


Han pasado los años y el mundo rural sigue esperando que le regulen los precios, la competencia y que se asegure la transparencia del mercado. Sin embargo, al ministerio no le importó que esos campesinos, el mundo rural y la Cámara de Diputados le dijese: “Envíe un proyecto de ley para que usted tenga la facultad de regular el servicio a fin de que exista competencia y buen servicio en el transporte que sirve al mundo rural”.


Con esto, que no tiene nada que ver con las plantas de revisión técnicas, quiero decir que el proyecto de acuerdo que seguramente aprobaremos hoy, tendrá el mismo destino que el que acabo de señalar. No se pide ningún esfuerzo ni sacrificio al ministerio, sino que se conceda a sí mismo, a través de una ley, facultades para regular de mejor manera los servicios de transporte público en el mundo rural.


Entonces, este ministerio -quiero reclamar al subsecretario la falta de cumplimiento de sus compromisos- no tiene sensibilidad con el mundo rural ni con las regiones apartadas, por lo que no tengo confianza de que esta sesión sirva para algo, más aún cuando las localidades apartadas están pidiendo que considere, en el tema de la fiscalización de las plantas de revisión técnica, cómo va a ser trasladada la maquinaria agrícola u otros vehículos de difícil transporte, por lo lejano del lugar en que se encuentran las plantas de revisión y por las características del territorio, aunque sea por cuatro años.


Si el ministerio exige un número determinado de vehículos para financiar la inversión, mi sugerencia es que en las bases se agregue que el licitante pueda prestar el servicio con plantas móviles en distintos puntos de la región.


En este sentido, la Novena Región no va a tener cobertura ni en la cordillera ni en la costa, porque fue en Santiago donde se decidió -seguramente, sobre la base de estadísticas u otras razones- en qué lugares iban a estar ubicadas las plantas de revisión técnica. Pero qué explicación le damos a los sectores de Puerto Saavedra, Puerto Domínguez, Curacautín, Melipeuco, en fin. ¿Qué van a hacer los habitantes de esas localidades? ¿Cómo se van a trasladar? ¿Cómo se van a movilizar? ¿Por qué ellos no cuentan con una planta de revisión cercana y sí las grandes ciudades? ¿Por qué no exigirle al licitante, al prestador del servicio, que él se traslade hacia esos lugares, para no obligar a miles de dueños de vehículos a que se desplacen con ellos innecesariamente?


El subsecretario nos entregó algunas estadísticas que indican que son vehículos rurales los que se ven involucrados en la mayoría de los accidentes. Siendo así, ¿persistirá la exigencia a los dueños de vehículos rurales de que se trasladen hasta Temuco, una vez al año, arriesgando la vida de pasajeros y transeúntes, para obtener su certificado de revisión técnica? Y en el caso de que no la tengan ¿cómo se trasladan hasta Temuco? Y si no cumplen con las exigencias de la revisión ¿dónde van a reparar el vehículo? ¿En la localidad que sobrevive para lograr su desarrollo? ¿O necesariamente será en la capital regional donde requiera estos servicios?


Creo que respecto del ejercicio que estamos haciendo, no vamos a tener respuesta.


Por eso, quiero escuchar -al igual que mis colegas- hoy una respuesta del ministro o del subsecretario, en el sentido de que nos digan, en primer lugar, que el proyecto de acuerdo que aprobamos el año pasado, que se relaciona con la carencia de facultades necesarias para que el ministerio exija un buen servicio en el transporte público y rural, van a enviarlo en noventa, en cien o en doscientos días, no sé, pero que nos diga algo. Y en segundo lugar, respecto de este proyecto de acuerdo, que nos señale si se puede agregar la posibilidad de que los licitantes tengan plantas móviles. Y si no se puede, que nos diga cómo resolver el problema de los habitantes rurales de pueblos alejados de los centros urbanos, en el que se plantea una inequidad.


Éste es un tema de fiscalización del Estado; entonces ¿por qué deberán ser los fiscalizados los que tengan que recorrer 100 ó 200 kilómetros para cumplir con las exigencias fiscalizadoras que le corresponden al Estado? ¿Por qué no es el Estado el que crea las condiciones necesarias y suficientes para cumplir con la labor de seguridad prestada a los ciudadanos para disminuir el número de accidentes y así cumplir con una sentida y anhelada demanda?


En nuestras autoridades gubernamentales he notado que una de las características que les es común, es diseñar programas en función de los temas técnicos, olvidándose de las necesidades y demandas de las personas. Eso es contradictorio con la voluntad que hemos manifestado respecto de que éste es un gobierno que escucha, interpreta a la gente y satisface las demandas ciudadanas. Y las que he planteado -regulación del transporte público en el mundo rural y acceso de localidades apartadas al proceso de fiscalización- se relacionan con necesidades muy sentidas de la comunidad.


Por lo tanto, espero que el ministro o el subsecretario nos den una respuesta.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, es muy importante analizar cómo va a operar el sistema de licitación y de automatización de las plantas en todo el país.


No deseo comenzar mi intervención sin antes expresar que lo solicitado en el informe de la Comisión Investigadora encargada de analizar las irregularidades cometidas en plantas de revisión técnica de la Sexta Región, aprobado en forma unánime por la Sala, fue, justamente, transparentar más todo el proceso de licitación, de apurarlo porque se había postergado durante muchos años y, a la vez, de automatizar el sistema.


Por lo tanto, si hay parlamentarios que hoy tienen otro discurso al respecto, ello se debe a que, a lo mejor, no estuvieron presentes en la Sala, o no votaron el proyecto o se olvidaron de cómo se pronunciaron en esa oportunidad, tal como ha ocurrido en estos últimos días.


Asimismo, quiero formular algunas consultas al subsecretario respecto de la licitación y el informe que nos entregó en la Comisión de Presupuestos. Tengo el listado de plantas que hoy se licitarían, el número de concesiones y de líneas por región. Me gustaría saber si en ese listado se considera la habilitación de plantas en otros sectores. La información que tengo es que se construiría una nueva planta de revisión técnica en Yumbel. No tengo mayores antecedentes al respecto.


Entendemos que para automatizar una planta se requieren mayores recursos y que, como hoy el mercado no da para hacer ese tipo de inversión, se deben agrupar comunas. Sin duda, si hoy ocurren situaciones como las manifestadas, podría haber presiones políticas o de otro tipo para alterar el informe que nos entregaron el ministro y el subsecretario en la Comisión de Presupuestos.


Por otro lado, cabe recordar que las normas sobre emisiones de las regiones Metropolitana, Quinta y Sexta son distintas a las del resto del país. Por lo tanto, las exigencias son diferentes y, aunque la planta sea automatizada, no se van a exigir normas especiales para las zonas saturadas o en latencia.


El objetivo primordial por el que el Estado ha entregado en concesión un sistema de revisión de plantas es velar por la seguridad de las personas, que deberá operar en forma objetiva hoy y siempre. Queremos contar con automatización para que no haya subjetividad y arbitrariedad en la entrega de revisiones técnicas. En ese sentido, deseamos un sistema lo más transparente y eficiente posible.


Deseo consultar a los representantes del Gobierno si han evaluado la posibilidad de ampliar el proceso de licitación hacia otros sectores que hoy se sienten afectados por esta decisión y de hacer un reestudio sin paralizar el proceso que actualmente está en marcha. El peor error sería, después de todo lo conocido por el país y la Cámara, paralizar un proceso solicitado por la Sala en forma unánime.


Por eso, pido al Gobierno estudiar la posibilidad de que se amplíe este mercado, si la factibilidad económica así lo requiere, a fin de dar solución a diversos sectores, como, por ejemplo, la zona de Taltal, en la Segunda Región, hoy ya licitada, donde el dueño de un vehículo debe recorrer 350 kilómetros para llegar a la planta de revisión técnica de Antofagasta, como señalaba el diputado Manuel Rojas.


El diputado Tuma planteó la posibilidad de instalar plantas móviles de revisión técnica. Desconozco si existen en el mercado, pero es necesario ir buscando soluciones para los pueblos más alejados de las ciudades que tendrán plantas automatizadas de revisión técnica.


Rescato el trabajo realizado, sobre todo en la Sexta Región, que recoge lo que la Sala solicitó en su oportunidad.


Hoy, el Gobierno debe considerar a las zonas afectadas, que se encuentran en situación de aislamiento, manifestada en la Sala por los diputados que las representan.


He dicho.


El señor TUMA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, ofrezco la palabra al diputado señor José Antonio Galilea.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, primero, algunos diputados acudimos a la Comisión de Transportes para analizar el problema que debate la Sala. Posteriormente, frente a la nula voluntad de reestudiar el tema, se aprobó, por unanimidad, un proyecto de acuerdo, mediante el cual solicitábamos al Ejecutivo suspender el proceso de licitación de concesiones de plantas de revisión técnica, como tampoco ha habido una respuesta a esa petición, hemos llegado al extremo de convocar a una sesión especial para tratar que la autoridad recapacite sobre las consecuencias negativas que esta decisión puede tener en las regiones del país.

Entiendo la molestia del diputado 
Ascencio cuando planteó que resulta increíble comprobar el grado de soberbia que existe al no aceptarse que la autoridad pudo haberse equivocado, pero sí lo pudieron haber hecho muchos diputados y muchos alcaldes preocupados por el tema.


Lamento, una vez más, que el proyecto de acuerdo Nº 310, aprobado por unanimidad hace más de un mes, no haya tenido respuesta.


En su intervención, el señor subsecretario de Transportes planteó un antecedente que no había escuchado: la accidentabilidad en el mundo urbano versus los accidentes en el mundo rural. Tengo un comunicado de prensa de cuando se inició el proceso de disminución de las plantas de revisión técnica y no encontré mención a ese tema. Los principales argumentos para iniciar el proceso fueron el escándalo ocurrido con las plantas de revisión técnica de la Sexta Región, la falta de capacidad para fiscalizar a todas ellas y la necesidad de tener un sistema a la altura de los países desarrollados.


Frente a la incapacidad de fiscalizar las numerosas plantas de revisión técnica, la autoridad, en forma increíble, endosa esa responsabilidad a los usuarios. Es decir, como no existe la posibilidad de realizar esa actividad, se disminuye el número de plantas de revisión técnica, creando un importante problema de acceso de los usuarios, como ha quedado demostrado en el debate.


Se argumentó que debe existir un sistema a la altura de los países desarrollados. ¡Eso es absurdo!. No somos un país desarrollado. ¿Cómo vamos a tener un sistema que le acomode a todos los usuarios del país, de Arica a Punta Arenas, si existen realidades tan distintas?


Se podrá argumentar que el parque automotor de Santiago es el de un país desarrollado, pero la región que represento en la Cámara está muy lejos de ser desarrollada y tener un parque automotor de esas características.


Se ha planteado el argumento de la seguridad, como si los que estamos en contra de la disminución drástica de las plantas de revisión técnica no nos importara la seguridad de las personas.


Se dice que existen más accidentes en zonas rurales que en zonas urbanas. Sería bueno que se nos explicara a qué tipo accidentes se refieren.


¿Las cifras mostradas en las transparencias especifican cuántos accidentes se producen en caminos rurales o en los puentes por las malas condiciones en que se encuentran? ¿Cuántos de esos accidentes se producen por mala señalización? ¿Cuántos por mala conducción de los choferes? Nada se dice al respecto. Tenemos que tragarnos el teorema de que existen más accidentes en los sectores rurales simplemente porque las revisiones técnicas para los vehículos que circulan por esas zonas son menos drásticas. Eso es totalmente absurdo. 


Por otra parte, me he informado por un diario de mi región de algunas modificaciones -confirmadas en la exposición del señor subsecretario- que se habrían hecho al sistema. Entre ellas, en la Cuarta Región se elimina la planta en Los Vilos y quedará en Illapel. En la Sexta Región Litueche reemplaza a la opción de Marchigue o Pichilemu. En la Séptima Región, en Parral y Cauquenes, queda sólo una planta en cada comuna. En la Octava Región, se incorporan Yumbel y Lota, y entre 
Curanilahue y Cañete, queda Cañete. En la Novena Región se agrega Victoria, de lo que me alegro mucho; pero en la opción de Loncoche o Villarrica, se mantiene esta última. En la Décima Región se crea la alternativa entre Río Bueno o La Unión.


Como señalé, la información referida se publicó hace unos días en un diario de mi región, a través de una carta que el subsecretario le envió al senador señor Roberto 
Muñoz Barra. En otras palabras, el subsecretario tuvo tiempo de informar al senador sobre las modificaciones al sistema; sin embargo, no tuvo tiempo para contestar un acuerdo unánime de esta Cámara, de hace un mes, en el cual se manifestaba la inquietud de varios señores diputados respecto de los problemas que traerá consigo la nueva política del Ministerio Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones sobre la materia. O sea, nos debemos enterar por una carta que el subsecretario le envió al senador señor Muñoz Barra de las modificaciones que esta misma Cámara le está pidiendo a la Subsecretaría de Transportes que estudie y analice. Perdónenme la franqueza, pero eso me parece una situación irritante y una falta de respeto para con esta Corporación.


Más allá de que se incorpore una de las comunas que represento -la de Victoria, cosa que celebro-, el problema no se ha resuelto, como se constata en las múltiples intervenciones de los señores diputados. El sólo hecho de que la subsecretaría haya decidido efectuar algunas modificaciones a lo resuelto inicialmente, confirma que la autoridad pudo haber estado equivocada. Y si se equivocó antes, me parece muy soberbio no aceptar que puede continuar errada. Y la única manera de salir de esa eventual equivocación, es permitiendo que todos hagamos un análisis objetivo de las consecuencias que esa política tendrá en las regiones. ¿Por qué no se quiere aceptar siquiera esa alternativa? Ello podría incluso convertir a los propios parlamentarios en aliados de la medida que en un momento determinado va a tomar la subsecretaría, entre otras cosas, para defenderla frente a los usuarios en las regiones.


No quiere reconocerse la más mínima posibilidad de que haya un error en la política que se pretende implantar. 


No entiendo por qué, entonces, no se permite que en las grandes ciudades funcionen plantas automatizadas y en otras zonas, plantas manuales, mientras se mantengan las malas condiciones de caminos, de puentes y exista un parque automotor más antiguo. ¿Por qué se insiste en implementar en zonas atrasadas, desde el punto de vista de la vialidad y de las condiciones del parque automotor, un sistema tan moderno que sólo Santiago y algunas otras grandes ciudades se pueden permitir? ¿Por qué es imposible aceptar que puedan coexistir dos sistemas de revisión técnica, mientras las condiciones en algunas zonas del país no cambien? Francamente, no puedo entenderlo. 


Finalmente, con el proceso de licitación se van a asignar las plantas, y el tiempo va a demostrar que, a lo mejor, muchos de nosotros tuvimos razón, pero será tarde para que la subsecretaría eche pie atrás, porque hacerlo cuando ya estén entregadas las concesiones le puede significar la pérdida de cuantiosos recursos económicos. 


Quiero que mis palabras queden en la versión de la sesión, porque, de no mediar un cambio de actitud de la subsecretaría, es probable que nos enfrentemos a esa situación, y cuando eso ocurra, el señor Díaz ya no será subsecretario ni el señor Etcheberry ministro, pero podremos recordar que la tozudez y la porfía, finalmente, tuvieron consecuencias.


Por último, si de esta sesión no obtenemos alguna respuesta concreta en términos de una expresión de voluntad de revisar la determinación que nos preocupa, desde ya invito a mis colegas parlamentarios para que solicitemos una audiencia con el Presidente de la República -no logro imaginar otra alternativa- para plantearle nuestra inquietud que, a la luz de los proyectos de acuerdo que hemos aprobado, es unánime en la Cámara de Diputados.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, las intervenciones de algunos colegas me llevan a confusión respecto de algunos criterios que se están adoptando, porque, si so



mos justos, muchos de los parlamentarios que han hecho intervenciones para la galería fueron los mismos que -como recordaba el diputado señor García-Huidobro-, aprobaron el informe de la Comisión Investigadora que se ocupo de estos temas -de la que también formé parte-, entre cuyas conclusiones señalaba la urgencia de modificar el actual sistema de revisiones técnicas. Todos los que estamos en esta Sala debemos concordar en que la perversión de las plantas de revisión técnica manuales hace necesario buscar los mecanismos para objetivizar el sistema, a fin de entregar a la ciudadanía mayor seguridad respecto de que los vehículos que circulen en el país cuenten con las condiciones que permitan garantizar la seguridad de las personas. Desde ese punto de vista, considero que estamos siendo un poco injustos.


Comparto muchas de las críticas formuladas, incluso las planteadas por el diputado señor José Antonio Galilea, porque también represento a un distrito eminentemente rural. Así, estoy de acuerdo con él en que tendremos que buscar, junto con el Ministerio de Transportes, los mecanismos que permitan que el nuevo sistema se aplique con criterios diferenciados en el país, porque no es lo mismo una planta automatizada en la Región Metropolitana o en la Primera o Segunda Región, que una en la Novena o Décima, donde la calidad de los caminos y otras imperfecciones hacen necesario que el sistema se aplique con cierto grado de flexibilidad.


Pero también hay de destacar las cosas positivas de la medida. Una de ellas es que la creación de unidades por región terminará con el monopolio a que están sometidas algunas regiones por algunos señores planteros. Esas unidades facilitarán la heterogeneidad y una competencia mucho más sana y efectiva para que no sigan ocurriendo las irregularidades que el país ha conocido en el último tiempo, pero que son de larga data. La creación de unidades por región es uno de los elementos positivos de la iniciativa.


Por cierto, todos reclamamos -se lo hice saber ayer al ministro- por la disminución de las plantas en algunas comunas. Eso nos afectará a muchos, pues el criterio que se quiere aplicar no es el más adecuado. Por ejemplo, en mi distrito se eliminaría la planta de 
Puerto Varas porque está a veinte kilómetros de Puerto Montt; pero no se dice que muchas de las más de mil revisiones que se practican en esa planta corresponden a gente que viene de sectores rurales, a quienes les cuesta mucho llegar a la capital regional. Me refiero a la gente de Fresia, Frutillar, Los Muermos y de tantos otros lugares.


En ese sentido, junto con avalar la intención de que haya mayor participación en la toma de este tipo de decisiones, es muy importante destacar que el cierre o eventuales fusiones de muchas de ellas en otras comunas se justifican por el incremento notorio en la tarifas que se deberían cobrar a los usuarios del sistema. Se nos señalaba, por ejemplo, que el mantenimiento de algunas plantas automatizadas obligaría a subir el precio de la revisión técnica de siete u ocho mil pesos a 30 ó 40 mil pesos, cuestión que es imposible de sostener desde el punto de vista económico.


Para concluir, quiero señalar que es necesario contar con revisiones que se ajusten a la realidad geográfica del país; de otro modo, tendremos dificultades en esta materia, tal como lo han expresado otros señores parlamentarios.


He dicho.


El señor BAYO.- Pido la palabra.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Señor diputado, lamentablemente ha concluido el tiempo destinado a su bancada.


El señor BAYO.- Señor Presidente, sólo para ratificar lo señalado por quienes han intervenido, en especial confirmar la necesi



dad de suspender la forma en que se llevan a cabo las licitaciones, de modo de estudiar alternativas que consideren las diferencias regionales.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra al diputado señor Ignacio Urrutia.


El señor URRUTIA.- Señor Presidente, es cierto que votamos por transparentar el sistema de licitación de plantas de revisión técnica, pero nunca lo hemos hecho para eliminarlas de determinadas ciudades. Se ha dicho que las medidas propuestas disminuirían el número de accidentes que, según las estadísticas que se nos han entregado, ocurren en mayor número en las zonas rurales. Pero, ¿el señor subsecretario ha pensado por un segundo en la cantidad de accidentes que ocurrirán cuando la gente deba manejar 150 kilómetros de ida y otros tantos de vuelta para sacar su revisión técnica? Se trata de gente que está acostumbrada a circular en sus pueblos y que jamás ha salido siquiera a la Carretera Panamericana. En otras palabras, con esta medida se está fomentando el aumento de los accidentes de tránsito y no su disminución.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el turno de la Democracia Cristiana, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Ofrezco la palabra al subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz.


El señor DÍAZ (subsecretario de 
Transportes).- Señor Presidente, quiero recordar que la exposición se centró fundamentalmente en los plazos que considera la licitación pública. Es bueno subrayar que fue llamada el 13 de julio de 2003.


Desde el origen de las revisiones técnicas, que se remonta a 1970, la razón fundamental de su existencia se relaciona con la seguridad del tránsito, no con otra materia. Solamente en las regiones Quinta, Sexta y Metropolitana se hacen consideraciones ambientales. En el resto del país las mediciones no tienen que ver con las emisiones, sino con las condiciones de seguridad de los vehículos. 


También quiero ratificar que no han cambiado las exigencias mecánicas en términos de seguridad de los vehículos; solamente ha cambiado el instrumento por el cual se mide. 


La mejor prueba de la normalidad del sistema se puede advertir en las regiones Primera, Segunda y Quinta, que también presentan características rurales y de larga distancia, y donde la tasa de rechazo de los vehículos por una planta, en términos normales, es muy similar a las del resto del país. 


Hay que construir una ecuación justa, considerando la inversión y la tarifa. En la medida en que uno activa la cantidad de inversión, necesariamente se traduce en mayor tarifa. Sería altamente irresponsable de nuestra parte hacer un llamado a una mayor cantidad de plantas o instalaciones de revisión técnica y explicar, tal vez en dos años más, por qué los sistemas colapsaron en términos de inversión. 


Por último, para aquellas personas que no están debidamente informadas, a las maquinarias agrícolas se les hacen exigencias mecánicas de otro nivel, impartidas por resolución del ministerio cada cuatro años, situación que estamos analizando después de la última solicitud que formuló la Comisión en su debida oportunidad. 


He dicho. 


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Informo a la Sala que ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, al cual le va a dar lectura el señor Prosecretario. 



El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 342, de los señores Galilea, don José Antonio; Urrutia, Prieto, Von Mühlenbrock, Norambuena, García, Pérez, don Ramón; Jaramillo, Ascencio y Pérez, don Víctor. 


“Considerando:


Que las revisiones técnicas de vehículos se realizan desde 1985, año en que entró en vigencia la ley del Tránsito, cuyo artículo 95 facultó al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para determinar los requisitos que debían cumplir los establecimientos encargados de efectuarlas.


Que el fundamento de esta nueva normativa legal tiene su origen, según la historia de esa ley, en: ‘Considerar la revisión técnica de vehículos motorizados como una actividad de servicio público en un sentido funcional, es decir, el Estado asume que la revisión técnica es determinante en el cumplimiento de las políticas que tienen que ver con la seguridad de conductores, pasajeros, peatones y público en general’.


Que, siguiendo con este resumen histórico de las plantas de revisión técnica, toda la normativa dictada hasta la fecha sufrió una importante y sustancial modificación al instalarse las denominadas ‘plantas de revisión técnica automatizadas’, que operan en Santiago desde 1997 y en las regiones Primera, de Tarapacá; Segunda, de Antofagasta, y Quinta, de Valparaíso, desde hace, por lo menos, un año. 


Que, no obstante las ventajas que pueda tener la instalación de estas ‘plantas de revisión técnica automatizadas’ a lo largo del territorio nacional, no es menos cierto a esta Corporación le asisten legítimas dudas en cuanto a los criterios que se utilizarán para establecerlas. 


La Cámara de Diputados acuerda:


Lamentar que, hasta la fecha, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones no haya 



dado respuesta -de manera formal o informal- al proyecto de acuerdo Nº 310, aprobado unánimemente por esta Corporación en el pasado mes de noviembre, el cual planteaba, precisamente, la posibilidad de suspender el proceso de licitación de concesiones de ‘plantas de revisión técnica autorizadas en algunas regiones, con objeto de evaluar su impacto.


Expresar su preocupación por la falta de un necesario equilibrio entre la modernización y la transparencia del procedimiento de las ‘plantas de revisión técnica’, y la facilidad y accesibilidad a ellas por parte de los usuarios, lo que no está suficientemente garantizado, debido a la drástica disminución de los locales que prestarán este servicio en la mayoría de las regiones. 


Hacer presente la justificada preocupación de la ciudadanía en orden a que la automatización de las plantas del país puede significar que a muchos vehículos que se encuentren en buenas condiciones de funcionamiento les sean rechazadas las revisiones, sobre todo por la realidad de sectores rurales y, en general, por la mayor antigüedad del parque automotor en las regiones.


Reiterar los considerandos del proyecto de acuerdo mencionado, así como lo solicitado al Ejecutivo, toda vez que las inquietudes en él expresadas se mantienen, más allá de las modificaciones que el ministerio ha anunciado y, que hasta esta sesión, la Cámara de Diputados conocía de modo extraoficial.


Solicitar nuevamente al ministro de Transportes y Telecomunicaciones suspender el proceso de licitación de las ‘plantas de revisión técnica automatizadas’ mientras no se efectúe un estudio real y serio, con la participación de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de esta Corporación, que permita evaluar de manera más científica, técnica y consensuada posible este sistema automatizado.”



El señor HALES (Vicepresidente).- 
En votación. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 46 votos; por la negativa, 24 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Bertolino, Ceroni, Correa, Delmastro, Díaz, Egaña, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René 
Manuel), Guzmán (doña Pía), Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jeame Barrueto, Kast, Leay, Luksic, 
Masferrer, Meza, Monckeberg, Moreira, Muñoz (don Pedro), Norambuena, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Robles, Salaberry, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas, 
Venegas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cornejo, Encina, Escalona, García-Huidobro, Hales, Mella (doña María 
Eugenia), Montes, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Quintana, Riveros, Rossi, Saa 
(doña María Antonieta), Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tohá (doña Carolina), Valenzuela, Villouta y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Navarro y Saffirio.



El señor HALES (Vicepresidente).- 
Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 18.35 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Acusación constitucional deducida contra el señor Intendente subrogante de la Quinta Región y Gobernador de la provincia de Valparaíso, don Iván de la Maza Maillet, por las diputadas señoras Cubillos, doña Marcela, e Ibáñez, doña Carmen, y por los diputados señores Álvarez; Uriarte; Varela; Ibáñez; Galilea, don Pablo; 
Bertolino; Vilches, y Palma, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48 de la Constitución Política de la República y 37 y siguientes de la ley N° 18.918.

En lo principal: presentan acusación constitucional contra el Intendente subrogante de la V Región y Gobernador de la provincia de Valparaíso Señor Iván De La Maza Maillet. Primer otrosí: acompañan documentos. Segundo otrosí: piden medidas para mejor resolver

Honorable Cámara de Diputados:


Gonzalo Ibáñez Santa María; Mario Varela Herrera; Gonzalo Uriarte Herrera; Pablo 
Galilea Carrillo; Carmen Ibáñez Soto; Rodrigo Álvarez Zenteno; Mario Bertolino Rendic; Marcela Cubillos Sigall; Osvaldo Palma Flores y Carlos Vilches Guzmán diputados, vienen en presentar a esta honorable Cámara de Diputados, en virtud del artículo 48 Nº 2 letra e) de la Constitución Política de la República, una acusación constitucional contra el Intendente subrogante de la V Región y Gobernador de la provincia de Valparaíso señor Iván de la Maza Maillet, domiciliado en el Edificio de calle Melgarejo 669 de la ciudad de Valparaíso, en esa doble condición funcionaria. 


El art. 48 Nº 2 letra d) de la Constitución Política prescribe que los Intendentes y Gobernadores pueden ser acusados constitucionalmente por actos u omisiones que constituyan una infracción a la Constitución. En este caso, como señalaremos enseguida, el sr. Iván de la Maza Maillet ha incurrido en graves infracciones a las garantías constitucionales enunciadas en los Nº 8 y 9 del art. 19 de la Constitución y, por esta vía ha trasgredido también los arts. 100, 101 y 105 de esa Constitución que establecen los deberes de Intendentes y Gobernadores en el gobierno de las regiones y provincias respectivamente. Actuando de la manera que describiremos en seguida ha trasgredido en fin las bases esenciales de nuestra institucionalidad consagradas en los art. 5, 6 y 7 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, claras disposiciones legales tanto de la L.O.C. de Bases Generales de la Administración del Estado, 
Nº 18.575, de la L.O.C. sobre Gobierno y Administración Regional, Nº 19.175 y de la Ley Nº 19.300, Bases del Medio Ambiente. 


Es la ley Nº 19.175 la que en su art. 1º inc. 2º dispone que “el intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional...”. Esta subrogación operó en Valparaíso con ocasión del viaje al extranjero que debió realizar el Intendente titular, señor Luis Guastavino y es ella la que hace al Gobernador responsable de sus actos como Intendente tal como si fuera el titular y, por eso, suceptible de ser acusado constitucionalmente, sin perjuicio de poder serlo también como Gobernador. 

I. LOS HECHOS.


Motiva esta acusación la conducta que observó esa autoridad frente a un hecho claramente trasgresor de la Constitución y las leyes de nuestra patria. Se trató del derrame en la bahía de Valparaíso, en la noche del día martes 2 y en la madrugada del día miércoles 3, ambos de este mes de diciembre, de una muy importante cantidad de aguas servidas provenientes del Colector de ese tipo de aguas que las recoge en esa ciudad y otras aledañas. Las estimaciones de la cantidad varían entre 700.000 y 1.000.000 de litros y su derrame, además del peligro intrínseco que él revestía, se vio agravado por la circunstancia de que sucedió en tres lugares todos en las cercanías de playas extraordinariamente populares como son las de San Mateo y Torpederas en el sector de Playa Ancha. Además, en las cercanías de la Caleta El Membrillo donde tiene su base laboral un grupo muy importante de pescadores artesanales, para los cuales la limpieza de los mares es esencial para el buen desarrollo de sus faenas.


Las aguas fueron vertidas por Esval propietaria del Colector a petición expresa del Ministerio de Obras Públicas y ese hecho sucedió no sólo con conocimiento y tolerancia del sr. Intendente subrogante y Gobernador de la provincia de Valparaíso, sino con su permiso y autorización, por lo cual él pasa a ser el principal responsable de lo sucedido y de la ilegalidad que lo caracteriza como lo demostraremos en el cuerpo de este escrito. 


La ilegalidad no fue producto de la inadvertencia o de la casualidad. Cabe destacar que el día Miércoles 26 de Noviembre de 2003, se efectuó una reunión en las dependencias de la Gobernación Marítima de Valparaíso, en la que se evaluó la solicitud formulada por la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, V Región, a fin de que se autorizara a la Empresa Esval S.A., a efectuar una descarga de aguas servidas crudas al borde costero de Valparaíso, de modo de poder ejecutar las obras de cambio de trazado del colector de aguas servidas “aducción de Playa Ancha” en el tramo de la Avenida Antonio Varas comprendido entre el ascensor Villaseca y la Plaza Aduana, en el marco de la ejecución del camino La Pólvora y Proyecto de Acceso Sur al puerto de Valparaíso.


A esta reunión asisten el señor Director de la Conama, V Región; la señorita Abogado Conama, V Región; el señor representante del Departamento de Protección Ambiental del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio; el señor representante de Vialidad Regional Ministerio de Obras Públicas; el señor Gerente de Operaciones de Esval; el señor Asesor de Gerencia de Operaciones de Esval; el señor Subjefe de Servicio de Preservación del Medio Ambiente Acuático y Combate a la Contaminación; la señora Encargada Nacional Zona Centro de ese Servicio; el señor Asesor del mismo; el señor Gobernador Marítimo de Valparaíso y el señor Encargado de Medio Ambiente de la Gobernación Marítima de Valparaíso.


Según consta en el acta de la reunión “análisis solicitud de autorización para descargar aguas servidas al borde costero”, que acompañamos a esta presentación, el Gerente de Operaciones de Esval, luego de hacer un resumen de la situación y de lo que se está solicitando, expresa que “ello obedece a una necesidad del Ministerio de Obras Públicas y no de Esval. Señala que la descarga al mar es un efecto indeseable pero transitorio, y que los efectos de descargar 700 metros cúbicos de aguas servidas desaparecerían en menos de 48 horas. Por su parte, el señor Representante de Vialidad Regional del Ministerio de Obras Públicas señala que “ existe premura de ejecutar dichas obras ahora, y no en algunos meses más terminada la temporada de playas, manifestando que se trata de una de las más importantes obras viales de los últimos 70 años para la región. Agrega que existen multas sobre 30 millones de pesos por cada día de atraso en las obras que hacen impensable demorar el proyecto.”


Sin embargo, los organismos encargados por la ley de velar por el cumplimiento de la legislación vigente en el ámbito marino, esto es, el Ministerio de Salud a través de la Dirección Valparaíso-San Antonio y la Armada de Chile, a través de la Dirección de Territorio Marítimo y Marina Mercante expresaron su decidida oposición a esta medida. El señor Gobernador Marítimo de Valparaíso, Comandante Williams Miranda Leyton, de plano rechaza la posibilidad de verter las aguas servidas al borde costero y expresa “que nadie quiere aparecer frenando el desarrollo de la Región, pero que tal como ya se le respondió a Esval y al Ministerio de Obras Públicas por escrito, no es posible autorizar una descarga en las condiciones solicitadas, en temporada de playas y sin estudios ambientales ni tratamiento, ya que el riesgo ambiental o sanitario es muy alto y la propia legislación de la Autoridad Marítima lo impide y es explícita al respecto. Además, en los sectores solicitados existen Áreas de Manejo de Recursos Bentónicos, lo que permite suponer conflictos adicionales con el sector pesquero artesanal.”


Por su parte, el Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, Doctor Daniel Verdessi, ha manifestado a diversos medios de comunicación social que, desde que se iniciaron las reuniones para analizar el tema, su servicio se opuso al derrame de aguas servidas en cada una de ellas, ya que existían otras alternativas propuestas por la autoridad marítima, más seguras y menos riesgosas para la comunidad.


En esta reunión se analizaron diversas opciones o alternativas distintas a la elegida, como la propuesta por la autoridad sanitaria de retirar las aguas en camiones y depositarlas en un vertedero. Todas fueron descartadas tanto por Esval como por los representantes del M.O.P. por ser, según ellos, impracticables. Este último ministerio presionaba por una rápida decisión por el alto costo que implicarían las multas por el retraso en la entrega de las obras.


A este respecto, cabe señalar que el denominado proyecto Acceso Sur a Valparaíso consiste en una prolongación del actual Camino La Pólvora de modo que, bordeando y descendiendo por el costado sur de Playa Ancha desemboque, en definitiva, en el sector del puerto. Este camino penetra a través de túneles hacia el interior de Playa Ancha hasta llegar sobre la calle Antonio Varas, a una altura de nueve metros por lo que, para poder ingresar al puerto, se requiere construir un viaducto apoyado en cuatro pilares, dos de ellos pegados al cerro y otros dos pegados al final de la obra ya en el mismo puerto. Uno de dichos pilares calzaría justo con el Colector de Esval. 


Esto motivó la petición del M.O.P. en el sentido de trasladar el Colector en ese tramo de modo de facilitar la construcción de las nuevas obras y, por eso, la decisión de habilitar un nuevo trazado que obviara tal encuentro. La decisión de secar el Colector a través del derrame que motiva esta acusación constitucional provendría, pues, de la necesidad de producir el empalme del antiguo trazado con este nuevo. 


La negativa del Servicio de Salud tanto como de la Gobernación Marítima a prestar su aprobación a este vertimiento, provoca la intervención del Intendente subrogante y Gobernador sr. Iván de la Maza. Aunque no ha habido ninguna información propiamente oficial acerca de su participación en esta decisión, ella sí consta en una apreciable cantidad de crónicas y entrevistas periodísticas de las cuales las de la prensa escrita acompañamos en esta ocasión. El señor Iván de la Maza es consultado en su doble condición funcionaria y en ambas se le solicita su permiso para proceder a esta operación habiendo quedado clara constancia de que ella implicaría un alto riesgo de transgredir las normas sanitarias que rigen en esta materia. De hecho, así sucede cuando en definitiva se procede al derrame los días 2 y 3 recién pasados de este mes de diciembre. A pesar de las medidas de mitigación adoptadas por Esval el agua que llega al mar presenta un índice de coliformes mayor al permitido por la normativa legal, cual es de 1.000 por 100 ml. Ello se sabe, pues, alertado el Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, el Dr. Daniel Verdessi, llega al lugar de los hechos y toma las primeras muestras que arrojan la presencia de más de 1.600 de estos coliformes superando así el máximo legal, por lo menos en un 60%. Después se sabrá, al conocer los resultados de los exámenes practicados por la Dirección de Intereses Marítimos y de Medioambiente Acuático de la Armada de Chile que esas cantidades son muy superiores, abarcaron mucho más espacio marítimo alcanzando hasta el Muelle Barón en el extremo nor-oriente de la bahía de Valparaíso y que perduraron mucho más tiempo que el que se señaló en un primer momento. Para estos efectos, acompañamos el informe de esa repartición naval, donde además se encuentran las actas de las reuniones en la Gobernación Marítima a una de las cuales ya hicimos mención. 


En el sumario iniciado por el Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, que acompañamos constan los descargos de Esval. En el Nº 5 de esos descargos, el representante de Esval afirma que “...en definitiva, fue la autoridad regional la que optó por efectuar los trabajos requeridos por la Dirección de Vialidad y por el tipo de conexión que se implementó para materializar la conexión en referencia” Y, en el Nº 6, agrega “Para atender el requerimiento planteado por la autoridad pública y garantizar resultados óptimos. . .”. Es importante destacar que en el Nº 7 reconoce que las descargas comenzaron a las 22:15 del martes 2 de diciembre y, en el Nº 13 que “las medidas mitigatorias de descarga al mar permitiesen verificar a las 8:00 hrs. del día de ayer 3 de diciembre de 2003, que en el sector San Mateo, no se apreciare efecto alguno de la operación”. Es decir, queda claro que, por lo menos hubo diez horas en que las aguas estuvieron contaminadas.


El Intendente subrogante se defiende diciendo que la contaminación fue controlada pronto en razón de las medidas de mitigación que se adoptaron; pero, a todo evento, ella perduró por lo menos esas diez horas en términos muy mayores a los que autoriza la ley, midiéndose en el momento de la descarga hasta 300.000 coliformes por ml (mililitro). Podrá argüirse que durante ese tiempo no hubo gente en las playas aledañas, pero sí había peces y mariscos de los que pescan y extraen los pescadores de las caletas vecinas, especialmente El Membrillo, por lo que de todas maneras se expuso a la población a los efectos de un medio ambiente contaminado. Como lo muestran las mediciones realizadas por la Armada de Chile, pocas horas después de la mañana del día 3 de diciembre volvieron a detectarse situaciones anormales las que no pueden, de plano, desconectarse del derrame que ahora nos ocupa. Todos sabemos el efecto de flujo y reflujo que producen las olas, por lo que los altos índices detectados en el curso del día 3 y siguientes pudieron perfectamente deberse al mismo derrame. Asimismo, la presencia de elevados índices en el secto del Muelle denominado Espigón, al interior de la poza del puerto, y en el extremo del Muelle Barón.


Se trata, por consiguiente, de un acto prohibido por la ley (art. 73 del Código Sanitario en relación al párrafo 4.2, Tabla Nº 1 del Dto-90 de marzo de 2001, Ministerio Secretaría General de Gobierno) cual es el de verter aguas servidas en una bahía descontaminada superando el nivel máximo permitido de sustancias coliformes. Es a esa operación ilegal a la que el Intendente presta su autorización violando así la disposición del Nº 8 del art. 19 de la Constitución que impone al Estado el deber de velar por la preservación del medio ambiente de todo tipo de contaminación prohibida. En este caso, el representante máximo del Estado es precisamente el sr. Intendente. Viola asimismo lo dispuesto en el numeral siguiente, el Nº 9, en cuanto a él le corresponde velar primeramente en la región puesta a su cuidado porque el derecho a la salud de sus habitantes sea efectivamente respetado. De esta manera son transgredidos también los artículos 100, 101 y 105 que determinan los deberes de Intendentes y Gobernadores, como asimismo las disposiciones básicas de nuestro ordenamiento institucional contenidas en los arts. 5º, 6º y 7º todos de la Constitución Política.


Los diputados que firmamos esta acusación estamos conscientes de la importancia que no sólo para Valparaíso reviste la construcción de la obra Acceso Sur sino para todo el país. Sin embargo, no parece pertinente esgrimir como argumento para violar la legislación vigente, el facilitamiento de su construcción, toda vez que parece estar claro que las soluciones alternativas no superaban en costo la suma de $30.000.000, cuando el costo total de la obra excede los 35.000 millones de pesos.


De hecho, el impacto de la noticia del derrame ha provocado daños cuyo valor supera largamente la cantidad que el M.O.P. pretendía ahorrarse. Sucede, en primer lugar, que el derrame provoca un alza en la cantidad de sustancias contaminantes y riesgosas para la salud que es muy peligrosa; enseguida, la decisión se adoptó dos días después de que, en la región, se abriera oficialmente la temporada de playas. Ese acto constituye un claro aliciente para que las personas utilicen con confianza las playas habilitadas, pues la autoridad se hace responsable de mantenerlas limpias, y dotadas de las medidas de seguridad tanto contra la delincuencia como contra accidentes; de ahí la presencia de salvavidas y de la conexión con los servicios de rescate. Y, por supuesto, se hace responsable de mantenerlas libres de toda contaminación que pueda afectar la salud de los usuarios. 


De hecho, la autoridad sanitaria, en conocimiento de este derrame clandestino no tuvo otra alternativa que proceder al cierre de las playas en situación de riesgo hasta que ésta no estuviera del todo controlada, lo que vino a suceder sólo cuatro días después. 


El derrame se hizo de espaldas a la opinión pública, de manera practicamente clandestina, durante la noche y de él sólo se vino a saber durante el día siguiente y sólo por una denuncia anónima que llegó a algunos medios de comunicación. En fin, hubo un costo muy alto, porque también la autoridad sanitaria se vio en la necesidad de prohibir las actividades de pesca y de extracción de mariscos en las cercanías provocando así la paralización de las faenas de los pescadores de Caleta El Membrillo.


La combinación de todos estos factores produjo una considerable alarma pública que se extendió mucho más allá de las playas en directa situación de riesgo. Todos sabemos lo que en su momento costó producir la descontaminación de las aguas que bañan todo el litoral de Valparaíso y Viña del Mar y sabemos que esa descontaminación se constituyó en uno de los pilares más sólidos de la oferta turística de esas ciudades. No es por eso comparable el daño efectivo que ellas y sus habitantes han recibido con la exigua suma que el M.O.P. quiso ahorrarse con esta triste operación de la cual, en definitiva, el más alto responsable aparece siendo quien, por su investidura de Intendente y Gobernador, debe ser el más celoso defensor de los intereses regionales.

De la magnitud de esta alarma y de la indignación que produjo la operación de verter aguas servidas en la bahía de Valparaíso dan cuenta los informes de prensa que acompañamos a este escrito y las acciones legales interpuestas con motivo de estos hechos, entre otras, los recursos de protección interpuestos tanto por la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud, Fenats, como por la Agrupación de Juntas de Vecinos de Playa Ancha. Asimismo, la denuncia criminal ante el V Juzgado del Crimen de Valparaíso presentada por la organización Greenpeace y la Federación de Pescadores Artesanales a la que se debe agregar la demanda civil presentada ante la I. Corte de Apelaciones de Valparaíso por estas mismas instituciones. En fin, ante los hechos consumados, el Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio resolvió iniciar un sumario para establecer las responsabilidades por lo sucedido y la Contraloría Regional abrió una investigación para determinar las diferentes responsabilidades funcionarias. Lo mismo ocurrió con la Dirección de Intereses Marítimos y Medio Ambiente Acuático de la Armada de Chile. 

DE LAS NORMAS OBJETO DE TRASGRESIÓN


Como se comprenderá, una acción como la descrita infringe muchas disposiciones constitucionales y legales, todas ellas de la máxima importancia. En efecto, se ven comprometidas las bases esenciales de nuestra institucionalidad tanto como garantías constitucionales de primera magnitud. Asimismo se ven comprometidas las disposiciones que sirven de marco a la acción de Intendentes y Gobernadores. En materia legal, se ven afectadas disposiciones de la Ley de Bases de la Administración del Estado como de Gobierno y Administración Regional. Haremos un breve bosquejo de ellas, obviando mayores explicaciones que, creemos, se desprenden de la sola lectura de su respectivo tenor.

1.
Normativa Constitucional. 

a)
Bases de la Institucionalidad


El Artículo 5° de la Carta Fundamental señala que “la soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.” El inciso segundo del mismo precepto constitucional agrega que “el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”


El artículo 6° de la Constitución establece que “los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella. Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo. La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la ley.”


Finalmente, el artículo 7° de la Carta Fundamental señala que “los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regula de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley. Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes. Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale.”

b)
De los derechos y deberes constitucionales. 


El artículo 19 de la Constitución Política de la República consagra los derechos que ésta asegura a todas las personas. En concreto, y a la luz del derecho aplicable en el caso de la Acusación Constitucional de que trata el presente escrito, el numeral octavo señala que la Constitución asegura a todas las personas “el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente.”


Por su parte, el numeral noveno consagra “el derecho a la protección de la salud”. Agrega que “El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo. Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud. Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de la salud, sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la ley, la que podrá establecer cotizaciones obligatorias. Cada persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste estatal o privado.”

c)
De los Intendentes y Gobernadores


El inciso primero del artículo 100 de la Carta Fundamental establece que “el gobierno de cada región reside en un intendente que será de la exclusiva confianza del Presidente de la República. El intendente ejercerá sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presidente, de quien es su representante natural e inmediato en el territorio de su jurisdicción.” Por su parte, el artículo 101 de la Carta Fundamental consagra que “el intendente presidirá el consejo regional y le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región. La ley determinará la forma en que el intendente ejercerá estas facultades, las demás atribuciones que le correspondan y los organismos que colaborarán en el cumplimiento de sus funciones.”


Por su parte el art. 105 establece que en “cada provincia existirá una gobernación que será un órgano territorialmente desconcentrado del intendente. Estará a cargo de un gobernador... Corresponde al gobernador ejercer, de acuerdo a las instrucciones del intendente, la supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia. . .”.

2.
Normativa legal

a)
Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, 
Nº 18.575. 


La ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establece deberes específicos para las autoridades. Así es como dispone en el artículo 3º:


“La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, (...).”. A su vez, el inciso primero del artículo 5º establece: “Las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiente e idónea administración de los medios públicos y por el debido cumplimiento de la función pública.” 


A mayor abundamiento, el artículo 10 agrega: “Las autoridades y jefaturas, dentro del ámbito de su competencia y en los niveles que corresponda, ejercerán un control jerárquico permanente del funcionamiento de los organismos y de la actuación del personal de su dependencia.” Y agrega el artículo que “este control se extenderá tanto a la eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los fines y objetivos establecidos, como a la legalidad y oportunidad de las actuaciones”.


El artículo 11 agrega: “Las autoridades y funcionarios facultados para elaborar planes o dictar normas, deberán velar permanentemente por el cumplimiento de aquéllos y la aplicación de éstas, dentro del ámbito de sus atribuciones, sin perjuicio de las obligaciones propias del personal de su dependencia.”

b)
Ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. 


Como lo señalábamos al principio de esta acusación, el inciso segundo del artículo 1° de la ley Nº 19.175 señala que “el intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para designar un suplente, sin sujeción al requisito de tiempo establecido por el inciso tercero del artículo cuarto de la ley 18.834.”


A su vez, el artículo 16 del citado cuerpo legal consagra las funciones generales del gobierno regional y es el artículo 17 el que establece las funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial. La letra c) de este último artículo preceptúa que dentro de sus funciones está el “fomentar y velar por la protección, conservación y mejoramiento de medio ambiente, adoptando las medidas adecuadas a la realidad de la región, con sujeción a las normas legales y decretos supremos reglamentarios que rijan la materia.”

c)
Ley Nº 19.300, de Bases del Medio Ambiente. Esta ley es muy importante, porque define lo que es contaminación y, por ende, dota de contenido a la disposición del art. 19 Nº 8 de la Constitución que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. 


Es así como el art. 2º letra c define “Contaminación: la presencia en el ambiente de sustancias, elementos, energía o combinación de ellos, en concentraciones y permanencia superiores o inferiores, según corresponda, a las establecidas en la legislación vigente”. 


En la letra m del mismo artículo define “Medio Ambiente Libre de Contaminación: aquél en el que los contaminantes se encuentran en concentraciones y períodos inferiores a aquellos susceptibles de constituir un riesgo a la salud de las personas, a la calidad de vida de la población, a la conservación de la naturaleza o a la conservación del patrimonio ambiental”.


Afirmamos que, en este caso, la acción por la que presentamos esta acusación claramente produjo un riesgo para la salud de las personas, porque contaminó, al menos durante un período de varias horas el medio donde viven peces y mariscos que, una vez capturados, se utilizan para el consumo humano. Es decir, en el menos malo de los casos, esta acción provocó una situación que puso en riesgo la conservación de la naturaleza y, así, la salud humana. A todo evento, la medida de cierre de playas durante cuatro días, hasta que ciertamente hubo desaparecido todo peligro directo para las personas, fue prudente y necesaria, como lo fue también la que dispuso la prohibición de extraer mariscos y peces en el área afectada durante todo ese período. Como decíamos más arriba, fueron estas medidas, adoptadas por una autoridad distinta, una de las que evitó que la acción autorizada por el Intendente subrogante produjera daños directos en las personas.

Conclusiones


Responsable es quien, según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, “está obligado a responder de alguna cosa o de alguna persona” y responsabilidad es “cargo u obligación moral que resulta para uno del posible yerro en cosa o asunto determinado”. Efectivamente, quienes tienen a su cargo la gestión del bien común en la administración de los negocios públicos deben responder a la comunidad de los gobernados, de sus aciertos y desaciertos y esta responsabilidad se les hace exigible a través de los mecanismos constitucionales.


Es precisamente el caso de la situación antes descrita, por cuanto el entonces Intendente subrogante de la V Región señor don Iván de la Maza Maillet autorizó, en esa calidad tanto como en su calidad de Gobernador titular, a cargo de la buena gestión de los servicios públicos dentro de su provincia -en este caso de la evacuación de las aguas servidas- el derrame públicamente conocido de estas aguas, con el consecuente e innegable perjuicio para la comunidad de la V Región, tanto para la población que utiliza normalmente sus playas como para los pescadores que extraen productos del mar en la zona objeto de contaminación y también para la multitud de turistas que visita la región. La fama de la región como región turística recibió una mancha que no puede dejarse pasar de manera impuna. Es el futuro mismo de la región el que queda comprometido como lo queda el futuro de quienes en ella habitan y en ella trabajan.


Además, no cabe por parte de la autoridad excusarse en el argumento de que no se conocen situaciones de contaminaciones efectivas sea en alimentos sea en las personas, pues ello se debe, en todo caso, a la prudencia con que actuaron otras autoridades para impedir que un desatino como fue este vertimiento se proyectara en daños a las personas.


Insistimos, una vez más, en el hecho de que oficialmente abierta la temporada de playas queda configurado el compromiso de las autoridades en el control sanitario y en la seguridad de los territorios y de las aguas que están bajo su jurisdicción. Desde esta perspectiva, se ha vulnerado el principio de la fe pública al ejecutar un acto que puede provocar daño a las personas que concurren a las playas confiadas en el compromiso de las autoridades. Esas personas no pueden suponer que la violación a las normas mínimas de seguridad medioambiental provendrá de las mismas autoridades cuya misión es hacerlas respetar y cumplir. Lo cual es aun más grave, porque el derrame de las aguas servidas sucedió en horario nocturno, a espaldas de las autoridades sanitarias y de control marítimo y también, por lo que se ha sabido, de la misma autoridad comunal y sin ninguna información a la ciudadanía. No nos parece consecuente, desde la perspectiva de la probidad administrativa que todo funcionario público debe observar, que la medida en comento se autorizara sin informar adecuadamente a la ciudadanía, toda vez que el país fue testigo de los hechos descritos sólo con posterioridad a que éstos ocurrieran, debido, una vez más, a la labor de los medios de comunicación social. 


Debemos señalar, además, que el sector más afectado, el de la playa San Mateo en la costa de Playa Ancha se cuenta, junto a su vecina la playa Las Torpederas, entre las que reciben a los grupos de gente más modesta de este litoral. Por eso, nuestra es preocupación es doble. Si este derrame se hubiera producido en playas denominadas “más elegantes” con seguridad no sería necesaria nuestra intervención, porque el clamor público hubiera ya acarreado la destitución del señor de la Maza. Precisamente, porque está comprometida la salud y el sano esparcimiento de estos grupos ciudadanos que carecen de los medios para hacer valer por sí mismos sus derechos, es por lo que nuestro compromiso se redobla y nos urge a actuar de la manera en que ahora lo hacemos. 


Asimismo, nos parece necesario dejar constancia de que, constituyendo, como hemos dicho, la descontaminación del borde costero uno de los patrimonios más importantes de la región, no es posible dejar pasar un acto tan ilícito e inconstitucional como es este derrame producto del desatino de la principal autoridad regional. ¿Con qué derecho podremos, después, impedir actos semejantes si éste se deja pasar sin sanción? ¿Cómo podremos exigirles a los funcionarios fiscalizadores que cumplan con su deber si, cuando lo cumplen, como en esta ocasión, permitimos que se eche tierra a la infracción?


Por todo lo ya expuesto, y en consideración a las normas constitucionales y legales citadas anteriormente, nos parece que no cabe duda respecto a la responsabilidad constitucional del señor Intendente subrogante y Gobernador titular que autorizó, como él mismo lo reconociera públicamente, el derrame de aguas servidas en el sector ya mencionado de Valparaíso. La responsabilidad por los errores cometidos por las autoridades en el ejercicio de sus funciones debe enmarcarse en la institucionalidad vigente y en los principios del estado de derecho que opera en nuestra nación, sustento básico y esencial de esta presentación. Por eso pedimos de la Honorable Cámara de Diputados acoja esta acusación de modo de poder formalizar el respectivo juicio político ante el honorable Senado de la República y así proceder a la destitución del acusado de toda función pública como a su inhabilitación para ejercer cualquiera otra función pública en el lapso de cinco años. 


Finalmente, cabe señalar que los diputados que interponemos esta acusación constitucional, lo hacemos en el convencimiento pleno de la necesidad de cumplir con nuestra obligación constitucional de fiscalizar los actos de gobierno y de sus funcionarios que nos impone taxativamente la Constitución Política del Estado.


Por tanto


En virtud de lo antes señalado, y en conformidad al artículo 48 Nº 2 letra e) de la Constitución Política, y artículos 37 y siguientes de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, pedimos a la Honorable Cámara de Diputados que dé la tramitación correspondiente a la presente acusación constitucional contra el Intendente subrogante de la V Región y Gobernador de la provincia de Valparaíso señor don Iván de la Maza Maillet, en su doble condición funcionaria, por infringir la Constitución Política de la República en las disposiciones señaladas, esto es, arts. 5, 6, 7, 19 Nº 8 y 9, 100, 101 y 105, y la acoja, en definitiva, declarando que ha lugar a ella.


Primer Otrosí: Acompañamos a esta presentación, con citación:

a)
Un conjunto de copias de informaciones periodísticas que dan cuenta tanto de lo sucedido como de la alarma pública que ello produjo en las ciudades de Valparaíso y Viña del Mar, pero también el resto del país

b)
Informe de la Dirección de Intereses Marítimos y Medioambiente acuático de la Armada de Chile donde constan las mediciones hechos por esa repartición coetánea y posteriormente al derrame que motiva esta acusación. Constan también las actas de las reuniones habidas con anterioridad a los hechos.

c)
Informe del sumario abierto por el Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, donde constan los testimonios de los funcionarios fiscalizadores, las mediciones hechas por este servicio y los descargos de la empresa Esval


Segundo Otrosí: Para mejor resolver esta cuestión solicitamos se sirva 

a)
Despachar oficios a

1.
Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio para que remita a esta Honorable Cámara toda otra información de que ellos dispongan sobre los hechos que motivan esta acusación. 

2.
Gobernación Marítima de Valparaíso para que informe asimismo acerca de todos los antecedentes de que disponga acerca de estos mismos hechos

3.
Ilustre Municipalidad de Valparaíso para que informe acerca de todos los antecedentes de que disponga acerca de los mismos hechos.

4.
Contraloría Regional de Valparaíso, para que informe acerca de los resultados de la investigación que ella procedió a realizar acerca de la responsabilidad de los diversos funcionarios implicados.

b)
Citar a declarar sobre los hechos que motivan esta acusación a

1.
Señor Jaime Rebolledo, Presidente de la Agrupación de Juntas de Vecinos de Playa 
Ancha

2.
Señor Eduardo Quiroz, Presidente del Sindicato de Pescadores de la Caleta Portales

3.
Señor Apolonio Castillo, Presidente del Sindicato de Pescadores de la Caleta El 
Membrillo 

4.
Señora Lorna Guerrero, profesora en el Departamento de Procesos Químicos, Biotecnológicos y Ambientales de la Universidad Técnica Federico Santa María de Viña del Mar

5.
Señor Osvaldo Pacheco, Director de Ingeniería en Medioambiente y Recursos Naturales de la Universidad de Viña del Mar, Viña del Mar

6.
Señor Gerardo Leighton, Doctor en Biología y docente de la Facultad de Ciencias del Mar de la Universidad de Valparaíso, Valparaíso

7.
Señor Sergio Salinas, Secretario de la Escuela de Ciencias del Mar de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Valparaíso

8.
Señor Enrique Paris, toxicólogo del Centro de Información Toxicológica de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Santiago

9.
Señor Humberto Chamorro, Presidente de la Federación Regional de Pescadores Artesanales, Quinta Región

10. Al señor Comandante señor Williams Miranda Leyton, Gobernador Marítimo de 
Valparaíso

11. Al Comandante señor Claudio Canales, Jefe de la Dirección de Intereses Marítimos y Medio Ambiente Acuático de la Armada de Chile

12. Al doctor Daniel Verdessi, Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio

13. Al doctor Mauricio Ilabaca, del Ministerio de Salud de Santiago

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República por el cual inicia un proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional. (boletín Nº 3436-07)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que introduce reformas al Capítulo XIII de la Constitución Política de la República, con la finalidad de perfeccionar el sistema de gobierno y administración interior del Estado, perfeccionando la descentralización y sus estructuras internas.

I. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS GENERALES.


El 12 de noviembre de 1991, se promulgó la reforma constitucional contenida en la ley 
Nº 19.097, que básicamente introdujo modificaciones al Capítulo XIII de la Constitución Política. A través de ella, se reformó el sistema de administración regional, estableciéndose los denominados “gobiernos regionales”, como instancias con personalidad jurídica de derecho público y patrimonio propio.


La referida enmienda constitucional, encomendó la administración superior de cada región a estas nuevas instancias descentralizadas de la Administración del Estado, integradas por el Intendente y por el Consejo Regional.


Posteriormente, el 11 de noviembre de 1992, se publicó en el Diario Oficial la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que desarrolla la regulación legal para el nuevo sistema de gobierno y administración regional previsto en la Constitución, comprendiendo, entre otras, las materias relativas al gobierno de la región, a las competencias y atribuciones de los órganos constitutivos del gobierno regional, al mecanismo de elección de los miembros del Consejo, al presupuesto y al patrimonio del gobierno regional.


A la fecha, los gobiernos regionales así regulados, ya han enterado diez años de funcionamiento. Este período ha permitido presenciar cómo las regiones se han ido adaptando paulatinamente al nuevo sistema de administración regional, asumiendo un rol protagónico en las decisiones que afectan a su propio desarrollo.


Sin perjuicio de lo anterior, este tiempo también ha demostrado la necesidad de introducir ciertas adecuaciones al sistema imperante, como asimismo, de incorporar nuevos avances al proceso de descentralización que se inició en el año 1991. 


Estas adecuaciones e innovaciones no sólo se refieren a los contenidos de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, sino que también imponen la necesidad de introducir determinadas enmiendas a la Constitución Política, con el propósito de avanzar cualitativamente en este proceso de descentralización.


En consecuencia, el Gobierno ha considerado necesario plantear el presente proyecto de reforma a la Carta Fundamental, cuyos contenidos específicos y sus respectivos fundamentos se exponen a continuación.

II. REFORMAS PROPUESTAS Y SUS FUNDAMENTOS.

1.
Número de Regiones.


Siguiendo el orden de la Carta Fundamental, la primera enmienda que se propone en el presente proyecto consiste en suprimir la referencia constitucional al número de regiones del país, trasladando esta determinación al mecanismo legal, aunque de quórum calificado, y siempre de exclusiva iniciativa del Presidente de la República.


Para estos efectos, se propone eliminar del artículo 45 de la Constitución Política, la expresión “trece”, con la que se establece la composición del Senado por circunscripciones senatoriales, en relación con el número de regiones del país. 


Con esta supresión, se elimina la referencia constitucional al número de regiones sin afectar la fórmula de composición prevista para el Senado.


Complementariamente, se propone modificar el Artículo 99 de la Carta Fundamental, incorporando la “creación y supresión de regiones” como una nueva materia de ley de quórum calificado y de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, que se agrega a las actuales de creación y supresión de provincias y comunas, además de la que se refiere a la modificación de los límites de todas estas unidades territoriales.


En la fórmula propuesta se contempla, además, un mandato al legislador orgánico constitucional, para que regule un procedimiento específico para el estudio y evaluación de toda modificación política administrativa. Con ello, además de requerirse una ley, que será de exclusiva iniciativa presidencial y de quórum calificado, ésta norma sólo podrá proponerse sobre la base del procedimiento reglado que la ley orgánica constitucional deberá establecer.


El sentido de la enmienda descrita es consagrar un mecanismo más expedito que el actual -la ley y no la Constitución- para la adecuación del componente territorial en el contexto del proceso de descentralización que se desarrolla en el país, cuando ello sea necesario y las circunstancias así lo aconsejen. 


Sin perjuicio de lo anterior, la determinación del número de regiones y su delimitación, al menos en cuanto a su iniciativa legislativa, se radica en el Presidente de la República, en atención a que a éste corresponde el gobierno y la administración del Estado. En virtud de lo anterior, la norma constitucional propuesta mandata asimismo al legislador, para fijar el procedimiento de estudio y evaluación de eventuales modificaciones a la división político-administrativa del país.


Cabe señalar que los profundos cambios en materia económica, social, demográfica, de infraestructura y geopolítica, que se han venido sucediendo en el país con el desarrollo económico y social, y con la vigencia del esfuerzo descentralizador, han ido destacando al componente geográfico como un elemento sustantivo de este proceso, elemento que en la práctica no ha resultado necesariamente armónico con esta nueva forma de administración.


A este respecto, no es irrelevante considerar que la actual división geográfica de nuestro territorio y la puesta en marcha del proceso de descentralización, se implementaron en situaciones políticas e institucionales muy distintas. En consecuencia, no es aventurado concluir que tanto los criterios inspiradores como los objetivos de uno y otro proceso fueron también diversos.


En tal contexto, esta proposición de reforma constitucional pretende facilitar los mecanismos de construcción institucional, de modo que, en algún momento, permitan provocar el reencuentro armónico entre los criterios y objetivos de ambos procesos: regionalización y descentralización.

2.
Estatuto Especial.


Una segunda innovación responde a la necesidad de reconocer en el estatuto constitucional, la particularidad de algunos territorios insulares, para los que la organización del gobierno regional y local no ha resultado adecuado.


En tal sentido, también en el Artículo 99 de la Carta Fundamental, que regula la división del territorio nacional en regiones, provincias y comunas, se propone incorporar la noción de “estatuto especial”, calidad que se establecerá y aplicará excepcionalmente, para el gobierno y administración de determinadas zonas marítimas insulares del país.


Esta reforma pretende reconocer la especial realidad inherente a ciertas zonas del país, cuya condición geográfica las mantiene al margen o en rezago frente al desarrollo social o económico del resto del territorio nacional, y en dónde la experiencia ha demostrado que los mecanismos institucionales y económicos tradicionales, incluido el proceso de descentralización en marcha, resultan insuficientes o inadecuados. 


Las insuficiencias señaladas han permitido identificar, como única vía para sostener e impulsar el desarrollo de tales zonas y de sus habitantes, la intervención directa del Estado. 


Al efecto, la presente reforma constitucional propone mandatar al legislador orgánico constitucional para establecer las modalidades de gobierno y administración que configurarán el estatuto especial que regirá en las referidas zonas del país.


Con todo, atendido el carácter excepcional de este mecanismo, la reforma propone acotar la aplicación del mencionado estatuto especial, concretamente, a las zonas correspondientes a Isla de Pascua y el Archipiélago Juan Fernández.

3.
Potestad Reglamentaria del Intendente.


Por otra parte, el proyecto de reforma que se somete a vuestra consideración propone consagrar constitucionalmente una potestad reglamentaria propia del Intendente, entendida como una extensión de la respectiva facultad del Presidente de la República, que a éste le asiste en su calidad de Jefe de Estado, y que se confiere al Intendente por ser su representante natural e inmediato en la región.


Para este efecto, se propone incorporar un nuevo inciso segundo al artículo 100 de la Constitución Política, que confiere al intendente potestad para dictar las normas que estime convenientes para la ejecución de las leyes en la respectiva región, sujetándose, en todo caso, a las regulaciones reglamentarias nacionales.


De este modo, en ejercicio de esta potestad, el Intendente podrá dictar disposiciones generales y obligatorias para la ejecución de las leyes, en la región correspondiente, permitiendo al representante directo del Presidente de la República en la región, regular la ejecución de la ley en aquello que es propio o particular al respectivo ámbito territorial.


Por último, para cautelar la adecuada correspondencia con la normativa nacional, la reglamentación regional que así se dicte, deberá sujetarse igualmente al control de legalidad de la Contraloría General de la República.

4.
Órgano Ejecutivo del Gobierno Regional.


Para los efectos de reforzar y perfeccionar la actual regulación constitucional aplicable al Intendente, se propone consagrar en el artículo 101 de la Constitución Política, la calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional que dicha autoridad ostenta.


Asimismo y en virtud de la calidad recién señalada, se instituye al Intendente como agente prioritario en la promoción del desarrollo en la región. En paralelo, se mantiene para el Intendente la presidencia del consejo regional, actuando al efecto, como instancia de iniciativa para aquellas materias que requieren del acuerdo de dicho cuerpo colegiado.


Complementariamente, se reitera la actual atribución del Intendente para coordinar, supervigilar y fiscalizar los servicios públicos que operan en la región.


Por último, y para efectos de reforzar la señaladas atribuciones, se asigna al Intendente la facultad de delegar en los gobernadores, el ejercicio de sus atribuciones en el nivel provincial, cuando las características del territorio así lo aconsejen.


En suma, esta reforma apunta a definir para el Intendente una especial dedicación a las tareas de “administración regional”, dirigiendo el conjunto de sus competencias y atribuciones al esfuerzo del desarrollo regional. Ello le permitirá abocarse de manera sustantiva a promover las tareas propias de la administración de la región, en concreto, ejerciendo su capacidad de iniciativa, ejecutando los acuerdos del consejo regional y coordinando la acción de los servicios públicos que operan en la región.


En este contexto, las enmiendas planteadas, expresan también la intención de armonizar la concepción de Estado Unitario que caracteriza a nuestro país y la opción descentralizadora de su administración, la cual se materializa regionalmente en este representante del Presidente de la República.

5.
Elección del Consejo Regional.


En cuanto a la configuración del Consejo Regional, el presente proyecto propone una reforma sustantiva, que consagra la elección popular mediante sufragio universal de los consejeros regionales, cuya generación hasta ahora le ha correspondido al cuerpo electoral conformado por los concejales municipales de cada provincia. 


Para este efecto, se propone incorporar un nuevo inciso al artículo 102 de la Constitución Política que, junto con consagrar dicho mecanismo de generación de los consejeros, encomienda al legislador orgánico determinar el sistema electoral bajo el cual la ciudadanía elegirá popularmente a este cuerpo colegiado.


El sentido de esta reforma es evidente. Diez años de funcionamiento de los gobiernos regionales han demostrado la necesidad de provocar un mayor involucramiento de la ciudadanía en el devenir de su región. No obstante que la generación democrática indirecta de los representantes regionales fue, sin duda, un paso importante, no por ello es suficiente para garantizar la plena participación de la ciudadanía regional en la búsqueda del desarrollo de los territorios que la cobijan. 


Se estima que el origen ciudadano de estos representantes hará, por de pronto, más tangible y permanente su responsabilidad política, en orden a hacer realmente efectiva esa participación ciudadana, al constituirse en sus directos mandatarios, además de fortalecer la identidad regional y promover la constitución de actores locales.


En suma, la participación de la ciudadanía en la generación directa de sus representantes regionales, imprime mayor fortaleza, legitimidad y autenticidad a la representación, lo cual contribuye a la incorporación de mayores compromisos y responsabilidades en el desafío de ir creando región. Esto, sin duda, constituye una expresión concreta de mayor democracia en el proceso de descentralización.


Por otra parte, es pertinente destacar la diversa naturaleza de la representación de los consejeros regionales y la clara delimitación de sus competencias, respecto de las correspondientes a los parlamentarios. Resulta trascendente que todos estos representantes, así como la propia ciudadanía regional, comprendan la especial naturaleza y alcances de una y otra representación. La confusión práctica de estas representaciones, por disputa de atribuciones o por superposición de roles, sólo contribuiría a generar confusión en la ciudadanía, a riesgo de socavar uno y otro ámbito de representación.


El sentido y finalidad de los diversos tipos de representación están claramente concebidos en nuestro ordenamiento jurídico-institucional. Por lo mismo, aún cuando ambos tipos de representantes comparten similar escenario territorial, les corresponde desarrollar diferentes roles institucionales, asumiéndose en consecuencia, que dichas representaciones no pueden sino ser complementarias en un esfuerzo común, cual es el pleno desarrollo de los habitantes y de los territorios que aquellos representan.

6.
Transferencia de Competencias.


En el Artículo 103 de la Constitución Política, mediante la sustitución de su inciso primero, se propone un mecanismo concreto para la transferencia de competencias a los gobiernos regionales.


A través de esta fórmula, se consagra dentro de las atribuciones del Presidente de la República, en su calidad de Jefe de Estado y mediante decreto supremo, la facultad de traspasar a uno o más Gobiernos Regionales, determinadas competencias, ya sea del nivel central o de los servicios públicos que operen en la región, con los recursos y personal correspondientes al ejercicio de las mismas. En todo caso, tales competencias, una vez transferidas, deberán ejercerse de acuerdo a las órdenes e instrucciones que imparta el Intendente, en consideración a su calidad de órgano ejecutivo del Gobierno Regional.


Este mecanismo de traspaso de competencias pretende reforzar las capacidades de gestión de los gobiernos regionales, otorgándoles nuevos instrumentos de planificación y ejecución de las políticas públicas que a dichos entes descentralizados les corresponde formular y aplicar regionalmente.


La administración directa desde la región de determinadas competencias nacionales o sectoriales, puede constituirse en una herramienta formidable de gestión efectiva y acción directa en el área competencial de los gobiernos regionales. Precisamente por ello, es que esta transferencia deberá sustentarse en una decisión fundada y justificable por parte del Ejecutivo, pues exigirá que los gobiernos regionales tengan y demuestren, previamente, real capacidad para asumir el ejercicio de las competencias que se traspasen, sobre todo si está en juego la satisfacción de necesidades concretas a la ciudadanía.


Sin perjuicio de lo anterior, la ley orgánica deberá regular las condiciones, requisitos y procedimientos para operar la referida transferencia de competencias a los gobiernos regionales.

7.
Convenios de Programación.


También se ha estimado conveniente, modificar el inciso cuarto del Artículo 104 de la Constitución, con el objeto de ampliar la actual cobertura de los denominados “convenios de programación” de inversión pública en las regiones, que dicha disposición contempla.


Concretamente, se propone expandir la norma en cuanto a los eventuales participantes en la celebración de convenios regionales de inversión pública, hoy circunscrita a gobiernos regionales y ministerios, comprendiendo en lo sucesivo a los municipios, y permitiendo también su celebración entre gobiernos regionales. 


De este modo, se permitirá a los gobiernos regionales interactuar con los municipios de la región en los esfuerzos de inversión.

8.
Gobierno Interior.


Mediante las modificaciones que se propone incorporar al Artículo 105 de la Constitución Política, se pretende reforzar la función actualmente encomendada a los gobernadores, de ejercer las tareas de gobierno interior, especialmente aquellas destinadas a la mantención del orden público y la seguridad en la provincia.


Al consagrar constitucionalmente esta función preferente para los gobernadores, se logrará definir para ellos un ámbito de competencias específicas a las que deben abocarse especialmente, sin perjuicio de las demás funciones que le correspondan en materia de coordinación y supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia.


Por consiguiente, el sentido final de esta reforma, que se completará en la propia Ley Regional, es encomendar al gobernador, de manera prioritaria, las tareas tradicionalmente englobadas en el concepto de “gobierno interior”.


Esta reforma se complementa con aquella que redefine el rol del Intendente -expuesta con anterioridad- en donde se le asigna a éste una dedicación prioritaria a las tareas de “administración regional”, dirigiendo el conjunto de sus competencias y atribuciones al esfuerzo del desarrollo regional.

9.
Participación Intraregional.


Simultáneamente, al eliminarse el actual inciso final del Artículo 105 de la Carta Fundamental, se suprime el denominado Consejo Económico y Social, que la Constitución Política hoy contempla en el nivel provincial. 


Esta supresión no hace más que recoger la realidad que ha caracterizado a estos cuerpos colegiados desde su establecimiento constitucional en el año 1991, que en definitiva se ha traducido en serias dificultades para lograr, no sólo su funcionamiento, sino que incluso su propia instalación.


Al respecto, se ha estimado adecuado que la propia ley orgánica – por mandato constitucional - consagre espacios de discusión y participación en el nivel provincial, sin que ello se tenga que recoger necesariamente como una instancia orgánica formal. 


De esta forma, la normativa orgánica deberá establecer, con un cierto margen de flexibilidad, las bases que permitan consagrar instancias de participación intraregional, las cuales debieran ser definidas por los gobiernos regionales, atendiendo a su propia realidad territorial, en pos de una gestión más participativa y eficiente en la región.


En este sentido, se propone un nuevo artículo 106, en el cual se consagra esta nueva facultad de los gobiernos regionales, concebida como una disposición marco a desarrollarse en la respectiva normativa orgánica constitucional.

10. Áreas Metropolitanas.-


En otro orden de materias, el proyecto propone el establecimiento constitucional de una administración especial para las “áreas metropolitanas”, que se encargue de la prevención y solución de la problemática común que afecta a las comunas comprendidas en dichos ámbitos territoriales.


Para dicho efecto, mediante la incorporación de un nuevo inciso segundo al artículo 112 de la Constitución Política, se mandata a la ley orgánica constitucional respectiva para regular una administración especial para la áreas metropolitanas.


La práctica ha demostrado que la concurrencia de ciertos problemas muy típicos de estos territorios, supera con creces las competencias municipales, obligando a una coordinación entre ellas que normalmente es muy difícil o, incluso, imposible de conseguir. Al mismo tiempo, se advierte que aún para los gobiernos regionales con asiento en estas áreas metropolitanas, la prevención y solución de tal problemática común sobrepasa sus propias capacidades competenciales y financieras. 


En síntesis, la ausencia de una política y autoridad metropolitanas, ha generado un conjunto de soluciones incompletas o inapropiadas para la eficiente administración de estos ámbitos territoriales.


En este contexto, la presente reforma pretende consagrar una disposición que recoja la especificidad en el tratamiento de las áreas metropolitanas, componente hasta ahora inexistente en nuestro ordenamiento jurídico-constitucional, el cual, además, constituye un ingrediente que no puede estar ausente en el desarrollo de un proceso de descentralización.


Para ello, la disposición constitucional propuesta se aboca a recoger esta realidad territorial, caracterizarla y determinar los alcances generales de su regulación, encomendándose al legislador orgánico constitucional la determinación de la administración especial que regirá en estas “áreas metropolitanas”. El ejercicio de tal administración se encomienda a los gobiernos regionales hoy competentes en tales territorios, consagrándoles al efecto, atribuciones especiales y aún excluyentes de las establecidas para las municipalidades y los servicios públicos con competencias en los mismos territorios.

11. Otras Modificaciones.


Finalmente, el proyecto de reforma constitucional que se somete a vuestra consideración incluye tres modificaciones destinadas a la actualización o concordancia de algunos preceptos del Capítulo XIII de la Constitución.


En primer lugar, mediante la enmienda que se propone para el artículo 113, se actualiza la normativa sobre requisitos para los ser nombrado o elegido en los cargos de autoridades del gobierno interior, haciéndolos expresamente aplicables al cargo de alcalde, incorporación que resulta pertinente luego de consagrarse en nuestro ordenamiento político institucional la elección separada de alcalde y concejales.


Enseguida, en la misma disposición, se suprime la exigencia del requisito de residencia para intendentes y gobernadores, por considerarse que dicha exigencia limita inapropiadamente la facultad de nombramientos de cargos de confianza.


Finalmente, en el Artículo 114, se efectúa una modificación que tiene el carácter de simple concordancia conceptual, asumiendo las verdaderas denominaciones de los cargos señalados.


En mérito de los antecedentes expuestos, tengo el honor de someter a la consideración de la honorable Cámara de Diputados, para ser incluido en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:

1)
Suprímese, en el inciso primero del artículo 45, la expresión “trece”.

2)
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 99, por los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“La ley orgánica respectiva, establecerá el procedimiento para el estudio y evaluación de las modificaciones a la división político y administrativa del país.


Con todo, la creación, supresión y modificación de las regiones, provincias y comunas, como asimismo la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley de quórum calificado, de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el gobierno y administración de las zonas correspondientes a Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández se regirán por el estatuto especial que la ley orgánica constitucional respectiva establecerá.”.

3)
Incorpórase, en el artículo 100, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el intendente podrá dictar todas las normas generales y obligatorias que estime convenientes para la ejecución de las leyes en la región respectiva, sujetándose a las disposiciones reglamentarias nacionales que dicten los ministerios correspondientes. Las normas que se dicten en ejercicio de esta facultad estarán afectas al control de legalidad de la Contraloría General de la República.”.

4)
Sustitúyese el inciso primero del artículo 101, por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Artículo 101.-
El intendente ejercerá como órgano ejecutivo del gobierno regional y, en tal carácter, le corresponderá especialmente la promoción del desarrollo de la región. Presidirá el consejo regional y propondrá a éste aquellas materias que requieren su acuerdo.


El intendente ejercerá la coordinación, supervigilancia y fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región.”.

5)
Modifícase el artículo 102, de la siguiente forma:

a)
Suprímese, en el inciso primero, la frase final “la que regulará además su integración y organización”, y la coma (,) que la precede.

b)
Incorpórase un inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso tercero, del siguiente tenor:


“El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal de conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará la organización del consejo regional y el número de miembros que lo integrarán.”.

6)
Reemplázase el inciso primero del artículo 103, por el siguiente:


“Artículo 103.- La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado. El Presidente de la República, de propia iniciativa y mediante decreto supremo, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, determinadas competencias del nivel central o de los servicios públicos que operen en la región, y los recursos y personal correspondientes al ejercicio de tales competencias, de conformidad al procedimiento establecido en la ley orgánica respectiva.”.

7)
Reemplázase el inciso cuarto del artículo 104, por el siguiente:


“A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios, podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades. La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas generales que regularán la suscripción y ejecución de los referidos convenios.”.

8)
Introdúzcanse las siguientes modificaciones al artículo 105:

a)
En el inciso segundo, antepóngase a su texto, la siguiente oración:


“El gobernador ejercerá las tareas de gobierno interior, especialmente las destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes.”.

b)
Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente: 


“Los gobernadores, en los casos y forma que determine la ley, podrán designar delegados para el ejercicio de sus atribuciones en una o más localidades de la provincia respectiva.”.

9)
Sustitúyese el artículo 106, por el siguiente:


“Artículo 106.-
La ley orgánica constitucional respectiva determinará las bases generales conforme a las cuales cada gobierno regional podrá, a iniciativa del intendente, establecer instancias de participación al interior de cada región, en el contexto de las competencias propias del gobierno regional.”.

10) Incorpórase, en el artículo 112, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará una administración especial para las áreas metropolitanas. Dicha administración será ejercida por los gobiernos regionales competentes en dichas áreas, estableciéndose al efecto funciones y atribuciones especiales y aun excluyentes de las que correspondan a las municipalidades y los servicios públicos con competencia en los mismos territorios. La misma ley establecerá las condiciones que permitan conferir a determinados territorios la calidad de área metropolitana, como asimismo las formalidades bajo las cuales el Presidente de la República podrá decretar dicha calidad.”.

11) Modifícase el artículo 113, de la siguiente forma:

a)
Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 113.-
Para ser nombrado intendente o gobernador y para ser elegido consejero regional, alcalde o concejal se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio y cumplir los demás requisitos de idoneidad que la ley señale. Tratándose de los cargos de consejero regional, alcalde y concejal se requerirá además residir en la región, a lo menos en los dos últimos años anteriores a la elección.”.

b)
Reemplázase en el inciso segundo la expresiones “miembro del consejo regional” por las expresiones “consejero regional, alcalde”.

12) Reemplázase en el artículo 114, las expresiones “alcaldes, de miembro del consejo regional y de concejal” por las expresiones “alcalde, consejero regional y concejal”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JOSÉ MIGUEL 
INSULZA SALINAS, Ministro del Interior”.

3.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el protocolo relativo a las inmunidades del banco de pagos internacionales, adoptado en Bruselas el 30 de julio de 1936, y suscrito por la República de Chile el 2 de septiembre de 2003. (boletín Nº 3437-10)
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Protocolo Relativo a las Inmunidades del Banco de Pagos Internacionales, adoptado en Bruselas el 30 de julio de 1936, y suscrito por la República de Chile el 2 de septiembre de 2003.

El Gobierno que me honro en presidir, consciente de la importancia que significa para nuestro país la más amplia participación en el ámbito internacional, tiene el mayor interés que el Banco Central de Chile pueda incorporarse a una entidad financiera internacional de reconocido prestigio.

I. ANTECEDENTES.


Por cartas de fechas 23 y 28 de mayo y de 30 de junio de 2003, el Banco de Pagos Internacionales (BPI), invitó al Banco Central de Chile (Bcch) para que se incorpore como miembro de la referida entidad financiera internacional mediante la suscripción de 3.000 acciones de esa entidad. 


El ingreso del Bcch al BPI implica no sólo la suscripción de dichas acciones, sino también la obligación de aceptar los Estatutos que rigen a esa Institución, constituida por la Convención adoptada en La Haya el 20 de enero de 1930, complementada por un Protocolo de inmunidades a favor de dicho organismo internacional, de 30 de julio de 1936. 


Al efecto, cabe hacer presente que el Banco Central de Chile está facultado para participar directamente en organismos financieros extranjeros o internacionales y operar con ellos, de conformidad a lo previsto en el Nº 1 del Artículo 38 de su Ley Orgánica Constitucional, contenida en el Artículo Primero de la Ley Nº 18.840.


De acuerdo con lo expuesto, el Banco Central de Chile, mediante Acuerdo Nº 1073-04-030710 de su Consejo, resolvió aceptar la oferta de incorporación que se le formulara, teniendo presente que uno de los objetivos fijados al BCCH en su Ley Orgánica Constitucional consiste en velar por la estabilidad de la moneda y el normal funcionamiento de los pagos internos y externos, lo cual coincide con el principal propósito del citado organismo financiero internacional, cual es fomentar la cooperación internacional con miras a promover la estabilidad financiera y monetaria. 


La referida aceptación, tal como consta en el Acuerdo citado, quedó subordinada a la condición de que el Estado de Chile reconozca al BPI inmunidades de jurisdicción y de ejecución, aspectos considerados en los Estatutos del BIP (Artículo 55) y en el Protocolo de Bruselas de 30 de julio de 1936, requisito indispensable para el BCCH pueda incorporarse al BPI en carácter de accionista del mismo.


Acorde con lo expuesto, el Banco Central, mediante Oficio Ord. Nº 15.315, de 11 de julio de 2003, solicitó al Ministerio de Relaciones Exteriores realizar los trámites requeridos para que se concedan las citadas inmunidades a favor del BPI, considerando, a este respecto, que el Consejo de Administración de dicha entidad internacional otorgó a los Bancos Centrales invitados a incorporarse al mismo, incluido el Banco Central de Chile, el plazo común de noventa días, contado desde la invitación oficial efectuada con fecha 30 de junio de 2003, para suscribir las acciones respectivas. 


El Gobierno, consciente de la importancia que significa para nuestro país la más amplia participación en el ámbito internacional, tiene el mayor interés que el Banco Central de Chile pueda incorporarse a una entidad financiera internacional de reconocido prestigio.


Por este motivo, es necesario dar cumplimiento a los trámites requeridos para que el Estado de Chile reconozca al Banco de Pagos Internacionales las inmunidades de jurisdicción y de ejecución antes mencionadas, dentro del plazo que se le ha otorgado.

II. EL BANCO DE PAGOS INTERNACIONALES.


La constitución del BPI deriva de la Convención celebrada en La Haya, el 20 de enero de 1930, por Alemania, Bélgica, Francia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Italia, Japón y la Confederación Suiza, país este último donde se encuentra domiciliado dicho organismo financiero internacional. 


Al efecto, la citada Convención otorga fuerza obligatoria a la Carta Constitutiva del BPI (“Constituent Charter”), a la cual se anexan los Estatutos que rigen al mismo y cuya aprobación consta de la referida Carta Constitutiva (sección 2). 


Sobre esta base, cabe agregar que el BPI se estructura bajo la forma jurídica de una sociedad anónima por acciones revestida del carácter de organización internacional, regida por el Derecho Internacional, que disfruta de los privilegios e inmunidades necesarios para el ejercicio de sus funciones, cuyo alcance, en lo que se refiere a las inmunidades de jurisdicción y de ejecución, se encuentra precisado en el Protocolo de Bruselas de 1936.


Por su parte, y en cuanto a los antecedentes históricos y económicos que sitúan la creación del BPI, cabe considerar que constituye la organización financiera internacional más antigua del mundo, que se originó con el Plan Young (1930), que de acuerdo con el Tratado de Versalles, imponía a Alemania pagos de reparación por la Primera Guerra Mundial, que serían recibidos y custodiados por el BPI.


Junto con esa tarea, se le confirió al BPI el rol de promotor de la cooperación entre bancos centrales. 


En la actualidad, y sin perjuicio de las operaciones bancarias que le autorizan sus Estatutos, el BPI cumple también las siguientes funciones principales:

a)
Foro para fomentar la cooperación monetaria y financiera entre bancos centrales y en la comunidad financiera internacional;

b)
Centro de investigación económica y monetaria, dotado también de funciones estadísticas;

c)
Entidad contraparte en las transacciones financieras de los bancos centrales y de organizaciones internacionales; y

d)
Agente depositario de garantías para operaciones financieras internacionales, sin perjuicio de otorgar financiamiento adicional al sistema monetario internacional.


Adicionalmente, el BPI ofrece una amplia gama de servicios bancarios diseñados específicamente para bancos centrales y el manejo de sus reservas. 


El BPI no acepta depósitos ni entrega servicios financieros a personas naturales o empresas, y le está prohibido proveer recursos a gobiernos o abrir cuentas corrientes a nombre de ellos.


Actualmente, son miembros del BPI cincuenta instituciones con derecho a representación y a voto en las Reuniones Generales. 


Tales instituciones son los Bancos Centrales o autoridades monetarias de Alemania, Arabia Saudita, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Bulgaria, Canadá, China, Corea, Croacia, Dinamarca, Eslovenia, Eslovaquia, España, Estados Unidos de América, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Hong Kong RAE, Hungría, India, Irlanda, Islandia, Italia, Japón, Letonia, Lituania, Malasia, México, Noruega, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, República de Macedonia, Rumania, Rusia, Singapur, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Tailandia, Turquía, Yugoslavia y el Banco Central Europeo.


Cabe señalar que junto a la invitación efectuada al Banco Central de Chile, el BPI, simultáneamente, ofreció incorporarse a dicha entidad a los Bancos Centrales de Argelia, Filipinas, Indonesia, Israel y Nueva Zelandia, mediante la suscripción de 3.000 acciones de su emisión. 


Estas nuevas invitaciones constituyen otro paso en un proceso que comenzó en 1996, con la invitación a nueve bancos centrales incluidos Brasil y México, y continuó en 1999, ocasión en que se incorporaron en las mismas condiciones cuatro nuevos miembros, incluida Argentina.

III. PRINCIPALES BENEFICIOS ASOCIADOS A LA INCORPORACIÓN DEL BANCO CENTRAL DE CHILE AL BANCO DE PAGOS INTERNACIONALES.


A continuación se describen algunos de los principales beneficios que involucraría para el Bcch ser miembro accionista del BPI:

1.
Perfeccionamiento de la calidad de la política económica y gestión del Banco Central de Chile.


Como miembro accionista del BPI, el Bcch tendrá derecho a participar con voz y voto en la Asamblea General Anual; en las reuniones bimestrales del Consejo de Directores del BPI; en reuniones extraordinarias de accionistas; y en reuniones de la región. 


Estas instancias, en que participan los gobernadores de los Bancos Centrales, favorecen la cooperación entre los institutos emisores en asuntos vinculados a la vigilancia y análisis de la evolución y comportamiento de los mercados financieros, el seguimiento de los sistemas de pagos y de liquidación y las perspectivas económicas y financieras globales y regionales.


Adicionalmente, existen una serie de comités y grupos de trabajo que tienen su Secretaría en el BPI, tales como el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea, el Comité de Sistemas de Pagos y Liquidación y el Comité sobre el Sistema Financiero Global, lo que facilitaría la participación del Bcch al ser miembro accionista del BPI. 


Por otro lado, el BPI genera importantes estudios, encuestas y estadísticas periódicas que son de gran relevancia para la banca central, y el Bcch podrá tener mayor injerencia en la dirección de dichas iniciativas, adecuándolas a sus intereses y necesidades propias.


Lo anterior, unido a la gran capacidad de coordinación de esta entidad internacional respecto de los principales bancos centrales del mundo, hace que la participación del Bcch en el BPI contribuya de manera sustancial a mejorar la calidad de la política económica y gestión del Banco Central de Chile.

2.
Mayor integración del Banco Central de Chile y la economía chilena a la economía mundial.


Incorporarse como miembro accionista del BPI, constituye un reconocimiento significativo de las demás instituciones que lo conforman a la importancia sistémica del Bcch, su contribución a la cooperación monetaria internacional y a la solidez de sus políticas y la estabilidad macroeconómica del país. 


Como se puede apreciar en la lista de miembros, el Banco Central de Chile se integraría al grupo constituido por los Bancos Centrales más relevantes del mundo, lo que reforzará la presencia de Chile en la comunidad financiera y monetaria internacional, y propiciará una mejor difusión de los sólidos fundamentos de la economía chilena, contribuyendo de este modo a lograr menores costos de financiamiento externo y disminuir la vulnerabilidad externa de la economía.


Por otro lado, y si bien el Bcch ya ha participado en varias iniciativas del BPI , incluyendo bases de datos, encuestas sobre el mercado de divisas y derivados, estadísticas bancarias internacionales, y el Central Bank Governance Network, ser miembro del BPI le permitirá concretar y vincular de mejor manera su relación con las actividades del citado organismos internacional. 


Ello resulta concordante con la orientación general de la política económica del Gobierno, en el sentido de proceder a la integración económica y financiera creciente de nuestro país hacia los mercados internacionales y las instancias de cooperación relevantes.

3.
Ventajas de índole monetaria, financiera y de liquidez.


La incorporación del Bcch al BPI tendría claros efectos de carácter monetario, financiero y de liquidez.

a.
Ventajas de índole monetaria.


El Bcch realizará un pago de aproximadamente US$ 58.245.369, por la parte al contado, al momento de suscribir las 3.000 acciones que se ofrecen a los nuevos miembros, y asumirá un pasivo contingente de US$ 15.986.250, por el saldo de las acciones suscritas que podría exigírsele con tres meses de anticipación y siempre que lo acuerde el Consejo Directivo del BPI con los dos tercios de sus miembros. 


El precio, que equivale a aproximadamente a US$ 19.415 por acción, refleja la valoración hecha sobre la base del valor de los activos netos del BPI descontado en un 30%, y dividido por el número de acciones suscritas del BPI.


Esta fórmula es la misma que se utilizó al ofrecerle acciones a los otros bancos centrales invitados a ser miembros del BPI a partir de 1996 y, además, fue establecida en noviembre del 2002 por un Tribunal Arbitral establecido en La Haya para determinar la compensación monetaria por la recompra forzosa de acciones pertenecientes a los accionistas privados del BPI.

b.
Ventajas de índole financiera.


La suscripción de las acciones del BPI otorga a los accionistas el derecho a recibir un dividendo anual y en tal sentido, la política de dividendos ha sido la de aumentar el dividendo en 20 francos suizos por acción cada año desde 1997, llegando a 400 CHF, por acción, el año 2003. 


Este retorno, asociado al pago de dividendos, más el vinculado a las ganancias de capital producto del aumento del precio de la acción, ha reportado una importante rentabilidad en los últimos años, y si bien no hay garantía de que estos retornos se repitan en el futuro, la información histórica sobre estas variables y las políticas del BPI indican que no existe un costo financiero evidente para el Bcch de ingresar al BPI.

c.
Ventajas de liquidez.


Las acciones del BPI tiene liquidez limitada, por cuanto no se transan en mercados secundarios, y sólo pueden ser adquiridas por otros Bancos Centrales o por instituciones financieras calificadas por el BPI y, en ambos casos, se requiere autorización previa del Consejo Directivo. 


Tampoco se ha contemplado algún procedimiento específico conforme al cual se autorice al BPI a recomprar acciones emitidas por éste, por lo que las acciones que se suscriban tendrá el carácter de activo del Banco representativo de una inversión permanente. 


Sin embargo, si bien ser miembro del BPI no otorga ningún derecho explícito de recibir créditos, entrega mayores probabilidades y mejores condiciones para acceder a líneas de crédito u otras facilidades financieras que pueda otorgar dicho organismo, cuyo orden de magnitud podría exceder el monto de la inversión requerida para ingresar al BPI. 


Estas facilidades financieras se sustentan tanto en la historia bilateral del Bcch con el BPI, como en el otorgamiento de este tipo de apoyo a otros bancos centrales del pasado.

IV. EL PROTOCOLO DE BRUSELAS DE 1936.


El ámbito de aplicación del Protocolo de Bruselas se enmarca dentro del contexto de las inmunidades otorgadas por la Sección 10 de la Carta Constitutiva del BPI y el Artículo 55 de los Estatutos de dicha entidad, que forman parte de la misma. 


Al efecto, y en virtud de la referida Sección 10, el Gobierno Federal Suizo concedió, respecto de los demás Estados signatarios de la Convención relativa al BPI, inmunidad a éste, sus propiedades, activos, depósitos y otros fondos confiados al mismo, en tiempo de paz o de guerra, respecto de cualquier medida, tales como expropiación, requisición, secuestro, confiscación, prohibición o restricción de importar o exportar oro o moneda, y otras de similar naturaleza. 


Lo anterior se vincula también con lo dispuesto en el Párrafo 2º del Artículo X del “Acuerdo con Alemania” firmado en La Haya el 20 de enero de 1930, con el objeto de resolver de manera definitiva las reparaciones que dicho Estado debía efectuar como consecuencia del Tratado de Versalles, acuerdo en el cual se reconoció, originalmente, la necesidad de constituir el BPI (Artículo VI) y otorgarle las referidas inmunidades.


El “Acuerdo con Alemania” fue suscrito por Alemania, Bélgica, Gran Bretaña, Canadá, Australia, Nueva Zelandia, La Unión de Sudáfrica, India, Francia, Grecia, Italia, Japón, 
Portugal, Rumania, Checoslovaquia y la ex Yugoslavia.


Cabe señalar que el Protocolo de Inmunidades fue adoptado, tal como consta en su Preámbulo, por estimarse que la inmunidad otorgada al BPI por los Estados signatarios del “Acuerdo con Alemania” (Art. X) y en la Carta Constitutiva del BPI (Sección 10), reflejaban de manera imperfecta la intención de las Partes Contratantes a este respecto. 


De esta forma, y al advertirse que la aplicación efectiva de tales inmunidades resultaba esencial para el cumplimiento de las funciones del BPI, el Protocolo definió el ámbito de aplicación de la inmunidad mencionada, aclarando lo dispuesto por las convenciones internacionales antes citadas.


A la fecha, son Partes de este Protocolo la República Federal de Alemania, Bélgica, 
Canadá, Francia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Grecia, India, Irlanda, Italia, Japón, Países Bajos, Nueva Zelandia, Polonia, Portugal, Rumania, Sudáfrica, Suiza, Turquía, Yugoslavia, Eslovenia, Croacia, China, Singapur y México.

V. CONTENIDO DEL PROTOCOLO.


El Protocolo Relativo a las Inmunidades del Banco de Pagos Internacionales consta de un Preámbulo y de 6 Artículos Permanentes.


En su Artículo 1 señala que el BPI, su propiedad y activos, así como la propiedad y activos de terceros que se le hayan confiado al mismo o se le confíen, sean dinero u otros bienes fungibles, lingotes de oro, plata o cualquier otro metal, objetos preciosos, valores o cualquier otro objeto que pueda ser depositado de acuerdo a la práctica bancaria, están exceptuados de las medidas indicadas en el Párrafo 2º del Artículo X del “Acuerdo con Alemania” y la Sección 10 de la Carta Constitutiva del BPI.


Además, dispone que la propiedad y activos de terceros, mantenidos por cualquier institución o persona, por instrucciones, a nombre o por cuenta del BPI, se considerarán confiadas a este último y, por ende, gozarán de la inmunidad referida.


Su Artículo 2, enseguida, indica que el Protocolo entrará en vigor, respecto de las partes, una vez que las mismas depositen los instrumentos de ratificación pertinentes, salvo que renuncien, al momento de la suscripción del mismo, al procedimiento de ratificación.


Luego, el Artículo 3 dispone que los Gobiernos no signatarios del “Acuerdo con Alemania” que sean o puedan hacerse parte de dicho Acuerdo, podrán incorporarse al Protocolo, notificando por escrito su intención al Reino de Bélgica.


A continuación, el Artículo 4 establece que los Gobiernos no signatarios del “Acuerdo con Alemania” podrán hacerse parte del Protocolo firmando el original del mismo, sujeto a ratificación si es necesario, el que permanece depositado en el Ministerio de Asuntos Exteriores y Comercio Exterior belga, determinando también que los Estados firmantes bajo la condición antedicha quedarán regidos por las disposiciones pertinentes del “Acuerdo con Alemania” (Artículos, X y XV y Anexo III), confiriendo jurisdicción al Tribunal Arbitral que establece dicho Acuerdo en lo que se refiere al Artículo X del mismo y al Protocolo.


Sobre esta base, cabe recordar que Chile suscribió, sujeto a ratificación, este Protocolo el día 2 de septiembre de 2003.


El Artículo 5, por su parte, contiene la obligación del Gobierno belga de enviar a todos los signatarios del Protocolo una copia certificada de éste y del testimonio del depósito de las ratificaciones efectuadas conforme al mismo.


Por último, el Artículo 6 da cuenta de los idiomas oficiales en que consta el Protocolo.


En mérito de lo precedentemente expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo Unico.- Apruébase el “Protocolo Relativo a las Inmunidades del Banco de Pagos Internacionales”, adoptado en Bruselas el 30 de julio de 1936, y suscrito por la República de Chile el 2 de septiembre de 2003.”.


Dios guarde a V.E.,


RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD 
ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL PROTOCOLO RELATIVO A LAS INMUNIDADES DEL BANCO DE PAGOS INTERNACIONALES, ADOPTADO EN BRUSELAS EL 30 DE JULIO DE 1936, Y SUSCRITO POR LA REPÚBLICA DE

CHILE EL 2 DE SEPTIEMBRE DE 2003

(Mensaje Nº 56-350)


Mediante mensaje Nº 56-350 del 8 de octubre de 2003 se ha iniciado un proyecto de acuerdo que consta de un artículo único, mediante el cual se aprueba el “Protocolo Relativo a las inmunidades del Banco de Pagos Internacionales” adoptado en Bruselas el 30 de julio de 1936, y suscrito por la República de Chile el 2 de septiembre de 2003.


El Banco de Pagos Internacionales (BPI), ese una organización internacional que fomenta la cooperación monetaria y financiera internacional y que actúa como banco para los bancos centrales.


El BIP fue fundado en 1930, y se estructura bajo la forma jurídica de una sociedad anónima por acciones, revestida del carácter de internacional, regida por el derecho internacional, que goza de privilegios e inmunidades para el ejercicio de sus funciones, cuyo alcance, en lo que respecta a las inmunidades de jurisdicción y de ejecución, se encuentran precisados en el Protocolo de Bruselas de 1936.


La incorporación del Banco Central de Chile al BIP implica la obligación de suscribir 3.000 acciones por las cuales realizará un pago al contado de US$ 58.245.369, equivalente al 75% del aporte comprometido y por el 25% restante asumirá un pasivo contingente de 
US$ 15.986.250, que podría exigírsele con tres meses de anticipación y siempre que lo acuerde el Consejo Directivo del BPI con los dos tercios de sus miembros.


La Ley Orgánica del Banco Central de Chile (Bcch) lo que faculta a participar directamente en organismos financieros extranjeros o internacionales y a operar con ellos, no obstante la incorporación del Bcch al BPI queda subordinada a la condición de que el Estado de Chile reconozca al BPI inmunidad de jurisdicción y de ejecución, aspectos considerados en los Estatutos del BPI y en el Protocolo de Bruselas de 30 de julio de 1930, requisito indispensable para que el Bcch pueda incorporarse al BPI en carácter de accionista del mismo.


Esta iniciativa no tiene costo fiscal.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

TRADUCCIÓN AUTÉNTICA

I-653/03

Protocolo relativo a las inmunidades del Banco de Pagos Internacionales

(de 30 de julio de 1936)


Los representantes debidamente autorizados del Gobierno de su Majestad el rey de los belgas, el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, el Gobierno de Canadá, el Gobierno de la Commonwealth de Australia, el Gobierno de Nueva Zelanda, el Gobierno de la Unión Sudafricana, el Gobierno de la India, el Gobierno de la República Francesa, el Gobierno de su Majestad el rey de los Helenos, el Gobierno de su Majestad el rey de Italia, el Gobierno de su Majestad el Embajador de Japón, el Gobierno de la República de Polonia, el Gobierno de la República de Portugal, el Gobierno de su Majestad el rey de Rumania, el Gobierno de la Confederación Suiza, el Gobierno de su Majestad el rey de 
Yugoslavia;


Considerando


Que en el artículo X, apartado 2, del Acuerdo con Alemania
 que fue firmado en La Haya el 20 de enero de 1930 y que ha entrado debidamente en vigor, sus respectivos gobiernos (con excepción de la Confederación Suiza) confirieron al Banco de Pagos Internacionales, cuya constitución fue prevista en el Plan de Expertos del 7 de junio de 1929, ciertas inmunidades en lo que respecta a los bienes y activos del banco, así como a aquellos que pudieren ser confiados al banco;


Que por una Convención firmada en La Haya en la misma fecha antes mencionada y que adquirió fuerza de ley en Suiza, el Gobierno de la Confederación Suiza se comprometió con los gobiernos de Alemania, Bélgica, Francia, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Italia y Japón a otorgar al Banco de Pagos Internacionales, en el caso de su establecimiento en Basilea, una Carta Constitutiva que en el Artículo 10 le confiere inmunidades similares a las contempladas en el Artículo X, apartado 2, del Acuerdo con Alemania.


Y que el Artículo X, apartado 2, del Acuerdo con Alemania y el Artículo 10 de la Carta Constitutiva subsecuente a la Convención con la Confederación Suiza sólo expresan de manera imperfecta la intención de las Partes Contratantes y pueden plantear dificultades de interpretación, es importante definir el alcance de dichos artículos y reemplazar los términos empleados por expresiones más claras y con mayor capacidad para garantizar a las operaciones del Banco de Pagos Internacionales las inmunidades que son indispensables para llevar a cabo su misión;


Han acordado lo siguiente:

Artículo 1


El Banco de Pagos Internacionales, sus bienes y activos, así como todos los bienes y activos que le son o serán confiados, ya se trate de numerario u otros bienes fungibles, lingotes de oro, plata o cualquier otro metal, objetos preciosos, valores o cualquier otro objeto cuyo depósito sea admitido por la práctica bancaria, están exentos de las disposiciones o medidas a que se refieren el apartado 2 del Artículo X del Acuerdo con Alemania y el Artículo 10 de la Carta Constitutiva subsecuente a la Convención celebrada con Suiza el 20 de enero de 1930.


En lo que respecta a los bienes y activos de terceros que estén en poder de cualquier otra institución o persona por instrucciones, en nombre o por cuenta del Banco de Pagos Internacionales, se entenderá que han sido confiados al Banco de Pagos Internacionales y que gozan de las inmunidades establecidas en los artículos antes mencionados por el mismo derecho que los bienes y activos que el Banco de Pagos Internacionales tenga en su poder por cuenta de terceros, en los inmuebles destinados a este efecto por el banco, sus sucursales o sus agencias.

Artículo 2


El presente Protocolo entrará en vigor, para cada Parte Contratante, en la fecha de depósito de su instrumento de ratificación en el Ministerio de Asuntos Exteriores y Comercio Exterior de Bélgica. Entrará en vigor de inmediato para aquellas Partes Contratantes que al momento de firmar la Convención declaren que renuncian al procedimiento de ratificación.

Artículo 3


Los Gobiernos no signatarios que sean o llegaren a ser Partes del Acuerdo con Alemania, firmado en La Haya el 20 de enero de 1930, podrán adherirse a la presente Convención.


Todo gobierno que desee adherirse debe notificar su intención por escrito al Gobierno belga, transmitiéndole el documento de adhesión.

Artículo 4


Los Gobiernos no signatarios del Acuerdo con Alemania firmado en La Haya el 20 de enero de 1930 podrán ser Partes de la presente Convención mediante la firma, sujeta a ratificación si es necesario, del original de esta Convención, que permanecerá depositado en los archivos del Ministerio de Asuntos Exteriores y Comercio Exterior de Bélgica. La firma así estampada por un Gobierno no signatario del Acuerdo con Alemania implicará adhesión a los Artículos X y XV del Acuerdo con Alemania de 20 de enero de 1930, así como al Anexo XII del mismo Acuerdo, que establece el procedimiento ante el Tribunal Arbitral, a cuya jurisdicción los Gobiernos en cuestión se habrán así sometido en lo que respecta a la aplicación e interpretación de dicho Artículo X y de la presente Convención.

Artículo 5


El Gobierno belga hará llegar a todos los Gobiernos signatarios, y al Banco de Pagos Internacionales, una copia certificada de la presente Convención, del acta del depósito de las primeras ratificaciones, de las ratificaciones posteriores y de las declaraciones de adhesión contempladas en los artículos precedentes.

Artículo 6


La presente Convención ha sido redactada en los idiomas francés e inglés en un solo ejemplar, que permanecerá depositado en los archivos del Gobierno belga.


Hecho en Bruselas a 30 de julio de 1936.


Santiago, Chile, a 28 de julio de 2003.


(Fdo.): La traductora oficial”.

TRADUCCIÓN AUTÉNTICA

I-651/.3

Convención relativa al Banco de Pagos Internacionales

(de 20 de enero de 1930)

Los representantes debidamente autorizados de los Gobiernos de Alemania, Bélgica, Francia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Italia y Japón,1 por una parte;


Y los representantes debidamente autorizados del Gobierno de la Confederación Suiza, por otra parte;


Reunidos en la Conferencia de La Haya en el mes de enero de 1930, han acordado lo siguiente:

***
Artículo 1.- Suiza se compromete a otorgar, sin demora, al Banco de Pagos Internacionales la Carta Constitutiva que sigue a continuación y que tiene fuerza de ley; a no derogar dicha Carta, a no modificarla ni complementarla y a no sancionar las modificaciones a los Estatutos del Banco a que se hace referencia en el apartado 4 de la Carta, a menos que los otros Gobiernos signatarios estén de acuerdo.


Artículo 2.- Toda controversia entre el Gobierno suizo y cualquiera de los otros Gobiernos signatarios en relación con la interpretación o aplicación de la presente Convenión, será sometida al Tribunal Arbitral contemplado en el Acuerdo de La Haya de enero de 1930. El Gobierno suizo podrá designar a un miembro, que integrará dicho tribunal con ocasión de dichas controversias, y el presidente tendrá un voto de calidad. Al recurrir a ese Tribunal, las Partes de todos modos podrán ponerse de acuerdo para someter su controversia al presidente o a uno de los miembros del Tribunal elegido para actuar como árbitro único.


Artículo 3.- La presente Convención se celebrará por un período de 15 años. Por parte de Suiza se celebra sujeta a ratificación y entrará en vigor en cuanto sea ratificada por el Gobierno de la Confederación Suiza.


El instrumento de ratificación será depositado en poder del Ministerio de Asuntos Exteriores en París. Una vez que la Convención entre en vigor, el Gobierno suizo iniciará el procedimiento constitucional necesario a fin de obtener del pueblo suizo su asentimiento para mantener en vigor las disposiciones de la presente Convención durante toda la existencia del banco. En cuanto esas medidas hayan surtido plenos efectos, el Gobierno suizo notificará a los otros gobiernos signatarios y las mismas disposiciones tendrán validez durante toda la existencia del banco.2

(Texto de la Carta Constitutiva).


Hecho en La Haya, a 20 de enero de 1930.


Santiago, Chile, a 28 de julio de 2003.


(Fdo.): La traductora oficial”.

TRADUCCIÓN AUTÉNTICA

I-654/06

BANCO DE PAGOS INTERNACIONALES

Estatutos del Banco de Pagos Internacionales

(de 20 de enero de 1930; texto modificado al 10 de marzo de 2003)1
Capítulo I

Nombre, Sede y Objetos

Artículo 1


Se constituye con el nombre de Banco de Pagos Internacionales (en adelante denominado “el Banco”) una sociedad anónima por acciones.

Artículo 2


El domicilio social del banco estará ubicado en Basilea, Suiza.

Artículo 3


El banco tendrá por objeto promover la cooperación entre los bancos centrales y proporcionar facilidades adicionales para la realización de las operaciones financieras internacionales; y actuar como fiduciario o como agente en lo que respecta a los pagos financieros internacionales que le serán confiados en virtud de acuerdos celebrados con las partes interesadas.

Capítulo II

Capital

Artículo 4
1)
El capital autorizado del banco será de tres mil millones de Derechos Especiales de Giro (DEG), definidos periódicamente por el Fondo Monetario Internacional.2
2)
El capital autorizado se dividirá en 600.000 acciones de igual valor nominal, en tres tramos de 200.000 acciones cada uno.

3)
El valor nominal de cada acción y el monto que quede por pagar se indicarán en el anverso de los títulos de acciones que el banco podrá emitir con arreglo a lo dispuesto en el Artículo 16.

Artículo 5


El Directorio, resolviendo por mayoría de dos tercios, podrá emitir, cuando lo estime oportuno, en una o más ocasiones un tercer tramo de 200.000 acciones y distribuirlas de acuerdo con las disposiciones del Artículo 8.

Artículo 7

1)
Sólo un veinticinco por ciento del valor de cada acción será pagado al momento de la suscripción. El pago del saldo podrá ser requerido en una o más fechas posteriores, al arbitrio del Directorio. Dichos requerimientos serán notificados con tres meses de antelación.

2)
Si un accionista no pagare el importe requerido respecto del total de una acción el día fijado para el pago del mismo, el Directorio, luego de dar un aviso razonable a dicho accionista, podrá privarlo de sus derechos sobre la acción respecto del cual el importe requerido no hubiere sido pagado. Dicha acción podrá ser vendida en los términos y de la manera que el Directorio estime conveniente, y el Directorio podrá formalizar una transferencia en favor de la persona o sociedad a la que fuere vendida la acción. El producto de la venta podrá ser recibido por el banco, que pagará al accionista moroso la parte del producto neto que exceda del monto requerido y no pagado.

Artículo 8

1)
El capital del banco podrá ser aumentado o reducido a propuesta del Directorio hecha por mayoría de dos tercios.

2)
En el caso de un aumento del capital autorizado del banco o de una nueva emisión de acciones, la distribución entre los países será fijada por el directorio por mayoría de dos tercios. Los bancos centrales de Bélgica, Inglaterra, Alemania, Italia y los Estados Unidos de América, o alguna otra institución financiera de este último país que sea aceptable para los bancos centrales antes mencionados, tendrán derecho a suscribir o adoptar las disposiciones necesarias para la suscripción, en iguales proporciones, de a lo menos un cincuenta y cinco por ciento de dichas acciones adicionales.

3)
Al extender las invitaciones para suscribir el monto del aumento del capital no absorbido por los bancos mencionados en el apartado 2, el directorio deberá tener en cuenta la conveniencia de hacer participar en el banco al mayor número posible de bancos centrales que aporten una contribución substancial a la cooperación monetaria internacional y a las actividades del banco.

Artículo 9


Las acciones suscritas con el arreglo al Artículo 8 por los bancos mencionados en el apartado 2 de dicho artículo podrán ser puestas a disposición del banco en cualquier momento para su anulación y la emisión de un número equivalente de acciones. El directorio, resolviendo por mayoría de dos tercios, adoptará las medidas necesarias.

Artículo 10


No se podrán emitir acciones bajo la par.

Artículo 11


La responsabilidad de los accionistas estará limitada al valor nominal de sus acciones.

Artículo 12

1)
Las acciones serán nominativas y su transferencia deberá ser inscrita en los libros del banco.

2)
Ninguna acción podrá ser transferida sin el consentimiento previo del banco y del banco central o institución que actúe en lugar de un banco central que ha emitido las acciones en cuestión o por intermedio del cual dichas acciones fueron emitidas.

Artículo 13


Las acciones gozan de idénticos derechos en el reparto de utilidades del banco y en toda distribución de activos efectuada en conformidad con los artículos 51, 52 y 53 de los estatutos.

Artículo 14


La propiedad de una acción del banco no conlleva derecho alguno de voto ni de representación en la asamblea general. Los derechos de representación y de voto serán ejercidos, en proporción al número de acciones suscritas en cada país, por el banco central de ese país o por la persona designada por dicho banco. Si el banco central de un país no deseare ejercer tales derechos, estos podrán ser ejercidos por una institución financiera de reputación ampliamente reconocida y de la misma nacionalidad, designada por el directorio y no objetada por el banco central del país en cuestión. En aquellos casos en que no exista un banco central, si el directorio lo estima oportuno, esos derechos podrán ser ejercidos por una institución financiera competente del país en cuestión elegida por el directorio.

Artículo 15


Las acciones sólo podrán ser suscritas o adquiridas por bancos centrales o por instituciones financieras designadas por el directorio en los términos y condiciones establecidos en el artículo 14.

Artículo 16


El banco podrá emitir títulos de acciones a sus accionistas, si lo estima oportuno.

Artículo 17


La propiedad de acciones del banco implica aceptación de los estatutos del banco.

Artículo 18


La propiedad de una acción del banco se prueba por la inscripción del nombre del accionista en los libros del banco.

Artículo 18 (A)

(Disposiciones transitorias)

En conformidad con las decisiones de Asamblea General Extraordinaria celebrada el 8 de enero de 2001 y a fin de asegurar el respeto del nuevo artículo 15 de los estatutos, el banco procederá a la recompra obligatoria de cada una de las acciones que, a esa fecha, estén inscritas a nombre de un accionista que no sea un banco central (un “accionista privado”), 
contra pago de una indemnización de 16.000 francos suizos por cada acción, según las modalidades que se definen a continuación:

1)
Con fecha 8 de enero de 2001, se anulará la inscripción de los accionistas privados en los libros del banco. A contar de esa anulación, los accionistas privados perderán todos los derechos relativos a las acciones que sean recompradas (incluidos todos los derechos al pago de futuros dividendos), con sujeción a las disposiciones del artículo 54; todo accionista privado recibirá, a cambio de cada acción que sea transferida de pleno derecho al banco, un derecho legal al pago del monto de la indemnización antes mencionada.

2)
Con miras al pago de la indemnización, el banco enviará sin demora a cada accionista privado un aviso por el que invitará a dicho accionista privado a a) confirmar por escrito que no ha transferido ni enajenado de otro modo ninguna acción inscrita al 8 de enero de 2001 a su nombre; b) dar instrucciones escritas para el pago de la indemnización pagadera por el banco; y c) devolver al banco los títulos de acciones correspondientes.

3)
Una vez que el banco reciba la respuesta completa al aviso enviado con arreglo al artículo 18 (A) 2) y después de llevar a cabo todas las verificaciones pertinentes, el banco pagará a cada accionista privado el monto de la indemnización prevista. Si un accionista privado hubiere transferido o enajenado de otro modo acciones inscritas a su nombre antes del 8 de enero de 2001, y el banco tuviere conocimiento de dicha transferencia, el banco pagará el monto de la indemnización a los derechohabientes del accionista inscrito, después de efectuar todas las verificaciones pertinentes. Si existiere alguna duda respecto a la titularidad del derecho a indemnización con respecto a una acción, o si no hubiere respuesta al aviso enviado por el banco en conformidad con el artículo 18 (A) 2) o éste solo recibiere una respuesta incompleta a dicho aviso, el banco podrá, en los términos que estime convenientes, colocar en depósito fiduciario el monto de la indemnización hasta que las partes interesadas prueben de manera satisfactoria sus derechos. Las transferencias de acciones que no hayan sido notificadas al banco antes de la fecha de pago de la indemnización no serán oponibles al banco.

4)
El directorio redistribuirá, de la manera que estime conveniente, las acciones recompradas a los accionistas privados, ya sea a) vendiéndolas a los bancos centrales accionistas por un precio equivalente a la indemnización pagada a los accionistas privados, o b) ofreciéndolas a los bancos centrales accionistas para que las suscriban como acciones liberadas de pago, en proporción al número de acciones que posean (incluidas, si corresponde, las acciones compradas con arreglo a la letra a) precedente), quedando entendido que esta redistribución podrá efectuarse mediante una combinación de las modalidades descritas en a) y b).

5)
El directorio está autorizado para tomar todas las medidas que estime necesarias en relación con la aplicación de estas disposiciones transitorias, incluida la delegación en el gerente general de la responsabilidad necesaria para la ejecución práctica.

Capítulo III

Facultades del banco

Artículo 19


Las operaciones del banco deberán ajustarse a la política monetaria de los bancos centrales de los países interesados.


Antes de que una operación financiera sea realizada por o en nombre del banco en un mercado determinado o en una moneda determinada, el directorio deberá dar al banco central o bancos centrales directamente interesado(s) la posibilidad de oponerse a ella. En caso de que éste o éstos expresare(n) su oposición dentro de un plazo razonable especificado por el directorio, la operación proyectada no tendrá lugar. Un banco central podrá supeditar su aprobación a ciertas condiciones y podrá limitar su autorización a una operación específica, o celebrar un acuerdo general que permita al banco realizar sus operaciones dentro de determinados límites en cuanto a tiempo, carácter y monto. El presente artículo no deberá interpretarse en el sentido de exigir la autorización del banco central para el retiro de su mercado de fondos que hubieren sido introducidos sin oposición de su parte, salvo estipulación en contrario de parte del banco central interesado al momento en que se efectuó la operación original.


Si el gobernador de un banco central o su suplente, o cualquier otro director especialmente autorizado por el banco central de su país para actuar en su nombre con este fin, estuviere presente en la reunión del directorio y no votare en contra de la proposición de dicha operación, se entenderá que el banco central interesado ha dado válidamente su autorización.


Si el representante del banco central en cuestión estuviere ausente o si un banco central no estuviere representado directamente en el directorio, deberán adoptarse las medidas necesarias para dar al banco central o los bancos centrales interesado (s) la posibilidad de oponerse a las operaciones que lo(s) afecten.

Artículo 20


Las operaciones que el banco efectúe por su propia cuenta sólo podrán realizarse en monedas consideradas adecuadas por el directorio.

Artículo 21


El directorio fijará el carácter de las operaciones que el banco podrá realizar:


El banco, en particular, podrá:

a)
comprar y vender monedas o lingotes de oro por su propia cuenta o por cuenta de bancos centrales;

b)
tener oro por su propia cuenta en custodia en los bancos centrales;

c)
aceptar la custodia de oro por cuenta de bancos centrales;

d)
otorgar u obtener créditos de bancos centrales con garantía de oro, letras de cambio y otros efectos de corto plazo de primera clase u otros valores aprobados;

e)
descontar, redescontar, comprar o vender, endosándolos o no, letras de cambio, cheques y otros efectos de corto plazo de primera clase, incluidos los bonos del Tesoro y otros efectos públicos de corto plazo de ese tipo que sean comúnmente negociables en el mercado;

f)
comprar y vender divisas por su propia cuenta o por cuenta de bancos centrales;

g)
comprar y vender valores negociables distintos de acciones por su propia cuenta o por cuenta de bancos centrales;

h)
descontar a bancos centrales efectos provenientes de su cartera y redescontar en los bancos centrales efectos provenientes de su propia cartera;

i)
abrir y mantener cuentas corrientes o de depósito en bancos centrales;

j)
aceptar:

i) los depósitos efectuados por los bancos centrales en cuentas corrientes o de depósito;

ii) los depósitos resultantes de los contratos de fideicomiso que pudieren celebrarse entre el banco y gobiernos en materia de pagos internacionales;

iii) los demás depósitos que en opinión del directorio estén dentro del marco de las funciones del banco.


El banco, además, podrá:

k)
actuar como agente o corresponsal de cualquier banco central;

l)
ponerse de acuerdo con cualquier banco central para que este último actúe como agente o corresponsal. Si un banco central no pudiere o se negare a actuar en esta calidad, el banco podrá adoptar otras disposiciones, siempre que el banco central en cuestión no se oponga. Si en tales circunstancias se estimare oportuno que el banco establezca su propia agencia, se requerirá la aprobación del directorio por mayoría de dos tercios;

m)
celebrar acuerdos para actuar como fiduciario o como agente en materia de pagos internacionales, siempre que dichos acuerdos no afecten a los compromisos del banco con terceros; y ejecutar las diversas operaciones previstas en esos acuerdos.

Artículo 22


Toda operación que el banco esté autorizado para efectuar con los bancos centrales conforme al artículo precedente podrá ser realizada con bancos, banqueros, sociedades o particulares de cualquier país, siempre que el banco central de ese país no oponga objeciones.

Artículo 23


El banco podrá celebrar acuerdos especiales con bancos centrales para facilitar entre ellos el pago de las transacciones internacionales.


Con ese fin, el banco podrá aceptar tener por cuenta de bancos centrales oro en custodia, transferibles por orden de ellos, abrir cuentas que permitan a los bancos centrales transferir sus activos de una moneda a otro y adoptar todas las demás medidas que el directorio estime convenientes dentro de los límites de las facultades otorgadas por estos estatutos. Los principios y normas que rigen dichas cuentas serán fijados por el directorio.

Artículo 24


El banco tendrá prohibido:

a)
emitir billetes pagaderos a la vista y al portador;

b)
aceptar letras de cambio;

c)
otorgar créditos a gobiernos;

d)
abrir cuentas corrientes a nombres de gobiernos;

e)
adquirir un interés predominante en cualquier negocio;

f)
salvo en la medida en que fuere necesario para la gestión de sus propios negocios, ser el propietario de bienes raíces por un período más largo que el estrictamente necesario para realizar ventajosamente aquellos bienes raíces de los que el banco pudiere tomar posesión en pago de deudas.

Artículo 25


El banco será administrado teniendo especialmente en cuenta la necesidad de mantener su liquidez y, para este efecto, conservará activos adecuados al vencimiento y carácter de sus compromisos. Sus activos líquidos de corto plazo podrán comprender billetes de banco, cheques pagaderos a la vista girados contra bancos de primera clase, efectos por cobrar, depósitos a la vista o a corto plazo en bancos de primera clase y letras de cambio de primera clase con vencimiento de noventa días como máximo, tales que sean habitualmente aceptadas para redescuento por los bancos centrales.


La proporción de los activos del banco que podrá ser mantenida en una determinada moneda será determinada por el directorio, teniendo debidamente en cuenta los compromisos del banco.

Capítulo IV

Gestión

Artículo 26


El directorio estará integrado por la siguiente manera:

1)
Los gobernadores de los bancos centrales de Bélgica, Francia, Alemania, Gran Bretaña, Italia y los Estados Unidos de América (en adelante denominados los directores de oficio).

Todo director de oficio podrá nombrar como suplente a una persona que tendrá derecho a asistir a las reuniones del directorio y ejercer en ellas las funciones de director si el gobernador no pudiere asistir personalmente.

2)
Seis personas representantes de las finanzas, la industria y el comercio, cada una de ellas nombrada por los gobernadores de los bancos centrales mencionados en el apartado 1) y de la misma nacionalidad que el gobernador que la nombre.


Si por alguna razón el gobernador de cualquiera de las seis instituciones antes mencionadas no pudiere o no quisiere ejercer las funciones de director o efectuar el nombramiento previsto en el apartado precedente, los gobernadores de las otras instituciones mencionadas o una mayoría de ellos podrán invitar a ser miembros del directorio a dos nacionales del país del gobernador en cuestión, que no fueren objetados por el banco central de ese país.


Los directores designados en la forma antes señalada, con excepción de los directores de oficio, ejercerán su cargo durante tres años, pero podrán ser reelegidos.

3)
No más de nueve personas que serán elegidas por el directorio, por mayoría de dos tercios, de entre los gobernadores de los bancos centrales de los países en que se hayan suscrito acciones pero cuyo banco central no delegue directores de oficio en el directorio.


Los directores así elegidos permanecerán en sus funciones durante tres años, pero podrán ser reelegidos.

Artículo 28


En caso de producirse una vacante en el directorio por una razón distinta del término del mandato fijado en el artículo precedente, la vacante será prevista en conformidad con el procedimiento utilizado para elegir al miembro que será reemplazado. En el caso de directores que no sean directores de oficio, el nuevo director ocupará su cargo sólo por el tiempo que reste del mandato de su predecesor. Sin embargo, podrá ser reelegido al expirar dicho mandato.

Artículo 29


Los directores deben tener su residencia habitual en Europa o estar en situación de poder asistir regularmente a las reuniones del directorio.

Artículo 30


Ningún miembro o funcionario de un gobierno podrá ser nombrado o ejercer como director, a menos que sea el gobernador de un banco central, y ningún miembro de un cuerpo legislativo podrá ser nombrado o ejercer como director, a menos que sea el gobernador o un ex gobernador de un banco central.

Artículo 31

1)
Las reuniones del directorio deberán celebrarse a lo menos seis veces al año. A lo menos cuatro de esas reuniones deberán celebrarse en el domicilio social del banco.

2)
Además, las decisiones del directorio podrán ser adoptadas por teleconferencia o por correspondencia, a menos que un mínimo de cinco directores solicite que las decisiones sean sometidas a una reunión del directorio.

Artículo 32


Todo miembro del directorio que no asista personalmente a una reunión de directores podrá otorgar a otro miembro un poder que lo autorice a votar en su nombre en esa reunión.

Artículo 33


A menos que los estatutos dispongan otra cosa, las decisiones del directorio serán adoptadas por mayoría simple de los miembros que estén presentes o representados por poder. En caso de empate, el presidente del directorio tendrá un segundo voto o voto de calidad.


El directorio podrá deliberar válidamente sólo si está presente el quórum de directores requerido. Este quórum será fijado en un reglamento adoptado por mayoría de dos tercios del directorio.

Artículo 34


Los miembros del directorio podrán recibir, además de los gastos de menudeo, emolumentos por asistencia a las reuniones y/o una remuneración, cuyos montos serán fijados por el directorio, con sujeción a la aprobación de la asamblea general.

Artículo 35


Las deliberaciones del directorio serán resumidas en actas que serán firmadas por el presidente del directorio.


Las copias o extractos de estas actas que deban ser presentadas en un tribunal de justicia deberán ser certificadas por el gerente general del banco.


Dentro de los ocho días siguientes a cada reunión se enviará a caba miembro del directorio un registro de las decisiones adoptadas en la reunión.

Artículo 36


El directorio representará al banco en sus relaciones con terceros y tendrá el derecho exclusivo de contraer compromisos en nombre del banco. Sin embargo, podrá delegar ese derecho en el presidente del directorio, en otro miembro u otros miembros del directorio, en el presidente del banco o en uno o varios miembros del personal permanente del banco, siempre que defina las facultades de cada una de las personas en quien delegue ese derecho.

Artículo 37


El banco quedará legalmente comprometido con terceros ya sea por la firma del presidente del banco o por las firmas de dos miembros del directorio o de dos miembros del personal del banco que hayan sido debidamente autorizados por el directorio para firmar en su nombre.

Artículo 38


El directorio elegirá de entre sus miembros a un presidente del directorio y a uno o más vicepresidentes, uno de los cuales presidirá las reuniones del directorio en ausencia del presidente del directorio.


El directorio elegirá a un presidente del banco. Si el presidente del banco no es el presidente del directorio ni miembro del mismo, tendrá de todos modos derecho a asistir a todas las reuniones del directorio, tomar la palabra, hacer propuestas al directorio y, si así lo desea, pedir que sus opiniones queden expresamente registradas en las actas.


Los nombramientos de que trata el presente artículo se efectuarán por un período máximo de tres años y podrán ser renovados.


El presidente del banco ejecutará la política del banco tal como haya sido fijada por el directorio y controlará la administración del banco.


No podrá cumplir otras funciones que, a juicio del directorio, pudieren entorpecer el ejercicio de sus funciones de presidente.

Artículo 39


La sesión del directorio en que éste elija a su presidente será presidida por el miembro del directorio de mayor edad que esté presente en la reunión.

Artículo 40


El directorio, a propuesta del presidente del directorio, nombrará a un gerente general y un subgerente general. El gerente general será responsable ante el presidente del banco por las operaciones del banco y será el jefe del personal de operaciones del banco.


Los jefes de departamento y todos los otros funcionarios de jerarquía similar serán nombrados por el directorio por recomendación del presidente del banco después de consultar con el gerente general.


Los otros miembros del personal serán nombrados por el gerente general, con la aprobación del presidente del banco.

Artículo 41


El directorio establecerá la división del banco en departamentos.

Artículo 42


El directorio, si lo estima conveniente, podrá designar a algunos de sus miembros para que formen un comité ejecutivo que asistirá al presidente del banco en la administración del banco.


El presidente del banco será miembro de ese Comité.

Artículo 43


El directorio podrá constituir comités asesores que en su totalidad o en parte podrán estar integrados por personas extrañas a la dirección del banco.

Capítulo V

Asamblea General

Artículo 44


Podrán asistir a las asambleas generales del banco las personas designadas por los bancos centrales u otras instituciones financieras mencionadas en el artículo 14.


El derecho de voto se repartirá proporcionalmente al número de acciones suscritas en el país de cada institución representada en la asamblea.


El presidente del directorio o, en su ausencia, un vicepresidente del directorio presidirán las asambleas generales.


Aquellos que tengan derecho a estar representados en las asambleas generales deberán ser informados de las reuniones mediante un aviso que deberá darse con a lo menos tres semanas de anticipación.


La asamblea general fijará su propio procedimiento, con sujeción a las disposiciones de los presentes estatutos.

Artículo 45


La asamblea general anual deberá reunirse dentro de los cuatro meses siguientes al término de cada ejercicio social del banco, en la fecha que el directorio fije.


La reunión tendrá lugar en el domicilio social del banco.


El voto mediante un poder estará permitido en las condiciones que el directorio hubiere dispuesto con antelación mediante un reglamento.

Artículo 46


La asamblea general anual será convocada para:

a)
aprobar la memoria anual, el balance general sobre base del informe de los auditores, y el Estado de pérdidas y ganancias, así como todos los cambios propuestos referentes a la remuneración, emolumentos o asignaciones de los miembros del directorio;

b)
decidir el destino de fondos a reservas y a fondos especiales, y pronunciarse sobre la declaración de un dividendo y el monto del mismo;

c)
elegir a los auditores para el año siguiente y fijar su remuneración; y

d)
descargar al directorio de toda responsabilidad personal respecto al ejercicio financiero pasado.

Artículo 47


Se citará a asamblea general extraordinaria para resolver respecto a cualquier propuesta del directorio que tenga por objeto:

a)
modificar los estatutos;

b)
aumentar o reducir el capital del banco;

c)
liquidar el banco.

Capítulo VI

Cuentas y utilidades

Artículo 48


El ejercicio social comenzará el 1º de abril y terminará el 31 de marzo. El primer ejercicio social terminará el 31 de marzo de 1931.

Artículo 49


El banco publicará una memoria anual y, a lo menos, una vez al mes, un estado de cuenta en la forma prescrita por el directorio.


El directorio adoptará las medidas necesarias para que el bance y el estado de pérdidas y ganancias del banco correspondiente a cada ejercicio social sean elaborados oportunamente a fin de someterlos a la asamblea general anual.

Artículo 50


Las cuentas y el balance serán auditados por auditores independientes. Los auditores tendrán plenos poderes para examinar todos los libros y cuentas del banco y solicitar información completa sobre todas sus operaciones. Los auditores deberán informar al directorio y a la asamblea general e indicar en su informe:

a)
si han obtenido toda la información y explicaciones que solicitaron; y

b)
si, en su opinión, el balance y el estado de pérdidas y ganancias analizados en el informe han sido confeccionados correctamente, de tal manera que reflejen fiel y objetivamente la situación de los negocios del banco, según conste del examen de los libros del banco y hasta donde ellos puedan juzgar de acuerdo con la información de que dispongan y las explicaciones que les hayan sido dadas.

Artículo 51


Las utilidades netas anuales del banco se repartirán de la siguiente manera:

1)
Un cinco por ciento de dichas utilidades netas o aquella fracción de cinco por ciento que se requiera para ese fin será destinado a un fondo de reserva, denominado Fondo de Reserva Legal, hasta que ese fondo alcance un monto equivalente en valor a un diez por ciento del monto del capital del banco efectivamente pagado a esa fecha.

2)
Las utilidades netas se destinarán luego a pagar el dividendo hasta el monto declarado por la asamblea general a propuesta del directorio. La parte de las utilidades netas destinada a ese pago se determinará teniendo en cuenta, cuando corresponda, el monto que el directorio haya decidido girar contra el Fondo Especial de Reserva de Dividendos del banco en conformidad con lo dispuesto en el Artículo 52.

3)
Después de adoptar las disposiciones antes señaladas, la mitad de las utilidades netas anuales restantes será destinada a un Fondo de Reserva General del Banco hasta que ese fondo alcance el monto del capital pagado. A contar de ese momento, un cuarenta por ciento será destinado al Fondo de Reserva General hasta que el fondo alcance el doble del capital pagado; luego la proporción será de treinta por ciento, hasta que el fondo alcance el triple del capital pagado; de veinte por ciento, hasta que el fondo alcance al cuádruple del capital pagado, y de diez por ciento, hasta que el fondo alcance el quíntuplo del capital pagado; y, a contar de ese momento, será de cinco por ciento.


Si como consecuencia de pérdidas o de un incremento del capital pagado el Fondo de Reserva General cayere por debajo de los montos previstos en el apartado precedente después de haberlos alcanzado, se aplicarán nuevamente los porcentajes pertinentes de las utilidades netas anuales hasta que la situación se restablezca.

4)
El destino del saldo de las utilidades netas será decidido por la Asamblea General a propuesta del directorio, estipulándose que una parte de ese saldo podrá ser asignada a los accionistas en forma de transferencia al Fondo Especial de Reserva de Dividendos.

Artículo 52

Fondos de Reserva

El Fondo de Reserva General estará disponible para cubrir todas las pérdidas en que el banco incurriere. En caso de que no fuere suficiente para ese fin, se podrá recurrir al Fondo de Reserva Legal previsto en el apartado 1 del artículo 51.


El Fondo Especial de Reserva de Dividendos estará disponible, en caso de necesidad, para pagar la totalidad o cualquier parte del dividendo declarado en conformidad con el apartado 2 del artículo 51.


En caso de liquidación, y después de pagar las obligaciones del banco y los gastos de liquidación, estos fondos de reserva serán repartidos entre los accionistas.

Capítulo VII

Disposiciones Generales

Artículo 53

1)
El banco sólo podrá ser liquidado por decisión de la asamblea general adoptada por mayoría de tres cuartos.

2)
En caso de liquidación del banco, los compromisos asumidos por el banco en virtud del sistema previsional del personal y de otros fondos especiales relacionados con el régimen previsional, en particular los montos destinados a ese fin que figuren en el último balance o Estado de Cuenta, tendrán prioridad sobre la cancelación de todas las demás obligaciones del banco, independientemente de si el fondo de pensiones del banco destinado a garantizar esos compromisos está o no dotado de personalidad jurídica independiente al momento de la liquidación.

Artículo 54

1)
En caso de producirse una controversia entre el banco, por una parte, y cualquier banco central, institución financiera u otro banco mencionado en los presentes estatutos, por otra parte, o entre el banco y sus accionistas, en relación con la interpretación o aplicación de los estatutos del banco, dicha controversia será sometida a la decisión final del tribunal previsto en el acuerdo de La Haya de enero de 1930.

2)
En ausencia de acuerdo respecto a los términos del compromiso, cualquiera de las partes de la controversia a que se refiere el presente Artículo podrá someterla al tribunal, que estará facultado para decidir todas las cuestiones (incluida la cuestión de su propia competencia) incluso en caso de no comparecencia de la otra parte.

3)
Antes de entregar una decisión definitiva y sin prejuzgar el fondo del asunto, el presidente del Tribunal o, si éste no pudiere actuar en un caso, cualquier otro miembro del Tribunal designado por él en forma urgente, podrá, a petición de la parte más diligente, ordenar medidas precautorias provisionales a fin de salvaguardar los respectivos derechos de las partes.
4)
Las disposiciones del presente artículo no afectarán al derecho de las partes de la controversia a someter de común acuerdo dicha controversia al presidente o a uno de los miembros del Tribunal elegido para actuar como árbitro único.

Artículo 55

1)
El banco gozará de inmunidad de jurisdicción, salvo:

a)
en la medida en que dicha inmunidad haya sido formalmente levantada en determinados casos por el presidente del banco, el gerente general del banco o sus representantes debidamente autorizados; o

b)
en el caso de acciones civiles o comerciales que se deriven de operaciones bancarias o financieras, entabladas por contratantes del banco, excepto en aquellos casos en que se hayan adoptado disposiciones de arbitraje.

2)
Los bienes y activos del banco, dondequiera que estén ubicados y quienquiera que sea el que los tenga en su poder, gozarán de inmunidad contra cualquier medida de ejecución (incluida cualquier medida de embargo, secuestro, bloqueo u otras medidas de ejecución forzada o de seguridad), salvo que esa medida de ejecución sea solicitada sobre la base de una sentencia definitiva, dictada en contra del banco por un tribunal de jurisdicción competente en conformidad con la letra a) o b) del apartado 1 precedente.

3)
Los depósitos confiados al banco, las deudas exigibles al banco y las acciones emitidas por el banco, dondequiera que estén ubicados y quienquiera que sea el que los tenga en su poder, no podrán ser objeto de ninguna medida de ejecución (incluidos el embargo, secuestro, bloqueo u otras medidas de ejecución forzada o de seguridad), sin el consentimiento previo por escrito del banco.

Artículo 56


Para efectos de estos estatutos:

a)
“banco central” significa el banco o sistema bancario de un país al que se ha encomendado la función de regular el volumen de la circulación monetaria y del crédito en ese país; o, en el caso de un sistema de bancos centrales transfronterizo, los bancos centrales nacionales y el banco central común encargados de esa misión;

b)
“Gobernador” de un banco central significa la persona que, sujeto al control de su directorio u otra autoridad competente, tiene a su cargo la dirección de la política y administración del banco;

c)
“mayoría de dos tercios” del directorio significa no menos de dos tercios de los votos de la totalidad del directorio (emitidos en persona o por poder);

d)
“país” significa un Estado soberano, una zona monetaria dentro de un Estado soberano o una zona monetaria que se extiende sobre varios Estados soberanos.

Artículo 57


Las modificaciones de cualquier artículo de los presentes estatutos, con excepción de aquellos que se enumeran en el artículo 58, podrán ser propuestas a la asamblea general por decisión del directorio adoptada por mayoría de dos tercios, y esas modificaciones entrarán en vigor si son adoptadas por la mayoría de la asamblea general, siempre que no sean incompatibles con las disposiciones de los artículos enumerados en el artículo 58.

Artículo 58


Los artículos 2, 3, 8, 14, 24, 27, 44, 51, 54, 57 y 58 sólo podrán ser modificados en las siguientes condiciones: la modificación debe ser adoptada por mayoría de dos tercios del directorio, aprobada por la mayoría de la asamblea general y sancionada por una ley adicional a la carta del banco.


Santiago, Chile, a 28 de julio de 2003.


(Fdo.): La traductora oficial”.

Traducción auténtica

I-652/03

Carta Constitutiva del Banco de Pagos Internacionales

(de 20 de enero de 1930)1

Considerando que las potencias signatarias del Acuerdo de La Haya de enero de 1930 han adoptado un plan que contempla la creación por parte de los bancos centrales de Bélgica, Francia, Alemania, Gran Bretaña, Italia y Japón y de una institución financiera de los Estados Unidos de América, de un banco internacional que se denominará Banco de Pagos Internacionales;


Y considerando que dichos bancos centrales y un grupo bancario que comprende a los señores J.P. Morgan & Company of New York, First National Bank of New York, de Nueva York, y First National Bank of Chicago, de Chicago, han emprendido la creación de dicho banco y han garantizado o adoptado medidas para que se garantice la suscripción de su capital autorizado, que asciende a quinientos millones de francos suizos equivalentes a 145.161.290,32 gramos de oro fino, divido en 200.000 acciones;


Y considerando que el Gobierno federal suizo ha celebrado con los Gobiernos de Alemania, Bélgica, Francia, Gran Bretaña, Italia y Japón un tratado por el que se ha comprometido a otorgar la presente Carta Constitutiva del Banco de Pagos Internacionales y a no derogar ni modificar ni complementar dicha Carta y a no sancionar las modificaciones a los Estatutos del Banco a que se hace referencia en el apartado 4 de la presente carta, a menos que dichas potencias estén de acuerdo;

1.
Se constituye por la presente el Banco de Pagos Internacionales (en adelante denominado “el Banco”).
2.
La constitución del banco, sus operaciones y su ámbito de actividad están definidos en los Estatutos2 anexados a ésta, y que son sancionados por la presente, y se regirán por dichos Estatutos.
3.
Las modificaciones de los artículos de dichos Estatutos, con excepción de aquellos que aparecen enumerados en el apartado 4 de la presente, podrán efectuarse y entrarán en vigor según lo dispuesto en el artículo 57 de dichos Estatutos y no de otro modo.

4.
Los artículos 2, 3, 8, 14, 19, 24, 27, 44, 51, 54, 57 y 58 de los Estatutos sólo podrán ser modificados en las siguientes condiciones: la modificación debe ser adoptada por el directorio por mayoría de dos tercios, aprobada por la mayoría de la Asamblea General y sancionada por una ley adicional a la presente Carta.

5.
Los Estatutos y cualquier modificación que se introdujere en los mismos en conformidad con los apartados 3 ó 4 de la presente serán válidos y surtirán efecto no obstante cualquier incompatibilidad con cualquier disposición actual o futura del derecho suizo.

6.
El banco estará libre y exento de todo impuesto incluido en las siguientes categorías:

a)
derechos de timbre, de registro y otros derechos sobre escrituras u otros documentos relativos a la constitución o liquidación del banco;

b)
derechos de timbre y de registro sobre cualquier emisión inicial de acciones del banco suscrita por un banco central, por una institución financiera, por un grupo bancario o por un agente colocador en la fecha de constitución o antes de esa fecha o con arreglo a los artículos 5, 6, 8 ó 9 de los Estatutos;

c)
todos los impuestos sobre el capital, las reservas o las utilidades del banco, distribuidas o no, y ya sea que graven las utilidades del banco antes de la distribución o que sean cobrados al momento de la distribución bajo la forma de un impuesto pagadero o deducible por el banco sobre los cupones. Esta disposición no afecta al derecho del Estado a gravar con impuestos a los residentes de Suiza distintos del banco según lo estime conveniente;

d)
todos los impuestos sobre los contratos que el banco celebre en relación con la emisión de préstamos para movilizar las anualidades alemanas y sobre los bonos de dichos préstamos emitidos en un mercado extranjero;

e)
todos los impuestos sobre las remuneraciones y sueldos pagados por el banco a los miembros de su administración o a su personal que no tenga la nacionalidad suiza.

7.
Todos los fondos depositados en el banco por cualquier gobierno con arreglo a las disposiciones del plan adoptado por el Acuerdo de La Haya de enero de 1930 estarán libres y exentos de impuestos, ya se trate de impuestos cobrados por la vía de la deducción por el banco por cuenta de la autoridad que los imponga o cobrados de cualquier otra manera.

8.
Las exenciones e inmunidades antes referidas se aplicarán a los impuestos actuales y futuros, cualquiera sea el nombre que tengan y ya se trate de impuestos de la Confederación, de cantones, de comunas o de otras autoridades públicas.

9.
Además, sin perjuicio de las exenciones antes especificadas, no se podrá aplicar al banco, a su operación o a su personal impuesto alguno que no tenga carácter general y al que los otros establecimientos bancarios establecidos en Basileo o en Suiza, sus operaciones y su personal no estén sujetos de hecho y de derecho.

10. Ni el banco ni sus bienes y activos ni los depósitos y otros fondos que le serán confiados podrán ser objeto, ni en tiempos de paz ni en tiempos de guerra, de medidas tales como expropiación, requisa, embargo, decomiso, prohibición o restricción de exportar o importar oro o divisas, ni de ninguna otra medida similar.

11. Toda controversia entre el gobierno suizo y el banco respecto a la interpretación o aplicación de la presente Carta será sometida al Tribunal Arbitral contemplado en el Acuerdo de La Haya de enero de 1930.


El Gobierno suizo designará a un miembro para que integre dicho tribunal con ocasión de dicha controversia, y el presidente tendrá un voto de calidad.


Al recurrir a dicho tribunal, las partes de todos modos podrán ponerse de acuerdo para someter su controversia al presidente o a uno de los miembros del Tribunal elegido para actuar como árbitro único.


(Fdo.): La traductora oficial”.

4.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre la República de Chile y el Reino de España para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y el patrimonio y su protocolo, suscritos el 7 de julio de 2003. 
(boletín Nº 3439-10)
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Convenio entre la República de Chile y el Reino de España para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo, suscritos en 
Madrid, España, el 7 de julio de 2003.

I. ANTECEDENTES.


Dicho instrumento es similar a los suscritos con Canadá, México, Ecuador, Polonia, Noruega, Brasil, Perú y Corea, que se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (Ocde), con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada Estado de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

II. OBJETIVOS DEL CONVENIO.


Los objetivos perseguidos por el presente Convenio, son los siguientes:

1.
Reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes;

2.
Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes;

3.
Otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación aplicable;

4.
Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes;

5.
Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias; y

6.
Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.

III. EFECTOS PARA LA ECONOMÍA NACIONAL.


La eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tienen incidencias muy importantes para la economía nacional, especialmente en el caso de España que es el segundo mayor inversionista en nuestro país, con una inversión acumulada desde 1974 a septiembre de 2002, de 9.608 millones de dólares.


En efecto, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por la otra, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.


Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en España.

IV. APLICACIÓN DEL CONVENIO Y RECAUDACIÓN FISCAL.


Si bien, la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor.


Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones españolas en Chile se concentran mayoritariamente en los sectores de electricidad, gas y agua; servicios, y transporte y telecomunicaciones, que están sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.


En segundo término, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentivarán el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravados con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentarán la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.

V. ASPECTOS ESENCIALES DEL CONVENIO.

1.
Este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y al patrimonio que los afecten.

2.
Su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece en un Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.

3.
Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurren con los intereses y regalías.

Cabe hacer presente que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo dicho Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dichas rentas de acuerdo a su legislación interna.


En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a la rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el Artículo 22, único Artículo del Capítulo V del Convenio, que regula los “Métodos para Eliminar la Doble Imposición”.

4.
Finalmente, para Chile operan los Artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.

VI. ESTRUCTURA DEL CONVENIO.


El Convenio consta de un Preámbulo, siete Capítulos y un Protocolo. Los Capítulos se estructuran sobre la base de los Artículos respectivos.

1.
En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.

2.
El Capítulo I se denomina “Ámbito de Aplicación del Convenio” y consta de dos Artículos. El Artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio, en tanto que el Artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos por el mismo.

Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta y al patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el Artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se deja en claro que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.

3.
El Capítulo II contienen las definiciones usuales en esta clase de instrumentos y en él se incluyen tres Artículos. El Artículo 3 trata de las definiciones generales del Convenio; el Artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente; y el Artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente.

4.
En el Capítulo III, referente a la imposición de las rentas, se contemplan quince Artículos, cuyos contenidos son enunciados brevemente a continuación:


El Artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el Artículo 7 se refiere a los beneficios empresariales; el Artículo 8 contempla los beneficios procedentes del transporte internacional; el Artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el Artículo 10 regula la situación de los dividendos; el Artículo 11 regula la imposición de los intereses; el Artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; el Artículo 13 regula la forma en que se someterán a impuesto a las ganancias de capital.


Por su parte, en el Artículo 14 se contempla el tratamiento de las rentas provenientes del trabajo dependiente, mientas que el Artículo 15 cuida la forma en que se gravan las participaciones de consejeros y otros pagos similares; el Artículo 16 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el Artículo 17 se observa el tratamiento de las pensiones y alimentos; el Artículo 18 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el Artículo 19 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes y, por último, el Artículo 20 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.

5.
El Capítulo IV del Convenio, que se denomina “Imposición del Patrimonio”, contempla sólo al Artículo 21, el que se refiere al Estado que puede someter a imposición al patrimonio.

6.
El Capítulo V, titulado “Métodos para Eliminar la Doble Imposición”, consta de un solo Artículo, el 22, en el cual se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de España.

7.
En el Capítulo VI, que consta de cuatro Artículos, se contemplan disposiciones especiales. En el Artículo 23, se establece el principio de la no discriminación, mientas que en el Artículo 24 se regula el procedimiento amistoso. Por su parte, el Artículo 25 alude al intercambio de información entre las Autoridades Competentes de ambos Estados Contratantes; el Artículo 26 norma la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.

8.
En el Capítulo VII, que es el último, se consignan las disposiciones finales. En él se contienen dos Artículos, el 27, que establece la entrada en vigor del Convenio, y el 28, que regula la denuncia del mismo.

9.
Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo, en el que se contienen doce disposiciones que aluden a situaciones especiales.

VII. TRATAMIENTO ESPECÍFICO DE LAS RENTAS.

1.
Rentas Inmobiliarias.


Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien (Artículo 6).

2.
Beneficios empresariales.


Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.


En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte, quedando sujeto a la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual esté situado el establecimiento permanente, la determinación de si procede o no la deducción de una gasto (Artículo 7 y párrafo VII del Protocolo).


Las rentas provenientes de la prestación de servicios profesionales independientes sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta.


Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esas actividades son desarrolladas por una empresa dentro de ese Estado Contratante durante un período o períodos que, en total, excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses, o bien, tratándose de una persona natural, ésta permanece en ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.


Se precisa para los efectos del párrafo 3, letra b) del Artículo 5 (Establecimiento Permanente), que se refiere a la prestación de servicios por parte de una empresa, que ese párrafo se aplica a las actividades de exploración de recursos naturales en la medida que esos servicios no sean llevados a cabo por la persona a quién se hubiere otorgado la concesión de exploración o explotación (párrafo VI del Protocolo).

3.
Transporte Internacional.


Los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichas buques o aeronaves (Artículo 8).

4.
Empresas asociadas.


Cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes (Artículo 9).

5.
Dividendos.


Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, se aplica un límite de 5 por ciento o 10 por ciento dependiendo de sí el beneficiario efectivo tiene una participación significativa en el capital de dicha sociedad.


Sin embargo, se establece que esos límites no limitaran la aplicación del Impuesto Adicional en Chile en la medida que el Impuesto de Primera Categoría sea deducible contra el Impuesto Adicional (Artículo 19).


Las disposiciones de este Artículo, que limitan la imposición en el país fuente de los dividendos, no se aplicarán si el propósito principal o uno de los principales propósitos de cualquier persona vinculada con la creación o atribución del derecho o crédito en relación con el cual esas rentas se pagan, sea el de obtener los beneficios de este Artículo mediante tal creación o atribución (párrafo IX del Protocolo).


Con relación a lo dispuesto en los párrafos 2 y 6 del Artículo 10 del Convenio, que permiten la aplicación, sin restricciones de ninguna especie, del Impuesto Adicional contemplado en la legislación chilena que grava a los dividendos pagados a un residente en España o a las utilidades que éste retire de un establecimiento permanente, se acuerda que si el Impuesto de Primera Categoría deja de ser totalmente deducible en la determinación del monto del Impuesto Adicional a pagar o la tasa del Impuesto Adicional que afecta a un residente de España excede de 42 por ciento, los Estados Contratantes se consultarán a objeto de modificar el Convenio con la finalidad de restablecer el equilibrio de los beneficios del mismo (párrafo VIII del Protocolo).

6.
Intereses y Regalías.


Los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses o de las regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:

a)
Intereses. El impuesto exigido no puede exceder de 5 por ciento del importe bruto de los intereses derivados de préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros; bonos y valores que son regular y sustancialmente transados en una bolsa de valores reconocida, y por la venta a crédito otorgado al comprador de maquinaria y equipo por el beneficio efectivo que es el vendedor de la maquinaria y equipo. En todos los demás casos, el impuesto no puede exceder de 15 por ciento (Artículo 11);

b)
Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 5 por ciento del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10 por ciento en todos los demás casos (Artículo 12).


De tenerse presente sin embargo, que en el párrafo X del Protocolo se establece que, si en algún Acuerdo o Convenio concluido por nuestro país con un tercer Estado miembro de la Ocde, Chile acordara exceptuar de impuesto o establecer tasas inferiores a las contempladas en el presente Convenio para los intereses y regalías, esa exención o tasa reducida se aplicará automáticamente y bajo las mimas condiciones como si hubiese sido especificada en el Convenio.


Las disposiciones de los Artículos 11 y 12, que limitan la imposición en el país fuente de los intereses y regalías, no se aplicarán si el propósito principal o uno de los principales propósitos de cualquier persona vinculada con la creación o atribución del derecho o crédito en relación con el cual esas rentas se pagan, sea el de obtener los beneficios de esos Artículos mediante tal creación o atribución (párrafo IX del Protocolo).

7.
Ganancias de capital.


Las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene derivadas de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.


Enseguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de este establecimiento.


Por su parte, las ganancias que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden gravarse sin restricciones de ninguna especie en ambos Estados Contratantes, si se cumple alguna de las dos situaciones que se indican a continuación: a) si provienen de la enajenación de acciones cuyo valor se derive directa o indirectamente en más de un 50 por ciento de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante o, b) el perceptor de la ganancia ha poseído, en cualquier momento dentro del período de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, acciones u otros derechos consistentes en un 20 por ciento o más del capital de esa sociedad.


Las demás ganancias de capital provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente en el otro Estado Contratante también pueden someterse a imposición, pero el impuesto exigido no podrá exceder del 16 por ciento del monto de la ganancia.


Se establece asimismo, que las ganancias de capital obtenidas por un Fondo de Pensiones serán gravadas únicamente en el Estado Contratante donde resida ese fondo.


En cuanto al resto de las ganancias de capital, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante.


Tratándose de la situación prevista en el párrafo 4, letra b), del Artículo 13, se establece en el párrafo XI del Protocolo que si el perceptor de la ganancia ha poseído las acciones u otros derechos que se enajenan por un plazo superior a doce meses y no se dedica habitualmente a la enajenación de acciones, el impuesto exigido no puede exceder del 16 por ciento de la ganancia.

8.
Rentas del trabajo dependiente.


Las rentas provenientes de un empleo, pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente o una base fija que dicha persona tenga en el otro Estado (Artículo 14).

9.
Participaciones de consejeros, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes.


Las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un consejo de administración o directorio de una sociedad del otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados (Artículo 5).


De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante (Artículo 16).


Por su parte, las pensiones solo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde resida el beneficiario de las mismas. Los alimentos y otras pensiones alimenticias pagadas por un residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, si no son deducibles para quien efectúa el pago, no serán sometidas a imposición en el Estado Contratante del perceptor de la renta (Artículo 17).


Enseguida, las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas (Artículo 18).


Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado (Artículo 19).

10. Otras rentas.


En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio contempla dos situaciones diversas. Así, si provienen del otro Estado Contratante, ya sea Chile o España según el caso, ambos Estados tiene derecho a gravarlos de acuerdo a su legislación. En cambio, si provienen de un tercer Estado, sólo se pueden gravar en el Estado donde reside el preceptor de la renta (Artículo 20).

11. Imposición del Patrimonio.


Por último, el Convenio regula expresamente la imposición del patrimonio, que en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o por bienes muebles de un establecimiento permanente que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante pueden gravarse en ambos Estados Contratantes.


Respecto de buques y aeronaves explotadas en tráfico internacional, bienes muebles afectos a la explotación de tales buques y aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado (Artículo 21).

VIII. OTRAS DISPOSICIONES.

1.
Eliminación de la doble imposición.


Para evitar la doble imposición, el Convenio establece en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, que el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante de conformidad a las disposiciones pertinentes de su legislación interna, que en el caso de nuestro país están contenidas en los Artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta (Artículo 22).

2.
Principio de no discriminación.


El Convenio reconoce este principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones (Artículo 23).

3.
Procedimiento amistoso.


Se dispone, asimismo, que las Autoridades Competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un Acuerdo de Amistoso, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones (Artículo 24).

4.
Intercambio de información.


A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las Autoridades Competentes (Artículo 25).

5.
Miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.


El Convenio no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas u oficinas consulares (Artículo 26).

6.
Entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio.


Por último, cabe señalar que el Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratantes culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de recepción de la última de dichas notificaciones (Artículo 27).


El Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática (Artículo 28).

IX. PROTOCOLO DEL CONVENIO.


Como se ha señalado, el Protocolo del Convenio, que forma parte integrante del mismo, contempla doce párrafos que regulan situaciones de carácter general o específicas. Respecto de estas últimas, ellas se tratan en los Artículos que afectan.

1.
Fondos de inversión.


El Convenio establece que sus disposiciones no se aplican a los “Fondos de Inversión de Capital Extranjero” regulados en la Ley N° 18.657 o cualquier otra legislación substancialmente similar dictada en Chile después de su firma, agregando que la tributación de las distribuciones y remesas de dichos fondos se regirá por las disposiciones de la mencionada legislación (párrafo I).

2.
Relación con el Acuerdo General sobre el Comercio de los servicios.


Se consagra una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios (párrafo II).

3.
Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera.


Para evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación a las disposiciones del Decreto Ley N° 600 (“Estatuto de la Inversión Extranjera”), se señala expresamente que nada en el Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de la firma del Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general (párrafo III).

4.
Pagos de contribuciones previsionales efectuados a planes de pensiones extranjeros.


Con la finalidad de facilitar el traslado temporal de trabajadores de un país a otro, se establece que las contribuciones pagadas por, o por cuenta de una persona natural que es residente de un Estado Contratante o que está presente temporalmente en ese Estado, a un plan de pensiones establecido en el otro Estado Contratante, se tratarán en el Estado mencionado en primer lugar en la misma forma que una contribución a una sistema de pensiones reconocido para fines impositivos en ese Estado (párrafo IV).

5.
Recomendaciones relativas a modificaciones específicas.


Para evitar la aplicación abusiva de este instrumento, se contempla que en el caso de que sus disposiciones sean utilizadas para obtener beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades contempladas deberán recomendar modificaciones específicas, las que serán discutidas de manera expedita (párrafo V).


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo Único.- Apruébase el Convenio entre la República de Chile y el Reino de 
España para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo, suscrito el 7 de julio de 2003.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; MARIA EUGENIA 
WAGNER BRIZZI, Ministra de Hacienda (S)”.

CONVENIO ENTRE

LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL REINO DE ESPAÑA

PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL

EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO


La República de Chile y el Reino de España, deseando concluir un Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, han acordado lo siguiente: 
CAPÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO

Artículo 1

PERSONAS COMPRENDIDAS


El presente Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes.

Artículo 2

IMPUESTOS COMPRENDIDOS

1.
El presente Convenio se aplica a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, sus subdivisiones políticas o sus entidades locales, cualquiera que sea el sistema de exacción. 

2.
Se consideran impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio los que gravan la totalidad de la renta o del patrimonio o cualquier parte de los mismos, incluidos los impuestos sobre las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles o inmuebles, los impuestos sobre el importe de sueldos o salarios pagados por las empresas, así como los impuestos sobre las plusvalías. 

3.
Los impuestos actuales a los que se aplica este Convenio son, en particular: 

a)
en España:

i) el Impuesto sobre, la renta de las personas físicas; 

ii) el Impuesto sobre sociedades; 

iii) el Impuesto sobre la renta de no residentes;

iv) el Impuesto sobre el Patrimonio; 

b)
en Chile:


los impuestos establecidos en la “ley sobre impuesto a la renta”. 

4.
El convenio se aplicará igualmente a los impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga e impuestos al patrimonio que se establezcan con posterioridad a la fecha de la firma del mismo y que se añadan a los actuales o les sustituyan. Las autoridades competentes de los Estados Contratantes se comunicarán mutuamente las modificaciones sustanciales, al final de cada año, que se hayan introducido en sus respectivas legislaciones tributarias.

CAPÍTULO II

DEFINICIONES

Artículo 3
DEFINICIONES GENERALES

1.
A los efectos del presente Convenio, a menos que de su contexto se infiera una interpretación diferente:

a)
el término “España” significa el territorio del Reino de España, incluyendo las áreas exteriores a su mar territorial en las que, con arreglo al Derecho internacional y en virtud de su legislación interna, el Reino de España ejerza jurisdicción o derechos de soberanía respecto del fondo marino, su subsuelo y aguas suprayacentes, y sus recursos naturales; 

b)
él término “Chile” significa el territorio de la República de Chile, incluyendo las áreas exteriores a su mar territorial en las que, con arreglo al Derecho Internacional y en virtud de su legislación interna, la República de Chile ejerza jurisdicción o derechos de soberanía respecto del fondo marino, su subsuelo y aguas suprayacentes, y sus recursos naturales; 
c)
las expresiones “un Estado Contratante” y “el otro Estado Contratante” significan Chile o España, según el contexto; 

d)
el término “persona” comprende las personas naturales o físicas, las sociedades y cualquier otra agrupación de personas; 

e)
el término “sociedad significa cualquier persona jurídica o cualquier entidad que se considere persona jurídica a efectos impositivos; 

f)
las expresiones “empresa de un Estado Contratante” y “empresa del otro Estado Contratante” significan, respectivamente, una empresa explotada por un residente de un Estado Contratante y una empresa explotada por un residente del otro Estado Contratante;

g)
La expresión “actividad”, relativa a una empresa, y el término “negocio incluyen la prestación de servicios profesionales, así como cualquier otra actividad de naturaleza independiente;

h)
la expresión “tráfico internacional” significa todo transporte efectuado por un buque o aeronave explotado por una empresa de un Estado Contratante, salvo cuando dicho transporte se realice exclusivamente entre puntos situados en el otro Estado Contratante.
i)
la expresión “autoridad competente” significa: 

i) en España, el Ministro de Hacienda o su representante autorizado; 


ii) en Chile, el Ministro de Hacienda o su representante .autorizado; 

j)
el término “nacional” significa: 

i) una persona natural o física que posea la nacionalidad de un Estado Contratante; 

ii) una persona jurídica o asociación constituida conforme a la legislación vigente en un Estado Contratante.

2.
Para la aplicación del Convenio por un Estado Contratante, en un momento dado, cualquier término o expresión no: definida en el mismo tendrá, a menos que de su contexto se infiera una interpretación diferente, el significado que en ese momento le atribuya la legislación de ese Estado relativa a los impuestos que son objeto del Convenio, prevaleciendo el significado atribuido por la legislación tributaria sobre el que resultaría de otras ramas del Derecho de ese Estado.

Artículo 4

RESIDENTE

1.
A los efectos de este Convenio, la expresión “residente de un Estado Contratante” significa toda persona que, en virtud de la legislación de ese Estado, esté sujeta a imposición en el mismo por razón de su domicilio, residencia, sede de dirección, lugar de constitución o cualquier otro criterio de naturaleza análoga, e incluye también al propio Estado y a cualquier subdivisión política o entidad local. Sin embargo, esta expresión no incluye, a las personas que estén sujetas a imposición en ese Estado exclusivamente por la renta que obtengan de fuentes situadas en el citado Estado o por el patrimonio situado en el mismo. 

2.
Cuando en virtud de las disposiciones del párrafo 1 una persona natural o física sea residente de ambos Estados Contratantes, su situación se resolverá de la siguiente manera:

a)
dicha persona será considerada residente sólo del Estado donde tenga una vivienda permanente a su disposición; Si tuviera una vivienda permanente a su disposición en ambos Estados, se considerará residente sólo del Estado con el que mantenga relaciones personales y económicas más estrechas (centro de Intereses vitales); 

b)
si no pudiera determinarse el Estado en el que dicha persona tiene el centro de sus intereses vitales, o si no tuviera una vivienda permanente a su disposición en ninguno de los Estados, se considerará residente sólo del Estado donde viva habitualmente; 

c)
si viviera habitualmente en ambos Estados o no lo hiciera en ninguno de ellos, se considerará residente sólo del Estado del que sea nacional; 

d)
si fuera nacional de ambos Estados, o no lo fuera de ninguno de ellos, las autoridades competentes de los Estados Contratantes resolverán el caso mediante un procedimiento amistoso. 

3.
Cuando en virtud de las disposiciones del párrafo 1 una persona, que no sea una persona natural o física, sea residente de ambos Estados Contratantes, los Estados Contratantes harán lo posible, mediante un procedimiento amistoso, por resolver el caso. En ausencia de un acuerdo entre las autoridades competentes de los Estados, Contratantes, dicha persona no tendrá derecho a ninguno de los beneficios o exenciones impositivas contempladas por este Convenio.

Artículo 5

ESTABLECIMIENTO PERMANENTE
1.
A efectos del presente Convenio, la expresión “establecimiento permanente” significa un lugar fijo de negocios mediante el cual una empresa realiza toda o parte de su actividad. 

2.
La expresión “establecimiento permanente” comprende, en particular: 

a)
las sedes de dirección; 

b)
las sucursales;

c)
las oficinas;

d)
las fábricas; 

e)
los talleres; y 

f)
las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras o cualquier otro lugar en relación a la exploración o explotación de recursos naturales. 

3.
La expresión “establecimiento permanente” también incluye: 

a)
una obra o proyecto de construcción, instalación o montaje y las actividades de supervisión relacionadas con ellos, pero sólo cuando dicha obra, proyecto de construcción o actividad tenga una duración superior a seis meses; 

b)
la prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultorías, por intermedio de empleados u otras personas físicas o naturales encomendados por la empresa para ese fin en el caso de que esas actividades prosigan en un Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.

c)
la prestación de servicios profesionales u otras actividades de carácter independiente en un Estado Contratante por una persona natural, si esa persona permanece en ese Estado Contratante por un periodo o períodos que en total excedan de 183 días, en un período cualquiera de doce meses. 


A los “efectos del cálculo de los límites temporales a que se refiere este párrafo, las actividades realizadas por una empresa asociada a otra empresa en el sentido del Artículo 9, serán agregadas al período durante el cual son realizadas las actividades por la empresa de la que es asociada, si las actividades de ambas empresas son idénticas o sustancialmente similares. 

4.
No obstante las disposiciones anteriores de este Artículo, se considera que la expresión “establecimiento permanente” no incluye: 

a)
la utilización de instalaciones con el único fin de almacenar, exponer o entregar bienes o mercancías pertenecientes a la empresa; 

b)
el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancías pertenecientes a la empresa con el único fin de almacenarlas, exponerlas o entregarlas; 

c)
el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancías pertenecientes a Ia empresa con el único fin de que sean transformadas por otra empresa; 

d)
el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de comprar bienes o mercancías, o de recoger información, para la empresa; 

e) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de hacer publicidad, suministrar información o realizar investigaciones cientificas para la empresa, y cualquier otra actividad similar que tenga un carácter preparatorio o auxiliar.
5.
No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 cuando una persona, distinta de un agente independiente al que será aplicable el párrafo 6, actúe por cuenta de una empresa y tenga y ejerza habitualmente en un Estado Contratante poderes que la faculten para concluir contratos en nombre de la empresa, se considerará que esa empresa tiene un establecimiento permanente en ese Estado respecto de cualquiera de las actividades que, dicha persona -realice para la empresa, a menos que las actividades de esa persona se limiten a las mencionadas en el párrafo 4 y que, de haber sido realizadas por medio de un lugar fijo de negocios, dicho lugar fijo de negocios no hubiera sido considerado como un establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de ese párrafo.

6.
No se considera que una empresa tiene un establecimiento permanente en un Estado Contratante por el mero hecho de que realice sus actividades en ese Estado por medio de un corredor, un comisionista general o cualquier otro agente independiente, siempre que dichas personas actúen dentro del marco ordinario de su actividad, y que en sus relaciones comerciales o financieras con dichas empresas no se pacten o impongan condiciones aceptadas o impuestas que sean distintas de las generalmente acordadas por agentes independientes.

7.
El hecho de que una sociedad residente de un Estado Contratante controle o sea controlada por una sociedad residente del otro Estado Contratante, o que realice actividades empresariales en ese otro Estado (ya sea por medio de establecimiento permanente o de otra manera), no convierte por si solo a cualquiera de estas sociedades en establecimiento permanente de la otra.

CAPÍTULO III

IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS

Artículo 6

RENTAS DE BIENES INMUEBLES

1.
Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga de bienes inmuebles (incluidas las rentas de explotaciones agrícolas o forestales) situados en el otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
Para los efectos del presente Convenio, la expresión “bienes inmuebles” tendrá el significado que le atribuya el derecho del Estado: Contratante en que los bienes estén situados. Dicha expresión comprende en todo caso los bienes accesorios a los bienes inmuebles, el ganado y el equipo utilizado en las explotaciones agrícolas y forestales, los derechos a los que sean aplicables las disposiciones de derecho general o privado relativas a los bienes raíces, el usufructo de bienes inmuebles y el derecho a percibir pagos variables o fijos por la explotación o la concesión de la explotación de yacimientos minerales, fuentes y otros recursos naturales. Los buques y aeronaves no se considerarán bienes inmuebles. 

3.
Las disposiciones del párrafo 1 son aplicables a las rentas derivadas de la utilización 
directa, el arrendamiento o aparecería, así como de cualquier otra forma de explotación de los bienes inmuebles.

4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 3 se aplican igualmente a las rentas derivadas de los bienes inmuebles de una empresa.

Artículo 7

BENEFICIOS EMPRESARIALES
1.
Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, a no ser que la empresa realice su actividad en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él. Si la empresa realiza o ha realizado su actividad de dicha manera, los beneficios de la empresa pueden someterse a imposición en el otro Estado, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.

2.
Sujeto a lo previsto en el párrafo 3, cuando una empresa de un Estado Contratante realice su actividad en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, en cada Estado Contratante se atribuirán a dicho establecimiento permanente los beneficios que éste hubiera podido obtener de ser una empresa distinta y separada que realizase las mismas o similares actividades, en las mismas o similares condiciones y tratase con total independencia con la empresa de la que es establecimiento permanente.

3.
Para la determinación del beneficio del establecimiento permanente se permitirá la deducción de los gastos realizados para los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentra el establecimiento permanente como en otra parte.

4.
No se atribuirá ningún beneficio a un establecimiento permanente por el mero hecho de que éste compre bienes o mercancías para la empresa.

5.
A efectos de los párrafos anteriores, el beneficio imputable al establecimiento permanente se determinará cada año por el mismo método, a no ser que existan motivos válidos y suficientes para proceder de otra forma.

6.
Cuando el beneficio comprenda rentas reguladas separadamente en otros articulos de este Convenio, las disposiciones de aquéllos no quedarán afectadas por las del presente artículo.

Artículo 8

TRANSPORTE MARÍTIMO Y AÉREO
1.
Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante procedentes de la explotación, de buques o aeronaves en tráfico internacional sólo pueden someterse a imposición en ese Estado. 

2.
Para los fines de este Artículo: 

a)
el término “beneficios” comprende, en especial:

i) los ingresos brutos que se deriven directamente de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, y 

ii) los intereses sobre cantidades generadas directamente de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, siempre que dichos intereses sean inherentes a la explotación. 

b)
la expresión “explotación de buque o aeronave”, por una empresa, comprende también: 

i) el fletamento o arrendamiento de nave o aeronave a casco desnudo;

ii) el arrendamiento de contenedores y equipo relacionado. 


Siempre que dicho flete o arrendamiento sea accesorio a la explotación, por esa empresa, de buques o aeronaves en tráfico 6 internacional. 

3.
las disposiciones del párrafo 1 se aplican también a los beneficios procedentes de la participación en un “pool”, en una empresa de explotaclon en común o en un organismo de explotación internacional. 

Artículo 9

EMPRESAS ASOCIADAS

1.
Cuando

a)
una empresa de un Estado Contratante participe directa o indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa del otro Estado Contratante, o 

b)
unas mismas personas participen directa o indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa de un Estado Contratante y de una empresa del otro Estado Contratante, y en uno y otro caso las dos empresas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas independientes, la renta que habría sido obtenida por una de las empresas de no existir dichas condiciones, y que de hecho no se ha realizado a causa de las mismas, podrá incluirse en los beneficios de esa empresa y someterse a imposición en consecuencia. 

2.
Cuando un Estado Contratante incluya en la renta de una empresa de ese Estado y someta, en consecuencia, a imposición la renta sobre la cual una empresa del otro Estado ha sido sometida a imposición en ese otro Estado Contratante, y la renta así incluida es renta que habría sido realizada por la empresa del Estado mencionado en primer lugar si las condiciones convenidas entre las dos empresas hubieran sido las que se hubiesen convenido entre empresas independientes, ese otro Estado practicará, si está de acuerdo, el ajuste que proceda a la cuantía del impuesto que ha gravado esa renta. Para determinar dicho ajuste se tendrán en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio y las autoridades competentes de los Estados Contratantes se consultarán en caso necesario.

Artículo 10

DIVIDENDOS

1.
Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 

2.
Dichos dividendos pueden someterse también a imposición en el Estado Contratante en que resida la sociedad que paga los dividendos y según la legislación de ese Estado. Sin embargo, si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del: 

a)
5 por ciento del importe bruto de los dividendos si el beneficiario efectivo es una sociedad que posee directa o indirectamente al menos el 20 por ciento del capital de la sociedad que paga los dividendos; 

b)
10 por ciento del importe bruto de los dividendos en todos los demás casos. 


Este párrafo no afecta a la imposición de la sociedad respecto de los beneficios con cargo a los que se pagan los dividendos.


Las disposiciones de este párrafo no limitarán la aplicación del impuesto adicional a pagar en Chile en la medida que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional. 

3.
El término “dividendos” en el sentido de este Artículo significa los rendimientos de las acciones u otros derechos, excepto los de crédito, que permitan participar en los beneficios, así como los rendimientos de otras participaciones sociales o derechos sujetos al mismo régimen tributario que los rendimientos de las acciones por la legislación del Estado del que la sociedad que realiza la distribución sea residente. 

4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 no son aplicables si el beneficiario efectivo de los dividendos, residente de un Estado Contratante, realiza en el otro Estado Contratante, del que es residente la sociedad que paga los dividendos, una actividad. empresarial a través de un establecimiento permanente situado allí, y la participación que genera los dividendos está vinculada efectivamente a dicho establecimiento permanente. En tal caso, son aplicables las disposiciones del artículo 7. 

5.
Cuando una sociedad residente de un Estado Contratante obtenga beneficios o rentas procedentes del otro Estado Contratante, ese otro Estado no podrá exigir ningún impuesto sobre los dividendos pagados por la sociedad, salvo en la medida en que esos dividendos se paguen a un residente de ese otro Estado o la participación que genera los dividendos esté vinculada efectivamente a un establecimiento permanente situado en ese otro Estado, ni someter los beneficios no distribuidos de la sociedad a un impuesto sobre los mismos, aunque los dividendos pagados o los beneficios no distribuidos consistan, total o parcialmente, en beneficios o rentas procedentes de ese otro Estado. 

6.
Las disposiciones de este Convenio no afectarán a la imposición en Chile de un residente en España en relación con los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente situado en Chile, tanto respecto al impuesto de primera categoría como respecto al impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.

Artículo 11

INTERESES
1.
Los interses procedentes de un Estado Contratante y pagados a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
Sin embargo, dichos intereses pueden también someterse a imposición en el Estado Contratante del que procedan y según la legislación de ese Estado, pero si el beneficiario efectivo es residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del:

a)
5 por ciento del importe bruto de los intereses derivados de:

i) préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros; 

ii) bonos y valores que son regular y sustancialmente transados en una bolsa de valores reconocida; 

iii) la venta a crédito otorgado al comprador de maquinaria y, equipo por el beneficiario efectivo que es el vendedor de la maquinaria y equipo; 

b)
15 por ciento del importe bruto de los intereses en todos los demás casos. 

3.
El término “intereses” en el sentido de este Artículo significa los rendimientos de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantía hipotecaria y, en particular, los rendimientos de valores públicos y los rendimientos de bonos u obligaciones, así como cualesquiera otras rentas que se sometan al mismo régimen tributario que los rendimientos de los capitales prestados por la legislación del Estado del que procedan las rentas. Sin embargo, el término “interés” no incluye las rentas comprendidas en el Artículo 10.
4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 no se aplican si el beneficiario efectivo de los intereses, residente de un Estado Contratante, realiza en el otro Estado Contratante, del que proceden los intereses, una actividad, empresarial por medio de un establecimiento permanente situado en ese otro Estado, y el credito que genera los intereses esta vinculado efectivamente a dicho establecimiento permanente. En tal caso se aplicaran las disposiciones del Artículo 7.

5.
Los intereses se consideran procedentes de un Estado Contratante cuando el deudor sea residente de ese Estado. Sin embargo, cuando el deudor de los intereses, sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en un Estado Contratante un establecimiento permanente en relación con el cual se haya contraído la deuda que da origen al pago de los intereses y la carga de estos se soporta por el establecimiento permanente, los intereses se considerarán procedentes del Estado Contratante donde esté situado el establecimiento permanente. 

6.
Cuando por razón de las relaciones especiales existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo, o de las que uno y otro mantengan con terceros, el importe de los intereses exceda, por cualquier motivo, del que hubieran convenido el deudor y el acreedor en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de este Artículo no se aplicarán más que a este último importe. En tal caso, la cuantía en exceso podrá someterse a imposición de cualquier acuerdo con la legislación de cada Estado Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio.

Artículo 12

CÁNONES O REGALÍAS

1.
Los cánones o regalías procedentes de un Estado Contratante y pagadas a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 

2.
Sin embargo, estos cánones o regalías pueden también someterse a imposición en el Estado Contratante del que procedan y de acuerdo con la legislación de este Estado, pero si el beneficiario efectivo es residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder de:

a) 5 por ciento del importe bruto de esos cánones o regalías pagados por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos; 

b) 10 por ciento del importe bruto de esos cánones o regalías en todos los demás casos. 

3.
Los términos “cánones” o “regalías” empleados en este Artículo significan las cantidades de cualquier clase pagadas por el uso, o el derecho al uso, de derechos de autor sobre obras literarias, artísticas o científicas, 


Incluidas las películas cinematográficas o películas, cintas y otros medios de reproducción de la imagen y el sonido, de patentes, marcas de fábrica o de comercio, dibujos o modelos, planos, fórmulas o procedimientos secretos u otra propiedad intangible, por informaciones relativas a experiencias industriales, comerciales o científicas o por el uso o derecho al uso, de equipos industriales, comerciales o científicos. 

4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este Artículo, no son aplicables si el beneficiario efectivo de los cánones o regalías, residente de un Estado Contratante, realiza en el otro Estado Contratante del que proceden los cánones o regalías, una actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situado en ese otro Estado, y el derecho o bien por el que se pagan los cánones o regalías está vinculado efectivamente a dicho establecimiento permanente. En tal caso serán aplicables las disposiciones del Artículo 7. 

5.
Los cánones o regalías se considerarán procedentes de un Estado Contratante cuando el deudor sea un residente de ese Estado. Sin embargo, cuando quien .paga los cánones o regalías, sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en un Estado Contratante un establecimiento en relación con el cual se haya contraído la obligación de pago de los cánones o regalías y que soporte la carga de los mismos, dichos cánones o regalías se considerarán procedentes del Estado Contratante donde esté situado el establecimiento permanente.
6.
Cuando, por razón de las relaciones especiales existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo, o de las que uno y otro mantengan con los terceros el importe de los canones o regaías, habida cuenta del uso, derecho o información por los que se pagan, exceda del que habrian convenido el deudor y el beneficiario efectivo en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de este Artículo no se aplicarán mas que a este último importe. En tal caso, la cuantía en exceso podrá someterse a la imposición de acuerdo con la legislación de cada Estado Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio.

Artículo 13

GANANCIAS DE CAPITAL
1.
las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga de la enajenación de bienes inmuebles tal como se definen en el Artículo 6, situados en el otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en este últImo Estado. 

2.
las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de este establecimiento permanente (sólo o con el conjunto de la empresa de la que forme parte), pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante.

3.
las ganancias derivadas de la enajenación de buques o aeronaves explotados en tráfico internacional o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos buques o aeronaves, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde resida el enajenante.

4.
Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante si: 

a)
provienen de la enajenación de acciones cuyo valor se derive directa o indirectamente en más de un 50 por ciento de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, o 

b)
el perceptor de la ganancia ha poseído, en cualquier momento dentro del período de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente acciones u otros derechos consistentes en un 20 por ciento o más del capital de esa sociedad. 


Cualquier otra ganancia obtenida por un residente de un Estado Contratante por la enajenacrón de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente en el otro Estado Contratante también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante, pero el impuesto así exigido no podrá exceder del 16 por ciento del monto de la ganancia. 


No obstante cualquier otra disposición de este párrafo, las ganancias de capital obtenidas por un fondo de pensiones que es residente de un Estado Contratante provenientes de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad que es residente del otro Estado Contratante, serán gravadas únicamente en el Estado Contratante mencionado en primer lugar.

5.
Las ganancias derivadas de Ia enajenación de cualquier otro bien distinto de los mencionados en los párrafos precedentes de este Artículo sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida el enajenante.

Artículo 14

RENTAS DEL TRABAJO DEPENDIENTE

1.
Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 15, 17 y 18, los sueldos, salarios y otras remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado Contratante por razón de un empleo sólo pueden someterse a imposición en ese Estado a no ser que el empleo se ejerza en el otro Estado Contratante. Si el empleo se ejerce de esa forma, las remuneraciones derivadas del mismo pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 

2.
No obstante las disposiciones del párrafo 1, las remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado Contratante por razon de un empleo ejercido en el otro Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en el Estado mencionado en primer lugar si: 

a)
el perceptor permanece en el otro Estado durante un período o períodos cuya duración no exceda en conjunto de 183 días en cualquier período de doce meses que comience o termine en el año fiscal considerado, y 

b)
las remuneraciones se pagan por una persona en calidad de empleador que no sea residente del otro Estado, o en su nombre, y 

c) las remuneraciones no se soportan por un establecimiento permanente que dicho empleador tenga en el otro Estado. 

3.
No obstante las disposiciones precedentes de este Artículo las remuneraciones obtenidas por razón de un empleo ejercido a bordo de un buque o aeronave explotado en tráfico internacional por una empresa de un Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese Estado.

Artículo 15

PARTICIPACIONES DE CONSEJEROS


Las participaciones y otras retribuciones similares que un residente de un Estado Contratante obtenga como miembro de un Consejo de Administración o Directorio de una sociedad residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 

Artículo 16

ARTISTAS Y DEPORTISTAS
1.
No obstante lo dispuesto en los Artículos 7 y 14, las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga del ejercicio de sus actividades deportista, pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
No obstante lo dispuesto en los Artículos 7 y 14, cuando las rentas derivadas de las actividades de los los artistas del espectáculo o los deportistas, en esa calidad, no las perciba el propio artista del espectáculo o deportista sino un tercero, dichas rentas pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 

Artículo 17

PENSIONES Y ALIMENTOS

1.
Las pensiones pagadas a un residente del otro Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.

2.
Los alimentos y otras pensiones alimenticias pagadas a un residente de un Estado Contratante sólo serán sometidas a imposición en ese Estado. Sin embargo, los alimentos y otras pensiones alimenticias pagadas por un residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, si no son deducibles para quien efectúa el pago no serán sometidas a imposición en el Estado Contratante del perceptor de la renta. 

Artículo 18

FUNCIONES PÚBLICAS
1. a)
Los sueldos, salarios y otras remuneraciones, excluidas las pensiones, pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o entidades locales a una persona natural o física por razón de servicios prestados a ese Estado o a esa subdivisión o entidad, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.

b)
Sin embargo, dichos sueldos, salarios y otras remuneraciones sólo pueden someterse a imposición en el otro Estado Contratante si los servicios se prestan en ese Estado y la persona natural o física es un residente de ese Estado que es nacional de ese Estado; o no ha adquirido la condición de residente de ese Estado solamente para prestar los servicios.
2.
Lo dispuesto en los Artículos 14, 15 y 16 se aplica a los sueldos y salarios y otras remuneraciones, pagados por razón de servicios prestados en el marco de una actividad empresarial realizada por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o entidades locales.
Artículo 19

ESTUDIANTE


Las cantidades que reciba para cubrir sus gastos de manutención, estudios o formación práctica un estudiante, aprendíz o una persona en práctica que sea, o haya sido inmediatamente antes de llegar a un Estado Contratante, residente del otro Estado Contratante y que se encuentre en el Estado mencionado en primer lugar con el único fin de proseguir sus estudios o formación práctica, no pueden someterse a imposición en ese Estado siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.

Artículo 20

OTRAS RENTAS
1.
Las rentas de un residente de un Estado Contratante, cualquiera que sea su procedencia, no mencionadas en los Artículos anteriores de este Convenio, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.

2.
Lo dispuesto en el párrafo 1 no es aplicable a las rentas, distintas de las derivadas de bienes inmuebles como se define en el párrafo 2 del Artículo 6, cuando el perceptor de dichas rentas, residente de un Estado Contratante, realice en el otro Estado Contratante una actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situado en ese otro Estado, y el derecho o bien por el que se pagan las rentas estén vinculados efectivamente con dicho establecimiento permanente. En tal caso, son aplicables las disposiciones del Artículo 7.

3.
No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2, las rentas de un residente de un Estado Contratante, no mencionados en los Artículos anteriores de este Convenio y procedentes del otro Estado Contratante, también pueden someterse a imposición en ese otro Estado. 


El patrimonio constituido por bienes inmuebles, que posea un residente de un Estado Contratante y esté situado en el otro Estado Contratante, puede someterse a imposición en ese otro Estado. 

2.
El patrimonio constituido por bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, puede someterse a imposición en ese otro Estado Contratante.

3.
El patrimonio constituido por buques o aeronaves explotados en tráfico internacional, así como por bienes muebles afectos a la explotación de tales buques o aeronaves, sólo puede someterse a imposición en el Estado Contratante del cual la empresa que explota esos buques o aeronaves es residente.

4.
Todos los demás elementos del patrimonio de un residente de un Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en este Estado. 

CAPÍTULO V

MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN

Artículo 22
ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN

1.
En España, la doble imposición se evitará de la siguiente forma: 

a)
Cuando un residente de España obtenga rentas o posea elementos patrimoniales que, con arreglo a las disposiciones de este Convenio puedan someterse a imposición en Chile, España con arreglo a las disposiciones aplicables de la legislación española, permitirá: 
i) la deducción del impuesto sobre la renta efectivamente pagado de ese residente por un importe igual al impuesto sobre la renta pagado en Chile, en su caso, neto del Impuesto de Primera Categoría; 

ii) la deducción del impuesto sobre el patrimonio de ese residente por un importe igual al impuesto pagado en Chile sobre esos elementos patrimoniales; 

iii) la deducción del impuesto sobre la renta efectivamente pagado por una sociedad que reparte los dividendos correspondiente a los beneficios con cargo a los cuales dichos dividendos se pagan (Impuesto de Primera Categoría).


Sin embargo, dicha deducción no podrá exceder de la parte del impuesto sobre la renta o del impuesto sobre el patrimonio, calculados antes de la deducción, correspondiente a las rentas o a los elementos patrimoniales que puedan someterse a imposición en Chile.

b)
Cuando con arreglo a cualquier disposición de este Convenio las rentas obtenidas por un residente de España o el patrimonio que posea estén exentos de impuestos en España, España podrá, no obstante, tomar en consideración las rentas o el patrimonio exentos para calcular el impuesto sobre el resto de las rentas o el patrimonio de ese residente. 

2.
En Chile, la doble imposición se evitará de la siguiente forma: 

a)
las personas residentes en Chile que obtengan rentas que, de acuerdo con las disposiciones del presente Convenio, puedan someterse a imposición en España, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas rentas los impuestos aplicados en España, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena. Este párrafo se aplicará a todas las rentas tratadas en este Convenio. 

b)
cuando de conformidad con cualquier disposición del presente Convenio, las rentas obtenidas por un residente de Chile o el patrimonio que éste posea estén exentos de imposición en Chile, Chile podrá, sin embargo, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exentos a efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio de dicho residente. 

CAPITULO VI

DISPOSICIONES ESPECIALES

Artículo 23

NO DISCRIMINACIÓN
1.
Los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos en el otro Estado Contratante a ninguna imposición ni obligación relativa a la misma que no se exijan o que sean más gravosas que aquellas a las que estén o puedan estar sometidos los nacionales de ese otro Estado que se encuentren en las mismas condiciones, en particular con respecto a la residencia. No obstante lo dispuesto en el Artículo 1, la presente disposición se aplicará también a las personas que no sean residentes de uno o de ninguno de los Estados Contratantes.
2.
Los establecimientos permanentes que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante no serán sometidos en ese Estado a una imposición menos favorable que las empresas de ese otro Estado que realicen las mismas actividades. Esta disposición no podrá Interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a conceder a los residentes del otro Estado Contratante las deducciones personales, desgravaciones y reducciones impositivas que otorgue a sus propios residentes en consideración a su estado civil o cargas familiares.

3.
A menos que se apliquen las disposiciones del párrafo 1 del Artículo 9, del párrafo 6 del Artículo 11, o del párrafo 6 del Artículo 12, los intereses, cánones o regalías y demás gastos pagados por una empresa de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante serán deducibles para determinar los beneficios sujetos a imposición de dicha empresa, en las mismas condiciones que si se hubieran pagado a un residente del Estado mencionado en primer lugar. Igualmente, las deudas de una empresa de un Estado Contratante contraídas con un residente del otro Estado Contratante serán deducibles para la determinación del patrimonio sometido a imposición de dicha empresa en las mismas condiciones que si se hubieran contraído con un residente del Estado mencionado en primer lugar.
4.
Las sociedades que sean residentes de un Estado Contratante y cuyo capital esté, total o parcialmente, poseído o controlado, directa o indirectamente, por uno o varios residentes del otro Estado Contratante, no estarán sometidas en el Estado mencionado en primer lugar a ninguna imposición u obligación relativa a la misma que no se exijan o que sean más gravosas que aquellas a las que estén o puedan estar sometidas las sociedades similares del Estado mencionado en primer lugar. 

5.
En el presente Artículo el término “imposición” se refiere a los impuestos que son objeto de este Convenio. 

Artículo 24

PROCEDIMIENTO AMISTOSO

1.
Cuando una persona considere que las medidas adoptadas por uno o por ambos Estados Contratantes implican pueden implicar para ella una imposición que no esté conforme, con las disposiciones del presente Convenio, con independencia de los recursos previstos por el Derecho interno de esos Estados, podrá someter su caso a la autoridad competente del Estado Contratante del que sea residente o, si fuera aplicable el párrafo 1 del Artículo 23, a la del Estado Contratante del que sea nacional. El caso deberá plantearse dentro de los tres años siguientes a la primera notificación de la medida que implique una imposición no conforme a las disposiciones del Convenio.

2.
La autoridad competente, si la reclamación le parece fundada y si no puede por sí misma llegar a una solución satisfactoria, hará lo posible por resolver la cuestión mediante un acuerdo amistoso con la autoridad competente del otro Estado Contratante, a fin de evitar una imposición que no se ajuste a este Convenio. 

3.
Las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo posible por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o aplicación del Convenio mediante un acuerdo amistoso.

4.
Las autoridades competentes de los Estados Contratantes podrán comunicarse directamente a fin de llegar a un acuerdo en el sentido de los párrafos anteriores. A fin de llegar a un acuerdo en el sentido de los párrafos anteriores, las autoridades competentes de los Estados o, contratantes podrán comunicarse directamente, incluso en el seno de una Comisión mixta integrada por ellas mismas o sus representantes. 

Artículo 25

INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1.
Las autoridades competentes de los Estados Contratantes intercambiarán las informaciones necesarias para aplicar lo dispuesto en el presente Convenio o en el derecho interno de los Estados Contratantes relativo a los impuestos comprendidos en el Convenio en la medida en que la imposición prevista en el mismo, no sea contraria al Convenio. El intercambio de información no estará limitado por el Artículo 1. Las informaciones recibidas por un Estado Contratante seran mantenidas en secreto en igual forma que las informaciones obtenidas basándose en el derecho interno de ese Estado y sólo se comunicarán a las personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos administrativos) encargadas de la gestión o recaudación de los impuestos comprendidos en el Convenio, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a dichos impuestos, o de la resolución de los recursos relativos a los mismos. Dichas personas o autoridades sólo utilizarán estas informaciones para estos fines. Podrán revelar la información en las audiencias de los tribunales o en las sentencias judiciales.

2.
En ningún caso las disposiciones del párrafo 1 podrán interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a:

a)
adoptar medidas administrativas contrarias a su legislación o práctica administrativa, o a las del otro Estado Contratante;

b)
suministrar información que no se pueda obtener sobre la base de su propia legislación o en el ejercicio de su práctica administrativa normal, o de las del otro Estado Contratante;

c)
suministrar información que revele secretos comerciales, industriales o profesionales, procedimientos comerciales o informaciones cuya comunicación sea contraria al orden público.

3.
Cuando la información sea solicitada por un Estado Contratante de conformidad con el presente artículo, el otro Estado Contratante obtendrá la información a que se refiere la solicitud en la misma forma como si se tratara de su propia imposición, aunque este otro Estado, en ese momento, no requiera de tal información.

Artículo 26

MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS CONSULARES

Las disposiciones del presente Convenio no afectarán a los privilegios fiscales de que disfruten los miembros de las misiones diplomáticas o de las oficinas consulares de acuerdo con los principios generales del Derecho Internacional o en virtud de las disposiciones de acuerdos especiales.

CAPÍTULO VII

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 27

ENTRADA EN VIGOR
1.
Cada uno de los gobiernos de los Estados Contratantes notificará al otro, a través de los canales diplomáticos, que se han cumplido los procedimientos legales internos para la entrada en vigor del presente Convenio. Dicho Convenio entrará en vigor en la fecha de recepción de la última notificación.

2.
Las disposiciones del Convenio se aplicarán:

a)
en Chile, con respecto a los impuestos sobre las rentas que se obtengan y a las cantidades que se paguen, abonen en cuenta, se pongan a disposición o se contabilicen como gasto, a partir del primer día del mes de enero del año calendario inmediatamente siguiente a aquél en que el Convenio entre en vigor; y

b)
En España con respecto de los impuestos sobre la renta o sobre el patrimonio correspondientes al año fiscal que comience en o después del 1 de enero del año civil siguiente al de la entrada en vigor del Convenio.

3.
El Convenio existente entre Chile y España para evitar la doble imposición en materia de impuestos sobre la renta en cuanto se refiere al gravamen del ejercicio de la navegación aérea, concluido mediante canje de notas el 28 de diciembre de 1976, queda derogado desde que sean de aplicación las disposiciones del presente Convenio.

Artículo 28

DENUNCIA
1.
El presente Convenio permanecerá en vigor indefinitivamente, pero cualquiera de los Estados Contratantes podrá, una vez transcurrido un plazo de cinco años a partir de la fecha de su entrada en vigor y a más tardar el 30 de junio de cada año, dar al otro Estado Contratante un aviso de término por escrito, a través de la vía diplomática.

2.
Las disposiciones del Convenio dejarán de surtir efecto:

a)
en Chile, con respecto a los impuestos sobre las rentas que se obtengan y las cantidades que se paguen, abonen en cuenta, se pongan a disposición o se contabilicen como gasto, a partir del primer día del mes de enero del año calendario inmediatamente siguiente:

b)
en España, con respecto de los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio correspondiente al año fiscal que comience en o después del 1º de enero del año civil siguiente a aquél en que se comunique la denuncia.


En fe de lo cual, los signatarios, debidamente autorizados al efecto, han firmado el presente Convenio.


Hecho en doble ejemplar en Madrid el día 7 de julio del 2003, siendo ambos textos igualmente auténticos.


(Fdo.): Por la República de Chile, Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Hacienda.


Por el Reino de España, Cristóbal Montoro Romero, Ministro de Hacienda.

PROTOCOLO


Al momento de proceder a la firma del Convenio entre el Reino de España y la República de Chile para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, los signatarios han convenido las siguientes disposiciones que forman parte integrante de este Convenio:

I.
El presente Convenio no se aplica a los “Fondos de Inversión de Capital Extranjero” regulados en la ley Nº 18.657 chilena o cualquier otra legislación sustancialmente similar dictada en Chile después de la firma de este Convenio. La tributación de las distribuciones y remesas de dichos fondos se regirá por las disposiciones de la mencionada legislación.
II.
Para los fines del párrafo 3 del Artículo XXII (Consulta) del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios, los Estados Contratantes acuerdan que, sin perjuicio de ese párrafo, cualquier disputa entre ellos respecto de si una medida cae dentro del ámbito de esa Convención, puede ser llevada ante el Consejo de Comercio de Servicios conforme a lo estipulado en dicho párrafo, pero sólo con el consentimiento de ambos Estados Contratantes. Cualquier duda sobre la interpretación de este párrafo será resuelta conforme el párrafo 3 del Artículo 24 o, en caso de no llegar a acuerdo con arreglo a este procedimiento, conforme a cualquier otro procedimiento acordado por ambos Estados Contratantes.

III. Nada en este Convenio afectará la aplicación de las actuales disposiciones del DL 600 (Estatuto de Inversión extranjera) de la legislación chilena, conforme estén en vigor a la fecha de la firma de este Convenio y aun cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.

IV. Las contribuciones en un año por servicios prestados en ese año y pagados por, o por cuenta de, una persona física o natural residente de un Estado Contratante o que está presente temporalmente en ese Estado, a un plan de pensiones que es reconocido para efectos impositivos en el otro Estado Contratante deberán, durante un período que no supere en total 60 meses, ser tratados en el Estado mencionado en primer lugar, de la misma forma que una contribución pagada a un sistema de pensiones reconocido para fines impositivos en ese Estado, si:

a)
dicha persona física o natural estaba participando en el plan de pensiones por un período que hubiera terminado inmediatamente antes de que pasar a ser residente de o a estar temporalmente presente en el Estado mencionado en primer lugar, y

b)
las autoridades competentes del Estado mencionado en primer lugar acuerdan que el plan de pensiones corresponde en términos generales a un plan de pensiones reconocido para efectos impositivos por ese Estado.


Para los fines de este párrafo “plan de pensiones” incluye el plan de pensiones creado conforme el sistema de seguridad social de cada Estado Contratante.

V. Considerando que el objetivo principal de este Convenio es evitar la doble imposición internacional, los Estados Contratantes acuerdan que, en el evento de que las disposiciones del Convenio sean usadas en forma tal que otorguen beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes de los Estados Contratantes deberán, en conformidad al procedimiento de acuerdo mutuo del Artículo 24, recomendar modificaciones específicas al Convenio. Los Estados Contratantes además acuerdan que cualquiera de dichas recomendaciones será considerada y discutida de manera expedita con miras a modificar el Convenio en la medida en que sea necesario.

VI. Ad. Artículo 5.


En relación con las actividades de exploración de recursos naturales, se entiende que el párrafo 3 letra b) del Artículo 5 es aplicable en la medida que esos servicios no sean llevados a cabo por la peresona a quien se hubiere otorgado la concesión de exploración o explotación.

VII. Ad. Artículo 7.


Sin perjuicio del Artículo 24, párrafo 2, se entiende que las disposiciones del párrafo 3 del Artículo 7 se aplican sólo si los gastos pueden ser atribuidos al establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de la legislación tributaria del Estado Contratante en el cual el establecimiento permanente esté situado.

VIII. Ad. Artículo 10, párrafos 2 y 6.


Con respecto a la aplicación del impuesto adicional en conformidad con las disposiciones de la legislación chilena, se acuerda que si:

i) el impuesto de primera categoría deje de ser totalmente deducible en la determinación del monto del impuesto adicional a pagar; o

ii) la tasa del impuesto adicional que afecta a un residente de España, como está definido en el Artículo 4 de este Convenio exceda del 42 por ciento, los Estados Contratantes se consultarán a objeto de modificar el presente Convenio con la finalidad de restablecer el equilibrio de los beneficios del mismo.

IX. Ad Artículos 10, 11 y 12.


Las disposiciones de los artículos 10, 11 y 12 no se aplicarán si el propósito principal o uno de los principales propósitos de cualquier persona vinculada con la creación o atribución del derecho o crédito en relación con el cual los dividendos, los intereses o los cánones o regalías se paguen, sea el de obtener los beneficios de esos artículos mediante tal creación o atribución.

X. Ad Artículo 11 (Intereses) y Artículo 12 (Cánones y regalías).


Se acuerda que, si en algún acuerdo o convenio entre Chile y un Estado miembro de la Organizaciáon de Cooperación y Desarrollo Económicos que entre en vigencia después de la fecha de entrada en vigor de este Convenio, se acordara que Chile eximirá de impuestos a los intereses y cánones o regalías (ya sea en general o respecto de alguna categoría especial de intereses o cánones o regalías) provenientes de Chile, o limitara la tasa de impuestos exigible sobre esos intereses o regalías (ya sea en general o respecto a una categoría especial de intereses o cánones o regalías) a una tasa más baja que las previstas en el párrafo 2) del Artículo 11 o en el párrafo 2) del Artículo 12 del Convenio, esa exención o tasa reducida se aplicará automáticamente a los intereses o cánones o regalías provenientes de Chile cuyo beneficiario efectivo sea un residente de España y a los intereses o cánones o regalías provenientes de España cuyo beneficiario efectivo sea un residente de Chile bajo las mismas condiciones como si esa exención o tasa reducida hubiera sido especificada en esos párrafos. La autoridad competente de Chile informará, sin demora, a la autoridad competente de España, que se han cumplido las condiciones para la aplicación de este párrafo.

XI. Ad. Artículo 13.


En el caso de que el perceptor de la ganancia a que se refiere el párrafo 4, letra b), del Artículo 13, haya poseído las acciones u otros derechos que se enajenan por un plazo superior a doce meses y siempre que el perceptor no se dedique habitualmente a la enajenación de acciones, el impuesto exigido no podrá exceder del 16 por ciento de la ganancia.


En todo caso se considerará que el perceptor no se dedica habitualmente a la venta de acciones cuando la participación poseida directamente sea el 50 por ciento o más del capital de la sociedad participada.

XII. En las negociaciones se detectó que, respecto de rentas provenientes de un tercer país que ingresan a Chile y que luego son remesadas a España, en ciertos casos no se evita totalmente la doble tributación, aun en caso de existir un Convenio entre ambos países. Las Partes Contratantes reconocen las dificultades para resolver este problema por medio de un Convenio bilateral entre ellos y manifiestan su intención de seguir analizándolo en aras de una posible solución.


En fe de lo cual, los signatarios, debidamente autorizados al efecto, han firmado el presente Protocolo.


Hecho en doble ejemplar en Madrid el día 7 del mes de julio del 2003, siendo ambos textos igualmente auténticos.


(Fdo.): Por la República de Chile. Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Hacienda; Por el Reino de España, Cristóbal Montoro Romero, Ministro de Hacienda”.

5.
Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de acuerdo que aprueba el convenio entre la República de Chile y el Reino de España para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y el patrimonio y su protocolo, suscritos el 7 de julio de 2003, presentado por mensaje Nº 286-350, de 9 de julio de 2003. (boletín Nº 3439-10).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6.
Ofico de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. (boletín Nº 3224-04).


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

7.
Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.961, Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, y modifica la ley Nº 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile. (boletín Nº 3395-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

8.
Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley, iniciado en moción de los diputados señores Juan Bustos; Carlos Montes y Juan Pablo Letelier que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas, estableciendo mayores exigencias para inscribir un arma, prohibiendo el porte de las mismas y realiza otras modificaciones. (boletín Nº 2219-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

9.
Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. (boletín Nº 3021-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
10. Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.961, Ley Orgánica que introduce modificaciones al sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de las Fuerzas Armadas. (boletín Nº 3397-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

11. Oficio de S.E. el Vicepresidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que introduce modificaciones al sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería de Chile. (boletín Nº 3394-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; 
FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

12. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades cosntitucionales, tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley sobre bonos de descontaminación. (boletín Nº 3290-12).


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

13. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En relación al oficio Nº 4664 de 2 de diciembre de 2003, en que esa honorable Corporación ha solicitado el consentimiento del Ejecutivo para archivar el proyecto de ley que establece un beneficio pecuniario para ex contralores y subcontralores de la República que se encuentre en la situación que indica (boletín Nº 3155-07), considerando que dicha iniciativa se originó en un Mensaje del Presidente de la República, vengo en manifestar a vuestra Excelencia que el Ejecutivo consiente en el archivo de la mencionada iniciativa de ley.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

14. Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, sobre el proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. (boletín N° 3224-04)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, pasa a informar el proyecto de ley de la referencia, originado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, incluido en la actual legislatura extraordinaria de sesiones.

PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN


Durante el análisis y discusión de este proyecto, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas: el señor Sergio Bitar Chacra, Ministro Educación; la señora Pilar Armanet, Jefa de la División de Educación Superior; las señoras Alicia Leiva, economista y Alejandra Contreras, abogada, asesoras del Ministerio de Educación; la señora María José Lamaitre, Secretaria Técnica de la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado (Cnap); el señor Rodrigo González, Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación; y los señores Jaime Crispi y José Espinoza de la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda.


Asimismo, fueron escuchadas las siguientes personas:


El señor Sergio Lavanchy, Rector de la Universidad de Concepción y Vicepresidente del Consejo de Rectores; el señor Luis Riveros, rector de la Universidad de Chile; el señor Ubaldo Zúñiga, rector de la Universidad de Santiago de Chile; el señor Alfonso Muga Naredo, rector de la Universidad Católica de Valparaíso y Coordinador del Consejo de Rectores de la V Región; el señor Juan Antonio Guzmán, rector de la Universidad Nacional Andrés Bello; el señor Oscar Cristi, rector de la Universidad de Los Andes; el Padre Fernando Montes SJ, rector de la Universidad Alberto Hurtado; el señor Héctor Zúñiga, Presidente del Consejo Directivo de la Universidad del Mar y Presidente de la Corporación de Universidades Privadas; el señor Ernesto Livacic, Presidente de la Junta Directiva de la Universidad Central; el señor Marcelo Von Chrismar, rector del Instituto Profesional DUOC-UC; el señor José Pedro Undurraga, director ejecutivo de Inacap; la señora Josefina Bilbao, rectora Instituto Profesional Carlos Casanueva y Presidenta Nacional de la Agrupación de Institutos y Centros de Formación Técnica (Conifos); el señor Jorge Allende, Vicepresidente de la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado (Cnap) y el señor Bernardo Domínguez, integrante de la misma institución; el señor Carlos Williamson, vicerrector académico y el señor José López, rector pregrado de la Pontificia Universidad Católica; el señor José Julio León. vicerrector académico de la Universidad Diego Portales; el señor Octavio Enríquez, decano de la Facultad de Medicina de la Universidad de Concepción y Presidente de la Asociación de Facultades de Medicina; el señor René Flores, decano de la Facultad de Ciencias de la Educación de la Universidad de Playa Ancha y Presidente Consejo de Decanos; los académicos señores Carlos Peña, decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales y profesor de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile; Manuel Antonio Garretón, sociólogo, Departamento de Sociología de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile; Augusto Samaniego, profesor y Consejero Académico de la Universidad de Santiago de Chile; Andrés Medina de la Escuela de Periodismo de la Universidad Católica de la Santísima Concepción; el señor Jorge Pavez, Presidente, el señor Guillermo Scherping, Director Nacional e Isabel Guzmán, todos del Colegio de Profesores de Chile A.G.; la señora María de los Angeles Santander, asesora del Instituto Libertad y Desarrollo y los señores Rodrigo Castro, Sebastián Soto y Agustín Barroilhet del mismo Instituto; los integrantes de la Confederación de Federaciones de Estudiantes de Chile (Confech), señor Fernando Herman de la Universidad Católica, Vicepresidente de la Confech y los señores Felipe Núñez, Presidente Federación de Estudiantes de la Universidad de Concepción, 
Manuel Escobar, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Valparaíso, Leonardo Seguel de la Universidad Técnica Federico Santa María, Sede Talcahuano, Pablo Calderón de la Universidad Católica de Valparaíso; el señor Julio Lira Ramírez, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (Fech); el señor Jaime Bellolio, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile (Feuc); el señor Jaime Romero, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Santiago (USACH; el señor Jorge Burgos. Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Federico Santa María; el señor Gonzalo Calderón, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de la Santísima Concepción; el señor Nicolás Pavez, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Diego Portales; el señor Felipe Yarur, Presidente del Centro de Alumnos de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Andrés Bello; la señorita Catherine Araya, Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad La República; el señor Luis Felipe San Martín, Presidente del Centro de Alumnos de la Facultad Ingeniería de la Universidad de Chile, el señor Pablo Pérez, del Centro de Alumnos de Geografía de la Universidad de Chile y los señores Juan Luis Torres y Cristóbal Leturia del Centro de Alumnos de la Escuela de Arquitectura de laUniversidad de Chile; y el señor Elton Omar Ortiz de la empresa Ultrateknos UTK.

ANTECEDENTES QUE FUNDAMENTAN EL PROYECTO


Los cambios en la educación superior y la necesidad de asegurar su calidad.


El mensaje con que ha sido enviado este proyecto, en primer término pone de relieve el avance que en los últimos veinte años, ha experimentado la educación superior, que ofrece numerosas oportunidades de formación profesional a un universo cada vez más creciente de estudiantes.


En efecto, hoy existen 60 universidades, 43 institutos profesionales y 113 centros de formación técnica, instituciones muy diferentes unas de otras, tanto en la misión institucional que se proponen, como en su tamaño, tipos de programas que ofrecen o recursos que manejan.


En sus aulas atienden a cerca de 480.000 estudiantes de pre y postgrado, en jornada completa o compartida entre el estudio y el trabajo. Hoy siguen estudios postsecundarios más de 3.000 personas por cada 100.000 habitantes. En la última década la cobertura en educación superior ha aumentado a un ritmo de 7% anual. En la actualidad un 31.5% de los jóvenes chilenos entre 18 y 24 años cursan estudios en una institución postsecundaria.


Estas cifras, ubican a Chile en un rango promedio superior a todas las regiones del mundo, excluidos los países de más altos ingresos.


A este respecto, el Gobierno sostiene que quiere seguir ampliando las oportunidades de educación superior para todos los jóvenes con talento que quieran continuar con sus estudios. Pero, a su vez señala, que garantizar el acceso no es suficiente. Es indispensable establecer los mecanismos que aseguren la calidad de la oferta educativa sobre la base de criterios de validez general, en razón de que no es fácil para los postulantes a la educación superior y para sus familias, tomar decisiones acerca de las opciones que se les ofrecen; no es fácil comprender lo que está detrás de las distintas instituciones o diferenciar entre los títulos profesionales que entregan unas y otras.


Es necesario, entonces, despejar esas incógnitas y atender las preocupaciones y las demandas crecientes para que existan mecanismos que, por una parte den garantía de la calidad de las instituciones y programas y, por otra, proporcionen la información de cómo se mide la calidad de la educación que entregan los institutos de enseñanza superior. Sólo así se los podrá homologar, esto es, ponerlos en relación de igualdad o semejanza, no solamente dentro de nuestro país, sino más allá de nuestras fronteras.


Los futuros profesionales deberán confrontarse permanentemente con sus pares, aquí y en el ámbito de la globalización existente en todo orden de materias en el mundo actual. La movilidad internacional de estudiantes y profesionales, así como la oferta de bienes y servicios, es un hecho que obliga a disponer de medios que garanticen la calidad de la educación ofrecida en Chile, como una manera de mejorar las condiciones en que compiten en el medio laboral nacional e internacional los profesionales y técnicos formados aquí. 


Estos cambios no son exclusivos de Chile. En los años noventa, países de Europa oriental y occidental, del Asia y de América Latina, de Africa y Norteamérica han establecido sistemas de acreditación de la educación superior. Incluso este proceso está avanzando en regiones como la Unión Europea, el Mercosur y Centroamérica.


El Estado, se asevera en el mensaje, no puede dejar de lado el rol que le corresponde en la regulación de la calidad de la educación superior y en dar garantía de la fe pública depositada en las instituciones que ofrecen este tipo de educación. Además, este empeño permitirá que Chile avance en la identificación de los problemas y las acciones que es preciso solucionar.


El concepto moderno de regulación no es sólo supervisión y control, sino que incluye, como un componente esencial, estrategias destinadas a mejorar y promover la calidad. La calidad debe ser el fruto de un esfuerzo compartido, en el que participen activamente el Estado en su rol regulador y garante de la equidad, las instituciones de educación superior, y al interior de estas, sus diversos estamentos, y a eso apunta este proyecto.

El trabajo cumplido por las Comisiones Nacionales de

Acreditación de Pre y Post Grado


El mensaje consigna la experiencia habida en nuestro país en materia de acreditación de la calidad en la educación superior.


En el marco del Programa de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación Superior (Mecesup), el Gobierno ha estado desarrollando, desde 1998, políticas que contemplan el diseño de mecanismos de aseguramiento de la calidad, para cuyo efecto constituyó, en marzo de 1999, dos comisiones asesoras del Ministro de Educación: 


Una para la formación de postgrado, denominada Comisión de Acreditación de Postgrado (Conap), a la que se le encomendó continuar el trabajo de acreditar programas de maestría y doctorado iniciado por Conicyt, y ha desarrollado ciclos de evaluación que han permitido acreditar 70 programas de doctorado y 76 de maestrías. 


La otra, llamada Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado (Cnap), que debía desarrollar procesos experimentales de acreditación y elaborar propuestas para el establecimiento de un sistema nacional de aseguramiento de la calidad, a su vez , ha concentrado su trabajo en tres líneas fundamentales: la primera, de apoyo a la capacidad de autorregulación de las instituciones de educación superior; la segunda de diseño y puesta en práctica de procedimientos experimentales de acreditación de carreras profesionales y técnicas, y la tercera, de recopilación de estas experiencias para elaborar una propuesta sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad.


Con el concurso de más de 200 académicos y profesionales de las diversas áreas del conocimiento, y con la participación de 34 universidades que representan más del 50% de la matrícula universitaria, se han acreditado ya 6 carreras de medicina y 1 de arquitectura. Durante el año 2002 se completó el proceso evaluativo de 8 carreras en las áreas de arquitectura, agronomía, medicina veterinaria, educación y tecnología de sonido, y se encuentran en proceso más de 150 carreras en prácticamente todas las áreas del conocimiento. Todo este trabajo demuestra la favorable acogida de participación voluntaria de la educación superior, que se hace cargo de esta preocupación y que ha constituido una base para la preparación de este proyecto de ley.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Para el Ejecutivo, el aseguramiento de la calidad de la educación superior es un objetivo central que no puede lograrse sin el concurso de los diversos organismos públicos y privados que forman parte del sistema de educación superior, y debe apuntar a los siguientes tópicos:

1.
Dar garantía pública de la calidad de las instituciones de educación superior y de los programas y carreras que ofrecen.


El Grupo de Expertos que preparó un informe especial sobre esta materia para el Banco Mundial, citado en el Mensaje, dice que “la vitalidad de la educación superior es un elemento fundamental y cada vez más determinante de la posición de los países en la economía mundial. Contribuye a desarrollar la productividad laboral, la energía empresarial y la calidad de vida; promueve la movilidad social y la participación política; fortalece la sociedad civil y estimula el gobierno democrático”.


Para ello, no basta ampliar el acceso a la educación superior, sino asumir un compromiso de todos con la calidad de la formación entregada, asunto complejo que involucra una diversidad de acciones.


El proyecto, como uno de los elementos del aseguramiento de la calidad, reconoce el proceso de licenciamiento, que actualmente realiza el Consejo Superior de Educación, en orden a otorgar autonomía a las nuevas instituciones que se incorporan a la educación superior.


Además, refuerza las actividades de evaluación y acreditación de programas de pregrado y postgrado.


También racionaliza y perfecciona los procesos de definición, recolección y procesamiento de información, encaminada a dar validez y confiabilidad a la educación superior y a orientar las decisiones de los jóvenes, sus familias y el mercado laboral.


Por último, el proyecto introduce una acreditación institucional, que permitirá reconocer a aquellos establecimientos de educación superior que cuentan con mecanismos de aseguramiento de la calidad.


Los mecanismos que establece el proyecto están orientados no sólo a dar pública garantía de la calidad, sino además a promover y apoyar el mejoramiento de las instituciones autónomas y de los programas que ellas ofrecen. Así cada institución y programa se evalúan en función de un doble criterio, el proveniente de su grupo de referencia institucional, profesional o disciplinario y el que surge de los requerimientos planteados por su propia definición de misión institucional, con lo que se salvaguarda la autonomía y la diversidad. Al mismo tiempo, el proyecto apunta al desarrollo de la capacidad institucional para mantener estándares de calidad, mejorar la docencia impartida y asegurar que la formación de los profesionales y técnicos se ajuste a los requerimientos de la sociedad.

2.
Establecer una instancia de coordinación del conjunto de funciones y actividades que se ocupan de la calidad de la educación superior.


El proyecto aborda este objetivo a través del establecimiento de un Comité de Coordinación, formado por autoridades de los tres principales organismos responsables del aseguramiento de la calidad de la educación superior: la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, el Consejo Superior de Educación y la nueva Comisión Nacional de Acreditación para la Educación Superior, que se crea en este proyecto.


La nueva Comisión Nacional la integran personas provenientes de las instituciones de educación superior tanto universitaria como no universitaria, del sector productivo y del medio profesional.

3.
Lograr que la educación superior sea capaz de responder a estándares de validez nacionales e internacionales.


Como se dijo más arriba, la Cnap (Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado), ha desarrollado un trabajo que define un piso mínimo para evaluar las carreras que se ofrecen en el país. 


El proyecto amplía esa base, al establecer la posibilidad de que la acreditación de carreras sea efectuada por agencias acreditadoras nacionales o internacionales en la medida que estas apliquen estándares a lo menos concordantes con los establecidos actualmente para las carreras.


La acreditación institucional estará radicada directamente en la Comisión Nacional de Acreditación para la Educación Superior.


La acreditación de programas, se propone que la realicen agencias acreditadoras diversas, que cumplan una base fundamental de requisitos; será voluntaria y deberá cautelarse la autonomía de cada institución.

LEGISLACIÓN COMPARADA


La Biblioteca del Congreso Nacional puso a disposición de la Comisión, con motivo de la discusión de este proyecto, un fascículo titulado “Órganos de evaluación y acreditación universitaria: una visión comparada”.


De ese documento extractamos sus principales aspectos.

La acreditación de programas académicos, como un medio para reconocer y asegurar la calidad de la educación superior, tiene su antecedente inmediato en los procesos de evaluación que adquirieron importancia creciente en el mundo a partir de los años ochenta. Gobiernos de todo el mundo han emprendido políticas y programas con el apoyo de organismos internacionales como la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) y la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (Ocde), entre otras.


Entre las causas externas más relevantes que ejercen presión para mantener un elevado nivel de calidad, están la globalización, el cambio de los paradigmas económicos y las nuevas tecnologías de la información. Y entre las causas internas, la expansión y la diferenciación de los sistemas de ecuación superior.


En España, Argentina, Colombia, Francia y México se han establecido sistemas que glosaremos brevemente.


En el primero de estos países, existe una Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo de 1990, que aborda el tema de la evaluación en su artículo 62 y lo confía al Instituto Nacional de Calidad y Evaluación (Ince). Sus funciones, la composición y atribuciones de sus órganos de gobierno y los principios básicos de su organización, así como los del Consejo Rector del Instituto, salvo las diferencias dadas por la existencia de Comunidades Autónomas, son semejantes a los consultados en el proyecto en informe. El sistema se complementa con la creación de una Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación, establecida el año 2002, según los criterios universitarios del Proceso Europeo de Convergencia Sorbona-Bolonia. Esta Agencia es uno de los elementos fundamentales de la Ley Orgánica de Universidades que fue aprobada en diciembre de 2001, y su función es la de medir y hacer público, con la máxima transparencia el rendimiento del servicio universitario. Sus informes, por la naturaleza jurídica del ente, han de contener resultados y propuestas para permitir la toma de decisiones por parte de la Administración Pública competente.


En Francia, el órgano encargado de la evaluación es el Comité Nacional de Evaluación y la acreditación de la Educación Superior. Fue creado por la Ley de la Enseñanza Superior de 1984. Sus objetivos básicos: evaluar a las instituciones y apreciar el resultado de los convenios que son de su incumbencia y recomendar medidas apropiadas para mejorar el funcionamiento de las instituciones así como la eficacia de la enseñanza y la investigación. Fue concebido no sólo para el éxito de la misión de las universidades, sino también de todas las instituciones públicas de carácter científico, cultural y profesional y para hacer más transparente el sistema universitario. Se enfatiza el carácter de independencia absoluta del Comité para realizar la evaluación, así como la imparcialidad y calidad profesional de los integrantes y expertos evaluadores. Dos decretos, de 21 de febrero de 1985 y de 7 de diciembre de 1988 precisan la manera en que cumplirá sus objetivos La estructura del Comité es flexible y pequeña y se asemeja a la concebida en este proyecto.


En Argentina, es la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (Coneau) la que realiza las labores que propone la iniciativa legal en informe. Es un organismo autónomo creado en 1995 por la Ley N° 24521 de Educación Superior, bajo la jurisdicción del Ministerio de Ecuación. Sus integrantes son designados por el Poder Ejecutivo Nacional a propuesta de los más importantes organismos académicos y políticos.


También su estructura es similar a la ideada en el proyecto en informe tiene a su cargo la evaluación de todas las universidades nacionales, provinciales y privadas, la acreditación de postgrados y carreras reguladas y la emisión de recomendaciones sobre los proyectos institucionales de nuevas universidades estatales y las solicitudes de autorización provisoria y definitiva de establecimientos universitarios privados y entidades de evaluación y acreditación universitaria.


El Sistema Nacional de Acreditación de Colombia fue creado por ley dictada en 1992 y su misión es garantizar que las instituciones que forman parte del Sistema cumplen con los requisitos de calidad y realizan sus propósitos y objetivos (artículo 53). La composición de su Consejo la conforman 7 académicos, que orientan el proceso de acreditación, lo organizan, lo fiscalizan, dan fe de su calidad y finalmente recomiendan al Ministro de Educación acreditar los programas e instituciones que cumplan con las condiciones establecidas.


En México el encargado de estas funciones es el Consejo para la Acreditación de la Educación Superior (Copaes), instituido formalmente el 24 de octubre de 2000 como organismo no gubernamental. Es una asociación civil, facultada por la Secretaría de Educación para conferir reconocimiento formal a organismos acreditadores, nacionales o extranjeros que promuevan la calidad y el mejoramiento de los programas académicos que ofrece la educación superior pública o privada.


Antes del Consejo, en 1989, existió la Comisión Nacional de Evaluación de la Educación Superior, la Coordinación Nacional para la Planeación de la Educación Superior y los Comités Interinstitucionales para la Evaluación de la Educación Superior, organismos que dieron lugar a la institucionalización del Programa para la Modernización Educativa, entre los años 1989 y 1994. El concepto de modernización se concibe en términos de calidad, eficiencia, cobertura e innovación, y fue incorporado como una acción fundamental para mejorar la calidad de la educación superior a través de procesos de evaluación interna y externa de las instituciones.


El Copaes es la instancia reconocida por el Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Educación Pública para conferir reconocimiento formal a organizaciones cuyo fin sea acreditar programas académicos de educación superior que ofrezcan instituciones públicas o privadas. 


Se organiza en una Asamblea General y una Dirección General. La Asamblea general de Copaes la integran la Secretaría de Educación Pública, la Asociación de Universidades e Instituciones de Educación Superior de la República, las Federaciones de Instituciones Particulares de Educación Superior, la de Médicos Veterinarios, la del Colegio de Ingenieros Civiles, la de Contadores Públicos, la Barra Mexicana del Colegio de Abogados. la Academia Mexicana de Ciencias, la Academia Nacional de Medicina y la Academia Nacional de Ingeniería. La Dirección General es la encargada de cumplir y hacer cumplir la normativa del Copaes y la coordinación de los trabajos técnicos, académicos y administrativos.

LAS IDEAS MATRICES Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO



El proyecto establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que tendrá funciones de información, de licenciamiento, de acreditación institucional y de acreditación de carreras y programas (artículo 1°). La función de licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior corresponde a los procesos de acreditación que desarrollan actualmente el Consejo Superior de Educación y el Ministerio de Educación, en conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de enseñanza (artículo 2°).


Propone que el sistema sea coordinado por un Comité (artículos 3°, 4° y 5°), integrado por personeros del Consejo Superior de Educación, de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y de la Comisión Nacional de Acreditación que se crea en este proyecto.


Dicha Comisión Nacional de Acreditación, integrada por 13 miembros de preferencia del ámbito académico, tendrá las funciones, atribuciones y estructura interna, que se señalan en el Título I del Capítulo II del proyecto. (artículos 6° a 14).


Además, se regula el proceso de la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, el que será voluntario, deberá considerar la autonomía de cada institución, y éstas respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución y las leyes (artículos 15 a 23); también se señala el objeto de la acreditación (artículo 24 a 29), y se establecen los criterios de evaluación, la autorización y supervigilancia de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y de programas de postgrado, y las sanciones que puede aplicar la Comisión por infracciones a las normas de acreditación y el procedimiento a seguir en su aplicación . (artículos 30 a 43). 


Finalmente el proyecto dispone medidas de publicidad (artículo 44); establece un sistema nacional de información acerca de, a lo menos, su participación en el proceso de acreditación, el número de alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, y además consulta sanciones por omisiones o inexactitudes (artículos 44 a 51).


En el capítulo final del proyecto se hacen las adecuaciones necesarias a la ley Orgánica Constitucional de Enseñanza; se fija la planta de la Secretaría Técnica, y se señala el financiamiento del mayor gasto que significa este proyecto.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO

Discusión general


Para la discusión general del proyecto la Comisión invitó, se hizo asesorar, debatió e interrogó sobre sus dudas a las personas que se mencionan en el capítulo “Personas escuchadas por la Comisión”.


Cabe consignar previamente que, en general, no se cuestiona que el Estado pueda asumir un papel supervisor en la materia que se pretende legislar. 


A los argumentos del Ejecutivo para fundamentar este proyecto ya expresados precedentemente, se formularon innumerables objeciones, dentro y fuera de la Comisión en insertos, editoriales y publicaciones de los medios, algunas de las cuales, por haber sido reiteradas, glosamos sucintamente a continuación. 


Se dice que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica son grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad, a los que el Estado debe reconocer y amparar, junto con garantizarles una adecuada autonomía. Además están amparados por la garantía que asegura la libertad de enseñanza, la que incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales sin otra limitación que la impuesta por la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional. No existen otras causales para limitar la libertad de enseñanza, que también supone que las instituciones de educación superior enseñen aquellas materias que estimen convenientes por medio de planes y programas libremente determinados. De tal modo que cualquier norma que conduzca a una limitación diversa, puede ser objetada por exceder el marco regulatorio constitucional.


Se sostiene, en consecuencia, que cualquier medida que pretenda controlar en forma obligatoria los contenidos o la calidad de la educación, no estaría acorde con las exigencias constitucionales y los objetivos de la acción del Estado. El único papel que le cabría al Estado en relación con el proyecto en examen, sería el de hacer correcciones en las asimetrías o falencias de información entre la oferta de estudios superiores y la demanda de los mismos, lo que justificaría que el Estado procure que en el país exista un sistema de información que dé señales a los alumnos sobre las diversas alternativas, sistema que no sea de propiedad del Estado sino que se construya sobre organismos autónomos y técnicos. De igual manera se objetó la ingerencia del Gobierno en el nombramiento de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación.


Se discute que las diferentes calidades en la educación superior afecten la igualdad de oportunidades, esto es, que no es posible señalar cabalmente que impartir una determinada educación -supuestamente de baja calidad según criterios externos- genera desigualdad en las oportunidades de las personas. Hoy la igualdad de oportunidades estaría parcialmente garantizada con un sistema de apoyo económico, pero este sistema de apoyo estatal no se extiende a todas las instituciones de educación superior. Es más, de hecho el sistema que este proyecto propone es voluntario, pero por otro proyecto de ley se sabe que sólo las universidades que ingresan al mecanismo de acreditación podrán postular a sus alumnos al crédito fiscal universitario, lo que constituye un mecanismo de presión.


Esta objeción, que estuvo en el debate, perdió actualidad, al eliminarse de este proyecto la norma que condicionaba el crédito fiscal a la acreditación.


Con el objeto de no hacer innecesariamente extenso este informe, hemos agregado como anexos los artículos de crónica y editoriales de prensa que han sostenido los criterios de aprobación y de rechazo de esta iniciativa legal.

Discusión particular.


Se indicarán en este capítulo del informe sólo los artículos que han sido objeto de modificación o incorporados como nuevos al proyecto.

ARTÍCULO 1°


Este Artículo fue objeto de una indicación de los señores Aguiló, González, don Rodrigo; Montes y Olivares y de la diputada señora Mella, para sustituir en la letra b) el vocablo “supervisión” por “verificación”, con el propósito de establecer que la función de licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior debe corresponder, entre otras, a verificar y no a supervisar el proceso de licenciamiento.


El artículo y la indicación fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 2°


Esta disposición fue aprobada con las siguientes indicaciones:


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar la frase “a los procesos de acreditación que desarrollan” por la preposición “al”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar la preposición “el” que antecede a “Ministerio de Educación” por “al”.


Ambas, según sus autores, no apuntan a un problema de fondo, sino que de mera redacción. 


Estas indicaciones fueron aprobadas por unanimidad.

ARTÍCULO 4°


Este artículo se aprobó con una indicación de los diputados señores Bauer, Becker, 
Correa, Kast y Martínez para agregar después del punto final (.), que pasa a ser coma (,) la siguiente frase:”sin perjuicio de las atribuciones que las demás leyes concedan a cada uno de los organismos que lo componen.”, indicación que ratifica que el Comité establecido en este artículo sólo es un organismo coordinador.


El artículo y la indicación fueron aprobados por unanimidad.

ARTÍCULO 7°


Este artículo, referido a la composición de la Comisión Nacional de Acreditación fue sustituido por una indicación presentada por el Ejecutivo que, en lo sustancial recoge las observaciones hechas en la Comisión y que contiene una primera modificación en cuanto establece que el integrante designado por el Presidente de la República, que presidirá la Comisión, debe ser un académico de reconocida trayectoria, requisito no consultado en el Mensaje.


Se agregó además que, existiendo preocupación parlamentaria respecto de la designación mayoritaria de los miembros de la Comisión por parte del Presidente de la República, y habiendo sido subsanado ese punto, la mantención de la designación del Presidente de la Comisión, por parte de S.E. el Presidente de la República, obedece a la necesaria vinculación entre un órgano público y el Gobierno, tal como acontece en otros organismos, entre los cuales se mencionó al Consejo Superior de Educación y al Consejo de Rectores, cuyo Presidente es el Ministro de Educación, cargo que es delegado en la persona del Vicepresidente de los mencionados Consejos.


Una segunda enmienda está dada por la presencia de académicos que son designados por sus respectivos referentes, los que en caso alguno son sus representantes y, por tanto, independientes del ente que los designó.


Una tercera modificación es la incorporación de dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, Conicyt, entidad conformada por profesores del más alto nivel.


Lo importante es que la indicación del Ejecutivo ha recogido la inquietud de algunos parlamentarios. Es así como los académicos son designados directamente por el Consejo de Rectores, la universidades privadas, los Institutos Profesionales, los Centros de Formación Técnica (CFT) y por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (Conicyt).


La presencia del Vicepresidente del Consejo Superior de Educación es eliminada, por tanto no forma parte de la integración del Consejo Nacional de Acreditación.


Por último, la indicación señala que los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad o que desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a su respectiva institución.


La indicación señalada, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 9°


Esta disposición determina las atribuciones de la Comisión. Su letra a) fue objeto de una indicación para relacionarlo con lo dispuesto en el artículo 12, que tiene por objeto que la Comisión se haga asesorar por los comités ejecutivos que se creen para la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley.


Puestas en votación separada cada una de las letras que conforman este artículo, todas ellas fueron aprobadas por mayoría de votos, incluida la indicación a la letra a).

ARTÍCULO 12


Esta norma autoriza a la Comisión Nacional de Acreditación para crear comités ejecutivos que la asesoren en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley.


El Ejecutivo presentó cuatro indicaciones para establecer que deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de post grado; para precisar que estos comités puedan ser formados por expertos nacionales o extranjeros, y para determinar que el número de sus miembros no sea inferior a cinco ni superior a quince, que designados por concurso de antecedentes, cumplan con los requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores, y que durará cuatro años en sus funciones.


Para la transparencia de sus actuaciones se agrega en el inciso final la exigencia que sus actas sean públicas.


El artículo y las indicaciones fueron aprobadas por unanimidad.

ARTÍCULO 13


Este artículo fue objeto de una indicación del Ejecutivo que lo sustituye, por el que se faculta al Consejo Superior de Educación para fijar los aranceles aplicables a los procesos de competencia de la Comisión y se señala que cuando los pares evaluadores sean personas jurídicas, dicho arancel estará compuesto por el valor del honorario más un monto fijo por gastos de administración, el que se determinará anualmente. Estos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación, que deberá destinarlos a los fines de la Comisión.


La indicación fue aprobada por mayoría de votos.

ARTÍCULO 15


Esta norma señala que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.


La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución, haciéndose hincapié como se dijo en la descripción del proyecto, en que las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios universales de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución y las leyes.


Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, los que deberán considerar las etapas de autoevaluación institucional, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.


Una indicación del señor Montes y de las señoras Mella, Saa y Tohá fue presentada para intercalar en el inciso primero después del término “evaluar” la frase: “el cumplimiento de su proyecto institucional”., con el objeto de agregar a los objetos de la acreditación institucional la evaluación del cumplimiento del proyecto institucional del ente que postula a acreditarse.


El Ejecutivo además había propuesto intercalar como inciso tercero lo siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la acreditación institucional constituirá requisito para que las instituciones de educación superior que gozan de plena autonomía puedan acceder a financiamiento de origen público.”, norma que fue aprobada por la Comisión por mayoría de votos y posteriormente fue retirada por el propio Ejecutivo, acogiendo las objeciones planteadas por varios señores diputados en orden a no ligar el requisito de la acreditación institucional para acceder al financiamiento de origen público.


El artículo y la indicación que subsistió, fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 16


Este precepto, originado en una indicación del Ejecutivo, como artículo 15 bis, nuevo, precisa que la acreditación institucional se realizará en funciones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior, distinguiendo los ámbitos de docencia de pregrado y gestión institucional, respecto de los cuales se establece que las entidades que se someten voluntariamente al proceso deberán siempre acreditarse en los mencionados ámbitos, pudiendo, adicionalmente, optar por la acreditación de otras áreas, tales como la investigación, la docencia de postgrado y la vinculación con el medio.


Un reglamento determinará el contenido de cada una de las áreas y los elementos que serán objeto de evaluación en cada una de ellas.


Se explicó que todas las instituciones para acreditarse institucionalmente tienen que acreditar docencia de pregrado y gestión institucional y luego pueden, además, elegir otra función para acreditar, tales como, investigación, docencia de postgrado y la vinculación con el medio, esta última antes llamada extensión.


Se agregó a esta explicación que la institución que imparte docencia, desarrolla investigación y extensión, actualmente llamada vinculación con el medio, es el modelo clásico de universidad. Eso es posible en su sentido más profundo solamente para un conjunto limitado de instituciones, las que entienden por investigación la creación de conocimiento. En la actualidad, su función fundamental es la docencia y muchas de las 60 universidades del país no pueden razonablemente desarrollar investigación. A una institución docente de calidad se le puede exigir que desarrolle investigación para mantener al día su docencia de pregrado, esto es saber donde está la punta universal de una determinada materia. Dicho de otra manera, se debe tener cuidado en que un buen “college”, denominación inglesa que no es de uso en el país, pero que calza con muchas instituciones universitarias de Chile, no requiere de investigación como sinónimo de creación de conocimiento, sino que necesita desarrollar investigación encaminada a mantener al día su docencia de pregrado.


Puesto en votación este nuevo artículo es aprobado por mayoría de votos.

ARTÍCULO 17


Este artículo que correspondía al artículo 16 del Mensaje fue sustituido por una indicación del Ejecutivo, que recoge las observaciones parlamentarias, en cuanto entrega a la Comisión la fijación y revisión periódica de los criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional a propuesta de un comité ejecutivo.


Dichos criterios deben considerar las exigencias que se describen en los cuatro numerales de que consta el inciso segundo de este artículo.


El sentido de esta indicación es dejar consignados en la ley los criterios de evaluación y no dejarlos entregados a un reglamento.


El Ejecutivo había planteado un artículo mucho más general, donde era la Comisión, con la ayuda de sus comités técnicos, la que señalaba los criterios específicos para cada nivel. Se estimó que era mejor aclarar la materia en la ley, lo que tiene la inconveniencia de hacer una larga enumeración de las semejanzas y diferencias de los tres niveles de la educación superior. Se ha preferido focalizar el artículo no en las instituciones, sino que en las funciones, máxime si todas las instituciones de educación superior otorgan docencia de pregrado, en su nivel y de acuerdo a su propio nivel de desarrollo. En Chile pocas instituciones de educación superior, no más de cinco, son del tipo compleja, entre ellas las universidades de Chile y Católica de Chile. La gran mayoría de las instituciones de educación superior son docentes, respecto de lo cual se les exigirá que den garantía que dicha docencia será de calidad.


Esta indicación fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 18


Este precepto, originado en una indicación parlamentaria, complementada por otras indicaciones de varios señores diputados, se refiere a quienes deberán realizar el proceso de evaluación externo a que se refiere el artículo 15 inciso final, a los que denomina pares evaluadores, los que serán designados por la Comisión en conformidad a las normas de este artículo. Los pares evaluadores pueden ser personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras y deberán encontrarse en un registro público al que se incorporarán mediante concurso publico de antecedentes, el que se efectuara, a lo menos, cada dos años.


Este artículo regula también los requisitos para ser par evaluador.


La Comisión designará con consulta a la institución que se acredita, en el caso de personas naturales, de entre los pares que figuren en el registro. Si opta por ser evaluado por una persona jurídica la Comisión designará de una terna propuesta por la institución de entre las que figuren en el registro.


También se establecen algunas incompatibilidades respecto de los pares evaluadotes, en los dos incisos finales de esta disposición, que se refieren a alguna relación contractual, directiva o de propiedad o a las establecidas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, que aquellos puedan tener con la institución a evaluar .


Este artículo, nuevo, con las indicaciones, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 19


Esta disposición contenida en el mensaje como artículo 17, fue objeto de una indicación de los señores Becker y Kast, con el objeto de establecer que se considere el informe de los pares evaluadores al momento de otorgar la acreditación institucional, a que se refiere el inciso primero de este artículo.


La indicación fue aprobada por mayoría y el artículo por unanimidad.

ARTÍCULO 21



Esta norma originada en una indicación del Ejecutivo como artículo 18 bis, nuevo, fue objeto de una indicación para agregar en el inciso final la expresión” por resolución fundada”, con el objeto de establecer esta exigencia en el pronunciamiento del Consejo Superior de Educación sobre la reclamación recaída en las decisiones que la Comisión adopte en su desempeño.


El artículo y la indicación fueron aprobados por unanimidad.

ARTÍCULO 22


Este precepto originado en una indicación del Ejecutivo como artículo 18 ter, nuevo, que incorpora al Título II una norma para el caso que la Comisión tome conocimiento de que la institución evaluada haya incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 y 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (Loce), que entregan al Ministerio de Educación la responsabilidad de cancelar la personalidad jurídica y revocar el reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior en los siguientes casos:


-si no cumple con sus objetivos estatutarios (universidades) o sus fines (en los casos de los Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica);


-si realizare actividades contrarias a la moral, al orden público, a las buenas costumbres y a la seguridad nacional;


-si incurriere en infracciones graves a sus estatutos (universidades) o a lo establecido en su escritura social o en su reglamento académico;


-si dejare de otorgar títulos profesionales de aquellos que requieren haber obtenido previamente el grado de licenciado (en el caso de las universidades) títulos profesionales (IP) o títulos de técnico de nivel superior (CFT).



Se informó a la Comisión que, si bien, en la actualidad estas normas se encuentran vigentes, son de muy difícil aplicación en el caso de instituciones autónomas, dado que no facultan al Ministerio para realizar un proceso de fiscalización que permita comprobar si efectivamente una determinada institución está incurriendo en alguna de estas causales. Por este motivo, salvo en casos de producirse algún hecho grave, público y notorio, el Ministerio carece de las prerrogativas que le permitan una aplicación efectiva de su facultad de revocar el reconocimiento oficial.


El objetivo del artículo, en consecuencia, es establecer un mecanismo por medio del cual el Ministerio reciba información objetiva y confiable derivada del proceso de acreditación, en aquellos casos en que se podría estar configurando alguna de las causales de la ley, de forma tal que el Ministerio cuente con los antecedentes suficientes para adoptar una resolución en esa materia.


Los derechos de las instituciones se mantienen debidamente resguardados, en cuanto la Loce exige que el Ministerio, previo a la adopción de una decisión de esta naturaleza debe escuchar a la entidad afectada, y el Decreto en que determina la revocación del reconocimiento oficial, debe ser fundado. Asimismo, se encuentran disponibles todos los recursos administrativos y judiciales que contempla la legislación.


Esta disposición fue aprobada por mayoría de votos.

TÍTULO III

De la autorización y supervigilancia de las agencias de acreditación de carreras

y programas de pregrado


El epígrafe transcrito, contenido en el Mensaje, fue modificado por la Comisión en votación unánime de los presentes sustituyéndose la expresión “supervigilancia” por “supervisión” Como fundamento de este cambio, se expresó que la expresión supervigilancia es demasiado fuerte, de allí que se aceptó su cambio, haciendo idéntico reemplazo cada vez que en sucesivas disposiciones se utilice la palabra supervigilancia.

ARTÍCULO 24


Esta disposición, originalmente artículo 20 en el mensaje, que se refiere a la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado tiene por objeto dar garantía de la calidad de estas, en función de los propósitos declarados por las instituciones autónomas de educación superior.


El Mensaje agregaba a la idea anterior, en el inciso segundo que la garantía de calidad también debiera considerar “los criterios definidos por la comunidad técnica, profesional o disciplinaria correspondiente.”


En razón de que este segundo requisito pudiera dar lugar a fomentar el espíritu de gremio o corporativo de algunas profesiones, y por ser ambigua su redacción, la Comisión aprobó una indicación del señor Montes con el objeto de que la garantía de la calidad de carreras y programas de pregrado se base en los estándares nacionales e internacionales de cada profesión o disciplina.”.


El artículo y la indicación fueron aprobados por unanimidad.

ARTÍCULO 25


Esta norma propuesta a indicación del Ejecutivo como artículo nuevo, tiene los mismos objetivos que los que se consultan en el artículo 22, pero debe ser entendida en el contexto de la modificación a la Loce que se plantea a continuación, esto es, la posibilidad de que la revocación del reconocimiento oficial derivado de los incumplimientos legales de una entidad de educación superior afecte solamente a la carrera o sede en que se ha producido dicho incumplimiento, y no a la institución como un todo, tal como ocurre en la actualidad.


Esta modificación permitiría flexibilizar notablemente la atribución con que cuenta el Ministerio en la Loce y facilitaría la adopción de decisiones más justas, en las que no se afecte a una institución completa, por acciones que esté desarrollando sólo una parte de ella. Asimismo, esta facultad haría mucho más realista la posibilidad de ordenar el sistema, impidiendo el surgimiento o la mantención de carreras y sedes que no cumplen con los más mínimos niveles de calidad. 


Dado que las agencias de acreditación de carreras y programas, son entidades privadas, elegidas por las propias instituciones de educación superior, no existen posibilidades de utilizar de manera inadecuada este nuevo mecanismo de información que establece la ley. Se asegura de este modo la objetividad de la información que proporcione la agencia, pero se le establece a ella un imperativo legal de informar en el caso de comprobar situaciones de extrema irregularidad. De tal forma, el incumplimiento de este imperativo, facultaría a la Comisión Nacional para quitarle a la agencia la autorización de actuar en este sistema como agencia acreditadora. 


Esta disposición fue aprobada por mayoría de votos.

ARTÍCULO 27


Este artículo, que corresponde al 22 del Mensaje, fue objeto de una indicación para consagrar el recurso de apelación ante el Consejo Superior de Educación, para el caso que la Comisión resuelva dejar sin efecto las decisiones de acreditación de carreras y programas de pregrado que adopten las agencias autorizadas.


El artículo y la indicación fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 28


Este artículo, que corresponde al 23 del Mensaje, fue objeto de la siguiente indicación:


“En este caso particular, la institución podrá apelar de las decisiones de acreditación de la Comisión ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de treinta días”.


La apelación referida se establece para el caso de que la Comisión deba desarrollar directamente procesos de acreditación de carreras o programas de pregrado en una determinada área del conocimiento, cuando no exista ninguna agencia autorizada para el efecto. 


El artículo y la indicación fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 29


Este precepto, que corresponde al 24 del Mensaje, venía redactado en los siguientes términos: “Artículo 24.- En ningún caso la responsabilidad que pueda emanar de una acreditación efectuada por una agencia autorizada, comprometerá la responsabilidad de la Comisión.”


Por una indicación del señor Ibáñez se eliminó la frase: “responsabilidad que pueda emanar de una”.


Se explicó que la jurisprudencia y la doctrina han establecido que la responsabilidad del Estado es objetiva, la cual, por tanto, sólo tiene efectos en los casos en que hay participación directa de agentes públicos. En razón de lo anterior, no es posible señalar que un principio como el del proyecto, de garantizar calidad, pasando por informes o fallos de agencias acreditadoras, pudiera implicar responsabilidad para el Estado, máxime cuando la responsabilidad por el servicio educativo es de las respectivas instituciones que lo imparten.


El artículo y la indicación fueron aprobados por unanimidad.

Párrafo 2º: De la autorización y supervigilancia de las agencias de acreditación


El epígrafe del párrafo 2° transcrito, fue objeto de una indicación para reemplazar la expresión “supervigilancia” por “supervisión”, siguiendo con el principio adoptado precedentemente. Más adelante se adoptó el acuerdo de hacer igual reemplazo cada vez que figure la palabra “supervigilancia”.

ARTÍCULO 30


Esta norma, que corresponde al artículo 25 del mensaje, que se refiere a la función de la Comisión de autorizar y supervisar el funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, fue objeto de una indicación consistente en reemplazar el concepto de “criterios de evaluación” en base a los cuales estas agencias serían evaluadas y supervisadas, por el de “requisitos y condiciones de operación”.


Lo anterior obedece a una mejor conceptualización de la real naturaleza de los requisitos en base a los cuales se evalúan estas agencias, evitando de esta forma que dichos requisitos se confundan con los reales “criterios de evaluación” que son aquellos en base a los cuales las agencias deben evaluar las carreras y programas de estudio que imparten las instituciones de educación superior.


En definitiva, el proyecto original denominaba de idéntica manera a dos cosas distintas, y con esta modificación se subsana esa deficiencia.


El artículo y la indicación fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 31


Este precepto, que corresponde al artículo 26 del Mensaje, regula la forma, condiciones y requisitos de las solicitudes de autorización de las agencias de acreditación.


Se presentó una indicación del señor Becker y las señoras Mella y Saa para reemplazar en el inciso primero la frase “una evaluación externa y un pronunciamiento de autorización” por “el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior”, con el objeto precisar los requisitos que deben cumplirse y que en detalle se señalan en el artículo 30.


La indicación fue aprobada por unanimidad y el artículo por mayoría de votos.

ARTÍCULO 32


Esta disposición, que corresponde al artículo 27 del Mensaje, fue objeto de una indicación del Ejecutivo para sustituir en el inciso primero y segundo del artículo 27, la expresión “criterios de evaluación” por la frase “requisitos y condiciones de operación”, con el mismo propósito señalado en la indicación al artículo 30.


El artículo y la indicación fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 34

Este artículo, que corresponde al 29 del Mensaje, que disponía que podían efectuarse evaluaciones “parciales”, fue objeto de una indicación de la señora Tohá que establece que dichas evaluaciones sean selectivas determinadas aleatoriamente. 


Además, por indicación del señor Becker y de la señora Mella se agregó en el inciso segundo que las agencias acreditadoras deberán entregar los informes que den cuenta de los procesos de acreditación realizados y además reseñar sus actividades e informar de todos los cambios significativos de su estructura y funcionamiento. Ambas indicaciones se explican por sí solas.


El artículo y las indicaciones fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 35


Esta disposición fue objeto de una indicación sustitutiva del Ejecutivo al artículo 30 del Mensaje, que incorpora una norma nueva que señala las obligaciones de las agencias acreditadoras una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión. Las sanciones que establecía el primitivo artículo 30 del Mensaje, se incorporan al artículo siguiente del proyecto en informe.


La indicación es aprobada por mayoría de votos.

ARTÍCULO 36


Este precepto, originado en una indicación del Ejecutivo, enumerado primitivamente como artículo 31 nuevo, establece las sanciones que se aplicarán en caso de infracción, por parte de las agencias acreditadoras, a las obligaciones contenidas en el artículo anterior, que van desde la amonestación por escrito hasta el término anticipado de la autorización.


La indicación fue aprobada por mayoría de votos.

ARTÍCULO 37


Esta norma, originada en una indicación del Ejecutivo, enumerado primitivamente como artículo 32 nuevo, describe las situaciones o causales específicas que ameritarán la aplicación de cada una de las sanciones contenidas en la ley.


La indicación, sin discusión, fue aprobada por mayoría de votos.

ARTÍCULO 38


Esta disposición, que corresponde al artículo 31 del Mensaje, fue objeto de dos indicaciones. La primera del señor Becker y de las señoras Mella y Saa, para sustituir en el inciso segundo la expresión “Ministro de Educación” por “Consejo Superior de Educación” y el vocablo “Ministro” por “Consejo”, con el fin de cambiar la autoridad ante quien se reclame la resolución de la Comisión que imponga alguna sanción de las consultadas en los artículos anteriores. La segunda, de los señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez, para agregar una frase final al inciso segundo después del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), del siguiente tenor: “sin perjuicio de quedar siempre al resguardo las acciones judiciales que el afectado pudiere emprender.”, para el caso que se desee reclamar de la resolución final del Consejo Superior de Educación por las sanciones que se impongan.


El artículo fue aprobado por mayoría de votos y las indicaciones por unanimidad.

ARTÍCULO 40


Esta norma que corresponde al artículo 33 del Mensaje, fue objeto de una indicación del señor González y de las señora Mella y Saa que reemplaza en el inciso primero la expresión” normas establecidas” por “criterios o estándares establecidos”., toda vez que se estimó que la comunidad científica o disciplinaria no dicta normas, sino que establece criterios, parámetros o estándares, que debieran considerarse en la acreditación de programas de postgrado. 


El artículo y la indicación fueron aprobados por mayoría de votos.

ARTÍCULO 42


Este artículo, que corresponde al artículo 35 del Mensaje, fue objeto de dos indicaciones, la primera de ellas de los señores Becker y Correa para reemplazar el inciso primero en los siguientes términos:


“Artículo 37.- La acreditación de programas de postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. La Comisión, de oficio o a solicitud de terceros, podrá dejar sin efecto las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas, en caso de grave y manifiesto incumplimiento de los criterios y procedimientos de evaluación autorizados.”


La segunda, del señor Becker, para agregar un inciso segundo nuevo, del siguiente tenor: 


“En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de postgrado, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.”


El objetivo de la primera indicación consiste en que la acreditación de post grado la realicen las agencias, tal como sucede respecto del pregrado y no la Comisión, y la segunda indicación, está referida al caso de que no existan agencias o una institución prefiera ser acreditada por la Comisión, máxime cuando existan disciplinas en que no es posible encontrar agencias internacionales que estén dispuestas a acreditar programas extranjeros.


La primera de las indicaciones fue aprobada unanimidad y la segunda y el artículo por mayoría de votos.

ARTÍCULO 43


Este artículo, introducido por una indicación del Ejecutivo como artículo nuevo, hace aplicables las normas de los artículos anteriores a los procesos de acreditación de los programas de especialidad en el área de la salud.


El Ejecutivo explicó que dado que los programas de formación a través de los cuales se especializan los distintos profesionales del área de la salud en Chile, no son considerados postgrado -por tener una estructura distinta que no responde a las características propias de los magíster o doctorados- no se encontraban cubiertos dentro de los distintos tipos de acreditación de programas contenidos en el proyecto original (pre y postgrado).


Atendiendo que esos programas son de especial relevancia para el país, y que resguardar la calidad de los mismos es de extremada importancia, se ha optado por incorporar un artículo que expresamente señale que las normas establecidas para la acreditación de los postgrados, serán también aplicables a los programas de especialidades en el área de la salud.


Por otra parte, considerar mecanismos para la acreditación de las especialidades es absolutamente necesario en cuanto las normas que se están aprobando en el contexto de la reforma de la salud, exigirán esta acreditación a los especialistas para certificar la validez de sus estudios de especialización.


Esta Indicación fue aprobada por mayoría de votos.

ARTÍCULO 44


Este artículo que en el Mensaje venía con el número 36 que se refiere a la publicidad de las acreditaciones, fue objeto de una indicación del señor Becker y las señoras Mella y Saa para agregar al final del inciso primero la expresión “y de los programas de especialidad en el área de la salud.”, al objeto de hacerlo coherente con lo aprobado en el artículo anterior.


La indicación fue aprobada por mayoría de votos.

ARTÍCULO 45


El Ejecutivo presentó una indicación para consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo ...- Todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que de cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Para estos efectos deberán indicar, a lo menos:

a)
Si se encuentran participando en el proceso de acreditación o no. 

b)
Áreas en las que postuló a la acreditación.

c)
Resultado del proceso de acreditación.


La Comisión Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información.”

En apoyo de esta indicación el Ejecutivo sostuvo que uno de los principales efectos que produce la acreditación es la diferenciación entre instituciones, tanto entre las que se someten al proceso y las que no lo hacen, como de aquellas que obtienen su acreditación respecto a las que no lo logran, por ello es relevante resguardar que esta información sea entregada de una manera íntegra y veraz a la comunidad. 


Si se considera, además, las altas sumas de dinero que utilizan las instituciones de educación superior en publicidad anualmente, aparece clara la necesidad de vincular dicha publicidad con los resultados de la acreditación, de forma tal que, independientemente de los aspectos de marketing propios de la publicidad, ésta entregue, también, información objetiva respecto a la calidad de la institución de que se trate.


Por ello se introduce el artículo en comento, que obliga a todas las instituciones del sistema a informar respecto a su situación en el proceso de acreditación institucional.


Asimismo, el señor Ibáñez presentó una indicación a la letra a) del artículo en debate, para eliminar la expresión “o no”, al objeto de no hacer exigible incorporar a la publicidad la información de no encontrase participando en el proceso de acreditación.


La indicación del señor Ibáñez fue aprobada por unanimidad y el artículo por mayoría de votos.

ARTÍCULO 46


Este artículo que corresponde al 37 del Mensaje, establece que el Ministerio de Educación deberá desarrollar y mantener un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior.


Se presentaron dos indicaciones a este artículo. Una de la señora Tohá y del señor Ibáñez para reemplazar el término “gestión del sistema” por la expresión:”adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector”. La otra, del señor Montes, para agregar al final del artículo la frase: “de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.” 


Ambas indicaciones tienen por objeto subsanar la confusión que podría generar su redacción primitiva y precisar los antecedentes que debe contener el Sistema de Información de la Educación Superior.


La indicación de la señora Tohá y del señor Ibáñez fue aprobada por unanimidad y la del señor Montes y el artículo, por mayoría de votos.

ARTÍCULO 48


Este artículo, que corresponde al 39 del Mensaje, establecía como función de la División de Educación Superior recoger la información y distribuirla entre los distintos usuarios. La Comisión acogió una indicación de la señora Tohá y de los señores Ibáñez y Montes, para agregar el adverbio”anualmente”, para significar que esta tarea debía realizarse cada año.

ARTÍCULO 52


Este artículo, que corresponde al 43 del Mensaje, consultaba cuatro modificaciones a la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, que consisten, las tres primeras, en adecuar este texto legal, precisando el nombre correcto del proceso que hace el Consejo Superior de Educación, organismo que licencia instituciones desde su nacimiento hasta su plena autonomía, para cuyo efecto sustituye el vocablo “acreditación” por “licenciamiento”.La cuarta modificación tiene por objeto determinar la planta de personal de la Secretaría Técnica.


Se agregó una indicación del Ejecutivo que incorpora los numerales 5 al 21 y que tiene relación con la actual función de licenciamiento que realiza el Ministerio de Educación respecto de los Centros de Formación Técnica, función que se traslada al Consejo Superior de Educación, organismo que tiene experiencia y competencia en la materia. Se trata de profesionalizar el licenciamiento de los Centros de Formación Técnica y tiene por finalidad entregar al Consejo Superior de Educación la atribución de pronunciarse sobre los proyectos institucionales que presenten los Centros de Formación Técnica para los efectos de su reconocimiento oficial y desarrollo de los mismos, facultad que en el texto vigente sólo se extiende a las universidades e institutos profesionales. En general se trata de adecuar la LOCE a los conceptos contenidos en el proyecto en informe.


La segunda indicación que agrega los numerales 22 al 25, contiene tres disposiciones para el caso de que se verifiquen algunas de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 y 70 de la Loce, respectivamente, respecto de una o más carreras o sedes de una universidad, de un determinado Instituto profesional o de un Centro de Formación Técnica, en cuyo caso el Ministerio podrá disponer que se revoque solamente el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica, en su caso, y el reconocimiento oficial de la institución.


El numeral 25 extiende a los alumnos, padres y apoderados y profesores una acción que les permita presentar al Ministerio de Educación un reclamo en el caso de existir actos u omisiones que podrían configurar alguna de las causales de cierre de instituciones que se han señalado. 


El objetivo de esta acción es permitir que se canalicen adecuadamente los reclamos de la comunidad institucional, en la medida que éstos sean de una entidad y gravedad tal que podrían constituir una causal de cierre contemplada en la ley. Es decir esta acción no puede ser utilizada para dirigirse contra la institución por cualquier conflicto que se produzca al interior de la institución, y que sea de aquellos que debe ser resuelto por los canales institucionales normales. 


Dentro de las causales legales se encuentra la infracción grave de estatutos y reglamentos, situación que suele afectar directamente a los alumnos o profesores, y que por ende les permite conocer directamente la ocurrencia de estas situaciones.


Esta acción no compromete los derechos de las instituciones, en cuanto hace enteramente aplicable el procedimiento de los artículos 53, 63 y 70. Es decir el Ministerio sólo puede resolver, después de escuchar a la entidad afectada y al Consejo Superior de Educación. 


Asimismo, para resguardar la seriedad en el trámite de los reclamos se contempla la posibilidad de recurrir a la Corte de Apelaciones de Santiago, para que ésta en un procedimiento breve resuelva sobre la materia.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


Este precepto fue objeto de una indicación del Ejecutivo para eliminar el inciso segundo, por estimarse que la designación de determinados consejeros de la Comisión Nacional de Acreditación, por el plazo de dos años, sería regulada en un reglamento que establece el artículo 7° de este proyecto.


La indicación fue aprobada por unanimidad y el artículo por mayoría de votos.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


El Ejecutivo presentó indicación para proponer un artículo cuarto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo Cuarto.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por Decreto 55/99 del Ministerio de Educación, deberán ser certificados por la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta Ley, a fin de adquirir validez en los términos del presente cuerpo legal.”


La indicación tiene por objeto distinguir el reconocimiento automático que establece el artículo tercero transitorio para el caso de acreditación de carreras y programas efectuados por la Cnap y la Conap, de aquellos pronunciamientos de acreditación institucional que se pueden dictar antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley. En este último caso, la acreditación para adquirir plena validez legal, deberá ser certificada por la Comisión Nacional, la que revisará en consecuencia el pronunciamiento emitido por la Cnap.

ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO


Esta norma fue originada en una indicación del Ejecutivo para agregar el siguiente artículo séptimo transitorio, nuevo, se refiere a los Centros de Formación Técnica creados al amparo del decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, y regula la forma en que pueden optar por acreditarse o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación. Su tenor es el siguiente:


“Artículo séptimo.- Los centros de formación técnica creados de acuerdo al decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, que a la fecha de la dictación de esta ley no hubieran optado por sujetarse al sistema de acreditación regulado por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza podrán, en cualquier momento, someterse a la acreditación ante el Consejo Superior de Educación, o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación.


Los centros de formación técnica que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentran en proceso de acreditación ante el Ministerio de Educación, deberán presentar, en un plazo máximo de dos años contados desde la publicación de esta ley, su proyecto institucional al Consejo Superior de Educación para que este organismo continúe el mencionado proceso de acreditación. 


En todo caso, mantendrán vigencia ante el Consejo Superior de Educación todas las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Educación en relación con los Centros de Formación Técnica en acreditación, debiendo dicho Consejo continuar el proceso de acreditación por el plazo legal que le restare a cada centro.”.


Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos.

DE LAS INDICACIONES RECHAZADAS

AL CAPÍTULO I

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior


-De los diputados señores Ibáñez y Correa, para reemplazar en el epígrafe y en toda las partes en que aparezca la expresión “aseguramiento de la calidad” por “información de la calidad”.
AL ARTÍCULO 1°:


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez, para eliminar en la letra b) la expresión “y supervisión”, agregando la conjunción “y” antes de la palabra “aprobación.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez, para sustituir la letra c) por la siguiente: 


“c) De la acreditación institucional, consistente en el proceso de verificación de la calidad de las instituciones de educación superior que lo soliciten, en función de sus propósitos declarados”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar la frase final de la letra d) que dice “y de los criterios establecidos por la comunidad académica y profesional correspondiente”.

CAPÍTULO II

De las funciones de acreditación institucional y de acreditación de

carreras y programas


-De los señores Bauer, Correa y Kast para eliminar el Capítulo II. 

AL ARTÍCULO 6°


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para modificar el inciso primero por el siguiente: “Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante, también, “la Comisión”, cuya función será procurar la existencia de mecanismos de verificación de la calidad de las instituciones de educación superior que lo soliciten, en función de sus propósitos declarados.


-Del señor Kast, para eliminar el inciso segundo del artículo 6°.

AL ARTÍCULO 8°


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para modificar en la letra a) la expresión “Pronunciarse sobre” por una del siguiente tenor: “Conocer el resultado de”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar la letra b). 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para, en subsidio, modificar la letra b) por una nueva del siguiente tenor: “b) Llevar un registro público de las agencias de acreditación de instituciones, carreras y programas de pregrado y postgrado.”


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para refundir las actuales letras c) y d) por una sola letra del siguiente tenor: 


“c) Conocer el resultado de la acreditación de las carreras y programas de pregrado y postgrado de las instituciones.”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para incorporar una nueva letra d) que diga: “d) Pronunciarse sobre la acreditación de programas y de carreras en el caso previsto en el artículo 23, y”. 

AL ARTÍCULO 9°


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar la letra a) y ordenar correlativamente el resto de las letras. 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar la letra c) por una del siguiente tenor: “c) Recibir informes de las agencias respecto de los resultados de los procesos de acreditación que efectúen.”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para incorporar en la letra f), que pasaría a ser e), una frase final después de la palabra “Ejecutivo” del siguiente tenor: “o de alguno de sus miembros”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar la letra h.

AL ARTÍCULO 10


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para suprimir la frase “y coordinar el trabajo de los comités ejecutivos”. 

AL ARTÍCULO 12


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para suprimirlo. 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar la siguiente frase del inciso primero: “, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como”. 

AL ARTÍCULO 13


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminarlo.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez, en subsidio, para agregar después del vocablo “aranceles”, la primera vez que aparece, la frase “, estrictamente en función a sus costos,”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar la frase que va desde “y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación” hasta el punto final (.) por la siguiente: “y, para todos los efectos, constituirán ingresos generales de la nación.”.

AL ARTÍCULO 14


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para suprimir en la letra c) la frase “y” de los comités ejecutivos que ésta constituya”. 

Al ARTÍCULO 15


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar el inciso primero por el siguiente: “Artículo 15.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante una agencia autorizada para este efecto, los que tendrán por objeto establecer que la institución tiene la capacidad de proveer los servicios que acuerda ofrecer, y estimular los esfuerzos para obtener la máxima efectividad educacional y el mejoramiento continuo de sus capacidades.”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar el inciso segundo y el tercero.

AL ARTÍCULO 17 QUE HA PASADO A SER 19


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para, en el inciso primero, reemplazar la frase “por un plazo de siete años” por una del siguiente tenor “por el plazo que defina cada agencia”. 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para, en el inciso primero, modificar la frase “a juicio de la Comisión” por la frase “a juicio de la agencia”.


 De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para, en el inciso segundo, modificar la frase “la Comisión podrá acreditarla” por la frase “la agencia podrá acreditarla”. 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez, al inciso tercero, para modificar la expresión “la Comisión”, las dos veces que aparece, por la expresión “la agencia”. 

AL ARTÍCULO 18 QUE HA PASADO A SER 20


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar en su inciso primero y en su inciso segundo la frase “la Comisión” por “la agencia”. 

AL ARTÍCULO 19 QUE HA PASADO A SER 23


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar en su inciso primero la frase “la Comisión” por “la agencia”.

AL TÍTULO III

De la autorización y supervigilancia de las agencias de acreditación de carreras

y programas de pregrado

Párrafo 1º: Del objeto de la acreditación.


-De los señores Bauer, Becker y Correa, para eliminar el párrafo 1° y, en subsidio, para eliminar las frases “y supervigilancia” y “de carreras y programas de pregrado” de la enunciación del Título III. 

AL ARTÍCULO 20 QUE HA PASADO A SER 24


-Del señor Rojas, al inciso segundo, para reemplazar la expresión “de calidad” por “del cumplimiento”

ARTÍCULO NUEVO


Indicación del Ejecutivo para intercalar a continuación del articulo 20 del Mensaje, que pasó a ser artículo 24, el siguiente, nuevo:


“Artículo 20 bis.- Sin Perjuicio de lo anterior, las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo. En el caso de las carreras y programas indicados, la acreditación se aplicará siempre desde el primer año de funcionamiento de la respectiva carrera o programa.


Las carreras y programas actualmente vigentes deberán someterse al proceso de acreditación en un plazo no superior a dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Las carreras y programas de los señalados en el inciso primero que no cumplan con lo dispuesto en este artículo, sea porque no se presentan al proceso de acreditación o porque no logran ser acreditadas, no podrán acceder a ningún tipo de recursos otorgados directamente por el Estado o que cuenten con su garantía, para el financiamiento de los estudios de sus nuevos alumnos.”.

Párrafo 2º: De la autorización y supervigilancia de las agencias de acreditación.


-De los diputados señores Bauer, Correa y Kast para eliminar el párrafo 2° del Título III y, en subsidio, para eliminar la palabra “y supervigilancia”.

ARTÍCULO 25 QUE PASA A SER 30


-De los diputados señores Bauer, Correa, Kast y Martínez para modificar el inciso primero de la siguiente forma:


-Reemplazar las palabras “y supervigilar el adecuado” por la preposición “el”.


-Eliminar la frase “de carreras y programas de pregrado”.


-Reemplazar la frase que va desde “sobre la base de los criterios” hasta “considerarán a lo menos:” por la siguiente: “exclusivamente sobre la base de los siguientes requisitos:” 


-Eliminar la letra a) y ordenar correlativamente el resto de las letras.


-Eliminar la letra c) y ordenar correlativamente el resto de las letras. 

AL ARTÍCULO 26 QUE HA PASADO A SER 31


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar en el inciso primero, la frase después del punto seguido. 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez, al inciso segundo, para suprimir la frase “condiciones y requisitos” y para eliminar la frase final “de carreras y programas.”.

AL ARTÍCULO 27 QUE PASA A SER 32


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar la frase “criterios de evaluación respectivos” por una del siguiente tenor: “requisitos mínimos establecidos en el artículo 25.”


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar en el inciso primero la frase “de carreras y programas de pregrado”. 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para modificar en el inciso primero la frase final que dice: “la autorización se extenderá por un plazo de 7 años” por otra del siguiente tenor: “La autorización será permanente, sin perjuicio de la facultad de la comisión de revocarla si la agencia incumple los requisitos que se tuvieron a la vista para concederle dicha autorización.”. 


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para agregar un inciso tercero del siguiente tenor: “La Comisión podrá negar la autorización fundándose únicamente en que la agencia no da cumplimiento a los requisitos contemplados en el artículo 25.”

AL ARTÍCULO 29 QUE PASA A SER 34


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar el inciso primero.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez al inciso segundo para reemplazar la conjunción “e” por una coma (,) y la frase final que dice: “los que serán evaluados conforme a los criterios de evaluación” por una del siguiente tenor: “y entregar los informes que den cuenta de los resultados de los procesos de acreditación que realicen.”.

AL ARTÍCULO 33 QUE HA PASADO A SER 40


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar el inciso primero por uno del siguiente tenor: “La acreditación de programas de postgrado tendrá por objeto garantizar que los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior sean concordantes con los propósitos declarados por la institución que los imparte.”.


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para eliminar, en su inciso tercero, las palabras “,condiciones y requisitos”.

AL ARTÍCULO 34 QUE PASA A SER 41


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar el artículo 34 por otro que diga: “Corresponderá a las agencias fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para la acreditación de programas de postgrado.”.

AL ARTÍCULO 35 QUE HA PASADO A SER 42


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para reemplazar En el inciso tercero la frase “un plazo de hasta 6 años” por otra del siguiente tenor: “el plazo que defina la agencia”. 

AL ARTÍCULO 36 QUE HA PASADO A SER 44


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para sustituir el inciso primero por uno que diga:


“Artículo 36.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la autorización y sanciones de las agencias. El mismo sistema deberá informar las decisiones que adopten las agencias en relación a la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, de carreras y programas de pregrado y postgrado.”. 

AL ARTÍCULO 40 NUEVO, QUE HA PASADO A SER 45


-Del señor Kast, para eliminar en el inciso primero la expresión “a lo menos”.

AL ARTICULO 39 QUE HA PASADO A SER 48


-De los diputados señores Bauer, Becker, Correa, Kast y Martínez para agregar un inciso segundo nuevo: “Con todo, la información que deberá entregar el establecimiento de educación superior solo será aquella destinada a orientar las decisiones de los postulantes, sus familias y el mercado laboral quedando expresamente prohibido cualquier uso distinto del ya consignado. Por otra parte, el modo de darla a conocer se circunscribirá a criterios técnicos y objetivos que excluyan todo indicador que no tenga por objeto informar la situación académica de la institución.”.

OTRAS CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

Aprobación general


Se deja constancia que el proyecto fue aprobado en general, por mayoría de votos.

Normas de carácter orgánico constitucional


El proyecto crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, coordinado por un Comité e integrado por una Comisión Nacional de Acreditación.


En consecuencia el proyecto, por crear un órgano o servicio público no contemplado dentro en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado debe ser aprobado con el quórum del cuatro séptimas partes de los diputados y Senadores en ejercicio.


Por este motivo tanto las disposiciones que crean los servicios indicados como las que les señalan funciones o atribuciones, deben igualmente ser aprobados con el quórum calificado ya aludido, especialmente si se tiene presente las sentencia del Tribunal Constitucional que estableció sobre el particular que de constituir los diversos artículos “un todo armónico e indivisible que no es posible separar,” deberían considerarse materias de rango constitucional las normas establecen funciones o conceden atribuciones a los organismos contemplados en este proyecto. 


Por tanto, se deja constancia que los siguientes artículos del proyecto deben ser calificados como normas de carácter orgánico constitucional:


Artículos 1°, 2° inciso primero, 3°, 4°, 6°, 7°, 8°, 9°, 21, 26, 27, 28 inciso segundo, 38 inciso segundo y 52 permanentes, e inciso primero del artículo séptimo transitorio.

Artículos que deberán ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


Por tener incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado deben ser conocidas por la Comisión de Hacienda las siguientes disposiciones:


Artículo 7°, en cuanto a que en su inciso final se establece una dieta por sesión para los integrantes de la Comisión Nacional; el artículo 11 que dispone que el Consejo Superior de Educación deberá proveer del personal necesario para el desarrollo de sus funciones; el artículo 12 que consulta una dieta para los integrantes de los comités ejecutivos; el artículo 13 en cuanto obliga al Consejo Superior de Educación a destinar los montos de los aranceles al desarrollo y fines de la Comisión Nacional de Acreditación; el artículo 14 que entrega al Consejo Superior de Educación la función de pagar las dietas precedentemente señaladas y el artículo final que financia en parte el gasto que irrogue la aplicación del Capitulo II de la presente ley con cargo a los dineros recaudados por aranceles, a que se refiere el artículo 13.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN


Con el mérito de las consideraciones precedentes y de los antecedentes que pueda entregar el señor diputado informante, la Comisión prestó su aprobación al siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“CAPÍTULO I

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior

TÍTULO I

Del Sistema


Artículo 1º.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que comprenderá las siguientes funciones: 

a)
De información, que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema, la gestión institucional y la información pública.
b)
De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al proceso de evaluación, aprobación y verificación de las nuevas instituciones de educación superior.

c)
De acreditación institucional, consistente en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.

d)
De acreditación de carreras o programas, referida al proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por la comunidad académica y profesional correspondiente.


Artículo 2º.- La función de licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, corresponde al Consejo Superior de Educación y al Ministerio de Educación, en conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Las funciones de información, acreditación institucional, y acreditación de carreras o programas son reguladas en la presente ley.

TÍTULO II

Del Comité de Coordinación


Artículo 3º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a)
El Vicepresidente del Consejo Superior de Educación;

b)
El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, y

c)
El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación actuar como secretario de este comité.


Artículo 4º.- Corresponderá al Comité Coordinador velar por la adecuada coordinación de las actividades de los distintos organismos que integran este sistema, sin perjuicio de las atribuciones que las demás leyes concedan a cada uno de los organismos que lo componen.


Artículo 5º.- El Comité Coordinador sesionará, a lo menos, tres veces en el año, pudiendo reunirse extraordinariamente a petición de cualquiera de sus integrantes. 


Un Reglamento definirá la forma de funcionamiento del Comité Coordinador.

CAPÍTULO II

De las funciones de Acreditación Institucional y de Acreditación de

carreras y programas.

TÍTULO I

De la Comisión Nacional de Acreditación

Párrafo 1º: De la Comisión


Artículo 6º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante, también, “la Comisión”, cuya función será verificar y promover la calidad de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.


La Comisión Nacional de Acreditación gozará de amplia autonomía para el desarrollo de sus funciones y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


Artículo 7º.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada por trece miembros, designados de la siguiente forma:

a)
Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;

b)
Tres académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;

c)
Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1°, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

d)
Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

e)
Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

f)
Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, Conicyt;

g)
El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación,

h)
Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes, y

i)
El Secretario Ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.


Los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h); durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la Comisión. 


Los miembros de la Comisión señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación. 


Los integrantes señalados en la letra h) del inciso primero deberán contar con una efectiva vinculación con el ámbito de la educación superior, ya sea en el carácter de empleadores de sus egresados, miembros de consejos asesores, miembros de directorios, o docentes de instituciones de educación superior. La designación de dichas personas se realizará en conformidad con el procedimiento que defina el reglamento de la Comisión


Las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.


La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.


Para sesionar, la Comisión requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes. 


Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.


Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 4 UTM con un máximo de 25 UTM por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.


Artículo 8º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a)
Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos;

b)
Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, y supervigilar su funcionamiento;

c)
Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de postgrado de las universidades autónomas;

d)
Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 28, y

e)
Servir de órgano consultivo del Ministerio de Educación. 


Artículo 9º.- Serán atribuciones de la Comisión:

a)
Fijar criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos regulados en este capítulo, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12; 

b)
Aplicar las sanciones que establece la ley;

c)
Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado;

d)
Proponer al Consejo Superior de Educación la designación del Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;

e)
Disponer la creación de comités ejecutivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;

f)
Aprobar el programa anual de actividades, a propuesta del Secretario Ejecutivo;

g)
Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;

h)
Proponer anualmente al Consejo Superior de Educación los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;

i)
Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;

j)
Establecer su reglamento interno de funcionamiento, y

k)
Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.


Artículo 10.- El Secretario Ejecutivo será el ministro de fe de la Comisión. Le corresponderá cumplir los acuerdos que ésta adopte, dirigir la Secretaría Técnica y coordinar el trabajo de los comités ejecutivos.

Párrafo 2º: De la estructura interna y funcionamiento de la Comisión.


Artículo 11.- La Comisión contará con una Secretaría Técnica cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión. El Consejo Superior de Educación deberá proveer a la Comisión del personal necesario para el desarrollo de estas funciones.


Un reglamento establecerá las atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponderán a la Secretaría Técnica. 


Artículo 12.- La Comisión dispondrá la creación de comités ejecutivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado. 


Tales comités ejecutivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités ejecutivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.


Cada comité ejecutivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función.


Los integrantes de los comités ejecutivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 UTM con un máximo de 16 UTM por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la Ley N° 18.834.


Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité ejecutivo. 


En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.


Artículo 13.- El Consejo Superior de Educación fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos de competencia de la Comisión establecidos en esta ley.


En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente.


Los aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación, el que deberá destinarlos al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la Comisión.

Artículo 14.- Asimismo, le corresponderá al Consejo Superior de Educación:

a)
Proporcionar el apoyo administrativo y la infraestructura necesaria para el adecuado funcionamiento de la Comisión Nacional de Acreditación;

b)
Celebrar los contratos y convenios que sean necesarios para la ejecución de los acuerdos que la Comisión adopte, y

c)
Pagar, cuando corresponda, las dietas a los miembros de la Comisión de Acreditación y de los comités ejecutivos que ésta constituya.

TÍTULO II

De la Acreditación Institucional


Artículo 15.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.


La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. 


Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación institucional, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.


Artículo 16.- La acreditación institucional se realizará en funciones específicas de la actividad de la instituciones de educación superior. Las entidades que se presenten al proceso deberán acreditarse siempre en los ámbitos de docencia de pregrado y gestión institucional.


Adicionalmente, las instituciones podrán optar por la acreditación de otras áreas, tales como la investigación, la docencia de postgrado, y la vinculación con el medio.


Un reglamento de la Comisión de Acreditación determinará el contenido de cada una de las áreas y los elementos que serán objeto de evaluación en cada una de ellas

Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional. 

Dichos criterios deben considerar las siguientes exigencias:


La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias. Para ello, debe contar con una clara definición de misión, y con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el cumplimiento de los propósitos declarados en su misión institucional” 


La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los propósitos institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones planificadas


La gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la calidad de la docencia impartida. Estos deben referirse al menos al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, las calificaciones y dedicación del personal docente, los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, la progresión de los estudiantes y el seguimiento de egresados. 


Adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación horaria suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad. 


Artículo 18.- El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15 inciso final, deberá ser realizado por pares evaluadores designados para ese fin por la Comisión, en conformidad con las normas de este artículo.


Los pares evaluadores serán personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deberán encontrarse incorporadas en un registro público que la Comisión llevará a ese efecto. La incorporación al Registro de Pares Evaluadores se realizará por medio de un concurso público de antecedentes que la Comisión deberá efectuar, a lo menos, una vez cada dos años. Por acuerdo de la Comisión se podrán efectuar concursos con una mayor periodicidad.


Para ser considerados en el registro, los pares evaluadores personas naturales deberán tener, al menos, diez años de ejercicio académico o profesional y ser reconocidos como expertos en su área de especialidad. Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales, incluidas las actividades de evaluación y acreditación de instituciones de educación superior y certificar, a lo menos, tres años de experiencia en dichas actividades.


La Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo. Sin perjuicio de lo anterior, la institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores. La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable.

En el caso de que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una persona jurídica, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará de una terna propuesta por dicha institución, a la persona jurídica que actuará como par evaluador en ese determinado proceso de acreditación institucional.


En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiese tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.


Tratándose de pares evaluadores personas jurídicas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluada, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la Ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias. 


Artículo 19.- La acreditación institucional se otorgará por un plazo de siete años a la institución de educación superior evaluada que, considerando el informe emitido por los pares evaluadores, cumpla íntegramente con los criterios de evaluación. 

Si la institución evaluada no cumple íntegramente con dichos criterios, pero presenta un nivel de cumplimiento aceptable, la Comisión podrá acreditarla por un período inferior, de acuerdo al grado de adecuación a los criterios de evaluación que, a su juicio, ésta presente.

En los casos indicados en el inciso anterior, la Comisión formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva, antes del término del período de acreditación. El cumplimiento de lo dispuesto en este inciso será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación. 


Artículo 20.- Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la Comisión no otorgará la acreditación y formulará las observaciones pertinentes. El siguiente proceso de evaluación considerará especialmente dichas observaciones y las medidas adoptadas por la institución para subsanarlas. 


En todo caso, la institución no podrá someterse a un nuevo proceso de acreditación antes del plazo de dos años, contado desde el pronunciamiento negativo de la Comisión.


Artículo 21.- De las decisiones que la Comisión adopte en conformidad con lo establecido en los dos artículos precedentes, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles.


Admitido el reclamo a tramitación, el Consejo solicitará informe a la Comisión la que deberá evacuarlo en un plazo de 10 días hábiles. 


El Consejo Superior de Educación se pronunciará por resolución fundada sobre la reclamación dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde la presentación del recurso.


Artículo 22.- Si como resultado del proceso de acreditación, la Comisión toma conocimiento de que la institución evaluada ha incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 o 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda, deberá poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio de Educación a fin de que este organismo proceda en conformidad con lo dispuesto en dichas normas.


Artículo 23.- Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión los cambios significativos que se produzcan en su estructura o funcionamiento, tales como apertura de carreras en nuevas áreas del conocimiento, establecimiento de nuevas sedes institucionales, desarrollo de nuevas modalidades de enseñanza, y cambios sustanciales en la propiedad, dirección o administración de una institución.

TÍTULO III

De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de

carreras y programas de pregrado

Párrafo 1º: Del objeto de la acreditación.

Artículo 24.- La acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del presente título.


Dicha acreditación tendrá por objeto dar garantía de calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte y los estándares nacionales e internacionales de cada profesión o disciplina.


La opción por los procesos de acreditación de carreras y programas de pregrado será voluntaria y, en el desarrollo de los mismos, las agencias autorizadas y la Comisión deberán cautelar la autonomía de cada institución.


Artículo 25.- Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen conocimiento de que en una determinada carrera o programa se han producido situaciones que pueden ser constitutivas de alguna de las causales señaladas en los artículos 53, 63 y 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, deberán poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Ministerio de Educación, a fin de que dicho organismo proceda de acuerdo con lo dispuesto en dichas normas.

Artículo 26.- Las instituciones de educación superior podrán apelar a la Comisión de las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas. Esta apelación deberá presentarse dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de comunicación de la decisión de acreditación recurrida.


Artículo 27.- La Comisión, de oficio o a solicitud de terceros, podrá dejar sin efecto las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas, en caso de grave y manifiesto incumplimiento de los criterios y procedimientos de evaluación autorizados. 


Podrá apelarse de tal decisión al Consejo Superior de Educación dentro del plazo de treinta días.


Artículo 28.- En los casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o técnicas o programas de pregrado en una determinada área del conocimiento, corresponderá a la Comisión desarrollar directamente tales procesos de acreditación, conforme al reglamento que dictará para ese efecto. El reglamento incluirá los respectivos criterios de evaluación.


En este caso particular, la institución podrá apelar de las decisiones de acreditación de la Comisión ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de treinta días.


Artículo 29.- En ningún caso la acreditación efectuada por una agencia autorizada, comprometerá la responsabilidad de la Comisión.

Párrafo 2º: De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación


Artículo 30.- Corresponderá a la Comisión autorizar y supervisar el adecuado funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que fije, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de pregrado. Tales requisitos y condiciones de operación considerarán, a lo menos:
a)
La idoneidad de los integrantes de las agencias y de las entidades y personas que apoyarán sus procesos; 

b)
La existencia y aplicación de mecanismos que aseguren la independencia y transparencia de las decisiones que ellas adopten;

c)
La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión; 

d)
La existencia y aplicación de procedimientos de evaluación que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de autoevaluación y otra de evaluación externa, y 

e)
La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.


Artículo 31.- El proceso de evaluación de solicitudes de autorización considerará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior. La evaluación considerará, además, el conjunto de observaciones, recomendaciones o indicaciones que la Comisión haya formulado a la agencia, en el marco de anteriores procesos de autorización o supervisión, si estos existieran. 


Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de autorización de agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado.


Artículo 32.- La Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos. La autorización se extenderá por un plazo de 7 años.


En los casos en que la agencia de acreditación no cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación , la Comisión formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por la entidad de manera previa a su autorización.


Artículo 33.- La autorización que se otorgue a las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado se extenderá exclusivamente a aquellas áreas disciplinarias que la Comisión señale en cada caso, conforme al contenido de cada solicitud y los antecedentes de la evaluación.


Artículo 34.- Para efectos de la supervisión de las agencias acreditadoras, la Comisión realizará evaluaciones selectivas, determinadas aleatoriamente, y requerirá las informaciones pertinentes. 


Las agencias acreditadoras deberán presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades, entregar los informes que den cuenta de los procesos de acreditación realizados e informar de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación.

Párrafo 3° De las obligaciones y sanciones


Artículo 35.- Las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:

a)
Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina la Comisión, conforme a lo prevenido en el artículo 30,

b)
Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras y programas de pregrado que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen,
c)
Proporcionar a la Comisión los antecedentes que ésta les solicite, en el marco del proceso de supervisión,

d)
Subsanar las observaciones que les formule la Comisión,

e)
Informar a la Comisión de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación,

f)
Presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades.

Artículo 36.- Las infracciones al artículo precedente serán sancionadas por la Comisión con alguna de las siguientes medidas:

a)
Amonestación por escrito,

b)
Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales,

c)
Suspensión de la autorización, y 

d)
Término anticipado de la autorización.

Artículo 37.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 35.


Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 35.


Se aplicará la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que le han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello. 


Se aplicará la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas. En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine.


Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión deje sin efecto una decisión de acreditación de una carrera o programa de pregrado, por haber constatado un grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos, conforme a lo prevenido en el Artículo.27

Artículo 38.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.


De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de cinco días contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de 30 días para resolver. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno, sin perjuicio de quedar siempre al resguardo las acciones judiciales que el afectado pudiere emprender.


Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.


Artículo 39.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el notificado tenga registrado en la Comisión. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará la Comisión.

TÍTULO IV

De la acreditación de programas de postgrado

Artículo 40.- La acreditación de programas de postgrado tendrá por objeto dar garantía de calidad de los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparta y los criterios o estándares establecidos para este fin por la comunidad científica o disciplinaria correspondiente.


La opción por la acreditación de programas de postgrado será voluntaria. 


Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de programas de postgrado.


Artículo 41.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para la acreditación de programas de postgrado, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de postgrado.


Artículo 42.- La acreditación de programas de postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. La Comisión, de oficio o a solicitud de terceros, podrá dejar sin efecto las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas, en caso de grave y manifiesto incumplimiento de los criterios y procedimientos de evaluación autorizados.


En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de postgrado, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.


En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, pero presente, a juicio de la agencia o Comisión, según sea el caso, un nivel de cumplimiento aceptable de los mismos, podrá acreditársele bajo condición de que dé cumplimiento a las observaciones que surjan del proceso, dentro de los plazos que la agencia o Comisión fije. Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa.


La acreditación de programas de postgrado se extenderá por un plazo de hasta 6 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.


Artículo 43.- Las normas de los artículos anteriores se aplicarán igualmente para los procesos de acreditación de los programas de especialidad en el área de la salud.

TÍTULO V

De las medidas de publicidad de las decisiones


Artículo 44.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado; y la acreditación de programas de postgrado y de los programas de especialidad en el área de la salud.


Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado acreditados en conformidad con esta ley.


Artículo 45.- Todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que de cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Para estos efectos deberán indicar, a lo menos:

a)
Si se encuentran participando en el proceso de acreditación. 

b)
Áreas en las que postuló a la acreditación.

c)
Resultado del proceso de acreditación.


La Comisión Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información.
CAPÍTULO III

Del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior


Artículo 46.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior o de la entidad que ésta determine, desarrollar y mantener un “Sistema Nacional de Información de la Educación Superior”, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional y para la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.


Artículo 47.- Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán recoger y proporcionar a la División de Educación Superior el conjunto básico de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico. 


Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.


Artículo 48.- Corresponderá a la División de Educación Superior recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.


Artículo 49.- La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación con alguna de las siguientes medidas:

a)
Amonestación por escrito, y

b)
Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá duplicar la multa.


Artículo 50.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos al Ministerio de Educación dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.


Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.


Artículo 51.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio legal de la respectiva institución de educación superior. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará el Ministerio de Educación.

CAPÍTULO FINAL


Artículo 52.- Modifícase la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:

1.
Reemplázase, en el epígrafe del Párrafo 2º, del Título III, la expresión “Sistema de Acreditación”, por la frase “Sistema de Licenciamiento”. 

2.
Sustitúyese la palabra “acreditación” por “licenciamiento”, que se utiliza en los artículos 37, letras b), c) y d); 41, inciso tercero; 42, incisos primero y segundo; 43, inciso primero; 69, incisos segundo, tercero y cuarto; 82, incisos primero y segundo; 2º transitorio, inciso primero; y 3º transitorio, incisos primero y segundo. 

3.
Sustitúyese la expresión “la acreditación” por “el licenciamiento” que se utiliza en los artículos 38, inciso primero; 39, incisos primero y segundo; y 2º transitorio, inciso segundo. 

4.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 35, por el siguiente: 


“Artículo 35.- La Secretaría Técnica tendrá una planta de personal compuesta por el Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, cuatro profesionales, dos administrativos y un auxiliar.

5.
Reemplázase en el artículo 37 letra a) la palabra “e” ubicada entre las palabras “universidades” e “institutos profesionales” por una coma, y agrégase a continuación de la expresión “institutos profesionales la frase “ y centros de formación técnica.”.

6.
Elimínase en el inciso primero del artículo 39, la palabra “profesionales”. 

7.
Reemplázase en el inciso tercero del artículo 39, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.

8.
Reemplázase en el inciso primero del artículo 42, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.

9.
Agrégase en el artículo 43 a continuación de la palabra “profesionales” la expresión “ o técnicos de nivel superior”.

10. Reemplázase en la última frase de la letra d) del inciso segundo del artículo 64 la expresión “Ministerio de Educación pública” por “Consejo Superior de Educación”.

11. Intercálase en el inciso primero del artículo 65 entre las expresiones “instrumento constitutivo” y debidamente autorizado”, la frase “de la persona jurídica organizadora”.

12. Elimínase la parte final del inciso primero del artículo 65 a continuación de la expresión “debidamente autorizado”, agregándose un punto aparte después de la palabra “autorizado”
13. Intercálase en el inciso tercero del artículo 65 a continuación de la expresión, “las modificaciones” y el signo “,” la frase “al instrumento constitutivo”.

14. Elimínase en el inciso cuarto del artículo 65 la expresión “y del proyecto institucional y sus reformas” 

15. Elimínase en el inciso primero del artículo 66º la expresión “y como asimismo formular observaciones al proyecto institucional”, reemplazándose la coma por punto aparte.

16. Elimínase en el inciso segundo del artículo 66º la expresión “y su proyecto institucional” y reemplázase la palabra “noventa” por “sesenta”.

17. Reemplázase el artículo 67, por el siguiente artículo 67 nuevo:


“Artículo 67. Las modificaciones del instrumento constitutivo deberán entregarse al Ministerio de Educación Pública para su registro dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura Pública de modificación respectiva, aplicándose en lo demás lo que sea pertinente de los Artículos 65 y 66 de la presente ley orgánica.”

18. Reemplázase el artículo 68 por el siguiente nuevo artículo 68:


“Artículo 68. Los centros de formación técnica se entenderán reconocidos oficialmente una vez que hubieren cumplido los siguientes requisitos; 


Estar inscritos en el Registro de Centros de Formación Técnica según lo establece el 
Artículo 65;

Contar con los recursos docentes, didácticos, económicos, financieros y físicos necesarios para cumplir sus funciones, debidamente certificado por el Consejo Superior de Educación, y 


Contar con el certificado del Consejo Superior de Educación en que conste que dicho organismo ha aprobado el respectivo proyecto institucional y los correspondientes programas y que llevará a efecto la verificación progresiva de su desarrollo institucional.” 

19. Reemplázase el artículo 69 por el siguiente nuevo artículo 69:


“Artículo 69. El Ministerio de Educación Pública deberá, en un plazo de treinta días contados desde la recepción de los antecedentes requeridos, dictar el decreto de reconocimiento oficial o de rechazo. Si no lo hiciere se entenderá que el centro se encuentra reconocido oficialmente. 


Los centros de formación técnica sólo podrán iniciar sus actividades docentes una vez obtenido su reconocimiento oficial.”

20. Intercálase en el inciso primero del artículo 70, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación Pública,” la oración “previo informe del Consejo Superior de Educación y”

21. Elimínase la letra b) del inciso primero del artículo 70, modificándose la numeración correlativa subsiguiente. 
22. Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 53: 


“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.”.”.

23. Intercálese el siguiente inciso tercero en el artículo 63: 


“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado instituto profesional, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.”.

24. Intercálese el siguiente nuevo inciso tercero en el artículo 70: 


“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado centro de formación técnica, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.”.

25. Agrégase en el Título IV, el siguiente artículo 86 bis:


“Artículo 86 bis.- Los alumnos, padres y apoderados y profesores de las instituciones de educación superior podrán reclamar ante el Ministerio de Educación respecto de las acciones u omisiones cometidas por dichas instituciones y que en su opinión configuren alguna de las causales de los artículos 53, 63 o 70, según corresponda. 


El reclamo deberá entablarse dentro del plazo de 30 días desde que se produjo el acto impugnado o desde el requerimiento de las omisiones.


Para efecto de dar curso al reclamo, el Ministerio deberá solicitar informe a la institución recurrida y al Consejo Superior de Educación. 


Comprobada la efectividad del reclamo, el Ministerio deberá proceder en conformidad con lo dispuesto en los artículos 53, 63 o 70, según corresponda, en un plazo máximo de 90 días desde la fecha de su presentación.


Rechazado el reclamo por resolución fundada del Ministerio, el afectado podrá reclamar, dentro del plazo de quince días, a la Corte de Apelaciones de Santiago. 


El reclamante señalará en su escrito, con precisión, el acto u omisión objeto del reclamo, la causal legal que se configura, y la forma como se ha producido la infracción.


La Corte dará traslado al Ministerio de Educación y a la institución de educación superior recurrida, por el término de quince días. 


La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo, decidirá u ordenará las medidas tendientes a subsanar las situaciones impugnadas o la dictación, por parte del Ministerio de Educación, del decreto de cancelación de la personalidad jurídica y revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior, según correspondiere.”.


Artículo Final.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuesto.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- La primera designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación indicados en las letras a), b), c), d), e) y f), del inciso primero del artículo 7º, deberá efectuarse dentro del plazo máximo de 30 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo Segundo.- Corresponderá al Consejo Superior de Educación arbitrar las medidas conducentes para la puesta en marcha de la Comisión Nacional de Acreditación.


Artículo Tercero.- Los pronunciamientos sobre la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado, y sobre la acreditación de programas de postgrado emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por Decreto N° 55/99 del Ministerio de Educación, y la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado de Universidades Autónomas, creada por Decreto N° 225/99 de la misma Secretaría de Estado, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia que los pronunciamientos de acreditación que adopten las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado o la Comisión, en su caso.


Artículo Cuarto.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por Decreto 55/99 del Ministerio de Educación, deberán ser certificados por la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta Ley, a fin de adquirir validez en los términos del presente cuerpo legal.


Artículo Quinto.- Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina los criterios de evaluación a que se refiere la letra a) del artículo 9º, en relación con el artículo 33, los criterios de evaluación para carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado serán aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior.


Artículo Sexto.- Corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación desarrollar una propuesta para el establecimiento de un Sistema Nacional de Certificación y Habilitación Profesional, para lo cual deberá promover una amplia participación de los distintos actores involucrados. Dicha propuesta deberá ser presentada al Presidente de la República dentro del plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo Séptimo.- Los centros de formación técnica creados de acuerdo al decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, que a la fecha de la dictación de esta ley no hubieran optado por sujetarse al sistema de acreditación regulado por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza podrán, en cualquier momento, someterse a la acreditación ante el Consejo Superior de Educación, o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación.


Los centros de formación técnica que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentran en proceso de acreditación ante el Ministerio de Educación, deberán presentar, en un plazo máximo de dos años contados desde la publicación de esta ley, su proyecto institucional al Consejo Superior de Educación para que este organismo continúe el mencionado proceso de acreditación. 


En todo caso, mantendrán vigencia ante el Consejo Superior de Educación todas las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Educación en relación con los Centros de Formación Técnica en acreditación, debiendo dicho Consejo continuar el proceso de acreditación por el plazo legal que le restare a cada centro.”.

-o-

Se designó diputada informante a la señora Carolina Tohá Morales.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 15 y 29 de abril; 6 y 13 de mayo; 2, 3, 10, 12, 17. 19 de junio, 1, 3, 8, 10, 15 y 29 de julio, 5, 7, 12 y 26 de agosto; 2 y 9 de septiembre; 14, 28 de octubre, 4,11 y 18 de noviembre de 2003, con la asistencia de las diputadas señoras Tohá Morales, doña Carolina (Presidenta de la Comisión); Mella Gajardo, doña María 
Eugenia y Saa Díaz, doña María Antonieta; y los diputados señores Aguiló Melo, don 
Sergio; Bauer Jouanne, don Eugenio; Becker Alvear, don Germán; Correa de la Cerda, don Sergio; González Torres, don Rodrigo; Kast Rist, don José Antonio; Martínez Labbé, don Rosauro; Montes Cisternas, don Carlos; Olivares Zepeda, don Carlos; Rojas Molina, don Manuel; Saffirio Suárez, don Eduardo, Silva Ortiz, don Exequiel, miembros de la Comisión, y de los diputados señores Errázuriz Eguiguren, don Maximiano; Díaz del Río, don Eduardo; Hales Dib, don Patricio; García Huidobro Sanfuentes, don Alejandro; Ibáñez Santamaría, don Gonzalo; Navarro Brain, don Alejandro; don Alejandro; Ojeda Uribe, don Sergio; 
Robles Pantoja, don Alberto; Sánchez Grunert, don Leopoldo; Tarud Daccarret, don Jorge; Rossi Ciocca, don Fulvio; Tuma Zedán, don Eugenio, la diputada señora Muñoz D’Albora, doña Adriana.


Sala de la Comisión, a 18 de noviembre de 2003.


(Fdo.): JOSÉ VICENCIO FRÍAS, Secretario de la Comisión”.

15. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. 
(boletín Nº 3224-04)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


Las indicaciones formuladas por el diputado señor Alvarez, don Rodrigo, a los artículos 13 y final.

3.
Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Los artículos 1°, 6°, 7°, 11, 12, 13, 14, 36, 52 número 4 y artículo final.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Sergio Bitar, ministro de Educación; la señora Pilar Armanet, Jefa de la División de Educación Superior; 
Rodrigo González, Jefe del Departamento Jurídico y la señora Alejandra Contreras, abogada de dicho Ministerio, y José Espinoza, Asesor de la Dirección de Presupuestos.


El propósito de la iniciativa consiste en establecer un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, con el objeto de dar garantía pública de la calidad de las instituciones de educación superior y de los programas que imparten; promover y apoyar el mejoramiento continuo y sistemático de las instituciones de educación superior y de los programas que ofrecen; establecer una instancia de coordinación del conjunto de funciones y actividades que apuntan al desarrollo de la calidad de la educación superior, y mejorar las condiciones para el desarrollo de una educación superior capaz de responder a estándares de validez nacional e internacional.


En el debate de la Comisión, el señor Sergio Bitar destacó el avance que en los últimos veinte años ha experimentado la educación superior, que ofrece numerosas oportunidades de formación profesional a un universo cada vez más creciente de estudiantes. En la actualidad habrían cerca de 540.000 estudiantes de pre y postgrado, cifra que aumentará, según estimaciones, a 800 mil en el año 2010 y a un millón el año 2012.


Afirmó a este respecto que garantizar el acceso a la educación superior no es suficiente, siendo indispensable establecer los mecanismos que aseguren la calidad de la oferta educativa sobre la base de criterios de validez general, puesto que no es fácil para los postulantes a la educación superior y para sus familias tomar decisiones acerca de las opciones que se les ofrecen. En razón de ello, es necesario que existan mecanismos que, por una parte, den garantía de la calidad de las instituciones y programas y, por otra, proporcionen la información de cómo se mide la calidad de la educación que entregan los institutos de enseñanza superior. Sólo así se los podrá homologar, esto es, ponerlos en relación de igualdad o semejanza, no solamente dentro de nuestro país, sino más allá de nuestras fronteras.


A propósito de algunas inquietudes planteadas por diversos señores diputados sobre la participación del Estado en el ámbito del aseguramiento de la calidad de la educación superior, el señor Bitar puntualizó que al Ejecutivo le animan los siguientes propósitos: 1) preservar la capacidad de innovación en un mundo globalizado, y 2) adecuar las instituciones de educación a ese mundo, para lo cual se requiere un control de las agencias que velan por el resguardo de la calidad con que se hace la labor educacional. A su juicio, no contar con estas herramientas tiene el riesgo de obtener una educación de mala calidad y aislar a Chile del sistema internacional. Enfatizó que a diferencia de otros países más avanzados en los procesos de homologación la acreditación en Chile será, en general, voluntaria.


Por otra parte, planteó que alguien debe acreditar los niveles de enseñanza y que, en ese marco, la conformación de la Comisión que se contempla en el proyecto garantiza una adecuada labor e independencia, ya que sólo 2 de los 13 integrantes tienen origen gubernamental.


Hizo notar que habrá un proceso previo para determinar la lista de agencias acreditadoras y que si una institución no está conforme con lo obrado, también tendrá derecho a apelar.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 10 de abril de 2003, señala que la Ley de Presupuestos de cada año sólo tendrá que establecer como aporte fiscal aquellos recursos que permitan contratar al Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, lo que representa un mayor gasto fiscal anual del orden de 
$ 18.697 miles.


Se precisa que el mayor gasto que signifique la aplicación del Capítulo II será financiado con los recursos que se recauden de los cobros a las instituciones de educación superior, por los aranceles que establece el artículo 13 del proyecto y los recursos que se asignen anualmente en la Ley de Presupuestos.


Por su parte, el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, a que se refiere el Capítulo III, será una responsabilidad del Ministerio de Educación, cuyas actividades se financiarán con los recursos que le sean asignados cada año a la División de Educación Superior.


La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de los artículos 7°, 11, 12, 13 y 14 del proyecto aprobado por ella. Por su parte, la Comisión de Hacienda acordó incorporar a su conocimiento los artículos 1°, 6°, 36 letra b), 44, 49 letra b), 52 numeral 4) y artículo final del proyecto aprobado por la Comisión Técnica, en conformidad al numeral segundo del artículo 220 del Reglamento.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo 1º del proyecto, se establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que comprenderá las siguientes funciones:

a)
De información, que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema, la gestión institucional y la información pública.

b)
De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al proceso de evaluación, aprobación y verificación de las nuevas instituciones de educación superior.

c)
De acreditación institucional, consistente en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.

d)
De acreditación de carreras o programas, referida al proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por la comunidad académica y profesional correspondiente.


Puesto en votación el artículo 1° fue aprobado por 7 votos a favor y 5 votos en contra.


En el artículo 6º, se crea la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante, también, “la Comisión”, cuya función será verificar y promover la calidad de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.


En el inciso segundo, se establece que la Comisión Nacional de Acreditación gozará de amplia autonomía para el desarrollo de sus funciones y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por 6 votos a favor, 4 votos en contra y una abstención.


En el artículo 7º, se señala que la Comisión Nacional de Acreditación estará integrada por trece miembros, designados de la siguiente forma:

a)
Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;

b)
Tres académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;

c)
Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1°, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

d)
Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

e)
Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

f)
Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, Conicyt;

g)
El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación,

h)
Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes, y

i)
El Secretario Ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.


En el inciso segundo, se especifica que los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h); durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la Comisión.


En el inciso tercero, se precisa que los miembros de la Comisión señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.


En el inciso cuarto, se determina que los integrantes señalados en la letra h) del inciso primero deberán contar con una efectiva vinculación con el ámbito de la educación superior, ya sea en el carácter de empleadores de sus egresados, miembros de consejos asesores, miembros de directorios, o docentes de instituciones de educación superior. La designación de dichas personas se realizará en conformidad con el procedimiento que defina el reglamento de la Comisión.


En el inciso quinto, se dispone que las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.


En el inciso sexto, se establece que la Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.


En el inciso séptimo, se señala que para sesionar, la Comisión requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes.


En el inciso octavo, se precisa que los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.


En el inciso noveno, se contempla que los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 4 UTM con un máximo de 25 UTM por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.


Puesto en votación el artículo 7° fue aprobado por 7 votos a favor, 4 votos en contra y una abstención.


En el artículo 11, se estipula que la Comisión contará con una Secretaría Técnica cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión. El Consejo Superior de Educación deberá proveer a la Comisión del personal necesario para el desarrollo de estas funciones.


En el inciso segundo, se señala que un reglamento establecerá las atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponderán a la Secretaría Técnica. 


En el artículo 12, se contempla que la Comisión dispondrá la creación de comités ejecutivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado. 


En el inciso segundo, se precisa que tales comités ejecutivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités ejecutivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.


En el inciso tercero, se determina que cada comité ejecutivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función.


En el inciso cuarto, se contempla que los integrantes de los comités ejecutivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 UTM con un máximo de 16 UTM por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.


En el inciso quinto, se especifica que corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité ejecutivo. 


En el inciso sexto, se señala que, en todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.


Puestos en votación los artículos 11 y 12 fueron aprobados por 7 votos a favor, 4 votos en contra y una abstención.


En el artículo 13, se dispone que el Consejo Superior de Educación fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos de competencia de la Comisión establecidos en esta ley.


En el inciso segundo, se determina que en el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente.


En el inciso tercero, se establece que los aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación, el que deberá destinarlos al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la Comisión.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, presentó una indicación para eliminar la frase del último inciso que dice: “y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación, el que deberá destinarlos al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la Comisión.”, ya que, a su juicio, los recursos recaudados por concepto de aranceles deben ir a Fondos Generales de la Nación, por cuanto no parece adecuado que la propia entidad que cobra determine luego como se gastan dichos recursos.


La señora Pilar Armanet manifestó que actualmente el Consejo Superior cobra los aranceles de la misma manera y que tal facultad se contempla en la LOC de Educación. Por lo tanto, no sería concordante con ella establecer un sistema diferente en este proyecto de ley.


Sometida a votación la indicación anterior, fue rechazada por 6 votos a favor y 7 votos en contra.


En el artículo 14, se dispone que le corresponderá al Consejo Superior de Educación:

a)
Proporcionar el apoyo administrativo y la infraestructura necesaria para el adecuado funcionamiento de la Comisión Nacional de Acreditación;

b)
Celebrar los contratos y convenios que sean necesarios para la ejecución de los acuerdos que la Comisión adopte, y

c)
Pagar, cuando corresponda, las dietas a los miembros de la Comisión de Acreditación y de los comités ejecutivos que ésta constituya.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por 7 votos a favor y 6 votos en contra.


En el artículo 36, se establece que las infracciones al artículo precedente serán sancionadas por la Comisión con alguna de las siguientes medidas:

a)
Amonestación por escrito,

b)
Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales,

c)
Suspensión de la autorización, y 

d)
Término anticipado de la autorización.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por 7 votos a favor y 6 votos en contra.


En el artículo 44, se establece que corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado; y la acreditación de programas de postgrado y de los programas de especialidad en el área de la salud.


Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado acreditados en conformidad con esta ley.


Los diputados señores Escalona, Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Pérez, don José, Saffirio y Tohá, doña Carolina, presentaron una indicación para reemplazar el artículo 44, por el siguiente:


“Artículo 44.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado; y la acreditación de programas de postgrado.


Deberá la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.


Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado acreditados en conformidad con esta ley y de los programas de especialidad en el área de salud.”.


Sometida a votación la indicación anterior, se aprobó por unanimidad.


En el artículo 49, se contempla que la no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación con alguna de las siguientes medidas:

a)
Amonestación por escrito, y

b)
Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá duplicar la multa.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 52, se modifica la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:


Por el numeral 4), se sustituye el inciso primero del artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- La Secretaría Técnica tendrá una planta de personal compuesta por el Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, cuatro profesionales, dos administrativos y un auxiliar.”.


Puesto en votación este numeral fue aprobado por 7 votos a favor, 5 votos en contra y una abstención.


En el artículo final, se establece que el mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuesto.


El diputado Álvarez, don Rodrigo, formuló una indicación para eliminar la siguiente frase: “cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y”, cuyo objetivo es el mismo expresado respecto a la indicación al artículo 13.


Sometida a votación la indicación precedente, fue rechazada por 6 votos a favor y 7 votos en contra.


Sometido a votación el artículo final, fue aprobado por 7 votos a favor y 6 votos en contra.


Sala de la Comisión, a 11 de diciembre de 2003.


Acordado en sesiones de fechas 9 y 10 de diciembre de 2003, con la asistencia de los diputados señores Jaramillo, don Enrique (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Álvarez - Salamanca, don Pedro Pablo; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Lorenzini, don Pablo; Ortiz, don José Miguel, Pérez, don José; 
Saffirio, don Eduardo; Tuma, don Eugenio y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Ortiz, don José Miguel.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

16. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que ordena la publicación de leyes promulgadas en carácter de secretas en el período que indica. (boletín N° 3307-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en una moción de los diputados señora Laura Soto González y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Fidel Espinoza Sandoval, Iván Paredes Fierro, Edgardo Riveros Marín, Rodolfo Seguel Molina y Patricio Walker Prieto.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:


-Doña Michelle Bachelet Jeria, Ministra de Defensa Nacional.


-Don Jorge Precht Pizarro, abogado asesor del Ministerio.


-Don Florencio Ceballos Bustos, Director del Diario Oficial.


Asimismo, la Comisión tuvo a la vista un documento titulado “Relación de decretos leyes y leyes remitidos por la Contraloría General de la República con indicación de su contenido fundamental”, preparado por el Secretario de Comisiones de esta Corporación, señor Héctor Piña de la Fuente.

OBJETO


La idea central del proyecto se orienta a disponer la publicación en el Diario Oficial, de todos los textos con rango de ley, promulgados en carácter de secretos o reservados durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.


Tal idea el proyecto la concreta mediante un artículo único que establece lo señalado.

ANTECEDENTES

1.
Los autores de la moción fundamentan su iniciativa recordando que la Constitución Política y las normas legales, especialmente, el Código Civil, disponen la publicidad de las leyes que se promulgan, solemnidad que determina la presunción de ser conocidas por todos y les da el carácter de obligatorias. Precisamente el artículo 72 de la Carta Política, dispone en su inciso final que la publicación deberá hacerse dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que quede totalmente tramitado el decreto promulgatorio.


Hacen presente, en seguida, que dicha publicación debe hacerse en el Diario Oficial, pero que en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, se promulgó un conjunto importante de cuerpos legales que no fueron publicados o lo fueron en ediciones restringidas del Diario Oficial, según disposiciones de las autoridades de la época.


Agregan que de acuerdo a un informe enviado por la Contraloría General de la República al Senado, se señaló que un total de 57 leyes, 40 decretos leyes y 28 decretos con fuerza de ley, habrían sido promulgados en el período mencionado en el carácter de secretos o 

reservados.


Señalan, más adelante, que pronto ya a cumplirse treinta años del inicio del régimen militar, parece oportuno que, después de tanto tiempo, se dejen sin efecto dichas medidas reservadas, muchas de las cuales comprenden textos legales que continúan gravitando en la vida nacional, como una forma de dar transparencia a los actos de las instituciones públicas, requisito esencial para el desarrollo y consolidación del sistema democrático.


Terminan indicando que una de las formas de reparar los agravios causados, es dar a la publicidad los más de ciento cincuenta cuerpos legales promulgados en carácter de secretos o reservados, sin que ello signifique negar la necesaria discreción que debe observarse en temas relacionados con la seguridad exterior y la defensa nacional, los que, en todo caso, deben circunscribirse a los términos que la propia Constitución establece.

2.
La Constitución Política en sus artículos 62 y siguientes trata de la formación de la ley, procedimiento que de acuerdo a sus artículos 69,70 y 72 culmina con la promulgación del texto aprobado por los Poderes Ejecutivo y Legislativo o por el que el Congreso impusiere por la vía de la insistencia. 


La última disposición mencionada señala en sus incisos segundo y tercero, que la promulgación deberá efectuarse dentro de los diez días contados desde que sea procedente y la publicación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que quede totalmente tramitado el decreto promulgatorio.


Por último, el artículo 61, que regla la formación de los decretos con fuerza de ley y señala las limitaciones que afectan su contenido, dispone en su inciso final que dichos cuerpos legales “estarán sometidos en cuanto a su publicación, vigencia y efectos, a las mismas normas que rigen para la ley.”.

3.
El Código Civil trata, en el párrafo 2 de su Título Preliminar, de la promulgación de la ley, disponiendo en su artículo 6° que la ley no obliga sino una vez promulgada conforme a la Constitución Política y publicada de acuerdo a los preceptos siguientes.


Su artículo 7° agrega que la publicación de la ley se hará mediante su inserción en el Diario Oficial, y desde la fecha de éste se entenderá conocida de todos y será obligatoria.


Su inciso segundo añade que para todos los efectos legales, la fecha de la ley será la de su publicación en el Diario Oficial.


Su inciso tercero agrega que en cualquiera ley podrán establecerse reglas diferentes sobre su publicación y sobre la fecha o fechas en que haya de entrar en vigencia.


Por último, su artículo 8° indica que nadie podrá alegar ignorancia de la ley después que ésta haya entrado en vigencia.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO

a)
Opinión de las personas invitadas a exponer.

1.
Doña Michelle Bachelet Jeria, Ministra de Defensa Nacional.


Inició su intervención señalando que aún cuando no había tenido el tiempo suficiente para interiorizarse de toda la información necesaria, entendía que la mayor parte de las leyes que se encuentran en la situación que se analiza, correspondía a su cartera. A su parecer, la situación debería analizarse desde un punto de vista más formal y otro más de fondo. Desde el primer punto de vista, el artículo 436 del Código de Justicia Militar impide dar a conocer los documentos secretos, prohibición que afecta tanto al militar como al civil que trabaja en la defensa nacional. Tanto es así que un fallo de la Corte Suprema del año 2001, ratificó la licitud de la negativa del Jefe del Estado Mayor General del Ejército de proporcionar antecedentes secretos.


Refiriéndose al proyecto mismo, señaló que en su opinión y en la del Gobierno, las leyes no deben ser secretas, aún cuando deberían tener tal calidad aquellas referidas a planes, estrategias específicas o determinadas adquisiciones, pero no las de plantas o escalafones. Recordó, en apoyo a lo señalado, que no obstante haber sido calificadas de secretas todas las leyes de planta, aún de bastante tiempo antes del Gobierno Militar, la primera ley de ese tipo que a ella le tocó conocer, relativa a la Fuerza Aérea, no tuvo tal carácter y ello porque han cambiado los criterios y las concepciones acerca de lo que en determinado momento se consideró riesgoso para la seguridad nacional.

2.
Don Florencio Ceballos Bustos, Director del Diario Oficial.


Expresó que en el trabajo de recopilación que se había realizado con el propósito de completar el registro histórico de leyes, se habían contabilizado ciento cuarenta y nueve normas entre leyes, decretos leyes y decretos supremos promulgados en el carácter de reservados, de secretos o de publicados en ediciones de circulación restringida.


Refiriéndose al procedimiento empleado para tales publicaciones, señaló que los oficios que las ordenaban empleaban indistintamente los términos “secreto” o “ edición restringida”, se dejaba constancia en el sumario de la edición que se había publicado una determinada ley, relativa, por ejemplo, a la movilización de tropas en casos excepcionales, y, en paralelo, se publicaban una o dos hojas en que figuraba la ley completa, las que debían editarse y repartirse en forma restringida a ciertas personas claramente individualizadas. En definitiva, la información la tenía solamente el órgano que requería la publicación, quedando dos ejemplares de la edición en el Diario Oficial. Recordó, asimismo, que el Director anterior, señor Enrique Menchaca, le señaló que personales del organismo que encargaba la publicación, básicamente oficiales de las distintas ramas uniformadas, controlaban las impresiones, procediéndose a destruir los ejemplares defectuosos y las planchas metálicas utilizadas.


Ante diversas consultas, señaló que antes de 1973 se publicaron también leyes en carácter de secretas, normalmente referidas a movilizaciones de tropas y a escalafones de las Fuerzas Armadas, de lo que hay constancia en minutas y estudios históricos preparados por los abogados Roberto Garretón y Carlos Carmona. Asimismo, después de 1990 se publicaron también tres leyes secretas relacionadas con movimientos de tropas.


Terminó señalando que era muy importante recopilar los antecedentes relativos a las normas dictadas en el período militar, por la necesidad de preservar la memoria histórico jurídica del país.

Discusión en general


Al discutirse la idea de legislar, el diputado señor Ascencio señaló que lo que se perseguía con esta iniciativa, era que todos los nacionales pudieran tomar conocimiento del conjunto de leyes, decretos leyes y decretos con fuerza de ley, promulgados en calidad de secretos o reservados durante el Gobierno Militar. A su parecer, las materias tratadas en la gran mayoría de estos cuerpos legales, no justificaba el carácter reservado o secreto y, por lo mismo, estando vigente un sistema democrático no parecía conveniente ni compatible la persistencia de cuerpos legales que, a tantos años de su dictación, mantuvieran aún un carácter que impedía que fueran conocidos de todos los chilenos. 


La Comisión, sin otra reserva que la de analizar separadamente cada cuerpo legal incluido en el listado hecho llegar por la Contraloría General de la República, para el caso de ser necesario excluir alguno de dichos textos, procedió a aprobar la idea de legislar por unanimidad, (participaron en la votación los diputados señoras Soto y Guzmán y señores Ascencio, Burgos, Bustos, Monckeberg y Pérez Lobos).

Discusión en particular


Durante el debate acerca del contenido del artículo único del proyecto, el diputado señor Burgos señaló que del análisis del listado de leyes secretas o reservadas, el 90% de ellas trataba asuntos que no tenían más vigencia que un año y que, en realidad, parecían obedecer al propósito de hacer secretos asuntos que no tenían mayor trascendencia.


El diputado señor Luksic hizo presente que el artículo 7° del Código Civil permitía que cualquiera ley dispusiera reglas diferentes para su publicación y para la fecha o fechas en que debe empezar a regir. Dijo creer que tal disposición sería inconstitucional por contradecir la regla del inciso final del artículo 72 de la Carta Política, el que establece imperativamente un término de cinco días, luego de afinada la tramitación del decreto promulgatorio, para la publicación. Se manifestó partidario de derogar dicho artículo del Código.


Los diputados señora Soto y señor Bustos estimaron que las leyes no pueden ser secretas y que no parece sano desde los puntos de vista legal, político y social que existan tales leyes.


Cerrado, finalmente, el debate y no habiéndose formulado observación alguna al listado de leyes que se tuvo a la vista, la Comisión procedió a aprobar el artículo único en los mismos términos, por unanimidad.

CONSTANCIA


Para los efectos de lo establecido en los números 2°, 4°, 5° y 7° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

a)
Que el artículo único del proyecto no es propio de ley que tenga rango orgánico constitucional o que deba aprobarse con quórum calificado.

b)
Que dicho artículo no es de la competencia de la Comisión de Hacienda.

c)
Que el proyecto fue aprobado en general, por unanimidad.

d)
Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.

-o-


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.-Dentro de los treinta días siguientes a la promulgación de esta ley, serán publicados en una edición especial del Diario Oficial, todas las leyes, decretos leyes y decretos con fuerza de ley que tengan el carácter de reservados o secretos y que hayan sido promulgados entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.”.

-o-


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2003.


Se designó diputado informante al señor Gabriel Ascencio Mansilla.


Acordado en sesiones de fechas 3 y 9 de septiembre; 1 y 8 de octubre, y 10 de diciembre de 2003, con la asistencia de los diputados señor Guillermo Ceroni Fuentes (presidente), señoras Marcela Cubillos Sigall, María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Marcelo Forni Lobos, Zarko Luksic Sandoval, Nicolás Monckeberg Díaz, Aníbal Pérez Lobos y Víctor Pérez Varela.


Asistió también a una de las sesiones el diputado señor Edgardo Riveros Marín.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

17. Informe de la Comision de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadania sobre el proyecto que dispone la eliminacion de ciertas anotaciones prontuariales. (boletin 
N° 3392-17)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía informa, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S. E. el Presidente de la República.

PERSONAS QUE PARTICIPARON EN EL DEBATE:


En el debate de la Comisión fueron escuchadas las siguientes personas:


El ministro del Interior, señor José Miguel Insulza; el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa; la asesora del Subsecretario del Interior, señora Antonia Urrejola; por la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, la señora Lorena Pizarro, Presidenta; la señora Viviana Díaz, Secretaria General; la señora Mireya García, Vicepresidenta; la señora Gabriela Zúñiga, Secretaria de Finanzas y el señor Gonzalo Muñoz, Jefe de Relaciones Públicas; asimismo fueron escuchados los señores Demetrio Sampson, de Iquique y Nelson Trejo de Curicó, las señoras Silvia González de Arica y Tania Arce de Iquique, familiares de detenidos desaparecidos; por la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos la señora Patricia Silva, Presidenta; la señora Hilda Rozas, Jefa de la Comisión Finanzas y los señores Víctor Hugo Fuentes y Claudio Ibarra; por la Fundación de Ayuda Social de Iglesias Cristianas (Fasic) la señora Verónica Reyna, Coordinadora del Área de Derechos Humanos y los abogados señores Héctor Salazar, Nelson Caucoto y Alberto Espinoza; por la Agrupación Nacional de Ex Presos Políticos, los señores Jorge Sáez y Miguel Retamal, Presidente y Vicepresidente, respectivamente; por el Centro de Salud Mental y Derechos Humanos (Cintras), la señora Simona Ruy-Pérez, Directora; por Amnistía Internacional, el señor Sergio Laurenti, Director Ejecutivo; la abogada señora Pamela Pereira; por la Corporación de Beneficiarios Prais, el señor Miguel Rojas, Presidente; el señor Luis Ramos, Jefe de Relaciones Públicas, el señor Luis Pérez, Secretario; por el Programa PRAIS del Ministerio de Salud, la señora Irma Rojas, Encargada Nacional; el señor José Ancán, asistente social y la señora Rosario Domínguez, sicóloga.


Asimismo, se realizó una audiencia pública, en la cual fueron escuchadas treinta y tres organizaciones representadas por las siguientes personas:


-Doña Nely del Carmen Cárcamo por la Agrupación de ex Presos Políticos de Osorno;


-Don Raúl Celpa por la Comisión Nacional Unitaria de Exonerados Políticos de Chile;


-Don Alejandro Fuentes, por la Agrupación de ex Presos Políticos de las Fuerzas Armadas;

-
Doña Virginia Valdés, Presidenta de la Corporación de Retornados;

-
Don Jorge Sáez, Presidente de la Agrupación Nacional de ex Presos Políticos;

-
Don Patricio Negron, Coordinador de ex Presos Políticos de Santiago;

-
Don Ricardo Tobar, por la Coordinadora del Personal Exonerado de la Armada;


-Don René Guzmán, por la Agrupación de ex Estudiantes y ex Dirigentes Perseguidos por la Dictadura de Pinochet;


-Don Eduardo Herrera, Presidente de la Agrupación de Exonerados de Talca;


-Doña Lorena Pizarro, Presidenta de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos;


-Doña María Luisa Barría, Presidenta de la Agrupación de Beneficiarios PRAIS de Osorno;


-Doña Ester Araneda, por Coordinadora Agrupación de Familiares Detenidos Desaparecidos de Concepción; 


-Doña Mercedes Fernández, por la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Parral;


-Don Vasily Carrillo, Coordinador de Verdad y Justicia;


-Doña Julia Urquieta, abogada de la Asamblea Nacional por los Derechos Humanos;


-Don Juan Leonardo Maureira, Presidente de la Agrupación de Detenidos Desaparecidos de Paine;


-Don Víctor Rosas, abogado Secretario General de la Agrupación de Presos Políticos;


-Don Luis Enrique Salinas, Administrador del Programa Interdisciplinario de Investigaciones en Educación (Piie)


-Don Mario Lara, Secretario General de la Coordinadora Exonerados Políticos de la V Región;


-Doña Zaida Cancino, Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la V Región;


-Doña Simona Ruy-Pérez, Directora de del Centro de Salud Mental y Derechos Humanos (Cintras);


-Doña Sonia Ramírez, Presidenta de la Corporación de Beneficiarios PRAIS de la V Región;


-Don Enrique Núñez, por la Agrupación ex Presos Políticos de la V Región;


-Doña Carmen Gloria Díaz, Coordinadora Jurídica de la Corporación Promoción y Defensa de los Derechos del Pueblo (CODEPU);


-Don Óscar del Fierro, por la Agrupación de ex Presos Políticos del Partido Socialista;


-Don Pedro Sepúlveda, Corporación de Beneficiarios PRAIS de Valdivia.


-Don Raúl Flores, por la Asociación de Familiares, Amigos y Compañeros “Miristas Caídos”;


-Doña Ida Sepúlveda, Presidenta de la Agrupación Ejecutados y Detenidos Desaparecidos de la Provincia de Valdivia;


-Doña Merari Agurto, Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región;


-Don Renato Vera, por la Corporación de Beneficiarios PRAIS de la VI Región


-Don Flavio Rossi, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la I Región – Iquique;


-Don Héctor Marín, por la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos Detenidos Desaparecidos de Iquique, y


-Don Jorge Candia, por la Comisión Unitaria de Exonerados Políticos de Viña del Mar.


Además, estuvieron presentes en esta audiencia pública las siguientes personas:


El señor David Acevedo González y las señoras María Acevedo y Fresia Acevedo de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; la señora 
Ester Araneda Gallardo, Agrupación de Familiares Detenidos Desaparecidos de la VIII Región; la señora Guacolda Araya de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; el señor Alfredo Araya, ex preso político de la IV Región; la señora Oriel Araya, ex presa política de Quillota; el señor Nelson Agustín Arambun, Comisión Ética Contra la Tortura V Región; el señor José Arredondo, ex preso político, dirigente de Mopare y miembro de la Brigada del Partido Socialista de Quillota; las señoras Rosa Beatriz Ávila y Herminia Ávila, Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; la señora Rosa Becerra, de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; el señor Marcelino Bugueño, Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; el señor Manuel Cabrera, Coordinadora de Exonerados Políticos de la V Región; el señor Eduardo Carreño, Agrupación de ex Presos Políticos de la V Región; las señoras Ruth Carreño y Georgina Castro de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; la señora Marta Elena Castro Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados Políticos de Valdivia; las señoras 
Ernestina del Carmen Cerda y Lucrecia Céspedes de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; la señora Blanca Céspedes de Quillota; la señora María Luz Castro, de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; la señora María Eliana Comené, Agrupación de Ex presos y presas políticas de la V Región; la señora Adriana Cortés, de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; la señora Viviana Díaz, Secretaria General de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos; el señor Nelson Díaz, Vicepresidente Nacional de la Coordinadora Nacional de Exonerados de Chile; la señora Sara Duarte de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; la señora María Cristina 
Escanilla de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Parral; el señor Manuel Alfonso Espicel del Frente de Trabajadores Exonerados Políticos de la V Región; el señor Miguel Luis Farías, ex preso político e integrante de la Comisión de Derechos Humanos de Curicó; la señora Odesa Flores, Agrupación Nacional ex Presos Políticos de Iquique; el señor Omar Gajardo de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; el señor Ulises Gallardo, Familiares, Amigos y Compañeros de los Miristas Caídos; la señora Ana González, Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos; el señor Benjamín Hernández del la Asociación Nacional Exonerados Políticos de Enap, Zonal Concon; la señora Verónica Inostroza de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Valdivia; el señor Wally Kunstmann, Agrupación Nacional de ex Presos Políticos; las señoras Juana Lazo, Isabel Lazo, Jacqueline Lazo, Raquel de las Nieves Lazo y Juan Leyton de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; el señor Carlos Lara, Agrupación de Exonerados Políticos de la V Región; las señoras Elena Lizama, Olga Lizama, Teresa Lizama y Mónica del Rosario Lizama de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados de Paine; la señora Edith López de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Valparaíso; el señor Luis Mancilla, exonerado político de Valparaíso; el señor Simón Marin de la Corporación de Beneficiarios Prais de Valparaíso; la señora Liliana Mason de la Coordinadora Regional de ex Presos Políticos de Santiago; la señora Monique Markowicz de la Comisión de Derechos Humanos de Viña del Mar; el señor Ricardo Martínez de la Agrupación de ex Presos Políticos; el señor Norberto Martínez de la Comisión Nacional Unitaria de Exonerados Políticos; la señora Norma Matus de la Agrupación de Detenidos Desaparecidos; el señor Bernardo Mella, ex preso políticos de la VI Región; la señora Lucinda Mena de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; la señora Lucrecia Menote López de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; la señora Leonila Menéndez, ex presa política de Valparaíso; la señora Ana Molina López de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Santiago; Marcos Morgunoosky, Corporación de Beneficiarios Prais de Valparaíso; Carlos Muñoz Mena de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; el señor Gonzalo Muñoz López de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Santiago; la señora Silvia Muñoz López de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Santiago; el señor Jorge Naipil de la Agrupación de ex Estudiantes de Osorno; el señor Ramón Núñez, Director de la Corporación Nacional de Retornados; el señor Darío Oliva de Corporación Nacional de Retornados Políticos; la señora María Angélica Ortiz de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; la señora Carolina Oyarzo de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados Políticos de Paine; el señor Ricardo N. Peña, exonerado y preso político de Valparaíso; el señor Juan Carlos Pérez, exonerado y torturado de Santiago; la señora Silvia Quinteros de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Maipú; la señora Apolonia Ramírez de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Santiago; la señora Isabel Ramírez de la Corporación de Beneficiarios Prais de la V Región; el señor Miguel Retamal, Vicepresidente de la Agrupación Nacional de ex Presos Políticos; las señoras Mercedes Retamales, Valeria Retamales y Valentina Retamales de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; la señora María Teresa Ríos de la Brigada de ex Presos Políticos del Partido Socialista; la señor María Isabel Rodríguez por ex Presos Políticos de la V Región; la señora Irma Rojas, Encargada Nacional del Programa Prais; la señora Hilda Saldívar de la Corporación de Beneficiarios Prais; la señora Mercedes Sánchez de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la VIII Región; el señor Nelson Sánchez de la Comisión Nacional de Exonerados Políticos; el señor Gastón Sánchez de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de la V Región; las señoras Carmen Santander y Alicia Santander de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Paine; Gusney Sepúlveda de la Agrupación de Ex Presos Políticos; la señora Angela Santana de la Agrupación de ex Presos Políticos de la V Región; la señora Soledad del Carmen Silva de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Paine; la señora Lilian Silva de la Agrupación Nacional de ex Presos Políticos de Santiago; las señoras María Irma Solís y Graciela Tamayo de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Paine; el señor Ricardo Tobar de la Coordinadora del Personal Exonerado de la Armada de Viña del Mar; el señor Ricardo Torres del Diario El Exonerado de Concepción; el señor José Ubilla de la Coordinadora de Exonerados de la V Región; la señora Sonia Valenzuela de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Paine; la señora Irma Vargas de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Valdivia; la señora Carolina Vega del Comando de Exonerados Políticos de la VI Región; la señora Carmen Vivanco de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Santiago; la señora Gabriela Zúñiga de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y la señora Alicia Zúñiga de la Comisión de Derechos Humanos de Valparaíso.


De los dichos, objeciones, modificaciones solicitadas y peticiones formuladas por estas personas o entidades, dan cuenta las actas de las sesiones de la Comisión en que se trató este proyecto. 

FUNDAMENTOS PARA LA PRESENTACIÓN DE ESTE PROYECTO


Con este proyecto, el Ejecutivo dice que persigue materializar una de las propuestas anunciadas por S.E. el Presidente de la República , encaminadas a contribuir al delicado proceso de curación de las heridas producidas por las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, y el perfeccionamiento de las reparaciones que Chile, o más bien la sociedad chilena, debe a las víctimas de esas violaciones.


Con ese propósito se propone la eliminación de los antecedentes penales de las personas que fueron condenadas por tribunales militares en tiempo de guerra, por aplicación de la Ley de Seguridad Interior del Estado o de la Ley Antiterrorista por delitos cometidos en el período indicado más arriba.


En el mensaje se sostiene que el reciente 30° aniversario del 11 de septiembre de 1973, ha revelado que es preciso enfrentar tareas pendientes en materia de derechos humanos y que hay que emprenderlas con dignidad y con entereza a través del diálogo y del respeto a las instituciones y al estado de derecho, como una forma de legar a las nuevas generaciones una nación cuya alma esté unida y en paz . Asevera, asimismo, que en pro de este ideal irrenunciable, bien vale ser generosos y sacrificar posiciones personales.

CONTENIDO DEL PROYECTO


Las anotaciones prontuariales, como se sabe, son consecuencias jurídicas de las sanciones penales, que por su naturaleza favorecen condiciones de estigmatización, discriminación y menoscabo social. En razón de que a nadie le puede ser negado el perdón, esos efectos aparecen como injustos e indeseados, máxime cuando afectan a personas condenadas por motivos políticos, ante tribunales y con procedimientos excepcionales, y que con sus hechos no afectaron la vida o la integridad física de ningún ser humano.


Este proyecto está concebido en el ámbito de las medidas tendientes a perfeccionar la reparación social, y en definitiva busca remediar jurídica, social y moralmente el descrédito o estigmatización que traen aparejadas las anotaciones prontuariales, referidas para el buen nombre y el honor de aquellas personas y para su reinserción en la sociedad chilena.

Anotaciones que se eliminan (artículo 1° del proyecto)


Esta iniciativa legal propone eliminar, a contar de la publicación de la ley las anotaciones prontuariales referidas a condenas impuestas por tribunales militares en tiempo de guerra por hechos acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990 y sancionados en los siguientes cuerpos legales:


-la ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado;


-la ley N° 17.798, sobre Control de Armas;


-la ley N° 18.314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad, o

el decreto ley N° 77, de 1973, que declara ilícitos y disueltos los partidos políticos que señala, o


-el decreto ley N° 3.627, de 1981, que establece competencia de los tribunales militares.


La eliminación contemplada en este artículo operará solamente si se hubiere cumplido la condena o si se hubiere extinguido la responsabilidad penal por cualquier motivo.

Procedimiento para acogerse a los beneficios de esta ley


El artículo 2° del proyecto consulta el procedimiento, el que debe iniciarse por petición del interesado ante Servicio de Registro Civil e Identificación. Este Servicio procederá a la eliminación, salvo que en sus registros no conste la anotación prontuarial, en cuyo caso el interesado podrá requerirla acompañando los certificados que justifiquen la imposición de la condena y el cumplimiento de la misma.


Para que proceda la eliminación se señalan en el mensaje los siguientes requisitos:

a.
Que las anotaciones prontuariales consten en el Registro General de Condenas establecido en el Decreto Ley Nº 645, de 1925;

b.
Que dichas anotaciones se refieran a condenas impuestas por Tribunales Militares en Tiempo de Guerra;

c.
Que tales condenas hayan sido impuestas por hechos acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990;

d.
Que esos hechos hayan sido sancionados en virtud de las Leyes Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, Nº 17.798 sobre Control de Armas y Nº 18.314, Ley Antiterrorista, o de los Decretos Leyes Nº 77, de 1973 o Nº 3.627, de 1981;

e.
Que la condena no haya sido impuesta por delitos contra la vida o la integridad física de terceros, consumados o frustrados;

e.
Que el condenado hubiere cumplido la condena o se hubiere extinguido su responsabilidad penal por cualquier otro motivo; y

f.
Que el interesado solicite la eliminación de las anotaciones al Servicio de Registro Civil e Identificación.


Este procedimiento tendrá el carácter de secreto y su divulgación será sancionada.

Condenas que se excluyen de este procedimiento


Señala el mensaje que “puesto que no es legítimo violentar el sentimiento de justicia de las víctimas de hechos acaecidos en el contexto aludido, se ratifica que la eliminación no se extiende a las condenas impuestas por delitos contra la vida o integridad física de terceros, consumados o frustrados”.


Para estos efectos, dispone el artículo 3° del proyecto “sólo se consideraran como delitos contra la vida o integridad física de terceros aquellos delitos que describan entre sus elementos constitutivos el resultado de muerte o de lesiones, en todas sus formas y clases o la privación de libertad de la víctima, cualquiera sea le ley o el título de incriminación en que se contenga y los delitos previstos en los párrafos 4°, 5° y 6° del título VII del Libro II del Código Penal”, esto es, el rapto, la violación y el estupro, el incesto, la corrupción de menores y otros actos deshonestos.


Por otra parte y para los mismos efectos, el inciso tercero del Art. 3° del proyecto, establece que no se considerará como atentados contra la vida o integridad física de terceros, los delitos contra la propiedad, aunque hubieren sido cometidos con violencia o intimidación en las personas, las asociaciones ilícitas ni las amenazas, en todas sus clases y formas. 


Por último, el proyecto no excluye la posibilidad de que el afectado pueda acogerse a los beneficios de eliminación de antecedentes prontuariales o de prontuarios, previstos en el Decreto Ley 409, el Decreto Supremo N° 64, la ley N° 18.216 y en otros cuerpos legales.

-o-

APROBACION DEL PROYECTO


El proyecto fue aprobado en general, por unanimidad.


La Comisión adoptó, por unanimidad, el acuerdo de omitir la discusión particular del articulado del proyecto en este primer trámite reglamentario; votar en general la idea de legislar y remitir el proyecto en los mismos términos que viene propuesto por el Ejecutivo en su mensaje, a la consideración de la Sala de la Corporación, con el objeto de que, durante la discusión general en la Sala o en el plazo que eventualmente se acuerde de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 129 del Reglamento, se admitan a tramitación las indicaciones que se presenten.

OTRAS CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


En cumplimiento de lo establecido en el artículo 287 del Reglamento, se deja constancia, además, de lo siguiente:


El proyecto no contiene artículos que tengan carácter orgánico constitucional o requieran de quórum calificado.


No hubo voto disidente del acuerdo adoptado en la votación general del proyecto.


No hay artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.


El proyecto no requiere informe de la Comisión de Hacienda.

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISION


Con el mérito de lo expuesto y de las consideraciones que pueda agregar el señor diputado Informante, la Comisión propone a la honorable Cámara aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Las anotaciones prontuariales que consten en el Registro General de Condenas establecido en el Decreto Ley Nº 645 de 1925, referidas a condenas impuestas por Tribunales Militares en Tiempo de Guerra por hechos acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990 y sancionados en las Leyes Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, Nº 17.798 sobre Control de Armas y Nº 18.314, que Determina Conductas Terroristas y Fija su Penalidad, o en los Decretos Leyes Nº 77, de 1973 o N° 3.627, de 1981, serán eliminadas a partir de la fecha de publicación de la presente ley, si se hubiere cumplido la condena o si se hubiere extinguido la responsabilidad penal por cualquier otro motivo.


Artículo 2º.- La eliminación de anotaciones prontuariales se efectuará, a petición del interesado, por el Servicio de Registro Civil e Identificación. Si los tribunales o autoridades pertinentes no hubieren transmitido al mencionado Servicio las sentencias condenatorias correspondientes, o las certificaciones de término o cumplimiento de las mismas o por cualquiera otra causa este Servicio no dispusiere de los antecedentes necesarios para efectuar la eliminación, el interesado podrá requerirla, acompañando los certificados que justifiquen su imposición y cumplimiento, por medio de una solicitud dirigida al Director Nacional de dicho servicio y presentada en el Gabinete Local del lugar de su domicilio.


Las solicitudes y los antecedentes acompañados tendrán el carácter de secretos y su divulgación será sancionada conforme a las reglas generales.


Lo dispuesto en la presente ley se entiende sin perjuicio de la procedencia, conforme a las reglas generales, de los beneficios de eliminación de antecedentes prontuariales o de prontuarios, previstos en el D.L. Nº 409, el D.S. Nº 64, la ley Nº 18.216 o en otros cuerpos legales. 


Artículo 3º.- Lo dispuesto en los artículos precedentes no será aplicable a las condenas impuestas por delitos contra la vida o integridad física de terceros, consumados o frustrados. 


Para estos efectos, sólo se considerarán como delitos contra la vida o integridad física de terceros aquellos delitos que describan entre sus elementos constitutivos el resultado de muerte o de lesiones, en todas sus formas y clases o la privación de libertad de la víctima, cualquiera sea la ley o el título de incriminación en que se contenga y los delitos previstos en los párrafos 4º, 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal. 


Por su parte, y para los mismos efectos, no se considerarán como atentados contra la vida o integridad física de terceros, los delitos contra la propiedad, aunque hubieren sido cometidos con violencia o intimidación en las personas, las asociaciones ilícitas ni las amenazas, en todas sus clases y formas.”.

-o-


Se designó diputado informante al honorable señor Sergio Ojeda Uribe.


Tratado y acordado en sesiones de fecha 12 y 19 de noviembre, 3 y 10 de diciembre y de las sesiones en Comité de 5, 10 y 17 de noviembre de 2003, con la asistencia de los diputados señores Fulvio Rossi Ciocca, (Presidente), Gabriel Ascencio Mansilla, Enrique Accorsi Opazo, Francisco Bayo Veloso, Juan Bustos Ramírez, Eduardo Díaz del Río, Felipe Letelier Norambuena, Sergio Ojeda Uribe; Felipe Salaberry Soto, Alfonso Vargas Lyng, Edmundo Villouta Concha, y Gastón Von Mühlenbrock Zamora y de los diputados no miembros de la Comisión señores Rodrigo Álvarez, Guillermo Ceroni, Juan Pablo Letelier y Pedro Muñoz, 


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2003.


(Fdo.): JOSÉ VICENCIO FRÍAS, Abogado Secretario de la Comisión”.

18. Segundo Informe de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Penal en materia de uso y porte de armas. (boletín N° 3389-07-1)

“Honorable Cámara: 


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en su sesión 25ª., de 2 de diciembre en curso, con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación, las que constan en la hoja de tramitación preparada por la Secretaría de la Corporación, más las formuladas en el seno de la Comisión.


De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:

1.
De las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.

Ninguno de los números en que se divide el artículo único del proyecto se encuentra en esta situación.

2.
De las disposiciones que tienen rango orgánico constitucional o que deben aprobarse con quórum calificado.


No hay disposiciones que tengan tal rango.

3.
De las disposiciones suprimidas.


No se suprimió disposición alguna.

4.
De las disposiciones modificadas.


La Comisión modificó los números 1 y 2 del artículo único.


A continuación se efectúa una reseña del debate habido en relación a estas modificaciones.

Número 1.-


Este número introduce dos modificaciones al artículo 12 del Código Penal:


Por la primera substituye en la 6ª. circunstancia agravante de la responsabilidad, las expresiones “las armas” por las siguientes “armas que no sean de fuego”, y


Por la segunda, agrega una nueva circunstancia agravante, la número 20ª., del siguiente tenor: “Ejecutarlo portando arma de fuego.”.


Para los efectos de una mejor comprensión de la materia, cabe señalar que el texto actual de la 6ª. circunstancia agravante es el siguiente:


“Artículo 12.-Son circunstancias agravantes:


6ª. Abusar el delincuente de la superioridad de su sexo, de sus fuerzas o de las armas, en términos que el ofendido no pudiera defenderse con probabilidades de repeler la ofensa,”.


Respecto de este número, la diputada señora Guzmán se manifestó partidaria de mantener el artículo 12 en sus actuales términos, por cuanto, a su parecer, no sería positivo establecer un disvalor entre armas de fuego y armas blancas para la configuración de la agravante, motivo que la llevó a presentar, conjuntamente con los diputados señores Bertolino, Galilea Carrillo, García y Kuschel, una indicación para suprimir las modificaciones a dicho artículo.


El diputado señor Burgos recordó que el problema planteado al respecto, al tratar el primer informe, había sido que esta agravante estaba concebida sobre la base del abuso por parte del delincuente de la superioridad de sus armas y no del simple porte del arma de fuego. Por eso, se había optado por colocar la agravante del porte de este tipo de armas en una circunstancia aparte, como es la que se propone como número 20ª.


La diputada señora Guzmán señaló que, en tal caso, lo lógico sería quitar de la sexta agravante la mención de las armas e incluirla en la nueva agravante que se establece, como una manera eficaz de lograr la finalidad de que concurra la agravante por el simple porte del arma, sin necesidad de establecer una diferenciación o un disvalor entre las armas de fuego y las blancas.


El diputado señor Uriarte estimó más apropiado efectuar la referencia a las armas blancas, remitiendo la norma directamente a la definición que da el artículo 132, la que no obstante sus imperfecciones, comprende dentro de sus términos -toda máquina, instrumento, utensilio u objeto cortante, punzante o contundente- un concepto lo suficientemente amplio que desde los albores del Código Penal ha sido empleado efectivamente, por lo que no se justificaría innovar. Por ello, presentó una indicación para agregar a la 6ª. circunstancia, en punto seguido, la siguiente oración “ Para estos efectos se considerará arma lo señalado en el artículo 132.”.


La Comisión, acogiendo las ideas expresadas por los diputados señora Guzmán y señor Uriarte, terminó por pronunciarse, a sugerencia del representante del Ejecutivo, favorablemente por una indicación presentada por el diputado señor Muñoz en la Sala, la que expresa con exactitud dichas ideas y que consiste en suprimir en la 6ª. agravante la mención de las armas y en redactar la nueva circunstancia 20ª. en los siguientes términos:


“20ª. Ejecutarlo portando armas de fuego o de aquellas referidas en el artículo 132.”.


Se aprobó por unanimidad.

Número 2.-


Este número agrega un artículo 288 bis del siguiente tenor:


“El que portare armas cortantes o punzantes en la vía pública o en lugares de reunión pública tales como restaurantes, bares, parques, plazas, teatros, canchas, multicanchas u otros de la misma especie, será sancionado con la pena de presidio o reclusión menor en su grado mínimo, salvo que a juicio del tribunal, ellas fueren llevadas para un propósito ajeno a la comisión de un delito.”.


Sobre esta norma se suscitó un largo debate, sosteniendo el diputado señor Montes que lo que se quería era desincentivar el porte del arma blanca en si, por el riesgo que representa, sin distinguir si se las lleva para delinquir o no, porque, actualmente, los jóvenes andan habitualmente con este tipo de armas y esa situación es la que da ocasión a la comisión de un delito.


La diputada señora Guzmán echó de menos la inclusión de las reuniones en lugares privados y no sólo públicos, por los múltiples ejemplos que se conocen de las riñas con armas suscitadas en fiestas de menores, opinión que avaló el diputado señor Tapia por su experiencia en el mundo rural.


El diputado señor Uriarte fue partidario de establecer una norma que permitiera detener al que portare armas blancas en lugares de reunión públicos, estableciendo todo un procedimiento para distinguir entre las situaciones propias de la actividad o trabajo de la persona y las que permiten avizorar el peligro


El representante del Ejecutivo sostuvo que la inclusión de la vía pública en el tipo penal, complicaba considerablemente la figura por cuanto su inclusión significaba colocar en la mira de la justicia a toda persona que transitara, por ejemplo, con un cortaplumas o que lo incluyera como parte de su atuendo, algo muy corriente entre la gente de campo. Se trataría de un delito de peligro y éste se produce en lugares de reunión públicos. La inclusión de la vía pública obligaría a contrastar permanentemente la realidad para percibir algún indicio que permitiera aplicar la figura penal. Igualmente, la figura aprobada por la Comisión había dejado fuera las armas o elementos contundentes, las que debieran incorporarse y, por último, que le parecía imprescindible invertir la presunción, ya que debiera partirse de la base de que quien se limita a portar un arma blanca no constituye un peligro en sí, sino que sólo en aquellos casos en que hubiere algún indicio que permita conocer la intención de delinquir y que justifique la detención antes de que ello ocurra. Esta misma solución permitiría a las policías, en primer lugar, analizar la posibilidad de la existencia de indicios antes de proceder a la detención de la persona y su posterior puesta a disposición del tribunal.


Finalmente, el representante del Ejecutivo propuso una solución alternativa para este artículo, entregando tres variantes: 

a)
Por la primera se sancionaba al que en la vía pública, bajo los efectos del alcohol o de las drogas o en recintos de expendio de bebidas alcohólicas, portare armas cortantes o punzantes y no pudiere justificar razonablemente su porte; 

b)
Por la segunda, se sancionaba el simple porte del arma en cualquier lugar y bajo cualquier circunstancia, cuando por la profesión, oficio o actividad de la persona no pudiera presumirse que se la lleva para un fin legítimo, y

c)
Por la tercera, se sancionaba al que portare este tipo de armas en la vía pública bajo los efectos del alcohol o de las drogas, en espectáculos públicos o en recintos de expendio de bebidas alcohólicas.


Las tres variantes incorporaban la agravante de encontrarse reunidas dos o más personas portando este tipo de armas.


Respecto de esta proposición, la Comisión terminó por inclinarse a favor de la segunda variante, toda vez que lo que se quería con esta norma era sancionar el simple porte del arma blanca en términos amplios dada la peligrosidad que ello implica, por cuanto quienes delinquen pueden o no estar bajo los efectos del alcohol o de las drogas y los lugares en que ejecutan sus fechorías pueden ser tanto recintos o lugares públicos o privados. Lo que se pretendía era la consagración de una figura que sancionara un delito de peligro, destinada a prevenir consecuencias generalmente graves.


En lo que se refiere al inciso segundo, el que establece una circunstancia agravante para el caso de encontrarse reunidas dos o más personas portando este tipo de armas, proposición inspirada en una indicación de los diputados señores Forni, Hales, Luksic, Montes y Uriarte, la diputada señora Guzmán estimó necesario exigir concierto entre los reunidos para su configuración por cuanto, si dada la amplitud de la norma, se va a sancionar a alguien por el simple porte del arma – la que podría ser un cortaplumas – y, además, se le agravará la pena por encontrarse con otras personas que también, por mera coincidencia, pueden portar un instrumento semejante, se podría estar incurriendo en un exceso.


La Comisión, no obstante tener conciencia de la dificultad procesal de acreditar la existencia del concierto, terminó por acoger la proposición de la parlamentaria, quedando, en definitiva este artículo redactado en los siguientes términos:


“El que portare armas cortantes o punzantes, cuando por su profesión, oficio o actividad no pueda presumirse que las lleva para un fin legítimo, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.


Para los efectos de la aplicación de la pena, se considerará circunstancia agravante el encontrarse reunidas dos o más personas portando las armas a que se refiere el inciso anterior, siempre que existiere concierto entre ellas.”.


Se aprobó el artículo por mayoría de votos ( 8 votos a favor y 1 abstención).

5.
De los artículos nuevos introducidos.-


No se introdujeron nuevos artículos.

6.
De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


No hay disposiciones en esta situación.

7.
De las indicaciones rechazadas por la Comisión. 


La Comisión rechazó las siguientes indicaciones:

a)
La de los diputados señora Guzmán y señores Bertolino, Galilea Carrillo, García y Kuschel para eliminar las modificaciones propuestas para el artículo 12 del Código Penal.

b)
La del diputado señor Uriarte para substituir el N° 1 del artículo único por el siguiente:

1)
Agrégase al N° 6ª. del artículo 12, en punto seguido, la siguiente oración:


“Para estos efectos, se considerará arma, lo señalado en el artículo 132.”.

c)
La de los diputados señora Guzmán y señores Bertolino, Galilea Carrillo, García y 
Kuschel para substituir el nuevo artículo 288 bis que se incorpora, por el siguiente:


“Artículo 288 bis.- El que portare las armas que define el artículo 132 en la vía pública o en lugares de reunión pública tales como restaurantes, bares, parques, plazas, teatros, canchas, multicanchas u otros de la misma especie, será sancionado con la pena de presidio o reclusión menor en su grado mínimo, salvo que a juicio del tribunal, ellas fueren llevadas para un propósito ajeno a la comisión de un delito dado su profesión u oficio.”.

d)
La de los diputados señores Bustos y Montes para agregar en el artículo 288 bis, nuevo, después de la palabra “punzantes”, la expresión “contundentes”, y suprimir el vocablo “o” antes de la palabra “punzantes”.

e)
La de los diputados señores Álvarez-Salamanca, Galilea Vidaurre, García y Palma, para introducir en el artículo 288 bis, nuevo, entre las palabras “punzantes” y “ en la vía pública”, la frase “superior a 15 centímetros de longitud”.

f)
La de los diputados señores Ceroni, García y Kuschel para eliminar en el artículo 288 bis, nuevo, las expresiones “ en la vía pública”.

g)
La de los diputados señora Soto y señor Sánchez para agregar en el artículo 288 bis, nuevo, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, el que fabricare armas hechizas o las portare en los mismos lugares señalados en el inciso precedente, y el que vendiere armas a terceros sin conocimiento del Ministerio de Defensa Nacional.”.

h)
La de los diputados señores Forni, Hales, Luksic, Montes y Uriarte para agregar un inciso segundo al artículo 288 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Para los efectos de la aplicación de la pena, se considerará circunstancia agravante el encontrarse reunidas dos o más personas portando las armas a que se refiere el inciso anterior.”.

i)
La del diputado señor Uriarte para substituir el N° 2 del artículo único del proyecto, por el siguiente:


“2) Agrégase, a continuación del artículo 288, el siguiente artículo 288 bis:


“Artículo 288 bis.- Cuando la policía sorprendiere al que portare armas cortantes o punzantes en lugares de reunión pública, tales como restaurantes, bares, parques, plazas, teatros, recintos deportivos u otros de la misma especie, deberá retener el arma y mantenerla en depósito en la unidad policial más cercana, a la cual dejará citado, por escrito, al portador.


Para recuperar el arma, el portador deberá acreditar su identidad, y señalar domicilio y actividad, oficio o profesión. La policía levantará un registro computacional con esos datos, para su uso interno y de los tribunales de justicia.


Transcurridos treinta días sin que el portador concurriere a la unidad policial, habiendo sido citado, el arma retenida caerá en comiso.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de que leyes especiales sancionen como delito el porte de arma, caso en el cual se dará origen al proceso respectivo.


No se considerará porte de arma, la manipulación de elementos cortantes o punzantes para cumplir funciones de manejo de alimentos y otros comestibles aunque sea en lugares de concurrencia pública.


Sin embargo, cuando dichos elementos cortantes o punzantes, de acuerdo con circunstancias propias de eventos tradicionales, costumbristas o comerciales no ofrezcan peligro a la seguridad pública, Carabineros no aplicará lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.”.

j)
La de los diputados señores Norambuena, Pérez Varela, Ulloa, Urrutia y Varela para agregar el siguiente inciso al artículo 450 que se modifica:


“El que cometiere delito portando arma hurtada o robada, le será aplicable la pena aumentada en un grado.”.

8.
Texto de las disposiciones legales que el proyecto modifica o deroga.


El proyecto modifica los artículos 12 y 450 del Código Penal.

-o-


Por las razones expuestas y por las que hará valer oportunamente el señor diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1)
Modifícase el artículo 12 del siguiente modo:

a)
En la 6ª. circunstancia agravante, sustitúyese la coma (,) que sucede a la palabra “sexo” por una “o” y elimínase la frase “ o de las armas”.

b)
Agrégase la siguiente circunstancia agravante, nueva:


“20ª. Ejecutarlo portando armas de fuego o de aquellas referidas en el artículo 132.”.

2)
Incorpórase el siguiente artículo 288 bis, nuevo:


“Artículo 288 bis.- El que portare armas cortantes o punzantes, cuando por su profesión, oficio o actividad no pueda presumirse que las lleva para un fin legítimo, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo.


Para los efectos de la aplicación de la pena, se considerará circunstancia agravante el encontrarse reunidas dos o más personas portando las armas a que se refiere el inciso anterior, siempre que existiere concierto entre ellas.”.

3)
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 450, por el siguiente:


“En los delitos de robo y hurto, la pena correspondiente será elevada en un grado cuando los culpables hagan uso de armas o sean portadores de ellas.”.

-o-


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2003.


Continúa de diputado informante el señor Jorge Burgos Varela.


Acordado en sesiones de fechas 3 y 10 de diciembre del año en curso, con la asistencia de los diputados señor Jorge Burgos Varela (Presidente), señoras María Pía Guzmán Mena y Ximena Vidal Lázaro y señores Juan Bustos Ramírez, Francisco Encina Moriamez, Carlos Kuschel Silva, Ramón Pérez Opazo, Boris Tapia Martínez, Gonzalo Uriarte Herrera y Patricio Walker Prieto.


En reemplazo de los diputados señores Juan Bustos Ramírez y Francisco Encina Moriamez, asistió el diputado señor Carlos Montes Cisternas.


Asistió, asimismo, a una sesión el diputado señor Pedro Muñoz Aburto.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

19. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, diciembre 11 de 2003.


Oficio Nº 2.035

Excelentísima señora Presidenta

de la Cámara de Diputados:


Remito a vuestra Excelencia copia autorizada de la sentencia dictada por este Tribunal, en los autos rol Nº 397, relativo al proyecto de ley que permite efectuar anticipos al Fondo Común Municipal en los casos que indica y modifica el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, el que fue enviado a este tribunal para su control de constitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): EUGENIO VALENZUELA SOMARRIVA, Presidente (S); JAIME SILVA MAC IVER, Secretario (S).


“Santiago, once de diciembre de dos mil tres.


Vistos y considerando:


Primero.- Que, por oficio Nº 4.683, de 4 de diciembre de 2003, la Cámara de Diputados ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que permite efectuar anticipos al Fondo Común Municipal en los casos que indica y modifica el decreto ley 
N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto de los artículos 1º, 2º y 5º del mismo;


Segundo.- Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución establece que es atribución de este Tribunal “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución”;


Tercero.- Que los artículos 107 y 108 de la Constitución Política disponen:


“Artículo 107. La administración local de cada comuna o agrupación de comunas que determine la ley reside en una municipalidad, la que estará constituida por el alcalde, que es su máxima autoridad, y por el concejo.


La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las modalidades y formas que deberá asumir la participación de la comunidad local en las actividades municipales.


Los alcaldes, en los casos y formas que determine la ley orgánica constitucional respectiva, podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades.


Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna.


Una ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones de las municipalidades. Dicha ley señalará, además, las materias de competencia municipal que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de los 2/3 de los concejales en ejercicio, o de la proporción de ciudadanos que establezca la ley, someterá a consulta no vinculante o a plebiscito, así como las oportunidades, forma de la convocatoria y efectos.


Las municipalidades podrán asociarse entre ellas para el cumplimiento de sus fines propios. Asimismo, podrán constituir o integrar corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro cuyo objeto sea la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte. La participación municipal en ellas se regirá por la ley orgánica constitucional respectiva.


Las municipalidades podrán establecer en el ámbito de las comunas o agrupación de comunas, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el objeto de propender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación ciudadana.


Los servicios públicos deberán coordinarse con el municipio cuando desarrollen su labor en el territorio comunal respectivo, en conformidad con la ley.


La ley determinará la forma y el modo en que los ministerios, servicios públicos y gobiernos regionales podrán transferir competencias a las municipalidades, como asimismo el carácter provisorio o definitivo de la transferencia.”


“Artículo 108. En cada municipalidad habrá un concejo integrado por concejales elegidos por sufragio universal en conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y la forma de elegir al alcalde.


El concejo será un órgano encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad local, ejercerá funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y otras atribuciones que se le encomienden, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.


La ley orgánica de municipalidades determinará las normas sobre organización y funcionamiento del concejo y las materias en que la consulta del alcalde al concejo será obligatoria y aquellas en que necesariamente se requerirá el acuerdo de éste. En todo caso, será necesario dicho acuerdo para la aprobación del plan comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y de los proyectos de inversión respectivos.”


Cuarto.- Que, las normas sometidas a control de constitucionalidad expresan lo siguiente:


“Artículo 1º.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para que, por una sola vez durante el año 2004, efectúe anticipos con cargo a la participación que corresponda a las municipalidades en el Fondo Común Municipal, por un monto total de hasta M$ 5.000.000.-, respecto de aquellas Municipalidades que administrando, directamente o a través de Corporaciones, los establecimientos educacionales traspasados en virtud del decreto con fuerza de ley 
Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, registren deudas ellas mismas o sus corporaciones, por concepto de asignación de perfeccionamiento docente, devengadas al 30 de abril de 2003, de los profesionales de la educación que se desempeñan en los mencionados establecimientos, con el objeto de facilitar la solución de dichas deudas, de conformidad a las normas que se indican en los números siguientes:

1)
Para los efectos señalados, dentro del plazo de noventa días a contar de la fecha de publicación de la presente ley, la municipalidad interesada deberá suscribir un convenio con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior. Para ello, dentro de los primeros treinta días del plazo antes referido, la municipalidad deberá presentar ante la mencionada subsecretaría los antecedentes que ésta requiera para calificar la pertinencia de la suscripción del respectivo convenio. 


Si la administración del servicio de educación se efectúa a través de una corporación municipal, la municipalidad deberá, a su vez, suscribir un convenio con la respectiva corporación o concurrir también a la suscripción del convenio que establece la presente ley, para efectos de asegurar el cumplimiento de los objetivos y obligaciones que asumen tanto el municipio como la corporación.

2)
En el convenio que se suscriba con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo se acordarán los montos que se anticiparán y las cuotas en que los anticipos serán reintegrados al Fondo Común Municipal, como también las obligaciones que adquiera el municipio para su debido cumplimiento. El convenio se someterá a la aprobación del concejo municipal y en general a la normativa jurídica que rige a las municipalidades, salvo en lo regulado por las normas especiales que este cuerpo legal contempla, y contendrá cuantas cláusulas sean necesarias para el cumplimiento del objetivo de la presente ley.


La municipalidad respectiva, ya sea en forma directa o a través de la corporación correspondiente, estará obligada a aplicar los montos anticipados, inmediatamente y en forma total, al pago de la asignación de perfeccionamiento adeudada, y a asegurar la continuidad de su pago periódico.


Respecto de aquellas municipalidades que no paguen en forma oportuna la asignación de perfeccionamiento que corresponda o no den debido cumplimiento a los convenios de pago suscritos en virtud de esta ley, el Servicio de Tesorerías deberá descontar el saldo insoluto de los anticipos otorgados conforme a esta ley de las siguientes remesas del Fondo Común Municipal y, si ellas no fueren suficientes, de los montos que les corresponda percibir por recaudación del impuesto territorial.


El Servicio de Tesorerías y la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo ejecutarán cuantas operaciones sean necesarias para realizar el traspaso y el reintegro de estos recursos.

3)
Para la determinación del monto de recursos que el Fondo Común Municipal anticipará a las municipalidades solicitantes, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo considerará, principalmente: el porcentaje de la deuda que la municipalidad se encuentre dispuesta a asumir conforme a sus disponibilidades financieras; las acciones realizadas para generar recursos propios tendientes a la solución de la respectiva deuda de asignación de perfeccionamiento, tales como la venta de activos municipales o la reasignación de fondos; la existencia de otros convenios de pago vigentes; y, finalmente, el orden de presentación de las solicitudes de suscripción de convenios.


Para los efectos anteriores, la subsecretaría utilizará un indicador de capacidad financiera de los municipios solicitantes, contrastando el margen disponible de sus ingresos propios, previamente deducidos de éstos sus gastos operacionales y transferencias, respecto del monto del pasivo exigible que dicho municipio tenga al momento del cálculo de dicho indicador. La información de ingresos y pasivos exigibles deberá ser certificada por el respectivo municipio.


De esta forma la subsecretaría determinará, para aquellos municipios cuyo indicador de capacidad financiera se encuentre en un rango entre cero (0) y uno (1), si el municipio deudor concurrirá al servicio de la deuda en un plazo de hasta dos años o en uno superior a dos años, con un máximo de cuatro. En este último caso, el respectivo convenio deberá, además, ser visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

4)
Los recursos que reciba la municipalidad por aplicación de la presente ley serán reintegrados al Fondo Común Municipal, a contar del sexto mes de haberlos recibido, sin intereses ni recargos, en cuotas sucesivas, que serán descontadas por el Servicio de Tesorerías de las remesas correspondientes al mencionado Fondo, y si ellas no fueren suficientes, de los montos que le corresponda percibir a la municipalidad por recaudación del impuesto territorial.


Las cuotas pactadas se reajustarán conforme a la variación que, entre la fecha de entrega de los recursos y la de reintegro de la cuota respectiva, experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, según se establezca en el mismo convenio.”


“Artículo 2°.- Modifícase el artículo 39 bis del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado se contiene en el decreto N° 2385, de 1996, del Ministerio del Interior, de la siguiente forma:

1)
Reemplázase en el inciso primero la expresión “ la Tesorería General de la República” por la expresión “ el Servicio de Tesorerías”.

2)
Reemplázase el inciso segundo por los siguientes:


“No obstante lo dispuesto en el inciso precedente y en forma subsidiaria a ello, previa evaluación de la capacidad financiera del municipio deudor efectuada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Servicio de Tesorerías estará facultado para convenir con dicho municipio las cuotas necesarias, con un máximo de cuatro años, para el servicio de la deuda, la cual generará un interés del 0,75% mensual.


Los convenios que al efecto celebre el Servicio de Tesorerías serán, además, visados por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, cuando aquéllos hayan sido suscritos por un plazo superior a dos años.”.”


“Artículo 5°.- Elimínase en la letra d) del artículo 29 de la ley N° 18.695, cuyo texto refundido y sistematizado se contiene en el decreto con fuerza de ley N°1/19.704, de 2002, del Ministerio del Interior, la conjunción “y” que precede a la oración “de los aportes que la municipalidad debe efectuar al Fondo Común Municipal” y agrégase, a continuación de esta misma oración, la siguiente frase nueva, precedida de una coma (,): “y del estado de cumplimiento de los pagos por concepto de asignaciones de perfeccionamiento docente.”.”


Quinto.- Que, de acuerdo al considerando segundo, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el Constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;


Sexto.- Que, los artículos 1º y 5º del proyecto en estudio son propios de la ley orgánica constitucional a que aluden los artículos 107 y 108 de la Carta Fundamental, puesto que el primero contiene normas que establecen una atribución esencial de las municipalidades y exigen el acuerdo del concejo municipal y, el segundo, modifica expresamente la señalada ley orgánica en relación con las facultades de la unidad encargada del control que forma parte de la estructura básica de dichas corporaciones;


Séptimo.- Que, el artículo 2º del proyecto remitido modifica el artículo 39 bis del Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, el cual no se refiere a materias que deben ser reguladas por la ley orgánica constitucional a que se refieren los artículos 107 y 108 de la Constitución Política y, en consecuencia, no es propio de ella.


Al respecto, es conveniente recordar que dicho artículo 39 bis fue incorporado al Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, por la Ley Nº 19.704, de 28 de diciembre de 2000 y, en esa oportunidad, no fue considerado por los órganos legislativos como norma propia de ley orgánica constitucional, según consta de la sentencia de este Tribunal de 4 de diciembre del mismo año, Rol Nº 315;


Octavo.- Que, de acuerdo con los antecedentes, las normas sometidas a control preventivo de constitucionalidad han sido aprobadas en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política y que, sobre ellas no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad;


Noveno.- Que, las disposiciones contempladas en los artículos 1º y 5º del proyecto remitido no son contrarias a la Carta Fundamental.


Y, visto, lo prescrito en los artículos 63, inciso segundo, 82, Nº 1º e inciso tercero, 107 y 108 de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 al 37 de la Ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


Se declara:


Que los artículos 1º y 5º del proyecto remitido, son constitucionales.


Que este Tribunal no se pronuncia sobre el artículo 2º del proyecto remitido, por versar sobre materias que no son propias de ley orgánica constitucional.


Devuélvase el proyecto a la Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº.-397.-


Se certifica que el ministro señor Juan Agustín Figueroa Yávar concurrió a la vista de la causa y al acuerdo del fallo, pero no firma por estar ausente.

Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente don Juan Colombo Campbell, y los Ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Hernán Alvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedinsky Tschorne, Eledoro Ortíz Sepúlveda y José Luis Cea Egaña.


Autoriza el Secretario Subrogante del Tribunal Constitucional, don Jaime Silva Mac Iver.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA PRESIDENTA

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ISABEL ALLENDE BUSSI

PRESENTE”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


�	El apartado 2 del Artículo X del Acuerdo de La Haya con Alemania dice lo siguiente: “El Banco, sus bienes y activos, así como los depósitos de otros fondos confiados al Banco, que se encuentren en el territorio de las Partes o dependan de la administración de las Partes, estarán exentos de incapacidades y de medidas restrictivas, tales como medidas de censura, requisa, embargo o decomiso, tanto en tiempos de paz como en tiempos de guerra, represalias, prohibición o restricción de exportar oro o divisas y otras intervenciones, restricciones o prohibiciones similares”.


1 	De acuerdo con un anuncio hecho por el Gobierno suizo con fecha 26 de diciembre de 1952, Japón renunció a todos los derechos, títulos e intereses adquiridos con arreglo a la Convención.


2 	El 10 de junio de 1930 la Convención fue prorrogada por toda la existencia del banco.


1 	Las modificaciones introducidas al texto original de los Estatutos de 20 de enero de 1930 fueron adoptadas por Asambleas Generales Extraordinarias celebradas el 3 de mayo de 1937, 12 de junio de 1950, 9 de octubre de 1961, 9 de junio de 1969, 10 de junio de 1974, 8 de julio de 1975, 14 de junio de 1993, 13 de septiembre de 1994, 8 de noviembre de 1999, 8 de enero de 2001 y 10 de marzo de 2003. Las modificaciones adoptadas en 1969 y 1975 fueron sancionadas de acuerdo con las condiciones establecidas en el Artículo 1 de la Convención relativa al Banco de Pagos Internacionales.


2 	Un DEG equivale a la suma de 0,577 dólares de los Estados Unidos de América, 0,426 euros, 21 yenes japoneses y 0,0984 libras esterlinas, de acuerdo con la Regla O-1 adoptada por el Directorio Ejecutivo del FMI el 29 de diciembre de 2000 y con efecto a contar del 1º de enero de 2003; esta decisión será sujeta a revisión cada cinco años.


1 	Texto modificado con motivo de la nueva numeración de los artículos de los Estatutos y sancionado el 10 de diciembre de 1969 en conformidad con las condiciones establecidas en el Artículo 1 de la Convención relativa al Banco de Pagos Internacionales.


2 	Véase el texto de los estatutos actualmente vigente.
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